
ASISTENCIA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

Del diputado Rafael Hernández Soriano, del Grupo Parlamentario del PRD, por la
que solicita el retiro de las siguientes iniciativas con proyecto de decreto: . . . . . 

–Que adiciona el artículo 6o. de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, turnada a la Comisión de Igualdad de Género.

–Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Asistencia Social,
turnada a la Comisión de Salud.

–Que reforma el artículo 44 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, turnada a
la Comisión de Relaciones Exteriores.
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–Que adiciona diversas disposiciones al Reglamento de la Cámara de Diputados.

De la diputada Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamentario de MC, por
la que solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los ar-
tículos 15 y 379 del Código Penal Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del diputado Jesús Sesma Suárez, del Grupo Parlamentario del PVEM, por la que
solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dis-
posiciones de las Leyes Federales del Trabajo y de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, presenta-
da por el diputado Emilio Enrique Salazar Farías y suscrita por integrantes de su
Grupo Parlamentario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la diputada Guadalupe González Suástegui, del Grupo Parlamentario del PAN,
por la que solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto por la que re-
forma y adiciona diversos artículos a la Ley de Vivienda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
PRI, por la que solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Asentamien-
tos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano . . . . . . . . . . . . . . . 

Se tienen por retiradas, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, por las que remite nueve contestaciones a pun-
tos de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores a impulsar ante las
empresas mexicanas con operaciones en los Estados Unidos de América, la con-
tratación de dreamers de origen mexicano que cuentan con el permiso vigente, co-
mo medida para que permanezcan en ese país con carácter de trabajadores extran-
jeros. Asimismo, en caso de que éstos sean repatriados a México, promover una
estrategia para que dichas empresas generen una oferta laboral especial a fin de
que encuentren oportunidades de trabajo de acuerdo a su capacidad y experiencia
profesional; así como impulsar que los jóvenes de origen mexicano que actual-
mente son beneficiarios por el DACA, en caso de ser repatriados, puedan conti-
nuar sus estudios o el ejercicio de su profesión en México. Se remite a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos, para su conocimiento.. . . . . . 

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Desarrollo Social a realizar una campaña
de regularización de los Centros de Atención de las Personas Adultas Mayores en
todo el territorio nacional para asegurar su apego a lo establecido en las normas
emitidas para su funcionamiento y operación,  con el objetivo de garantizar a los
adultos mayores el respeto irrestricto a sus derechos en estos espacios. Se remite
a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su conocimiento.. . . . . . . 

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Desarrollo Social para que difunda entre
la población los distintos programas de apoyo de servicio de estancias infantiles
dirigidos a estudiantes con hijas o hijos, para que cuenten con el tiempo necesario
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para estudiar o capacitarse. Se remite a la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–Por el que se solicita al titular del Ejecutivo Federal haga pública la información
relativa a las acciones y el presupuesto ejercido en su implementación para la pro-
tección de los migrantes en el periodo de enero de 2017 a la fecha en territorio na-
cional. Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para su conocimiento.

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores a enriquecer la pos-
tura de protección a nuestros connacionales remitiendo las propuestas y preocu-
paciones que en la materia posean; así como a dar a conocer la ruta especifica de
atención legal y asesoría para los llamados dreamers de origen mexicano que pu-
dieran ser perjudicados ante una eventual deportación a México. Se remite a la Co-
misión de Relaciones Exteriores, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que, a través
de una política pública integral, se asegure la protección y respeto a los derechos
humanos de los mexicanos que se encuentran dentro y fuera de los Estados Uni-
dos de América, dadas las políticas implementadas por el gobierno de aquel país.
Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para su conocimiento. . . . . . . 

–Por el que se exhorta al Director General del Centro Nacional de Control de
Energía a informar a la opinión pública, acerca de las causas técnicas que origina-
ron la interrupción del servicio eléctrico en diversas zonas del país los días 23 y
25 de mayo, y 10 de septiembre de los corrientes. Se remite a la Comisión de Ener-
gía, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores a evaluar la perti-
nencia de adherirse al Convenio sobre la Protección a la Maternidad, 2000 (C183)
de la Organización Internacional del Trabajo. Se remite a la Comisión de Trabajo
y Previsión Social, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–Por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Ejecutivo Fe-
deral a emitir un pronunciamiento oficial en defensa de los derechos humanos de
los connacionales en respuesta a las detenciones contra la comunidad migrante en
Estados Unidos de América. Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, pa-
ra su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del Congreso de Querétaro, se recibió iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del Congreso de Querétaro, se recibió iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, se refiere a diversos temas parlamentarios:

–El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, de Morena. . . . . . . . . . . . . . 

La Presidencia hace aclaraciones y atentas solicitudes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

LEY GENERAL DE SALUD

La diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley General de
Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AGUAS NACIONALES

El diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas
Nacionales. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen. . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
PRI, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 261 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE VIVIENDA

La diputada María García Pérez, del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivien-
da. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO MILITAR

La diputada María García Pérez, del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de
la Ley del Servicio Militar. Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

La diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
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de Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales. Se turna a la Comi-
sión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 20 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la Comisión de Gober-
nación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS
MISMAS

La diputada Rocío Matesanz Santamaría, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 20
Bis y 46 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.
Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La diputada Rocío Matesanz Santamaría, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 65 de la Ley Ge-
neral de Educación. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La diputada Araceli Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario del PRD, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 5, 27 y
43 de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de Desarrollo
Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRD, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. Se turna a la
Comisión de Defensa Nacional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 6o. y
93 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
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5o., 31 y 36 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El diputado Rogerio Castro Vázquez, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 110, 150 y 167
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS, LEY DE LA COMISIÓN FEDERAL DE
ELECTRICIDAD Y LEY DEL FONDO MEXICANO DEL PETRÓLEO PARA
LA ESTABILIZACIÓN Y EL DESARROLLO

La diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
sentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley de Petróleos Mexicanos, de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad y de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y
el Desarrollo. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de MC, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
156, 406 y 410 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Co-
misión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

El diputado Jorge Álvarez Máynez, del Grupo Parlamentario de MC, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 212 del Código Penal
Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de MC, presenta la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 201 del Código Penal Fe-
deral. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario del PES, en
nombre propio y de diputados integrantes de la Comisión Especial de Prevención
y Erradicación de la Pornografía y Abuso Sexual Infantil, presenta la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un artículo 146 Bis y reforma el artículo 189 de
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se turna a la Comisión de
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Comunicaciones, para dictamen, y a la Comisión Especial de Prevención y Erra-
dicación de la Pornografía y Abuso Sexual Infantil, para opinión. . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo Parlamentario del PRI, se
recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 15 de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

Se recibieron oficios de la Junta de Coordinación Política, relativos a cambios de
integrantes y de Juntas Directivas de Comisiones. Aprobados, comuníquense.. . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES 

La Presidencia turna las proposiciones y las iniciativas que no se presentaron en
tribuna a las comisiones que correspondan, en términos de lo dispuesto por los ar-
tículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Diputados, cuyo turno se pu-
blica en la Gaceta Parlamentaria.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE LOS TRABAJOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN. 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESIÓN . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APÉNDICE 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto registradas en el orden del día del miércoles 29 de noviembre de 2017, de
conformidad con el artículo 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de
Diputados.
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Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

ASISTENCIA

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Lo más relevante de estas sesiones, es que son solicitadas
por los señores diputados para que se puedan desahogar las
iniciativas. Le consulto, señora secretaria, el quórum.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 255 diputadas y diputados, por lo tanto hay quórum.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (a
las 11:50 horas): Y por lo tanto, una hora con cincuenta mi-
nutos después de la convocatoria, se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica
se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias del tercer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 29 de noviembre de 2017.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

Retiro de iniciativas

De la Secretaría de Gobernación

Remite nueve contestaciones con puntos de acuerdo apro-
bados por la Cámara de Diputados.

Iniciativas del Congreso del Estado de Querétaro

Con proyecto de decreto por el que se reforma el segundo
párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

Con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Acuerdos de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política

Iniciativas

Que adiciona los artículos 17 Bis y 30 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Nora Li-
liana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 36 y 76 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, suscrita por los diputados integrantes de la
Comisión Especial de la Industria Automotriz. 

Que reforma y adiciona el artículo 28 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo de la dipu-
tada Martha Cristina Jiménez Márquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Erik Juá-
rez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 15 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o. y 67 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo del diputado Guillermo Rafael
Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mis-
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mas, a cargo de la diputada Noemí Zoila Guzmán Lagu-
nes, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 185 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo del diputado Luis Manuel Hernández León, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Luis Alfredo Valles Mendoza del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza.

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a la Ley de Asistencia Social y a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 62 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Lillian Ze-
pahua García, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 390 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Silvia Rivera Carbajal, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19, 22 y 109 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, y 37 BIS de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, a cargo del diputado Juan Car-
los Ruiz García, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 18 Bis 9 a la Ley para la Trans-
parencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, y
un artículo 72 Ter a la Ley de Instituciones de Crédito, sus-
crita por las diputadas Ana Georgina Zapata Lucero y Su-

sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, a cargo de la diputada Su-
sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social y de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación y de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, a cargo de la diputada Zacil Leonor Moguel
Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud, a cargo de la diputada Karla Ka-
rina Osuna Carranco, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 61 y 64 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Sandra Luz Falcón Venegas, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 32 y 41 Bis de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool
Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 27 y 79 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Isaura
Ivanova Pool Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Partidos Políticos y de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada María
Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 



Que reforma y adiciona el artículo 10o. de la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación, a car-
go de la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 469, 692 y 923 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, suscrita por los diputados Marco Antonio
Aguilar Yunes y José Luis Sáenz Soto, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 66 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Mar-
co Antonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Víctor
Manuel Silva Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 39 de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 6o. a la Ley para Determinar el
Valor de la Unidad de Medida y Actualización, a cargo del
diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 137 Bis 2 y 137 Bis 3 de la Ley
Aduanera, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 8o. de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra
Rangel, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Mi-
riam Dennis Ibarra Rangel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 5o. y adiciona un artículo 116 Bis
a la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Pedro

Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 267 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y de la Ley General de Protección Civil, suscri-
ta por diversos diputados integrantes de los Grupos Parla-
mentarios de Morena y de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley General de Víctimas, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 151 de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Araceli Damián González, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del
Instituto Nacional de Antropología e Historia, suscrita por
los diputados Virgilio Dante Caballero Pedraza y Ángel
Antonio Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley Sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Eloísa Chavarrías Barajas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 58 de la Ley General de Protección
Civil, a cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 310 Bis a la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito, a cargo de la diputada Clau-
dia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
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B) del Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado
Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 57-Bis a la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo del diputado Germán Er-
nesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona los artículos 191 y 192 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Protec-
ción Civil, suscrita por los diputados Héctor Javier Álvarez
Ortiz y Maricela Serrano Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley de los Ins-
titutos Nacionales de Salud, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Martha Lorena
Covarrubias Anaya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, a cargo del diputado Armando Alejandro Rivera
Castillejos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles, a cargo del diputado José Luis Orozco
Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, de la Ley Federal del Derecho de
Autor y de la Ley de la Propiedad Industrial, a cargo de la
diputada María Cristina García Bravo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 160 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez
Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que expide la Ley Nacional de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, a cargo del diputado Víctor Manuel Gior-
gana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que expide la Ley sobre la Celebración de Tratados y Vin-
culación Internacional, a cargo del diputado Víctor Manuel
Giorgana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Azul Etcheverry Aranda, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a cargo del
diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 120 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Mario Ariel
Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 83 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de pensiones
para expresidentes, suscrita por los diputados Verónica
Delgadillo García y José Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Consulta Popular, a cargo del diputado Justo Federico Es-
cobedo Miramontes, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo del diputado Daniel Torres Cantú. 



Que reforma el artículo 381 del Código Penal Federal, a car-
go de la diputada Zacil Leonor Moguel Manzur, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del
diputado Daniel Torres Cantú. 

Que reforma los artículos 17 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Lilian Zepahua García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Orgánica del Conse-
jo Nacional de Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada
Janette Ovando Reazola, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 14 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado José
Luis Toledo Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, a car-
go del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 29 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Wenceslao
Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que adiciona un artículo 468 Bis a la Ley General de Salud
y reforma el artículo 250 del Código Penal Federal, a cargo
de la diputada Elvia Graciela Palomares Ramírez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 3o., 18 y 21 de la Ley
General de Turismo, a cargo de la diputada Zacil Leonor
Moguel Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 43 de la Ley General de Protección Ci-
vil, a cargo del diputado Germán Escobar Manjarrez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 51 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Germán Escobar Manja-
rrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 65 Bis y 419 de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado David Jiménez
Rumbo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Alberto Martínez Urincho, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley para la Protección del Patrimonio Cul-
tural de México, suscrita por diputados integrantes de la
Comisión Especial para el Patrimonio Cultural de México. 

Que reforma el artículo 67 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Elías Octavio Iñiguez Mejía, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma la denominación del capítulo V del Título Dé-
cimo Tercero y adiciona un artículo 248 Ter al Código Pe-
nal Federal, a cargo del diputado Juan Romero Tenorio, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Rosa Guadalupe Chávez Acos-
ta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo de la diputada
Claudia Sofia Corichi, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que deroga el artículo 261 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Daniel Ordóñez Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 24, 25, 132 y 994 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Ana Georgina Za-
pata Lucero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, a cargo del
diputado Jesús Zambrano Grijalva, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado José Luis Toledo
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Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de
la diputada Fabiola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 77 y 96 de la Ley de
Instituciones de Crédito, a cargo del diputado Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 12 de la Ley General de Educa-
ción y 2o. y 26 de la Ley General de Protección Civil, a
cargo de la diputada Yarith Tannos Cruz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Sobre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo del
diputado Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o., 6 Bis y 19 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que adiciona un artículo 130 Bis a la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, a cargo de la diputada Laura
Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de diputados integrantes
de los Grupos Parlamentarios de Nueva Alianza, de More-
na, del Partido Revolucionario Institucional, de Movimien-
to Ciudadano, del Partido Acción Nacional y del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que adiciona un artículo 60 Bis 3 a la Ley General de Vi-
da Silvestre, a cargo de la diputada Laura Mitzi Barrientos
Cano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabiliza-
ción y el Desarrollo y de la Ley de los Órganos Regulado-
res Coordinados en Materia Energética, a cargo de la dipu-
tada María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 21 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 45 y 46 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 6o. y 7o. de la Ley General para
la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, a
cargo de la diputada Paola Iveth Gárate Valenzuela, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ra-
món Bañales Arámbula, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 225 del Código Penal Federal
y 137 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a
cargo del diputado César Alejandro Domínguez Domín-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley General de Protección Ci-
vil y de la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del dipu-



tado Salomón Fernando Rosales Reyes, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado Marco Antonio García
Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 61 y 111 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que expide la Ley de los Derechos de las Personas Usua-
rias de Perros Guía y/o de Asistencia Médica, a cargo di-
versos diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Acción Nacional, del Partido Revolucionario
Institucional y del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor y de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 30 de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, a cargo del diputado José Adrián Gon-
zález Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley del Seguro Social y de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.  

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Blanca Margarita
Cuata Domínguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Vita-
lico Cándido Coheto Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 97 y 97 Bis del Código Penal Fe-
deral y 7o. de la Ley General de Víctimas, a cargo del dipu-
tado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de responsabilidad penal de las
personas jurídicas y medio ambiente, a cargo del diputado
Eukid Castañón Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas, a cargo del diputado Renato Josafat
Molina Arias, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 366 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Benjamín Me-
drano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Jorge Dávila Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 5, 27 y 43 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ara-
celi Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 20 de la Ley Federal para Prevenir
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidro-
carburos, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
López Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.  

Que adiciona el artículo 7o. de Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley Federal del Patrimonio Cultural de la
Nación, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 
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Que reforma el artículo 48 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma la denominación de la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia
de revocación de mandato, suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 35 y 35 Bis 2 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley de Ayuda Alimenta-
ria para los Trabajadores, a cargo del diputado José Adrián
González Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que adiciona un artículo 45 Bis a la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 33 y 38 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, a cargo de la diputada
Norma Xóchitl Hernández Colín, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena. 

Que reforma los artículos 66, 71 y 116 de la Ley Sobre el
Contrato de Seguro, a cargo del diputado Fernando Uriarte
Zazueta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 5o. y 6o. de la Ley Federal de
Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones
de la Sociedad Civil, a cargo de la diputada Elvia Graciela
Palomares Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 48 de la Ley de Instituciones de
Crédito, a cargo del diputado Braulio Mario Guerra Urbio-
la, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley Nacional de
Ejecución Penal, a cargo de la diputada Alma Carolina
Viggiano Austria, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Protección y De-
fensa al Usuario de Servicios Financieros, a cargo del dipu-
tado Fernando Uriarte Zazueta, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Jorge
Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley de
Petróleos Mexicanos, de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad y de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo, a cargo de la dipu-
tada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 11 de la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, a cargo del dipu-
tado Matías Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos, a cargo del diputado José Anto-
nio Estefan Garfias, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada María García Pérez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 113 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Germán Ernesto



Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, suscrita por las diputadas Flor Estela Rentería Me-
dina, Ana María Boone Godoy y María Guadalupe Oyer-
vides Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Rosalina Mazari
Espín, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable y de la Ley Ge-
neral de Cambio Climático, a cargo del diputado Benjamín
Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 149 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes y 75 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo de la diputada Xitlalic Ceja
García, del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, suscrita por diversos dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas y de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que expide la Ley de la Comisión de la Verdad sobre Vio-
laciones a los Derechos Humanos en México, a cargo del
diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, de la Ley General de Población, de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de
la Ley de Ascensos de la Armada de México, a cargo del
diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 77 bis 1 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Federal de Zonas Eco-
nómicas Especiales, a cargo de la diputada Yarith Tannos
Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma los artículos 5o. de la Ley General de Turis-
mo y 30 de la Ley General de Cambio Climático, a cargo
del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

De decreto por el que se declara el 19 de Septiembre como
el Día Nacional del Rescate Canino, a cargo del diputado
Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 1o. y 24 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Alejandro
González Murillo, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 
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Que reforma el artículo 36 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 55 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Gabriela Ramírez Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 26 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 3o. y 994 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 77, 262 y 267 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 55 Bis, 55 Bis 1 y 55 Bis 2 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go de la diputada María Verónica Agúndis Estrada, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada Marisol
Vargas Bárcena, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 45 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos, a cargo del diputado
Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 12 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 20 y 23 de la Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia, a cargo del dipu-
tado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, en materia de matrimonio infantil, a cargo
del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 7o. y 48 de la Ley General 
de Educación, a cargo de la diputada Susana Corella
Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 5o. y 10 del Código
de Ética de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 6o. y 93 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jimé-
nez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Ana Georgina Zapata Lucero, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la dipu-
tada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la diputada Alma
Lilia Luna Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley del Registro Público
Vehicular, a cargo del diputado Federico Eugenio Vargas
Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a



cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 151 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Federico Eugenio Var-
gas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Olga Catalán
Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma el artículo 134 del Código Civil Federal, a
cargo del diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Prós-
pero Manuel Ibarra Otero, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 187 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Ibarra
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 421 Bis al Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Iba-
rra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 189 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal Fede-
ral, suscrita por los diputados Armando Luna Canales y
Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada Beatriz

Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, de la Ley General de Educación y del Código Civil
Federal, suscrita por la diputada Juana Aurora Cavazos Ca-
vazos y diversos diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 201 Bis 4 al Código Penal Federal,
a cargo de la diputada Alma Lilia Luna Munguía, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 139 y 140 de la Ley de la Industria
Eléctrica, a cargo del diputado José Everardo López Córdo-
va, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 3o., 8o., 16 y 40 de la Ley de
Puertos, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán Re-
yes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 3o. y 25 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Alejandro González Murillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Daniel Torres Cantú, diputado sin partido y Samuel Rodrí-
guez Torres, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 11 Bis y 254 Bis del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hino-
josa, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley Agraria, a
cargo de la diputada María Elena Orantes López, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.   

Que expide la Ley de Zonas Económicas Libres para los
Estados de la Frontera Norte, suscrita por la diputada Luz
Argelia Paniagua Figueroa y diputados de Baja California
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.   
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Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
para restablecer el balance del ciclo del agua en los desti-
nos turísticos, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.   

Que reforma y adiciona el artículo 123 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Patricia Sánchez Carrillo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.   

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
en materia de acciones de eficiencia energética en las em-
presas turísticas, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.   

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra Ran-
gel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 25 y 27 de la Ley de Institucio-
nes de Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Oscar
Valencia García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.   

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Educación
y adiciona un artículo 7-Bis a la Ley de la Comisión Fede-
ral de Electricidad, a cargo del diputado David Sánchez Isi-
doro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Soledad Sandoval Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley de Energía para el
Campo, a cargo del diputado Fernando Quetzalcóatl Moc-
tezuma Pereda, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a cargo del diputado José Luis Toledo Medi-
na, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por dipu-
tados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Morena
y del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Cristina Sánchez Coronel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, suscrita por las diputadas Ana María Boone Godoy,
María Guadalupe Oyervides Valdez y Flor Estela Rentería
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 23 de la Ley para la Co-
ordinación de la Educación Superior, a cargo del diputado
Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Álvaro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 47 y 49 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Guadalupe González Suástegui, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, suscrita por los diputados Evelyn Parra
Álvarez y Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 55 y 56 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, a cargo de la diputada Na-



talia Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado Alejandro González Murillo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 383 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Ibarra
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 31 y 65 de la Ley pa-
ra la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, a cargo de la diputada Janette Ovan-
do Reazola, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro So-
cial, a cargo del diputado José Estefan Garfias, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, a cargo del diputado Alejandro Cañedo Jiménez, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 79 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, y 173 y 239 de la Ley Federal de De-
rechos, a cargo de la diputada María Elena Orantes López,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 26 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Angélica Reyes Ávila, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza. 

Que reforma y adiciona los artículos 18 y 22 de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo
del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que deroga el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo del
diputado Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o., 26 y 27 de la Ley
General para el Control del Tabaco, a cargo del diputado
Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Mirna Isabel Saldívar
Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 167 de la Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado José Alfredo Fe-
rreiro Velazco, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma los artículos transitorios Segundo, Tercero,
Cuarto y Quinto del Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones del Código de Comercio, en
materia de Juicios Orales Mercantiles, publicado en el
DOF el 25 de enero de 2017, a cargo del diputado Álvaro
Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley Federal de Derechos,
a cargo de la diputada María del Rocío Rebollo Mendoza,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Artícu-
lo Décimo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia
de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de diciembre de 2013, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley del Fon-
do Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desa-
rrollo, a cargo del diputado Jesús Rafael Méndez Salas, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que adiciona el artículo 48 Bis 3 de la Ley de Instituciones
de Crédito, a cargo del diputado Marco Antonio Barranco
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal, suscrita por las diputadas María
Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, y Maricela Contreras Julián, del Gru-
po Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 259 Bis y adiciona un artículo
259 Ter del Código Penal Federal, a cargo del diputado
Francisco Javier Pinto Torres, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza. 
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Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mir-
na Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma los artículos 56 y 74 de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, a cargo de la diputada Mirna
Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma los artículos 1o. y 15 Sextus de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, a cargo del
diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe
Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del
diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona el artículo 41 Bis de la Ley General de Edu-
cación, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán Reyes,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, a cargo del diputado Adán Pérez Utrera, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, suscrita por diputados integrantes de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma los artículos 16 y 19 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 71 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo de la diputada María Elida Castelán
Mondragón, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Que reforma el artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil,
a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por
diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Códi-
go Penal Federal y del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, a cargo del diputado David Sánchez Isidoro,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 326 y 327 del Código
Penal Federal, y 27 y 28 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo del
diputado Eukid Castañón Herrera, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 513 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Ma. Victoria Mercado Sán-
chez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 280 de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, suscrita por diputados in-
tegrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma y adiciona los artículos 20 Bis y 46 de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mis-
mas, a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santamaría,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 156, 406 y 410 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo de la
diputada Claudia S. Corichi García, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
y de la Ley del Seguro Social, suscrita por diputados inte-
grantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia y del Código Penal Federal, a cargo de la diputada
María Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, suscrita por
diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de derechos de los grupos parlamenta-
rios, a cargo del diputado Federico Döring Casar, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 458 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada María Eloisa Talavera Hernández, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Alfre-
do Anaya Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano, a cargo de la diputada Brenda Velázquez Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Alfredo Anaya Orozco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 199 Bis de la Ley de la Propie-
dad Industrial y 21 de la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización, a cargo del diputado Alfredo Anaya Oroz-
co, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 2-A de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, a cargo del diputado Alfredo Anaya Orozco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo del diputado Alfredo Bejos Nico-
lás, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 27 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, y 10 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, suscrita por las

diputadas María Guadalupe Oyervides Valdez, Flor Estela
Rentería Medina y Ana María Boone Godoy, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o. y 322 de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada David Mercado
Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Federal de Procedimientos Civiles, a cargo del diputado
Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Marco Antonio
Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

De decreto por el que se autoriza la emisión de una mone-
da conmemorativa por los cuatrocientos años de la Funda-
ción del municipio de Córdoba, Veracruz, a cargo del dipu-
tado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 71 de la Ley de Vivienda, a cargo
del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que expide el Código Nacional de Procedimientos Familia-
res, suscrita por los diputados María Guadalupe Murguía Gu-
tiérrez, María García Pérez y José Hernán Cortés Berumen,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, en materia de práctica de la medicina estética y de
la cirugía estética, a cargo de la diputada María Antonia
Cárdenas Mariscal, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona los artículos 38 Bis y 53 Bis a la Ley Gene-
ral de Educación, suscrita por los diputados Clemente Cas-
tañeda Hoeflich y Verónica Delgadillo García, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 4o. de la Ley para el Desarrollo
de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa y 7o. de la Ley Federal para el Fomento de la Mi-
croindustria y la Actividad Artesanal, a cargo del diputado
Alejandro González Murillo, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social. 
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Que reforma el artículo 55 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, a cargo del diputado Benjamín Medrano Que-
zada, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona el artículo 360 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Mariana Trejo Flores, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 56 Bis, 132 y 153-A de la Ley
Federal del Trabajo y 58 de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por los diputados
Clemente Castañeda Hoeflich y Verónica Delgadillo Gar-
cía, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 146 Bis y reforma el artículo
189 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodi-
fusión, suscrita por la diputada Norma Edith Martínez
Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social y diputados integrantes de la Comisión Especial
de Prevención y Erradicación de la Pornografía y Abuso
Sexual Infantil. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo de la diputada Flor Ángel Jiménez Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que adiciona un artículo 130 Bis a la Ley de Hidrocarbu-
ros y adiciona un artículo 9 Bis a la Ley Federal para Pre-
venir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hi-
drocarburos, a cargo del diputado Ulises Ramírez Nuñez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, suscrita por los diputados Araceli Da-
mián González y Roberto Guzmán Jacobo, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Clemente Castañeda Hoeflich y Verónica Delgadillo Gar-
cía, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 165 Bis al Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado Armando
Luna Canales, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado y de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo de
la diputada Marisol Vargas Bárcena, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 7o., 10 y 14 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, en materia
de paridad de género, a cargo de la diputada María Elena
Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

De decreto por el que se abroga el Decreto por el que se es-
tablece el horario estacional que se aplicará en los Estados
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 1 de marzo de 2002, a cargo de la diputada
Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

De decreto por el que se declara el 20 de octubre de cada año,
como Día Nacional del Mezcal, a cargo de la diputada Kari-
na Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 201 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 20 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, a cargo de la diputada Nelly del
Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las Mismas, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de Ley sobre el Escu-
do, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la dipu-
tada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 10 y 11 de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Urbano, a cargo de la diputada Delia Gue-
rrero Coronado, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 



Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo del
diputado Santiago Torreblanca Engell, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 11 y 40 de la Ley Orgánica de la
Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural,
Forestal y Pesquero, a cargo del diputado Antonio Tarek
Abdalá Saad, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma los artículos 90, 94 y 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Liliana Ivette Madrigal Méndez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.   

Que reforma el artículo 261 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Federico Eugenio Var-
gas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.   

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Juan Fernando Rubio Qui-
roz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.   

Que reforma los artículos 5o., 31 y 36 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Morena.   

Que reforma y adiciona el artículo 38 de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.   

Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Pobla-
ción, a cargo de la diputada Carmen Victoria Campa Al-
maral, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.   

Que reforma el artículo 8o. de la Ley Federal de Cinema-
tografía, suscrita por las diputadas Flor Estela Rentería
Medina, Ana María Boone Godoy y María Guadalupe
Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.   

Que reforma los artículos 171 de la Ley General de Salud
y 4o. de la Ley de Asistencia Social, a cargo del diputado

Jesús Antonio López Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.   

Que expide la Ley Federal del Gobierno de Coalición, Re-
glamentaria de los artículos 76, fracción II, y 89, fracción
XVII, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, suscrita por los diputados Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, Federico Döring Casar, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, y Verónica Delgadillo
García y Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.   

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 212 del Código Penal Federal, a
cargo del diputado Jorge Álvarez Máynez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 50 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada María Eugenia Ocampo Bedolla, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza. 

De decreto por el que se declara el 19 de junio como el Día
Nacional del Padre, a cargo de la diputada Beatriz Vélez
Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de la Ley del
Servicio Militar, a cargo de la diputada María García Pérez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 110, 150 y 167 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado Rogerio
Castro Vázquez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 7o., 8o. y 21 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, a cargo de la diputada Verónica Delgadillo García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 
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Que reforma y adiciona el artículo 167 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Ka-
rina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 65 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santamaría,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Ana Leticia Ca-
rrera Hernández, del Grupo Parlamentario de Morena.   

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones
con Recursos de Procedencia Ilícita, a cargo de la diputada
Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 26 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ángel
García Yáñez, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada María
De La Paz Quiñones Cornejo, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de
los Particulares y de la Ley para Regular las Sociedades de
Información Crediticia, a cargo del diputado Carlos Gutié-
rrez García, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que adiciona un artículo Sexto Transitorio al Decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código de Comercio, en materia de juicios orales mercan-
tiles, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25
de enero de 2017, a cargo del diputado Jorge Enrique Dá-
vila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 94 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, a cargo del diputado Miguel Ángel Salim Alle, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Salvador Zamora Zamo-
ra, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 1o., 62 y 87 de la Ley de Vi-
vienda, a cargo del diputado César Alejandro Domínguez
Domínguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 14 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, a cargo del diputado Vitálico
Cándido Coheto Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Vitá-
lico Cándido Coheto Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 63 y 87 de la Ley Agraria, a car-
go del diputado Germán Escobar Manjarrez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 26 y 35 y se adiciona un artículo
35 Bis a la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, a cargo del diputado David Mercado Ruiz, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Penal Federal, a cargo de la diputada Montserrat Alicia Ar-
cos Velázquez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 2o. y 3o. de la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada y 390 del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Ricardo Taja Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona los artículos 263 Bis, 263 Ter y 263 Quater
de la Ley Federal del Trabajo, suscrita por la diputada Sha-
ron María Teresa Cuenca Ayala e integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma y adiciona el artículo 7o. de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Ma. Victoria Mercado Sán-
chez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 



Que reforma y adiciona los artículos 64 y 67 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado German Ernesto Ralis
Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano. 

Que reforma el artículo 203 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona los artículos 15 y 379 del Código
Penal Federal, suscrita por los diputados Verónica Delga-
dillo García y Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asamblea
si se dispensa su lectura.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica si se dispensa la lectura al
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veintiocho de noviem-
bre de dos mil diecisiete, correspondiente al Primer Perio-
do de Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la
Sexagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos-
cientos sesenta y siete diputadas y diputados, a las once ho-
ras con cincuenta y siete minutos del martes veintiocho de
noviembre de dos mil diecisiete, la Presidencia declara
abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.

Desde sus respectivas curules realizan comentarios sobre
diversos temas las diputadas y el diputado: Martha Cristi-
na Jiménez Márquez, del Partido Acción Nacional; Juan
Antonio Ixtlahuac Orihuela, del Partido Revolucionario
Institucional; Jesús Salvador Valencia Guzmán, de More-
na; Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Partido de la
Revolución Democrática; Fabiola Guerrero Aguilar, del
Partido Revolucionario Institucional; y Norma Rocío Nah-
le García, de Morena. La Presidencia instruye se registren
sus intervenciones en el Diario de los Debates.

Comunicaciones Oficiales:

a) De la Junta de Coordinación Política, en relación a cam-
bio de integrantes y de juntas directivas de comisiones, que
se encuentran publicadas en la Gaceta Parlamentaria. En
votación económica se aprueban. Comuníquense.

b) De los diputados: Jesús Sesma Suárez, del Partido Ver-
de Ecologista de México; Germán Ernesto Ralis Cumplido,
de Movimiento Ciudadano; María del Rosario Rodríguez
Rubio, del Partido Acción Nacional; y Laura Nereida Plas-
cencia Pacheco, del Partido Revolucionario Institucional,
por las que solicitan el retiro de iniciativas que se han pre-
sentado, y que se encuentran publicadas en la Gaceta Par-
lamentaria. Se tienen por retiradas, actualícense los regis-
tros parlamentarios.

c) De la diputada Rocío Nahle García, coordinadora del
Grupo Parlamentario de Morena, por la que comunica la
integración de la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán, a
dicho grupo. De enterado. Comuníquese.

d) Del diputado Jesús Sesma Suárez, coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
por el que comunica la desincorporación del diputado Ed-
gar Spinoso Carrera, de dicho grupo. De enterado. Actualí-
cense los registros parlamentarios.

e) De la Secretaría de Gobernación, con la que remite dos
contestaciones con puntos de acuerdo aprobados en la Cá-
mara de Diputados: 
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• Por el que se exhorta a las Instituciones sectoriales que
de acuerdo a sus funciones lleven a cabo actividades de
investigación, desarrollo o innovación científica, a que
emitan y hagan públicos la normatividad institucional a
la que se refiere el transitorio segundo del Decreto por
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología y de la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Se
remite a la Comisión de Ciencia y Tecnología, para su
conocimiento.

• Por el que se exhorta a esta Secretaría a realizar las
adecuaciones necesarias a los protocolos y procedi-
mientos del Instituto Nacional de Migración, la Policía
Federal y la Administración General de Aduanas, res-
pecto a las revisiones que llevan a cabo a personas y
equipajes provenientes de Centro y Sudamérica en los
aeropuertos internacionales, con el fin de agilizarlas; así
como a capacitar y sensibilizar a su personal para que la
atención que brindan a dichos pasajeros sea eficiente, de
calidad y con total respeto a sus derechos humanos. Se
remite a la Comisión de Asuntos Migratorios, para su
conocimiento.

f) Del Banco de México, con la que remite:

• El informe anual sobre el ejercicio de las atribuciones
que la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros confiere al Banco de México.

• El informe en el que se analiza la inflación, la evolu-
ción económica y el comportamiento de los indicadores
económicos del país en el trimestre julio- septiembre de
dos mil diecisiete, así como la ejecución de la política
monetaria y, en general las actividades del Banco de
México durante dicho periodo, en el contexto de la si-
tuación económica nacional e internacional. 

Se turnan a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público,
y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

g) De la Cámara de Senadores, con la que remite las minu-
tas con proyecto de decreto:

• Por el que se declara el día nueve de octubre de cada
año, como “Día Nacional de las Costas y Mares Mexi-
canos”. Se turna a la Comisión de Gobernación, para
dictamen.

• Por el que se deroga el artículo ciento cincuenta y ocho
del Código Civil Federal. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen.

• Por el que se reforma el tercer párrafo del artículo
ciento cuarenta y nueve bis del Código Penal Federal.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

• Por el que se reforma el artículo cincuenta y cuatro, el
inciso c) de la fracción primera del artículo noventa , y
el primer párrafo del artículo noventa y siete; se deroga
la fracción segunda del artículo ochenta y cuatro; y se
adiciona un último párrafo al artículo cincuenta y dos
del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen.

h) Iniciativa con proyecto de decreto del Congreso del es-
tado de Quintana Roo, por el que se reforma la fracción se-
gunda bis del artículo cuatrocientos veinte del Código Pe-
nal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen.

El Presidente lamenta el fallecimiento de la excansiller
María del Rosario Gloria Green Macías, quien fuera sena-
dora de la República en las legislaturas Quincuagésima
Séptima; Sexagésima; y Sexagésima Primera, Legislaturas;
y Secretaria de Relaciones Exteriores y subsecretaria de
Asuntos Políticos de la Organización de las Naciones Uni-
das, e invita a la Asamblea ponerse de pie y guardar un mi-
nuto de silencio en su memoria.

El siguiente punto del Orden del Día es la efeméride rela-
tiva al Día Internacional de la eliminación de la violencia
contra la mujer, e intervienen las diputadas: Norma Edith
Martínez Guzmán, del Partido Encuentro Social; 

Presidencia del diputado
Arturo Santa Alfaro

Carmen Victoria Campa Almaral, de Nueva Alianza; María
Candelaria Ochoa Ávalos, de Movimiento Ciudadano; Ma-
ría Ávila Serna, del Partido Verde Ecologista de México;
Maricela Contreras Julián, de Morena; Hortensia Aragón
Castillo, del Partido de la Revolución Democrática; Geno-
veva Huerta Villegas, del Partido Acción Nacional; y Erika
Araceli Rodríguez Hernández, del Partido Revolucionario
Institucional. La Presidencia invita a la Asamblea ponerse
de pie para guardar un minuto de silencio en memoria de
todas esas mujeres que han sido víctimas de la violencia en
el país.



La Secretaría informa a la Asamblea que se recibieron dic-
támenes con proyecto de decreto de las Comisiones:

a) Unidas de Salud, y de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
donación de sangre. 

b) De Salud:

• Por el que se reforman los artículos cuatro, y veintio-
cho de la Ley de Asistencia Social. 

• Por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
donación de órganos. 

c) De Educación Pública y Servicios Educativos, por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artí-
culos treinta y tres, y cuarenta y uno de la Ley General de
Educación, en materia de estudiantes de altas capacidades
intelectuales. 

d) De Gobernación, por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cum-
ple con la Declaratoria de Publicidad.

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General para
la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, en mate-
ria de residuos sólidos urbanos. Se concede el uso de la pa-
labra para fundamentar el dictamen a la diputada Sandra
Méndez Hernández, en nombre de la Comisión. 

La Presidencia saluda a Louis-José Touron, embajador de
Suiza en México; Daniel Zulaf, jefe de misión adjunto de la
embajada en México; y Bénedict de Cerjat, Secretario de es-
tado adjunto, invitados por la diputada Laura Valeria Guzmán
Vázquez, del Partido Revolucionario Institucional.

A las trece horas con dieciséis minutos, por instruccio-
nes de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de

asistencia con un registro de trescientos noventa y siete
diputadas y diputados.

Se concede el uso de la palabra a la proponente del pro-
yecto de decreto,  la diputada Alma Lucía Arzaluz Al-
fonso, del Partido Verde Ecologista de México; para fijar
postura de su respectivo grupo parlamentario interviene
el diputado Francisco Javier Pinto Torres, de Nueva
Alianza: y para hablar en contra interviene al diputado
Juan Fernando Rubio Quiroz, del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

No habiendo más oradores registrados en votación econó-
mica se considera suficientemente discutido en lo general.
La Presidencia informa a la Asamblea que se han reserva-
do para su discusión en lo particular los artículos: siete; y
cuarto transitorio, del proyecto de decreto.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

La Presidencia da la bienvenida a los señores: Thomas
Walsh, Charles Yang, Ricardo de la Sena, Othón Pérez Fer-
nández del Castillo, Víctor Castillo Hernández, Baltazar
Martínez Montemayor, Laura Paula López Sánchez, la se-
nadora Judith Díaz, Juan Antonio Ixtláhuac, José Alberto
Alfaro, Lorelly Trejos, la diputada de Nuevo León, Laura
Paula López Martínez y la diputada Myrna Isela Grimaldo,
integrantes de la Universal Peace Federation International
Association of Parlamentarians for Peace. Parlamentarians
for Peace, todos ellos invitados por el diputado Baltazar
Martínez Montemayor, del Partido Acción Nacional.

En votación nominal por doscientos noventa y cuatro votos
a favor; cuarenta y seis en contra; y dieciocho en absten-
ción, se aprueba en lo general y en lo particular los artícu-
los no reservados.

A discusión en lo particular se concede el uso de la palabra
para presentar propuestas de modificación a los artículos
reservados a la diputada y al diputado:

• Juan Fernando Rubio Quiroz, del Partido de la Revo-
lución Democrática, al artículo siete, fracción décima
segunda; y al artículo cuarto transitorio del proyecto de
decreto, que en votación económica no se admiten a dis-
cusión, se desechan y se reservan para su votación no-
minal en conjunto en términos del dictamen.
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• María Chávez García, de Morena, al artículo cuarto
transitorio del proyecto de decreto, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-
serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

La Presidencia da la bienvenida del doctor Luis Andrés Cu-
carella Galiana, profesor titular de la Universidad de Va-
lencia, España; así como a los señores Andrés Cucarella,
quien el día de hoy impartirá la conferencia Oralidad y efi-
ciencia de la justicia civil, invitado por el Centro de Estu-
dios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias de esta
Cámara.

Sin más oradores registrados en votación nominal por dos-
cientos sesenta y siete votos a favor; noventa y cuatro en
contra; y dos en abstención, se aprueban en lo particular los
artículos reservados, siete; y cuarto transitorio, en términos
del dictamen. Se aprueba en lo general y en lo particular el
proyecto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos, en materia de residuos sólidos ur-
banos. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión de los
cinco dictámenes con proyecto de decreto de la Comisión
de Justicia, y se concede el uso de la palabra para funda-
mentar los dictámenes en una sola intervención al diputado
Álvaro Ibarra Hinojosa, en nombre de la Comisión:

a) Por el que se adicionan y derogan diversas disposiciones
del Código Penal Federal y de la Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación, en materia de delitos carreteros. 

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

Se concede el uso de la palabra como proponentes del pro-
yecto de decreto, y para fijar postura de sus respectivos
grupos parlamentaros a los diputados: Jonadab Martínez
García, de Movimiento Ciudadano; Jesús Emiliano Álva-
rez López, de Morena; Francisco Xavier Nava Palacios, del
Partido de la Revolución Democrática; Jorge López Mar-
tín, del Partido Acción Nacional; y Alfredo Anaya Orozco,
del Partido Revolucionario Institucional. Sin más oradores
registrados en votación económica se considera suficiente-
mente discutido en lo general y en lo particular. 

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

La Presidencia informa hace un reconocimiento al señor
Giovanni Sartori el cual fue condecorado por el Estado me-
xicano con el Orden del Águila Azteca pro su trabajo inte-
lectual de vital importancia para el desarrollo institucional
de nuestro país; y da la bienvenida a los integrantes del
cuerpo académico italiano, y muy particularmente a la se-
ñora Isabella Gherardi, y a la señora Ilaria Sartori, viuda e
hija.  Así como también da la bienvenida de los señores:
Giuseppe Balduino; Gianfranco Pasquino, profesor eméri-
to por la Universidad de Bolonia; Steffano Passigli, profe-
sor de ciencia política en la Facultad de Ciencia Política
Cesare Alfieri, de la Universidad de Florencia; y del señor
Marco Valbruzzi, profesor de la Universidad de Bolonia. 

En votación nominal por unanimidad de trescientos no-
venta votos, se aprueba en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

b) Por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales y de la Ley Nacional de Ejecución Penal.
Se concede el uso de la palabra como proponentes del pro-
yecto de decreto, y para fijar postura de sus respectivos
grupos parlamentaros al diputado Víctor Manuel Sánchez
Orozco, de Movimiento Ciudadano; y a la diputada Martha
Hilda González Calderón, del Partido Revolucionario Ins-
titucional. 

Presidencia de la diputada
María Ávila Serna

Sin más oradores registrados, en votación económica se
considera suficientemente discutido en lo general y en lo
particular. En votación nominal por unanimidad de tres-
cientos setenta y siete votos, se aprueba en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto. Pasa al Senado, para
sus efectos constitucionales.

c) Por el que se reforma la fracción quinta del artículo cua-
trocientos veinte del Código Penal Federal. Se concede el
uso de la palabra como proponentes del proyecto de decre-
to, y para fijar postura de sus respectivos grupos parlamen-
taros a los diputados Luis Ernesto Munguía González, de
Movimiento Ciudadano; y Samuel Rodríguez Torres, del
Partido Verde Ecologista de México. Sin más oradores re-



gistrados, en votación económica se considera suficiente-
mente discutido en lo general y en lo particular. En vota-
ción nominal por unanimidad de trescientos ochenta votos,
se aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

d) Por el que se reforma el artículo trescientos tres del Có-
digo Civil Federal. Se concede el uso de la palabra como
proponentes del proyecto de decreto, y para fijar postura de
sus respectivos grupos parlamentaros a la diputada María
Eugenia Ocampo Bedolla, de Nueva Alianza; y al diputado
José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Partido Revolucio-
nario Institucional. Sin más oradores registrados, en vota-
ción económica se considera suficientemente discutido en
lo general. La Presidencia informa a la Asamblea que se ha
reservado para su discusión en lo particular el artículo tres-
cientos tres del proyecto de decreto. En votación nominal
por trescientos sesenta y dos votos a favor; y una en abs-
tención, se aprueba en lo general y en lo particular los artí-
culos no reservados. Se concede el uso de la palabra al
diputado Santiago Torreblanca Engell, del Partido Acción
Nacional, para presentar propuesta de modificación al artí-
culo trescientos tres, que en votación económica no se ad-
mite a discusión, se desecha y se reserva para su votación
nominal en términos del dictamen. Sin más oradores regis-
trados en votación nominal por trescientos once votos a fa-
vor; treinta y dos en contra; y veinte en abstenciones, se
aprueba en lo particular el artículo reservado trescientos
tres, en términos del dictamen. Se aprueba en lo general y
en lo particular el proyecto de decreto. Pasa al Senado, pa-
ra sus efectos constitucionales.

e) Por el que se reforman los artículos doscientos sesenta y
cuatro, fracción segunda; y doscientos ochenta y nueve; y
se derogan los artículos ciento cincuenta y ocho, y tres-
cientos treinta y cuatro del Código Civil Federal. Se con-
cede el uso de la palabra como proponentes del proyecto de
decreto, y para fijar postura de sus respectivos grupos par-
lamentaros al diputado German Ernesto Ralis Cumplido,
de Movimiento Ciudadano; y la diputada María Gloria
Hernández Madrid, del Partido Revolucionario Institucio-
nal. Sin más oradores registrados, en votación económica
se considera suficientemente discutido en lo general y en lo
particular. En votación nominal por trescientos cuarenta y
cinco votos a favor; y tres en abstención, se aprueba en lo
general y en lo particular el proyecto de decreto. Pasa al
Senado, para sus efectos constitucionales.

Se da cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se autoriza el uso del Salón de Sesiones

para que se lleve a cabo el Primer Parlamento Mexicano de
la Juventud en la sede de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión. En votación económica se
aprueba. Comuníquese.

De conformidad con los artículos cien y ciento dos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, las iniciativas y las
proposiciones registradas en el Orden del Día de esta se-
sión, serán turnadas a las comisiones que correspondan,
publicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria:

a) Iniciativas con proyecto de decreto:

• Fabiola Guerrero Aguilar, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Co-
misión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

• Guadalupe González Suástegui, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo treinta y tres de la Ley
de Vivienda. Se turna a la Comisión de Vivienda, para
dictamen.

• Cecilia Soto González, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Planeación. Se turna a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• José Antonio Arévalo González e integrantes del Par-
tido Verde Ecologista de México, que reforma el artícu-
lo séptimo de la Ley General de Salud. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.

• Cecilia Soto González, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, Ley General de Población y la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales. Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de
Gobernación, para dictamen.

• José Antonio Arévalo González e integrantes del Par-
tido Verde Ecologista de México, que reforma el artícu-
lo tercero de la Ley General de Salud. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.

• José Antonio Arévalo González e integrantes del Par-
tido Verde Ecologista de México, que reforma el artícu-
lo ciento treinta y dos de Ley Federal del Trabajo. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.
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• Yerico Abramo Masso, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que reforma el artículo setenta y cuatro de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamien-
to Territorial y Desarrollo Urbano. Se turna a la Comi-
sión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial,
para dictamen.

• Oscar García Barrón, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Sanidad Animal. Se turna a la
Comisión de Ganadería, para dictamen.

• Laura Nereida Plascencia Pacheco y Carmen Salinas
Lozano, del Partido Revolucionario Institucional, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Federal del Trabajo, en materia de derechos laborales de
las y los periodistas. Se turna a la Comisión de Trabajo
y Previsión Social, para dictamen; y a la Comisión Es-
pecial de seguimiento a las agresiones a periodistas y
medios de comunicación, para opinión.

• Minerva Hernández Ramos, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma los artículos setenta y nueve de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y ochenta y seis de la Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales la parte que le corresponda; y
de Transparencia y Anticorrupción la parte que le co-
rresponde, para dictamen.

• Enrique Rojas Orozco, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que adiciona un artículo ochenta y siete bis
tres a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

• Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Benítez
Tiburcio, del Partido Revolucionario Institucional, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales, en
materia de paridad de género. Se turna a la Comisión de
Gobernación, para dictamen.

• Minerva Hernández Ramos y Federico Döring Casar,
del Partido Acción Nacional, que reforma y adiciona el
artículo diecinueve bis de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.

• Minerva Hernández Ramos, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.

• Minerva Hernández Ramos, Guadalupe Acosta Naran-
jo y Francisco Xavier Nava Palacios, del Partido Acción
Nacional; y del Partido de la Revolución Democrática,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado y de la Ley del Impues-
to sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.

• Laura Nereida Plascencia Pacheco, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que adiciona un artículo veinti-
séis bis a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen.

• Rafael Yerena Zambrano y Laura Nereida Plascencia
Pacheco, del Partido Revolucionario Institucional, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la
Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Se
turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión
Social, y de Seguridad Social, para dictamen.

• Juan Antonio Ixtláhuac Orihuela, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma y adiciona los artí-
culos treinta y nueve, y noventa de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, para dictamen.

• Braulio Mario Guerra Urbiola y Lorena Corona Val-
dés, de los Partidos Revolucionario Institucional; y Ver-
de Ecologista de México, respectivamente, que reforma
los artículos ciento dos, y ciento dieciséis de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Jorge Álvarez Máynez, de Movimiento Ciudadano,
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Códi-
go Civil Federal, de la Ley General de Vida Silvestre y
de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a las Comisio-



nes Unidas de Justicia, y de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, para dictamen.

• Enrique Rojas Orozco, del Partido Revolucionario Ins-
titucional:

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les. Se turna a la Comisión de Gobernación, para
dictamen.

– Que reforma y adiciona el artículo diecinueve de la
Ley de Nacionalidad. Se turna a la Comisión de Go-
bernación, para dictamen.

• Karina Padilla Ávila, del Partido Acción Nacional, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley Federal de Responsabilidad Ambien-
tal. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.

• Exaltación González Ceceña, del Partido Acción Na-
cional, que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comisión de
Desarrollo Rural, para dictamen.

• Miguel Ángel Salim Alle  del Partido Acción Nacional
y Jorge Enrique Dávila Flores, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles.
Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

• César Camacho Quiroz y diputados integrantes del
Partido Revolucionario Institucional, que expide la Ley
General Contra la Trata de Personas y  reforma  los ar-
tículos once bis del Código Penal Federal, y segundo de
la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada. Se
turna a la Comisión Justicia, para dictamen; y a las Co-
misiones de Derechos Humanos, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para opinión.

b) Proposiciones con puntos de acuerdo:

• Edith Yolanda López Velasco, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta a la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes, a fin de formular las
indicaciones e invitaciones necesarias a las empresas
que presten los servicios de transporte aéreo y terrestre
de pasajeros, que tengan como destino los estados de la

Región Sur - Sureste, Oaxaca, Chiapas y Guerrero, a
efecto de que coadyuven solidariamente con el objeto
de reducir los costos del transporte respectivo. Se turna
a la Comisión de Transportes, para dictamen.

• Jesús Antonio López Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, por el que exhorta a la Secretaría de Salud, a
fin de que instrumente las acciones necesarias para im-
plementar a nivel nacional una cartilla de vacunación
complementaria para las personas con síndrome de
Down, la cual cuente con la información de salud fun-
damental para dicho colectivo. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen.

• Norma Rocío Nahle García, de Morena, relativo a la si-
tuación que guardan la Planta Agro Nitrogenados y el
proceso de desincorporación de Pemex Fertilizantes. Se
turna a la Junta de Coordinación Política, para dictamen.

• Daniela de los Santos Torres e integrantes del Partido
Verde Ecologista de México, relativo a la creación de
infraestructura e implementación de acciones respecto a
la generación de residuos y la aplicación de instrumen-
tos económicos, fiscales, financieros o de mercado que
tengan por objeto su valoración a través del reciclaje, re-
ducción o reutilización. Se turna a la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

• Karina Sánchez Ruiz, de Nueva Alianza, por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, para que implemente
una campaña de prevención a fin de combatir el aumen-
to indiscriminado del trastorno bipolar en los jóvenes.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

• Edith Yolanda López Velasco, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta a la Secretaría
de Turismo, a efecto de que los comerciales que se
transmiten por diversos medios de comunicación,  en
los cuales promociona la visita turística a los estados de
Oaxaca y Chiapas, se incluya la difusión de sus “pue-
blos mágicos”. Se turna a la Comisión de Turismo, para
dictamen; y a la Comisión Especial para el impulso y
promoción de los pueblos mágicos, para opinión.

• Jesús Antonio López Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, por el que exhorta al Instituto Nacional de la
Infraestructura Física Educativa, y a la Comisión Na-
cional del Agua, a celebrar un convenio en materia de
infraestructura educativa, con la finalidad de terminar
con los rezagos en materia de sistemas para la elimina-
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ción de aguas negras o residuales en las escuelas rura-
les, comunitarias e indígenas. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

• Natalia Karina Barón Ortiz, de Morena, relativo a los
apoyos para la reconstrucción por daños parciales y to-
tales de viviendas afectadas en el estado de Oaxaca por
los sismos ocurridos en el mes de septiembre. Se turna
a la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial, para dictamen.

• Evelyng Soraya Flores Carranza, e integrantes del Par-
tido Verde Ecologista de México, relativo a la distribu-
ción y suministro de agua embotellada en sus diversas
presentaciones en el Congreso de la Unión, en el Poder
Judicial de la Federación, en la Administración Pública
Federal y en diversas instituciones de los tres niveles de
gobierno. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.

• Carlos Gutiérrez  García, de Nueva Alianza, relativo a
fortalecer las acciones y programas dirigidos a la sensi-
bilización de las autoridades migratorias en materia de
protección de los derechos humanos. Se turna a la Co-
misión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

• Jesús Antonio López Rodríguez, del Partido Acción
Nacional, por el que exhorta a la Secretaría de Salud, a
que en coordinación con especialistas, se diseñe e im-
plemente un programa nacional de atención oportuna
designado a los niños y niñas con síndrome de Down de
cero-seis años. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen.

• Natalia Karina Barón Ortiz, de Morena:

– Relativo a la investigación de fraudes médicos en
el estado de Oaxaca. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen.

– Relativo al aumento de feminicidios y a la urgente
declaratoria de alerta de género para el estado de Oa-
xaca. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género
con opinión de la Comisión Especial de alerta de gé-
nero, para dictamen.

La Presidencia levanta la sesión a las quince horas con cin-
cuenta y nueve minutos, y cita para la siguiente Sesión Or-
dinaria el día de mañana miércoles veintinueve de noviem-
bre de dos mil diecisiete, a las diez horas.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Consulte la Secretaría si es de aprobarse el acta.

La secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: En votación económica, se pregunta si se aprueba el
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Queda aprobada el acta.

Pasamos al capítulo de Comunicaciones.

COMUNICACIONES OFICIALES

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Por este conducto, y de conformidad con el artículo 77, nu-
meral 2, del Reglamento de esta Cámara de Diputados, so-
licito se tengan por retirada de todos los registros parla-
mentarios las siguientes Iniciativas presentadas por el
suscrito y publicadas en la Gaceta Parlamentaria en las fe-
chas indicadas: 

1. Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el ar-
tículo 6o. de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, turnada a la Comisión de
Igualdad de Género. Presentada el 12 de septiembre de
2017.

2. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley de Asistencia So-
cial, turnada a la Comisión de Salud. Presentada el 12 de
septiembre de 2017.

3. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 44 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, tur-
nada a la Comisión de Relaciones Exteriores. Presenta-
da el 12 de septiembre de 2017.



4. Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones al Reglamento de la Cámara de
Diputados. Turnada a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias. Presentada el 4 de
abril de 2017. 

Sin otro particular, y seguro de contar con sus finas aten-
ciones, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de noviembre de 2017.—
Diputado Rafael Hernández Soriano (rúbrica).»

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, solicito de la manera
más atenta que sea retirada la iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona los artículos 15 y 379 del Código Penal
Federal (en materia de delito por necesidad) y que fue tur-
nada a la Comisión de Justicia, lo anterior con la finalidad
de alcanzar los acuerdos y plazos necesarios para su apro-
bación.

Sin otro particular asunto agradezco su amable atención.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.— Ve-
rónica Delgadillo García (rúbrica), secretaria de la Mesa Directiva.»

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en el artículo 77, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito solicitar
muy atentamente a ese órgano de gobierno, sea retirada la
siguiente iniciativa, presentada el pasado 28 de junio 2017
y turnada a la Comisión de Trabajo y Prevención Social.

• Que reforma diversas disposiciones de las Leyes Fe-
derales del Trabajo y de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional. Presentada por el diputado Emilio Enri-
que Salazar Farías y suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Para efecto de que se realicen las acciones conducentes y
se actualicen los registros parlamentarios.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de noviembre de 2017.—
Diputado Jesús Sesma Suárez (rúbrica).»

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por esta vía, y con fundamento en el artículo 77, numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, le solicito
respetuosamente que gire sus apreciables instrucciones a
fin de que la iniciativa con proyecto de decreto por la que
reforma y adiciona diversos artículos a la Ley de Vivienda,
publicada en Gaceta Parlamentaria de fecha 28 de septiem-
bre de 2017, sea retirada de los registros parlamentarios
con la finalidad de realizar modificaciones y mejoras al
proyecto.

Agradeciendo de antemano la atención a la presente, le rei-
tero mis distinguidas consideraciones.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, martes 28 de noviembre de 2017.—
Diputada Guadalupe González Suástegui (rúbrica).»

———————— o ————————
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La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Sirva la presente para solicitarle de la manera más atenta,
con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, que la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
publicada en Gaceta Parlamentaria el día 19 de septiembre
de 2017, sea retirada de la Comisión de Desarrollo Urbano
y Ordenamiento Territorial para efecto de profundizar so-
bre su contenido y, en su caso, poder presentarla posterior-
mente.

Agradeciendo de antemano su amable atención, aprovecho
la oportunidad para reiterarme a sus apreciables considera-
ciones.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 27 de noviembre de 2017.— Diputado Christian
Joaquín Sánchez Sánchez (rúbrica).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se tienen por retiradas y se actualizan los registros par-
lamentarios.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta del oficio número DGPL 63-II-8-4123, sig-
nado por la diputada Martha Hilda González Calderón,
vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legis-
lativo, me permito remitir para los fines procedentes, co-
pia del similar DEP-1679/ 17, suscrito por el licenciado
Rodrigo Reina Liceaga, director general de Coordina-
ción Política de la Secretaría de Relaciones Exteriores, y
de su anexo, mediante los cuales responde el punto de

acuerdo por el que se exhorta a esa dependencia a im-
pulsar ante las empresas mexicanas con operaciones en
Estados Unidos de América la contratación de dreamers
de origen mexicano que cuentan con permiso vigente,
como medida para que permanezcan en ese país con ca-
rácter de trabajadores extranjeros. Asimismo, en caso de
que éstos sean repatriados a. México, promover una es-
trategia para que dichas empresas generen una oferta la-
boral especial a fin de que encuentren oportunidades de
trabajo de acuerdo con su capacidad y experiencia profe-
sional, así como impulsar que los jóvenes de origen me-
xicano que actualmente son beneficiados por el DACA,
en caso de ser repatriados, puedan continuar sus estudios
o el ejercicio de su profesión en México.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Atentamente

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
con arreglo a las facultades de la subsecretaría a su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta de las proposi-
ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el Con-
greso de la Unión el 26 de octubre de 2017, cuyos resolu-
tivos son los siguientes:

Primero. La Cámara de Diputados exhorta de manera
respetuosa al titular del Ejecutivo federal a instaurar las
acciones que en materia de derecho sean necesarias pa-
ra proporcionar a los jóvenes de origen mexicano cono-
cidos como dreamers el debido apoyo y acompaña-
miento jurídico, en aras de lograr que el gobierno de
Estados Unidos de América cumpla la Acción Diferida
para los Llegados en la Infancia (DACA, por sus siglas
en inglés), promulgada en la administración encabezada
por el entonces presidente Barack Obama.



Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a los secreta-
rios de Relaciones Exteriores, del Trabajo y Previsión So-
cial, y de Economía a impulsar de manera coordinada an-
te las empresas mexicanas con operaciones en Estados
Unidos de América la contratación de dreamers de origen
mexicano que cuentan con permiso vigente, como medi-
da para que permanezcan en ese país con carácter de tra-
bajadores extranjeros. Asimismo, en caso de que éstos se-
an repatriados a México, se les exhorta a promover una
estrategia para que dichas empresas generen una oferta
laboral especial a fin de que los dreamers de origen me-
xicano encuentren oportunidades de trabajo de acuerdo
con su capacidad y experiencia profesional.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta a los secreta-
rios de Educación Pública, y de Relaciones Exteriores a
impulsar de manera coordinada que los jóvenes de ori-
gen mexicano que actualmente son beneficiados por el
DACA, en caso de ser repatriados, puedan continuar sus
estudios o el ejercicio de su profesión en México.

Por lo expuesto, mucho agradeceré sus amables gestiones
para hacer llegar al Congreso de la Unión la información
anexa.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo sobre los dreamers

Al respecto, se informa que, desde que se anunció el DACA,
en 2012, la red consular de México desplegó una amplia
campaña informativa sobre el programa y, posteriormente, su
propuesta de ampliación. Asimismo, se otorgaron servicios
especializados a los jóvenes mexicanos que pudieran benefi-
ciarse de este programa, facilitando su acceso a trámites de
documentación y ampliando los servicios de protección pre-
ventiva, así como el uso de recursos legales para prevenir y
responder a abusos en Estados Unidos.

Los consulados proporcionan información oportuna, real y
fidedigna para evitar que beneficiarios del DACA y sus fa-

milias sean víctima de engaños o fraudes. También les in-
forman sobre sus derechos y se les otorga asistencia y re-
presentación legal en los casos que sea necesaria. Ofrecen
además una amplia gama de servicios para ayudarles a pro-
teger sus bienes.

Además, la red consular ofrece servicios financieros y pa-
trimoniales, información sobre programas de crédito para
jóvenes emprendedores, trámites escolares, asesoría sobre
procesos de custodia de menores, a fin de facilitar la rein-
serción económica y social de los migrantes en retorno. El
gobierno de México siempre ha mantenido su compromiso
de proteger a sus connacionales en el extranjero. Los bene-
ficiarios del DACA son candidatos para beneficiarse de to-
da la ayuda consular disponible, a fin de reducir su nivel de
vulnerabilidad.

Ante la terminación del programa, anunciada por el go-
bierno de Estados Unidos el 5 de septiembre, la cancillería
ha redoblado esfuerzos para ofrecer atención integral a los
mexicanos afectados. Se fortalecieron las acciones de pro-
tección de estos jóvenes para evitar y atender casos de abu-
so. Asimismo, se han desplegado acciones, adicionales a la
estrategia Somos Mexicanos, para garantizar la plena inte-
gración de los jóvenes que regresen al país.

En términos de apoyo jurídico, tan sólo de enero al 30 de
septiembre de 2017 se llevaron a cabo 2 mil 579 eventos de
protección preventiva relevantes al Programa de Acción
Diferida.

Las estadísticas de protección consular se encuentran en el
siguiente sitio:

https://transparenciaproteccion.sre.gob.mx/pdfs/presu-
puestos/499_1508171453.pdf.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.
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En respuesta al oficio número DGPL 63-II-2-1375 signa-
do por la diputada María Guadalupe Murguía Gutiérrez,
entonces vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese ór-
gano legislativo, me permito remitir para los fines proce-
dentes, copia de! similar número DG.510.11/ 9796/ 2017
suscrito por el licenciado Antonio Musi Veyna, director
general adjunto de Normatividad y Convenios de la Se-
cretaría de Desarrollo Social, así como de su anexo, me-
diante el cual responde el punto de acuerdo por el que se
exhorta a esa dependencia a realizar una campaña de re-
gularización de los Centros de Atención de las Personas
Adultas Mayores, en todo el territorio nacional para ase-
gurar el cumplimiento a lo establecido en las normas
emitidas para su funcionamiento y operación; con el ob-
jetivo de garantizar a los adultos mayores el respeto
irrestricto a sus derechos en estos espacios.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Atentamente

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Desarrollo Social.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la subsecretaría de Enlace Legislati-
vo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

Me refiero a su oficio número SELAP/ UEL/ 311/ 2509/16,
por el cual hizo del conocimiento el punto de acuerdo apro-
bado por la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, en el que se exhorta respetuosamente a la Se-
cretaría de Desarrollo Social, a que en la medida de sus fa-
cultades realice una campaña de regularización de los Cen-
tros de Atención de las Personas Adultas Mayores en todo
el territorio nacional para asegurar su apego a lo estableci-
do en las normas emitidas para su funcionamiento y opera-
ción; con el objetivo de garantizar a los adultos mayores el
respeto irrestricto a sus derechos en estos espacios.

Al respecto, adjunto copia simple del oficio número SJ/
1289/ 2017, signado por el licenciado Jorge Castillo Quin-
tal, subdirector jurídico del Instituto Nacional de las Perso-

nas Adultas Mayores, mediante el cual se da contestación
al punto de acuerdo de referencia.

Aprovecho la oportunidad para enviarle un cordial saludo. 

Atentamente

Ciudad de México, a 21 de noviembre de 2017.— Antonio Musi Vey-
ra (rúbrica), director general adjunto de Normatividad y Convenios.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Desarrollo Social.

Ciudadano Antonio Musi Veyna, director general adjunto
de Normatividad y Convenios. Unidad del Abogado Gene-
ral y Comisionado para la Transparencia en la Sedesol.—
Presente.

En atención a su oficio número DG. 510. 11/ 9396/ 2017,
mediante el cual solicita formular los comentarios perti-
nentes al punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, en el que
se exhorta a la Secretaría de Desarrollo Social a que en la
medida de sus facultades realice una campaña de regulari-
zación de los Centros de Atención de las Personas Adultas
mayores en todo el territorio nacional para asegurar su
cumplimiento a lo establecido en las normas emitidas para
su funcionamiento y operación; con el objetivo de garanti-
zar a los adultos mayores el respeto irrestricto a sus dere-
chos en estos espacios.

El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (In-
apam), a través de la Dirección de Atención Geriátrica, ha es-
tado trabajando en la integración de un Registro Único Na-
cional con la intención de conocer el número de centros
dedicados a la atención de las personas adultas mayores, a la
fecha se tienen registrados a nivel nacional los siguientes:

Centro Número de registro
Albergues 450
Clubes 2050
Residencias 234
Comedores y otros 220
Total 3120

Se han establecido los siguientes modelos de atención: 

1. Albergues

2. Residencias



3. Centros de Atención Integral

4. Centros Culturales

En los que se cuenta con un Programa de Trabajo y un Re-
glamento para regularizar la atención.

A través del Consejo Nacional de Coordinación Interinsti-
tucional sobre el tema de adultos mayores al que asisten 53
instituciones (gobierno federal, academia y sociedad civil
organizada) se generan acuerdos para las buenas prácticas
hacia la atención de las personas adultas mayores.

En la medida de nuestras facultades y de los recursos dis-
ponibles se han llevado a cabo supervisiones en centros de
atención donde ha resultado la necesidad de capacitación al
personal y la adecuación de los centros para favorecer la
accesibilidad de las personas adultas mayores.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2017.— Licenciado Jorge
Castillo Quintal (rúbrica), subdirector Jurídico del Inapam.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-2-2309, sig-
nado por la diputada Martha Hilda González Calderón, vi-
cepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia del
similar número DG.510.11/9800/017 suscrito por el licen-
ciado Antonio Musi Veyna, director general adjunto de
Normatividad y Convenios de la Secretaría de Desarrollo
Social, así como de su anexo, mediante los cuales respon-
de el punto de acuerdo por el que se exhorta a esa depen-

dencia para que difunda entre la población los distintos
programas de apoyo de servicio de estancias infantiles di-
rigidos a estudiantes con hijas o hijos, para que cuenten
con el tiempo necesario para estudiar o capacitarse. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Desarrollo Social.

Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Legislativo y
Acuerdos Políticos de la Secretaría de Gobernación.—
Presente. 

Me refiero a su oficio número SELAP/300/3082/17, por
el cual hizo del conocimiento el punto de acuerdo apro-
bado el día 26 de octubre del año en curso, por la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, en
el que se exhorta respetuosamente al titular del Poder
Ejecutivo federal y a la Secretaría de Desarrollo Social,
entre otras, a tomar las medidas necesarias para ampliar
la cobertura del Programa de Estancias Infantiles para
apoyar a Madres Trabajadoras, el cual también beneficia
a madres o padres solos que estudian, así como para que
difundan entre la población los distintos programas de
apoyo de servicio de estancias infantiles dirigidos a estu-
diantes con hijas o hijos, para que cuenten con el tiempo
necesario para estudiar o capacitarse. 

Al respecto y por instrucciones del licenciado David Garay
Maldonado, abogado general y comisionado para la Trans-
parencia, adjunto copia simple del oficio número
SDSHIDGS/214/987/2017, signado por el licenciado Die-
go Borja Lascurain, director general de Seguimiento de la
Subsecretaría de Desarrollo Social y Humano, mediante el
cual se da contestación al punto de acuerdo de referencia. 

Aprovecho la oportunidad para enviarle un cordial saludo. 

Atentamente

Ciudad de México, a 21 de noviembre de 2017.— Licenciado Antonio
Musi Veyna (rúbrica), director general adjunto de Normatividad y
Convenios.»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 201739



Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados40

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Desarrollo Social.

Antonio Musi Veyna, director general adjunto de Normati-
vidad y Convenios.— Presente.

En atención a su oficio número DG.510.11/9230/2017 del
7 de noviembre de 2017, a través del cual la Dirección Ge-
neral Adjunta de Normatividad y Convenios, de la Unidad
del Abogado General y Comisionado para la Transparen-
cia, envió al licenciado Eviel Pérez Magaña, punto de
acuerdo por el que se exhorta al titular del Poder Ejecutivo
federal y a la Secretaría de Desarrollo Social, entre otras, a
tomar las medidas necesarias para ampliar la cobertura del
Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres
Trabajadoras, el cual también beneficia a madres y padres
solos que estudian; así como para que difundan entre la po-
blación los distintos programas de apoyo de servicio de es-
tancias infantiles dirigidos a estudiantes con hijas o hijos,
para que cuenten con el tiempo necesario para estudiar o
capacitarse. 

Al respecto, envío a usted los comentarios realizados al
Punto de Acuerdo en comento, elaborados con la informa-
ción remitida por la Dirección General de Políticas Socia-
les, área encargada de la operación del Programa de Estan-
cias Infantiles. 

Sin otro particular, reciba un cordial y afectuoso saludo. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2017.— Diego Borja Lascu-
ráin (rúbrica), director general.»

«Comentarios al punto de acuerdo aprobado por la Cáma-
ra de Diputados a través del cual se exhorta 1) al titular de
Poder Ejecutivo federal a tomar las medidas necesarias pa-
ra ampliar la cobertura del programa de estancias infantiles
para apoyar a madres trabajadoras, el cual también benefi-
cia a madres o padres solos que estudian. 2) a la Secretaría
de Desarrollo Social y a la Secretaría de Educación Públi-
ca del gobierno federal, así como a los Poderes Ejecutivos
de las entidades federativas, a que difundan entre la pobla-
ción los distintos programas de apoyo de servicio de estan-
cias infantiles dirigidos a estudiantes con hilas o hilos. Pa-
ra que cuenten con el tiempo necesario para estudiar o
capacitarse; y 3) a los Poderes Ejecutivos de las entidades
federativas, para que tomen las medidas necesarias a fin de

crear programas de apoyo de servicio de estancias infanti-
les. Dirigidos a estudiantes con hijas o hijos, para que
cuenten con el tiempo necesario para estudiar o capacitar-
se; y en caso de que ya operen algún programa de esa na-
turaleza, amplíen su cobertura en beneficio de ese sector
estudiantil. 

Respecto a la Secretaría de Desarrollo Social es importan-
te mencionar que el Programa de Estancias Infantiles, se ri-
ge por lo dispuesto en sus Reglas de Operación para cada
ejercicio fiscal; para 2017 éstas fueron publicadas el 28 de
diciembre de 2016, en el Diario Oficial de la Federación,
en donde se destaca que su objetivo general es: 

• Contribuir a dotar de esquemas de seguridad social
que protejan el bienestar socioeconómico de la pobla-
ción en situación de carencia o pobreza mediante el me-
joramiento de las condiciones de acceso y permanencia
en el mercado laboral de las madres, padres solos y tu-
tores que buscan empleo, trabajan o estudian y acceden
a los servicios de cuidado y atención infantil. 

Con relación a la ampliación de la cobertura del Progra-
ma de Estancias Infantiles es necesario considerar que la
atención de las personas que requieran los servicios de
cuidado y atención infantil, en la modalidad de Apoyo a
Madres Trabajadoras y Padres Solos, o bien para la afi-
liación de personas para otorgar los servicios de cuidado
y atención infantil en la modalidad de Impulso a los Ser-
vicios de Cuidado y Atención Infantil, está en función di-
recta del presupuesto que se asigne a la Dependencia pa-
ra el Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a las
Madres Trabajadoras (PEI), es por ello que la optimiza-
ción del ejercicio de les recursos en el presente ejercicio
fiscal, permitió el otorgamiento de apoyos para la aten-
ción de la contingencia que representaron los sismos y en
algunas entidades federativas las inundaciones para las
Estancias Infantiles afectadas por estos fenómenos natu-
rales. Es por ello, que para la ampliación de la cobertura
del Programa se necesita que la Cámara de Diputados
otorgue un mayor presupuesto al Programa. 

Sobre la segunda parte del punto de acuerdo es importante
mencionar que la Secretaría de Desarrollo Social estima
que la difusión del Programa de Estancias Infantiles para
Apoyar a Madres Trabajadoras se realizará por cada dele-
gación federal de la Sedesol en las 32 entidades federativas
y a través de los canales que pasee la secretaría para tales
efectos. 



Resulta relevante mencionar también que la información
del Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres
Trabajadoras se encuentra disponible en la página web
www.gob.mx/sedesol o httos://www.gob.mx/sedesol/es/ac-
ciones-y-programas/estancias-infantiíes-para-apovar-a-
madres-trabajadoras.

Con relación a la tercera parte del punto se señala que es
vital denotar que el Programa de Estancias Infantiles para
Apoyar a Madres Trabajadoras opera para dar beneficios a
la población objetivo, integrada por madres, padres solos V
tutores que trabajan, buscan empleo, o estudian, tal como
se ordena en el numeral 3.2 de las Reglas de Operación del
Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres
Trabajadoras para el ejercicio fiscal 2017, disposición que
a la letra indica: 

3.2. Población Objetivo 

Modalidad de Apoyo a Madres Trabajadoras y Padres Solos 

“En esta modalidad la población objetivo son las madres,
padres solos y tutores que trabajan, buscan empleo o estu-
dian, cuyo ingreso per cápita estimado por hogar no rebasa
la Línea de Bienestar (LB) y declaran que no tienen acce-
so a servicios de cuidado y atención infantil a través de ins-
tituciones públicas de seguridad social u otros medios, y
que tienen bajo su cuidada al menos a una niña o niño de
entre 1 y hasta 3 años 11 meses de edad (un día antes de
cumplir los 4 años), o entre 1 y hasta 5 años 11 meses de
edad (un día antes de cumplir los 6 años), en casos de ni-
ñas o niños con alguna discapacidad. 

Lo anterior demuestra que el sector estudiantil se encuen-
tra incluido en el Programa de Estancias Infantiles para
Apoyar a Madres Trabajadoras, es decir, cualquier estu-
diante podrá recibir los beneficios del Programa, siempre y
cuando reúna los criterios y requisitos de elegibilidad des-
critos en el numeral 3.3 inciso a) de las Reglas de Opera-
ción del Programa. 

En vista de que en este último el Legislativo exhorta a “...
Poderes Ejecutivos de las entidades federativas, en las en-
tidades federativas, para que tomen las medidas necesarias
a fin de crear programas de apoyo de servicio de estancias
infantiles, dirigidos a estudiantes con hijas o hijos, para que
cuenten con el tiempo necesario para estudiar ...” [SIC], la
Secretaría de Desarrollo Social permanecerá pendiente de
las acciones que realicen cada una de las entidades federa-
tivas y la Ciudad de México en torno a los programas que

en la materia se implementen y logren una sinergia en la
atención de niñas y niños.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta del oficio número DGPL 63-II-3-2695, signa-
do por la diputada Martha Hilda González Calderón, vice-
presidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo,
me permito remitir para los fines procedentes copia del si-
milar DEP-1662/ 17, suscrito por el licenciado Rodrigo
Reina Liceaga, director general de Coordinación Política
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, y de su anexo,
mediante los cuales responde el punto de acuerdo por el
cual se solicita al titular del Ejecutivo federal que haga pú-
blica la información relativa a las acciones y el presupues-
to ejercido en su implantación para la protección de los mi-
grantes en el periodo de enero de 2017 a la fecha en
territorio nacional.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Atentamente

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
con arreglo a las facultades de la subsecretaría a su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta de las proposi-
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ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el Con-
greso de la Unión el pasado 26 de octubre de 2017, cuyos
resolutivos son los siguientes:

Primero. La Cámara de Diputados solicita al titular del
Ejecutivo federal que haga pública la información rela-
tiva a las acciones y el presupuesto ejercido en su im-
plementación para la protección de los migrantes en el
periodo de enero de 2017 a la fecha en territorio nacio-
nal, así como el proceso de refuerzo de las instancias
consulares y de atención a mexicanos en Estados Uni-
dos de América, dadas las medidas del gobierno de
aquel país en materia migratoria.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al titular del
Ejecutivo federal para que, a través del Instituto Nacio-
nal de Migración, haga público el estatus de implanta-
ción del “Protocolo de actuación para asegurar el respe-
to de los principios y la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes en procedimientos adminis-
trativos migratorios”, en el marco de la creciente afluen-
cia de niñas, niños y adolescentes migrantes hacia Esta-
dos Unidos de América.

Por lo expuesto, mucho agradeceré sus amables gestiones
para hacer llegar al Congreso de la Unión la información
anexa.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo relativo a las acciones y el
presupuesto ejercido en su implantación para la protección
de los migrantes en el periodo de enero de 2017 a la fecha
en territorio nacional

Al respecto, se informa que el 17 de febrero de 2017, por
instrucciones del presidente de la República, Enrique Peña
Nieto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público autori-
zó a la cancillería recursos excedentes de carácter excep-
cional por un monto de mil 70 millones 49 mil 35 pesos (54
millones 317 mil 210 dólares) para la protección de mexi-

canos en Estados Unidos. A septiembre de 2017 se habían
transferido 625 millones 734 mil 889 pesos, equivalente a
58.4 por ciento del total.

Estos recursos han sido asignados a los siguientes rubros: re-
cursos humanos, programa de protección a mexicanos, pro-
grama de servicios consulares, ventanillas de asesoría finan-
ciera y protección al patrimonio, y apoyo a migrantes a través
de las delegaciones. En materia de protección, los recursos se
han destinado específicamente al fortalecimiento del Centro
de Información y Asistencia a Mexicanos, creación de los
centros de defensoría en los 50 consulados en Estados Uni-
dos, fortalecimiento de la representación y orientación legal
de las personas mexicanas en ese país y ampliación de la
campaña de avisos e información a migrantes.

El 24 de abril de 2017, la cancillería lanzó el portal Trans-
parencia Protección (https://transparenciaproteccion.sre.
gob.mx/), donde se especifican el presupuesto ejercido y
los resultados de los programas por rubro y consulado. El
sitio se actualiza de manera mensual.

Con relación al “Protocolo de actuación para asegurar el
respeto de los principios y la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes en procedimientos administra-
tivos migratorios”, informo que por la naturaleza del tema,
éste corresponde al Instituto Nacional de Migración, de la
Secretaría de Gobernación.

No obstante, hago de su conocimiento que el gobierno de
México –desde la cancillería y otras instancias de gobierno–
ha construido una respuesta multidimensional que busca la
atención integral de los retos que implica la presencia de ni-
ñas, niños y adolescentes no acompañados en el contexto mi-
gratorio, considerándolos como sujetos de derechos.

Ejemplo de ello son los arreglos locales de repatriación
suscritos entre autoridades de México y Estados Unidos,
así como el “Protocolo para la atención consular de niñas,
niños y adolescentes migrantes no acompañados”, desarro-
llado en colaboración con la Oficina en México del Fondo
de Naciones Unidas para la Infancia y un grupo de consul-
tores especialistas en el tema.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
su conocimiento.

———————— o ————————



La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-3-2696, sig-
nado por la diputada Martha Hilda González Calderón, vi-
cepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia del
similar número DEP-1659/17, suscrito por el licenciado
Rodrigo Reina Liceaga, director general de Coordinación
Política de la Secretaría de Relaciones Exteriores, así como
de su anexo, mediante los cuales responde el punto de
acuerdo por el que se exhorta a enriquecer la postura de
protección a nuestros connacionales remitiendo las pro-
puestas y preocupaciones que en la materia pasean; así co-
mo dar a conocer la ruta específica de atención legal y ase-
soría para los llamados dreamers de origen mexicano que
pudieran ser perjudicados ante una eventual deportación a
México. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
en apego a las facultades de la subsecretaría bajo su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta a las proposi-
ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el hono-
rable Congreso de la Unión el pasado 26 de octubre de
2017, cuyo resolutivo es el siguiente: 

“Primero. La Cámara de Diputados refrenda su com-
promiso de velar permanentemente por el respeto de los
derechos y la justicia para los emigrantes mexicanos ra-
dicados en los Estados Unidos de América, y exhorta a
los tres niveles de gobierno en el ámbito de sus faculta-

des, a enriquecer la postura de protección a nuestros con
nacionales remitiendo a esta soberanía todas las pro-
puestas y preocupaciones que en la materia posean. 

”Segundo. La Cámara de Diputados hace un extraña-
miento al gobierno de los Estados Unidos de América,
por las políticas implementadas que persiguen y pro-
mueven la criminalización a los emigrantes mexicanos
radicados en aquél país, así como por el discurso de
odio alrededor de los latinos en aquella nación, conmi-
nándolo a que se conduzca con estricto apego a los pa-
rámetros que señala el derecho internacional, el respeto
de los derechos humanos de las personas y la cultura de
la tolerancia y la diversidad, símbolo de sociedades mo-
dernas y de avanzada en todo el mundo. 

”Tercero. La Cámara de Diputados, solicita al titular
del Poder Ejecutivo federal dé a conocer la ruta especí-
fica de atención legal y asesoría para los llamados drea-
mers de origen mexicano que pudieran ser perjudicados
ante una eventual deportación a México.

Por lo antes expuesto, mucho agradeceré sus amables ges-
tiones para hacer llegar la información anexa al honorable
Congreso de la Unión. 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo relativo a refrenda su com-
promiso de velar permanentemente por el respeto de los
derechos de la justicia para loe emigrantes mexicanos radi-
cados en Estados Unidos de América

Al respecto, se informa que la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores está llevando a cabo una intensa labor de asesoría
jurídica y protección consular, mediante la Embajada de
México en Estados Unidos y los 50 consulados en ese pa-
ís, para promover y defender con todos los recursos legales
a su alcance los derechos de los mexicanos migrantes. A
septiembre de 2017, se han llevado a cabo 7 mil 632 talle-
res en los diferentes centros de defensoría establecidos en
los consulados de México en ese país. Los talleres abarcan
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temas relacionados a las principales preocupaciones de los
migrantes como, conocimiento y defensa de sus derechos,
diagnóstico migratorio, doble nacionalidad, plan de emer-
gencia, entre otros. 

Asimismo, la Cancillería continúa el acercamiento y cola-
boración con socios estatales y locales clave con objeto de
reconocer las contribuciones de los mexicanos, rechazando
aquellas opiniones que promueven el odio y el racismo.
Como lo estableció el presidente Enrique Peña Nieto en
enero de 2017, el mutuo respeto entre nuestros países es
deberá seguir siendo la base de nuestra interacción. 

En referencia a la situación de los jóvenes dreamers que
podrían regresar a nuestro país, la Secretaría de Relaciones
Exteriores, por medio de la red consular, les ofrece infor-
mación y asistencia para facilitar su reintegración. Entre
estos servicios destacan los programas de educación finan-
ciera y protección del patrimonio; información sobre pro-
gramas de crédito para jóvenes emprendedores, el Seguro
Popular e inserción al sistema educativo nacional; y aseso-
ría sobre procesos de custodia de menores. México recibe
a los jóvenes con los brazos abiertos. No obstante, si su de-
seo es permanecer en Estados Unidos, la cancillería segui-
rá apoyándolos y salvaguardando sus derechos.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 63-II-6-2496 signado
por la diputada María Ávila Serna, vicepresidenta de la
Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me permito re-
mitir para los fines procedentes, copia del similar número
DEP-1661/ 17 suscrito por el licenciado Rodrigo Reina Li-
ceaga, director general de Coordinación Política de la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores, así como de su anexo,
mediante los cuales responde el punto de acuerdo por el
que se exhorta a esa dependencia para que a través de una
política pública integral, se asegure la protección y respeto
a los derechos humanos de los mexicanos que se encuen-

tran dentro y fuera de Estados Unidos de América, dadas
las políticas implantadas por el gobierno de aquel país.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
en apego a las facultades de la Subsecretaría bajo su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta a las proposi-
ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el hono-
rable Congreso de la Unión el pasado 26 de octubre de
2017, cuyo resolutivo es el siguiente:

Único. La Cámara de Diputados exhorta al titular del
Poder Ejecutivo federal y a los titulares de las Secreta-
rías de Relaciones Exteriores y Economía, para que de
manera coordinada y a través de una política pública in-
tegral, se asegure la protección y respeto a los derechos
humanos de los mexicanos que se encuentran dentro y
fuera de Estados Unidos de América, dadas las políticas
implantadas por e! gobierno de aquel país, así como
ejercer una estrategia que proteja la línea de comercio
de nuestro país.

Por lo antes expuesto, mucho agradeceré sus amables ges-
tiones para hacer llegar la información anexa al honorable
Congreso de la Unión. 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo. 

Atentamente

Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.



Respuesta al punto de acuerdo relativo a la protección y
respeto a los derechos humanos de los mexicanos que se
encuentran dentro y fuera de Estados Unidos de América

Como lo estableció el secretario de Relaciones Exteriores,
Luis Videgaray Caso, el respeto a los derechos humanos de
los mexicanos en Estados Unidos es prioridad para México.

Por esta razón, el 17 de febrero de 2017, por instrucciones
del presidente de la República, Enrique Peña Nieto, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) autorizó a
la cancillería recursos excedentes de carácter excepcional
por un monto de 1 mil 70 millones 49 mil 35 pesos (54 mi-
llones 317 mil 210 dólares) para la protección de mexica-
nos en Estados Unidos.

Estos recursos han sido asignados a los siguientes rubros:
recursos humanos; programa de protección a mexicanos;
programa de servicios consulares: Ventanillas de asesoría
financiera y protección al patrimonio y; apoyo a migrantes
a través de la delegaciones. En materia de protección, los
recursos se han destinado específicamente al fortaleci-
miento del Centro de Información y Asistencia a Mexica-
nos, creación de los centros de defensoría en los 50 consu-
lados en Estados Unidos, fortalecimiento de la
representación y orientación legal de las personas mexica-
nas en ese país y ampliación de la campaña de avisos e in-
formación a migrantes.

Asimismo, uno de los objetivos que guía la relación de Mé-
xico con Estados Unidos es preservar el libre comercio en
la región. La cancillería trabaja para fortalecer la competi-
tividad de América del Norte y sus cadenas regionales de
suministro, incrementando las exportaciones mexicanas a
Estados Unidos y Canadá, sobre una base de sana compe-
tencia y el desarrollo de sectores de mayor valor agregado.

En este sentido, México participará en el comercio interna-
cional sobre una base de mayor productividad y comple-
mentariedad; haciendo del comercio, un instrumento pode-
roso para proteger los empleos actuales, crear nuevos
empleos y mejorar los salarios en México.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 63-II-6-2500 signado
por la diputada María Ávila Serna, vicepresidenta de la
Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me permito re-
mitir para los fines procedentes, copia del similar número
100.DGVI.336/17 suscrito por el ingeniero Ismael Orozco
Loreto, director general de Vinculación Interinstitucional
de la Secretaría de Energía, así como de su anexo, median-
te los cuales responde el punto de acuerdo por el que se ex-
horta al director general del Centro Nacional de Control de
Energía a informar a la opinión pública acerca de las cau-
sas técnicas que originaron la interrupción del servicio
eléctrico en diversas zonas del país los días 23 y 25 de ma-
yo, y 10 de septiembre de los corrientes.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Energía.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos.— Presente.

Por este medio, me permito hacer referencia a su atento
oficio número SELAP/300/3085/17, que contiene punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, en sesión celebrada el 26 de oc-
tubre del presente, mediante el cual:

“Único. La Cámara de Diputados, exhorta respetuosa-
mente a los directores generales del Centro Nacional de
Control de Energía y de la Comisión Federal de Electri-
cidad, para que informen en forma pormenorizada a la
opinión pública acerca de las causas técnicas que origi-
naron la interrupción del servicio eléctrico en diversas
zonas del país los días 23 y 25 de mayo, y 10 de sep-
tiembre de los corrientes. Especificando las medidas
adoptadas para evitar futuras interrupciones”.
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Sobre el particular, adjunto a la presente copia del oficio
número CENACE/DG/074/2017 de la Dirección General
del Centro Nacional de Control de Energía, que contiene
los comentarios emitidos al punto de acuerdo en comento.

Sin otro particular, envío a usted un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 21 de octubre de 2017.— Ingeniero Ismael Oroz-
co Loreto (rúbrica), director general de Vinculación Interinstitucional.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Centro Nacional de Control de Energía.

Ingeniero Ismael Orozco Loreto, director general de Vin-
culación Interinstitucional de la Secretaría de Energía.—
Presente.

En atención a su oficio 100.DGVI. 319/17, a través del
cual comunica a esta entidad el acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
en la sesión celebrada el 26 de octubre de 2017, me permi-
to informarle, para los efectos conducentes, que en nuestra
página de internet (www.gob.mx/cenace) se encuentra dis-
ponible para consulta y descarga del público en general el
Informe pormenorizado sobre las interrupciones del sumi-
nistro de energía eléctrica en diversas zonas del país du-
rante 2017.(1)

(1) El documento será consultable en la versión electrónica del Dia-
rio de los Debates de esta fecha en el Anexo “A”.

Se emite el presente con fundamento en los artículos 1o.,
primer párrafo; 2o., 14, párrafo primero, fracción I; 15, pá-
rrafo antepenúltimo; 17 y 22, párrafo primero, fracción I,
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; primero,
párrafo primero; segundo, y vigésimo primero, fracción I
del decreto por el que se crea el Centro Nacional de Con-
trol de Energía, y 1o. y 3o., apartado A, fracción II, del Es-
tatuto Orgánico del Centro Nacional de Control de Energía.

Agradezco la atención al presente y aprovecho la ocasión
para enviarle un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 17 de noviembre de 2017.— Ingeniero Eduardo
Meraz Ateca (rúbrica), director general.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Energía, para su conoci-
miento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-I-2791, sig-
nado por el diputado Arturo Santana Alfaro, vicepresiden-
te de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me per-
mito remitir, para los fines procedentes, copia del similar
número DEP-1654/17, suscrito por el licenciado Rodrigo
Reina Liceaga, director general de Coordinación Política
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, así como de su
anexo, mediante los cuales responde el punto de acuerdo
por el que se exhorta a esa dependencia a evaluar la perti-
nencia de adherirse al Convenio sobre la Protección a la
Maternidad, 2000 (C183) de la Organización Internacional
del Trabajo. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Atentamente

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
en apego a las facultades de la subsecretaría bajo su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta a las proposi-
ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el hono-
rable Congreso de la Unión el pasado 26 de octubre de
2017, cuyo resolutivo es el siguiente: 



“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a las Se-
cretarías del Trabajo y Previsión Social, y de Relaciones
Exteriores a que, conforme a sus atribuciones, evalúen
la pertinencia de adherirse al Convenio sobre la Protec-
ción a la Maternidad, 2000 (C183) de la Organización
Internacional del Trabajo.”

Por lo antes expuesto, mucho agradeceré sus amables ges-
tiones para hacer llegar la información anexa al honorable
Congreso de la Unión. 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo relativo a evaluar la perti-
nencia de adherirse al Convenio sobre la Protección a la
Maternidad

El Convenio 183 de la Organización Internacional del Tra-
bajo fue sometido por el Ejecutivo federal a consideración
de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión el 13
de noviembre de 2000, acompañado del dictamen elabora-
do por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en el
que recomendaba no ratificar el Convenio debido a que re-
sulta incompatible con el marco jurídico nacional. 

• En particular, el artículo 4 del convenio establece un
periodo de licencia de maternidad equivalente, por lo
menos, a catorce semanas, mientras que la legislación
laboral mexicana prevé un periodo mínimo equivalente
a doce semanas. 

• Asimismo, conforme al citado Instrumento, el monto
de las prestaciones pecuniarias proporcionadas en virtud
de la licencia de maternidad no debe ser inferior a las
dos terceras partes del salario de toda mujer trabajado-
ra, pudiendo ser incluso equivalente a la prestación por
concepto de licencia por enfermedad. En ese sentido, la
norma nacional tiene mayor alcance puesto que estable-
ce que dicha prestación no debe ser inferior al total del
salario. 

• El convenio dispone que la incorporación de la madre
trabajadora al término de la licencia de maternidad, po-
drá ser al mismo puesto de trabajo o a un puesto equi-
valente con la misma remuneración. La legislación me-
xicana es más favorable, dado que prevé la potestad de
conservar el empleo y los derechos adquiridos por la re-
lación de trabajo. 

• Es preciso resaltar que, independientemente de los lo-
gros obtenidos a través de las reformas y adiciones a la
Ley Federal del Trabajo publicadas el 30 de noviembre
de 2012 (artículos 133 y 170 de la Ley Federal del Tra-
bajo), el marco jurídico nacional vigente aún se contra-
pone con el periodo de licencia de maternidad contem-
plado en el Convenio, por lo que las disposiciones y
circunstancias que impedían la ratificación de este ins-
trumento internacional continúan vigentes.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-7-2707, sig-
nado por el diputado Arturo Santana Alfaro, vicepresiden-
te de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me per-
mito remitir, para los fines procedentes, copia del similar
número DEP-1658/17 suscrito por el licenciado Rodrigo
Reina Liceaga, director general de Coordinación Política
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, así como de su
anexo, mediante los cuales responde el punto de acuerdo
por el que se exhorta al Ejecutivo Federal a emitir un pro-
nunciamiento oficial en defensa de los derechos humanos
de los connacionales en respuesta a las detenciones contra
la comunidad migrante en Estados Unidos de América. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracción IV, del Regla-
mento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores y
en apego a las facultades de la subsecretaría bajo su digno
cargo, me permito hacer llegar la respuesta a las proposi-
ciones relativas al punto de acuerdo aprobado por el hono-
rable Congreso de la Unión el pasado 26 de octubre de
2017, cuyo resolutivo es el siguiente: 

“Primero. La Cámara de Diputados condena las deten-
ciones a migrantes en diversas entidades de Estados
Unidos de América, toda vez que éstas representan un
acto discriminatorio y violatorio de los derechos huma-
nos hacia nuestros con nacionales. 

”Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo
federal a emitir un pronunciamiento oficial en defensa de
los derechos humanos de los connacionales en respuesta
a las detenciones contra la comunidad migrante en Esta-
dos Unidos de América, pues éstas representan un acto
discriminatorio y violatorio de los derechos humanos.” 

Por lo antes expuesto, mucho agradeceré sus amables ges-
tiones para hacer llegar la información anexa al honorable
Congreso de la Unión. 

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 22 de noviembre de 2017.— Licenciado Rodrigo
Reina Liceaga (rúbrica), director general de Coordinación Política.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo en el cual la Cámara de
Diputados condena las detenciones a migrantes en diversas
entidades de Estados Unidos de América, toda vez que és-
tas representan un acto discriminatorio y violatorio de los
derechos humanos hacia nuestros connacionales. 

Al respecto, se informa que la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores ha externado a funcionarios de la Casa Blanca la

preocupación del gobierno de México por asegurar, que en
el ejercicio de sus funciones, las autoridades federales es-
tadounidenses respeten plenamente los derechos humanos
de los mexicanos, con independencia de su estatus migra-
torio, así como el respeto al debido proceso que establece
el marco legal estadounidense y los instrumentos interna-
cionales. 

Por otra parte, la Cancillería está llevando a cabo una in-
tensa labor de asesoría jurídica y protección consular, me-
diante la Embajada de México en Estados Unidos y los 50
Consulados en ese país, para promover y defender con to-
dos los recursos legales a su alcance los derechos de los
mexicanos migrantes. Además ha acudido ame las Nacio-
nes Unidas, la Organización de los Estados Americanos y
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en busca de
apoyo y protección de los derechos de los connacionales. 

Adicionalmente, se han desarrollado talleres para informar a
nuestros connacionales sobre sus derechos y, en los casos que
sea necesario, otorgar asistencia y representación legal.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se remite a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
su conocimiento.

INICIATIVAS DE LOS CONGRESOS ESTATALES 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Querétaro.

Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 126, frac-
ciones V y XII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo
del Estado de Querétaro, en sesión del pleno de la LVIII
Legislatura del Estado de Querétaro, celebrada el 12 de
septiembre de 2017, se aprobó presentar ante la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, la “iniciativa de ley
que reforma el segundo párrafo del artículo 19 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos”, remitiéndole la iniciativa de mérito para los efectos
del artículo 71, fracción III, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.



Sin otro particular, le reiteramos nuestro respeto institucional.

Atentamente

Santiago de Querétaro, Querétaro, a 27 de septiembre de 2017.—
LVIII Legislatura del Estado de Querétaro, Mesa Directiva diputada
María Isabel Aguilar Morales (rúbrica), Presidenta; diputada Verónica
Hernández Flores (rúbrica), secretaria suplente.»

«Congreso del Estado de Querétaro.

Iniciativa de ley que reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 19 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 19. Ninguna detención ante…

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la pri-
sión preventiva cuando otras medidas cautelares no se-
an suficientes para garantizar la comparecencia del im-
putado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la
protección de la víctima, de los testigos o de la comu-
nidad, así como cuando el imputado esté siendo proce-
sado o haya sido sentenciado previamente por la comi-
sión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión
preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuen-
cia organizada, homicidio doloso, violación: secuestro,
trata de personas, delitos cometidos con medios vio-
lentos, como armas y explosivos, robo a casa habita-
ción, lesiones que pongan en peligro la vida y lesiones
que causen incapacidad parcial o total permanente, así
como delitos graves que determine la ley en contra de
la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la per-
sonalidad y de la salud.

La ley determinará…

El plazo para…

Todo proceso se…

Si con posterioridad…

Todo mal tratamiento…

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones de
igual o menor jerarquía que se opongan a la presente ley. 

Atentamente

Santiago de Querétaro, Querétaro, a 27 de septiembre de 2017.—
Diputada María Isabel Aguilar Morales (rúbrica), Presidenta; diputada
Verónica Hernández Flores (rúbrica), primera secretaria.»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Del Congreso del Estado de Querétaro.

Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 126, frac-
ciones V y XII, de la Ley Orgánica del Poder Legislati-
vo del estado de Querétaro, en sesión del pleno de la
LVIII Legislatura del estado de Querétaro, celebrada el
12 de septiembre de 2017, se aprobó presentar ante la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la ini-
ciativa de ley que reforma el artículo 111, de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, con la finalidad de que
se retome el régimen de pequeños contribuyentes (Re-
pecos), remitiéndole la Iniciativa de mérito, para los
efectos del artículo 71 fracción III de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Atentamente

Santiago de Querétaro, Querétaro, a 27 de septiembre de 2017.—
Diputada María Isabel Aguilar Morales (rúbrica), Presidenta.»
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«Congreso del Estado de Querétaro.

Iniciativa de ley que reforma el artículo 111 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, con la finalidad de que se reto-
me el régimen de pequeños contribuyentes (Repecos) 

Sección II 
Régimen de incorporación fiscal 

y régimen de pequeños contribuyentes 

Artículo 111. Los contribuyentes personas físicas que rea-
licen únicamente actividades empresariales, que enajenen
bienes o presten servicios por los que no se requiera para
su realización título profesional, podrán optar por pagar el
impuesto sobre la renta en los términos establecidos en es-
ta Sección, siempre que los ingresos propios de su activi-
dad empresarial obtenidos en el ejercicio inmediato ante-
rior, no hubieran excedido de la cantidad de dos millones
de pesos. 

Para agilizar este cambio, el Sistema de Administración
Tributaria deberá informar a los contribuyentes que reúnan
las características para obtener este beneficio, donde se es-
pecifique la posibilidad de regresar al régimen anterior, SI
fuera de su interés. 

Los contribuyentes que inicien actividades, podrán optar
por cualquiera de los dos regímenes, considerando prefe-
rentemente aquel en el que obtengan mayores beneficios,
pero también considerando las posibilidades de desarrollo
que cada uno les brinda. 

También podrán aplicar el régimen de incorporación fiscal,
las personas físicas que realicen actividades empresariales
mediante copropiedad. 

No podrán pagar el impuesto en los términos de esta Sección: 

I. Los socios, accionistas o integrantes de personas mo-
rales o cuando sean partes relacionadas en los términos
del artículo 90 de esta ley, o cuando exista vinculación
en términos del citado artículo con personas que hubie-
ran tributado en los términos de esta Sección, a excep-
ción de los siguientes: 

a) Los socios, accionistas o integrantes de las perso-
nas morales previstas en el Título III de esta Ley,
siempre que no perciban el remanente distribuible a
que se refiere el artículo 80 de este ordenamiento. 

b) Las personas físicas que sean socios, accionistas
o integrantes de las personas morales a que se refie-
re el artículo 79, fracción XIII de la presente ley, aún
y cuando reciban de dichas personas morales intere-
ses, siempre que el total de los ingresos obtenidos en
el ejercicio inmediato anterior por intereses y por las
actividades a que se refiere -el primer párrafo de es-
te artículo, en su conjunto, no excedan de dos millo-
nes de pesos. 

e) Los socios, accionistas o integrantes de asociacio-
nes deportivas que tributen en términos del Título II
de esta Ley, siempre que no perciban ingresos de las
personas morales a las que pertenezcan. 

Para los efectos de esta fracción, se considera que no
hay vinculación entre cónyuges o personas con
quienes se tenga relación de parentesco en los térmi-
nos de la legislación civil, siempre que no exista una
relación comercial o influencia de negocio que deri-
ve en algún beneficio económico. 

II. Los contribuyentes que realicen actividades relacio-
nadas con bienes raíces, capitales inmobiliarios, nego-
cios inmobiliarios o actividades financieras, salvo tra-
tándose de aquéllos que únicamente obtengan ingresos
por la realización de actos de promoción o demostración
personalizada a clientes personas físicas para la compra
venta de casas habitación o vivienda, y dichos clientes
también sean personas físicas que no realicen actos de
construcción, desarrollo, remodelación, mejora o venta
de las casas habitación o vivienda. 

III. Las personas físicas que obtengan ingresos a que se
refiere este Capítulo por concepto de comisión, media-
ción, agencia, representación, correduría, consignación
y distribución, salvo tratándose de aquellas personas
que perciban ingresos por conceptos de mediación o co-
misión y estos no excedan del 30 por ciento de sus in-
gresos totales. Las retenciones que las personas morales
les realicen por la prestación de este servicio, se consi-
deran pagos definitivos para esta Sección. 

IV. Las personas físicas que obtengan ingresos a que se
refiere este Capítulo por concepto de espectáculos pú-
blicos y franquiciatarios. 

V. Los contribuyentes que realicen actividades a través
de fideicomisos o asociación en participación. 



Los contribuyentes que decidan permanecer en el régimen de
incorporación fiscal, calcularán y enterarán el impuesto en
forma bimestral, el cual tendrá el carácter de pago definitivo,
a más tardar el día 17 de los meses de marzo, mayo, julio,
septiembre, noviembre y enero del año siguiente, mediante
declaración que presentarán a través de los sistemas que dis-
ponga el Servicio de Administración Tributaria en su página
de Internet. Para estos efectos, la utilidad fiscal del bimestre
de que se trate se determinará restando de la totalidad de los
ingresos a que se refiere este artículo obtenidos en dicho bi-
mestre en efectivo, en bienes o en servicios, las deducciones
autorizadas en la Ley que sean estrictamente indispensables
para la obtención de los ingresos a que se refiere esta Sección,
así como las erogaciones efectivamente realizadas en el mis-
mo periodo para la adquisición de activos. gastos y cargos di-
feridos y la participación de los trabajadores en las utilidades
de las empresas pagada en el ejercicio, en los términos del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Cuando los ingresos percibidos, sean inferiores a las de-
ducciones del periodo que corresponda, los contribuyentes
deberán considerar la diferencia que resulte entre ambos
conceptos como deducibles en los periodos siguientes. 

Para los efectos de la participación de los trabajadores en
las utilidades de las empresas, en términos de este régimen,
la renta gravable a que se refieren los artículos 123, frac-
ción IX, inciso e) de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 120 y 127, fracción III de la Ley Fede-
ral del Trabajo, será la utilidad fiscal que resulte de la su-
ma de las utilidades fiscales obtenidas en cada bimestre del
ejercicio. 

Para la determinación de la renta gravable en materia de
participación de los trabajadores en las utilidades de las
empresas, los contribuyentes deberán disminuir de los in-
gresos acumulables las cantidades que no hubiesen sido de-
ducibles en los términos de la fracción XXX del artículo 28
de esta ley. 

Para determinar el impuesto, los contribuyentes del régi-
men de incorporación fiscal considerarán los ingresos
cuando se cobren efectivamente y deducirán las erogacio-
nes efectivamente realizadas en el ejercicio para la adqui-
sición de activos fijos, gastos o cargos diferidos. 

A la utilidad fiscal que se obtenga conforme al sexto párra-
fo de este artículo, se le aplicará la siguiente: 

Para los contribuyentes que conserven su incepción en el
Régimen de Incorporación Fiscal, pagarán el impuesto so-
bre la renta, tal como quedó previsto en la reforma del que
les dio origen, con un porcentaje creciente del 10 por cien-
to anual, sumando cada año un porcentaje similar hasta lle-
gar a 100 por ciento, en un lapso de 10 años. 

Contra el impuesto reducido, no podrá deducirse crédito o
rebaja alguno por concepto de exenciones o subsidios. 

Los contribuyentes que opten por aplicar lo dispuesto en el
régimen de incorporación fiscal, sólo podrán permanecer
en el régimen que prevé la misma, durante un máximo de
diez ejercicios fiscales consecutivos. Una vez concluido
dicho periodo, deberán tributar conforme al régimen de
personas físicas con actividades empresariales y profesio-
nales a que se refiere la Sección I del Capítulo II del Títu-
lo IV de la presente ley. 

Transitorios 

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones de
igualo menor jerarquía que se opongan a la presente ley. 

Artículo Tercero. Todas las menciones de Régimen de
Incorporación Fiscal, en la Ley de Impuesto sobre la
Renta, se tendrán que considerar el Régimen de Peque-
ños Contribuyentes en los términos que funcionó hasta
diciembre de 2013. 

Diputadas: María Isabel Aguilar Morales, presidenta; Verónica Her-
nández Flores, secretaria suplente (rúbricas).»
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El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (des-
de la curul): Presidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Me está pidiendo la palabra el diputado Guillermo Santia-
go Rafael; Guillermo Rafael Santiago. Diputado, le voy a
conceder la palabra por un minuto, pero déjeme hacer esta
observación: esta sesión está empezando un minuto cin-
cuenta… una hora con cincuenta minutos después de haber
sido convocada. Si usted empieza una discusión que nos
demore, vamos a demorarnos todavía más, sin haber dado
el quórum a la hora solicitada. Así es que le concedo un mi-
nuto para tratar su asunto.

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (des-
de la curul): Señor presidente, el motivo de mi intervención
es para informarle a este pleno la crisis humanitaria que se
está viviendo en el municipio de Chalchihuitán, Chiapas.
Es un tema muy grave, ya que más de cinco mil personas
han sido expulsadas de sus comunidades por un conflicto
que se pudo haber evitado. Y hablo para solicitarle a este
pleno que aprueben el punto de acuerdo que vamos a in-
gresar, con el objetivo: número uno de que la Secretaría de
Gobernación atienda de manera inmediata esta crisis y le
busque una solución. Y, segundo, que se puede crear una
comisión de legisladores y legisladoras para ir a atender es-
te caso.

Se ha derramado ya sangre y lo peor de todo es que puede
subir la escalada de violencia, que es lo que no queremos.
Por lo tanto, hablo a nombre de estas miles de personas que
en este momento están refugiadas en las montañas, pasan-
do frío, pasando hambre, y que no han sido atendidas, y
que están abandonadas por el gobierno del estado de Chia-
pas y por el gobierno federal. Por eso insisto, urge atención
y que por favor las y los diputados pues se pongan a traba-
jar para atender esta situación. Gracias.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputado. Se registra su intervención. Le suplico a
la Junta de Coordinación Política que tome nota de la soli-
citud que seguramente será oficializada a través del grupo
parlamentario del diputado Rafael Guillermo Santiago.

Antes de darle la palabra a la primera de las iniciativas que
escucharemos hoy, déjenme actualizarles a nuestros múlti-

ples oyentes la numeralia del asunto de las iniciativas. La
Cámara tiene 340 solicitudes de presentación de iniciati-
vas, lo que significa que si le diéramos tres minutos a cada
una estaríamos hablando que necesitaríamos cinco sesio-
nes exclusivas de iniciativas.

Les ruego a los señores legisladores que tomen nota que
mientras no pasen su iniciativa por algún tamiz legislativo,
no se puede turnar. Entonces, la comisión no está cono-
ciendo de este asunto en tanto ustedes no autoricen que se
pueda turnar directamente a las comisiones.

La Mesa Directiva resolverá mañana la fecha límite para
recibir nuevas iniciativas. Todo esto a efecto de que uste-
des puedan hacer las mediciones necesarias y, los que así
lo decidan, turnar directamente, solicitar que se turnen di-
rectamente a comisiones sus iniciativas. El día de hoy la
dinámica es que escucharemos tres iniciativas por grupo
parlamentario en cada ronda de las que tenemos previstas.

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

LEY GENERAL DE SALUD

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por lo tanto, empezamos con doña Beatriz Vélez Núñez
hasta por tres minutos, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley Ge-
neral de Salud. 

La diputada Beatriz Vélez Núñez: Gracias, presidente.
Compañeras y compañeros diputados, presento ante uste-
des la siguiente reforma al artículo 19 de la Ley General de
Salud.

Como representantes populares no hay otra meta que la de
mejorar la salud, la vida de los ciudadanos. Esta es nuestra
única labor, velar todos los días para que cada familia me-
xicana se sienta segura y no obstante que a veces debemos
enfrentarnos a situaciones delicadas para poder garantizar
este resultado, como lo es el análisis y aprobación de nue-
vos recursos públicos.

Hay que recordar que lo único que debe prevalecer es el
bien superior de la nación, este es el problema que enfren-
tamos en salud, pues mientras que en países latinoamerica-
nos como Argentina, Salvador y Paraguay mantienen su
presupuesto arriba de lo ordenado por organismos interna-



cionales, en México lamentablemente seguimos con un
presupuesto en salud por debajo de los límites, esto sin
contar a Estados Unidos, Europa e incluso países en el con-
tinente africano, que ya garantizan como mínimo el 15 por
ciento de su presupuesto anual designado al sector salud.

Sé que mucho se ha realizado en materia de salud a nivel
nacional, pero se ha descuidado una parte fundamental que
puede garantizar directamente el bienestar de todas y todos
los mexicanos. Urge atender este grave problema que ac-
tualmente nos impide corregir las fallas y la vulnerabilidad
que se localiza principalmente en las comunidades más ale-
jadas de nuestro país. 

Es prioritario que desde nuestra posición logremos que
existan recursos presupuestales necesarios para atender
problemas tan graves como es las enfermedades de insufi-
ciencia renal crónica y el cáncer de mama. Es importante
que no descansemos hasta que toda persona sepa que no le
será negado un medicamento, un análisis, una operación o
una rehabilitación. Nada es más importante que la salud de
todos y cada uno de los mexicanos.

No dejaré de trabajar de la mano con la gente de mi estado,
de mi querido estado de Guerrero y el resto de los estados,
hasta saber que se cuenta con los recursos necesarios para
seguir atendiendo el problema de salud en nuestro país.

No podemos permitir que la gente siga sin ser atendida,
que existan tantos rezagos que históricamente le ha toca-
do padecer. Es hora de que se le haga justicia, por el bien
de todos.

La gente necesita sentir a sus representantes cerca, saber
que se ha dejado atrás actitudes de corrupción y que se for-
jan nuevos equipos cercanos a la población.

Los ciudadanos nos exigen que los servicios de salud sean
de calidad, que los hospitales, los centros de salud, que
cuenten con material, equipo, medicamento necesario para
atender cada una de sus demandas. Por lo cual es necesario
reformar la Ley General de Salud, para que podamos in-
crementar su presupuesto.

Sé que se requiere de voluntad política, pero apuesto al fu-
turo, a la moralidad cívica de cada uno de ustedes para que
cambiemos nuestra mentalidad y la satisfacción de un tra-
bajo honesto.

Siendo así, propongo el siguiente proyecto de decreto…

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputada.

La diputada Beatriz Vélez Núñez:… Único. Se reforme
el artículo 19 de la Ley General de Salud, para quedar co-
mo sigue: Las partes procurarán que dichos recursos sean
equivalentes en la medida de lo posible a los fijados por los
organismos internacionales en la materia.

Por la salud de los mexicanos, les pido su apoyo para apro-
bar esta iniciativa. Muchas gracias, compañeros diputados.
Gracias, presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del
Grupo Parlamentario del PRI

De la diputada, Beatriz Vélez Núñez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y
de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 6, fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que
reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, toman-
do en cuenta la siguiente

Exposición de Motivos

Desde el año 2006 una gran parte del mundo ha adecuado
su gasto en salud conforme a la recomendación emitida por
la Organización Mundial de la Salud, lo que les ha permi-
tido a la mayoría de países invertir anualmente cerca del
8,7 por ciento de su producto interior bruto (PIB).

Desde luego que la participación de cada gobierno es dis-
tinta, para ese mismo año, por ejemplo, Estados Unidos de
América mantenía un gasto del 12 por ciento, mientras que
el porcentaje del PIB para Argentina fue del 7.3 por ciento
y el de Brasil para ese mismo año fue del 9.7 por ciento de
su PIB.

Cabe mencionar que los análisis comparativos con el que
la mayoría de los investigadores y políticas públicas traba-
jan siempre se centran en éstos países que podríamos cata-
logar como primer mundo o en vías de alto desarrollo, pe-
ro, aunque omitidos, países como El Salvador tienen un
gasto de 6.9 por ciento, Honduras 8.7 por ciento y Para-
guay ha mantenido un gasto del 9 por ciento. 
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Desafortunadamente, desde hace cuatro años nuestro país
ha mantenido un Gasto en materia de Salud Pública del 6.2
por ciento de nuestro producto interno bruto.

Únicamente para abundar en la diferencia podemos mencio-
nar que incluso tres países africanos (Liberia, Rwanda y Tan-
zania) desde 2007 han cumplido con la Declaración de Abu-
ja, Nigeria, de 2001, en la que los líderes africanos se
comprometieron a asignar como mínimo el 15 por ciento de
sus presupuestos anuales a la mejora del sector sanitario.

Por estas mismas diferencias presentes en México gasta-
mos mil dólares por habitante, mientras que otros países
miembros en la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos llegan o incluso parten de nueve
mil dólares.

No es de extrañar entonces que los gráficos de la Organi-
zación Mundial de la Salud muestren desde 1990 que paí-
ses subdesarrollados con un alto gasto en materia de salud
como El Salvador, Cuba o Chile mantengan una tasa anual
media de la disminución de la mortalidad en menores de 5
años superior a la de México.

Tampoco es sorpresa que en México nuestra tasa de mor-
talidad para los adultos de entre 30 y 70 años es de 217
por cada 100 mil habitantes encabezada por enfermeda-
des cardiovasculares, mientras que países como Panamá
mantiene una tasa de 138 adultos, 86 para Perú o 168 pa-
ra El Salvador.

No me es indistinto para este tema, que en la última déca-
da México ha hecho importantes progresos para reducir el
rezago en el que nos encontrábamos respecto a la materia
de salud pública. De hecho, el gobierno federal ha dedica-
do un importante presupuesto a este rubro, tanto que hemos
logrado garantizar el 93 por ciento de la cobertura de salud.

Pero no puedo omitir el limitado gasto con el que continúa
nuestra salud pública. Baste recordar simplemente que, de
acuerdo al análisis de la asignación presupuestal, sólo el 3
por ciento de nuestro PIB se destina al gasto de inversión
necesario para la modernización y ampliación de nuestra
infraestructura.

No está de más aclarar que la inversión que se destina a sa-
lud permite mejorar la productividad y con ello resultados
sanitarios efectivos, sin este tipo de prioridades en nuestra
agenda nacional de Salud Pública no debería ser extraño
que persistan problemas de salud en materia operativa.

Si los niveles de financiación son bajos, es natural que los
países no puedan garantizar el acceso universal de manera
apropiada y con ello frenar las fallas o la marginalidad y
vulnerabilidad que, por ejemplo, algunas comunidades ale-
jadas viven diariamente.

Sin recursos presupuestales suficientes se presentarán fal-
tas de equipo o incluso de especialistas, lo que se traduce
en un largo tiempo de espera en el diagnóstico para los pa-
cientes y con ello afectaciones que no podrán superarse.
Respecto a ello baste mencionar que en México se calcula
que cada setenta mil pacientes con enfermedad renal cróni-
ca terminal fallecen sin que se les haya administrado algún
tipo de terapia.

La presidenta del Instituto Mexicano de Investigaciones
Nefrológicas ya ha señalado que esta problemática anterior
que significa un costo para el Estado crece entre 10 y 15
por ciento anual.

Sin un Gasto en Salud estable y en crecimiento difícilmen-
te podremos cumplir metas establecidas, entre ellas por
ejemplo un padrón único de usuarios e incluso la propia co-
bertura universal. México necesita este sistema universal,
pero también necesita personal capacitado, necesita de me-
jores instalaciones y sobre todo, de la capacidad de atender
a la población tal y cual y se inscribe en nuestro artículo
cuarto constitucional.

Es desafortunado entonces que no se le dé prioridad a este
tema tan importante, como lo es también que en toda la Ley
General de Salud, únicamente el transitorio décimo del de-
creto por el que se Reforma y Adiciona la Ley General de
Salud señala que para que los programas en materia de sa-
lud se ejecuten de manera más eficiente y eficaz, en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2004 y en los años subsecuentes, los recursos
aprobados para la función Salud se identificarán con una
estrategia integral que sea congruente con el Sistema de
Protección Social en Salud.

Por estas razones y otras más es por lo que considero que
es lamentable que se lleve tanto tiempo desatendido este
rubro de política presupuestal para poder mejorar las con-
diciones de salud de nuestra población. La atención médi-
ca, nuestros doctores y enfermeras, nuestros trabajadores
de salud y sobre todo los mexicanos sufren por no poder
contar con la herramienta fundamental con que todo plan
debería tomar forma, recursos económicos.



Creo a pesar de todo, que hoy más que nunca México cuen-
ta con una buena estabilidad económica y puede mejorar el
plan presupuestal y creo que existe una voluntad política
necesaria para priorizar la calidad de vida de la población.

Siendo urgente entonces, propongo en este decreto refor-
mar la Ley en la materia para que, respetando asignaciones
presupuestales, se incremente en 1 por ciento del Producto
Interno Bruto el Gasto en Salud cada año hasta poder al-
canzar un mínimo del 8 por ciento.

Quiero aclarar que la única intención es mejorar la salud de
la población, mejorar la productividad de la salud, apoyar
al sector laboral y respetar la ley y los tratados internacio-
nales. No se atenta contra nuestro Presupuesto ni mucho
menos se busca debilitarlo con nuevos rubros, simplemen-
te se propone priorizar y de tener una visión realista de la
situación a la que nos enfrentamos, es el momento indica-
do para que cuidemos de la gente que más lo necesita.

Por lo mismo no presento un aumento desproporcionado,
ni mucho menos se deja descuidado el nuevo recurso, se
solicita simplemente que las partes procuren que dichos re-
cursos sean equivalentes, en la medida de lo posible, a los
fijados por los organismos internacionales en la materia.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
honorable asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo único. Se reforma el artículo 19 de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 19. La Federación y los gobiernos de las entida-
des federativas, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, aportarán los recursos materiales, huma-
nos y financieros que sean necesarios para la operación de
los servicios de salubridad general, que queden compren-
didos en los acuerdos de coordinación que al efecto se ce-
lebren. Las partes procurarán que dichos recursos sean
equivalentes, en la medida de lo posible, a los fijados
por los organismos internacionales en la materia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Beatriz Vélez Núñez, Aarón González Rojas, Al-
berto Silva Ramos, Ana María Boone Godoy, Carlos Federico Quinto
Guillén, Carlos Iriarte Mercado, Carlos Sarabia Camacho, Cesáreo Jor-
ge Márquez Alvarado, Dora Elena Real Salinas, Dulce María Montes
Salas, Edith Yolanda López Velasco, Fernando Quetzalcóatl Moctezu-
ma Pereda, Gianni Raul Ramírez Ocampo, Iveth Bernal Casique, Jas-
mine María Bugarín Rodríguez, José Luis Cardoso Estévez, Laura
Mitzi Barrientos Cano, Luis Felipe Vázquez Guerrero, Marco Antonio
Barranco Sánchez, María del Carmen Pinete Vargas, María del Rocío
Rebollo Mendoza, María Gloria Hernández Madrid, María Guadalupe
Oyervides Valdez, María Isabel Maya Pineda, María Verónica Muñoz
Parra, Miguel Ángel Ramírez Ponce, Virginia Nallely Gutiérrez Ramí-
rez, Pablo Bedolla López, Rafael Arturo Balcazar Narro, Ricardo Ra-
mírez Nieto, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Silvia Rivera Carbajal,
Timoteo Villa Ramírez, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, diputada Beatriz Vélez. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado Evelio
Plata Inzunza. Presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales. 

El diputado Evelio Plata Inzunza: Con su permiso, pre-
sidente.

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Adelante, diputado.

El diputado Evelio Plata Inzunza: Saludo con agrado a
mis amigas y amigos diputados. Un abrazo a mi familia, a
mi distrito y a todo Sinaloa. De nuevo con emoción hago
uso de esta tribuna de la Cámara de Diputados para pre-
sentar una iniciativa que propone una adición al artículo
9o. de la Ley de Aguas Nacionales.

El sustento de esta propuesta precisa que, dada la ubicación
geográfica de México, nuestra nación es vulnerable a los
efectos del comportamiento climático mundial, que a lo lar-
go de los últimos años se ha caracterizado por un cambio
brusco en la distribución de los cambios meteorológicos.
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Por este motivo, el Sistema Nacional de Protección Civil
ha establecido que a partir de observaciones y modelos te-
óricos de pronósticos que impliquen la instrumentación de
medidas preventivas. Es así que basado en informes opor-
tunos y de carácter confiable, este sistema coordina antes,
durante y después de una situación de emergencia, accio-
nes incluyentes tendientes a reducir los riesgos a que está
expuesta y sufre la población por efecto de fenómenos de
la naturaleza.

Ahora bien, México cuenta con una infraestructura hidroa-
grícola, consistente en 5 mil presas, con una capacidad de
almacenamiento de 150 mil millones de metros cúbicos de
agua, dispone también de 6.5 millones de hectáreas bajo
riego, cuenta con 874 plantas potabilizadoras, 2 mil 477
tratamientos de aguas residuales y 2 mil 832 industriales,
además con 3 mil kilómetros de acueductos, todo esto es
fundamental para la gestión del recurso agua.

Es así que la iniciativa propone que la Conagua, entre otras
atribuciones que ya tiene, disponga de información actua-
lizada en materia de cambio climático, el propósito es que
la medida permita prevenir afectaciones a las fuentes de
abastecimiento, a la fuente de distribución de agua, así co-
mo a los sistemas de drenaje sanitario, de obra de infraes-
tructura hidroagrícola nacional.

Disponer de la información oportuna permite instrumentar
mecanismos de prevención a contingencias en beneficio de
la población usuaria de los servicios de abasto de agua,
drenaje y saneamiento, además de los sectores productivos
que demandan la protección de toda la infraestructura agrí-
cola que permite la producción de este país.

Por tales motivos expuestos, agradezco el apoyo de todas
mis amigas y amigos diputados. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas
Nacionales, a cargo del diputado Evelio Plata Inzunza, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Evelio Plata Inzunza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo establecido en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77,
numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta Honorable Asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el

que se adiciona una fracción XL Bis al inciso b del artícu-
lo 9° de la Ley de Aguas Nacionales, con el propósito de
procurar la protección de las fuentes de abasto y distribu-
ción de agua, así como de drenaje sanitario y obras de in-
fraestructura hídrica, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

El calentamiento global, entendido como causa y efecto del
cambio climático, por su dimensión y características es uno
de los temas de guarda la mayor de las relevancias en la
agenda pública mundial.

A consecuencia de este fenómeno, la temperatura media
global, tanto de la atmosfera como de los océanos se ha vis-
to seriamente alterada, con efectos catastróficos entre la
población.

Entre otros efectos, el calentamiento global es causante del
deshielo de los glaciares y del aumento en el volumen de
las aguas marinas, con riesgo de inundaciones en las zonas
costeras, sobre todo en aquellas regiones cuyos asenta-
mientos están situados por debajo del nivel del mar.

A casusa de los gases de efecto invernadero como otra de
las manifestaciones del calentamiento global, producto de
la acelerada industrialización mundial, las olas de calor se
han vuelto asimismo un fenómeno común que contribuye a
un aumento en las temperaturas de los océanos, causal a su
vez de tormentas cada vez más recurrentes e intensas.

Visto el comportamiento del clima global registrado en las
últimas tres décadas, revela que ha ocurrido la formación
de huracanes de gran intensidad que por su dimensión han
sido devastadores, con daños severos en la infraestructura
de servicios públicos.

Suman ocho los huracanes intensos que - entre 1988 y el
2013 - a su paso por las costas mexicanas y al haber im-
pactado en territorio nacional, han dejado entre la pobla-
ción efectos de muy alto costo.

Una revisión a la intensidad y efectos de los huracanes que a
lo largo de los últimos 10 años han golpeado las costas de
México, permite inferir que por causa de ello se ha visto afec-
tada una población superior a las 5 millones de personas con
daños en un promedio de un millón 474 mil viviendas.

Voces autorizadas, entre éstas la del banco Mundial, han
advertido que dada la ubicación geográfica de nuestro pa-



ís, México es una nación vulnerable a los efectos del cam-
bio climático, toda vez que el incremento en la temperatu-
ra de la superficie marina, tanto de los golfos como de las
penínsulas y regiones costeras, son factor que favorece la
formación de huracanes.

El litoral mexicano, situado geográficamente entre los dos
trópicos, se ve afectado por la generación de grandes siste-
mas cerrados de circulación de aire en la atmósfera, en el
cual ocurre la combinación de bajas presiones y fuertes
vientos, generadores a su vez de la formación de huracanes
y tormentas.

De trata de fenómenos que caracterizados por vientos in-
tensos y lluvias abundantes, resultan de graves afectacio-
nes, tanto a la infraestructura de servicios básicos como a
las viviendas y construcciones en general, por efecto de las
inundaciones que provocan. 

Está documentado asimismo que los excedentes de lluvias
a causa de huracanes y tormentas dañan severamente la in-
fraestructura de suministro de agua potable y de alcantari-
llado, virtud a la sobresaturación de suelos y deslizamien-
to de enormes masas de tierra causadas precisamente por la
intensa precipitación pluvial.

Incluso los excedentes de agua por lluvia provocan tam-
bién el empuje de aguas subterráneas y la ruptura de insta-
laciones, así como descomposturas de bombas, azolva-
miento, anegamiento de pozos y hasta contaminación de
mantos acuíferos. Todo ello, de grave impacto en la de-
manda de servicio.

Estás afectaciones son aún más graves en zonas costeras
bajas, donde sistemas de drenaje mal construidos o de es-
casa pendiente combinado con un aumento en el nivel de
las aguas marinas, son causa de rebosamiento de lagunas
de oxidación, así como de colapso en la red de tuberías, le-
trinas y pozos sépticos.

Una vez que el paso de huracanes y tormentas deja sen-
tir sus efectos en zonas habitadas y que ocurre un ines-
perado incremento en caudales de ríos y canales, el abas-
to regular de agua potable a la población, así como a los
sistemas de riego, se ve afectado sensiblemente por los
daños que las crecientes provocan en los puntos de cap-
tación y líneas de conducción.

Ocurre por causa de las crecientes un arrastre de sedimen-
tos que genera asolvamiento en tuberías de conducción y

en el drenaje sanitario, así como en las fuentes de captación
de agua, con efectos negativos en la cantidad y calidad de
suministro y enormes costos de inversión para el restable-
cimiento normal del servicio.

Todavía más, derivado del colapso que registra la red de al-
cantarillado y drenaje, es común que resulten focos de con-
taminación, con la consecuente amenaza de infecciones de
enorme riesgo y costo sanitario para los asentamientos hu-
manos colindantes.

Respecto a este panorama que a lo largo de los últimos
años se ha caracterizado por un cambio brusco en la distri-
bución de los patrones meteorológicos, derivado en gran
proporción del calentamiento global, diversas instituciones
públicas han venido dando seguimiento al comportamien-
to del clima, para establecer a partir de observaciones y
modelos teóricos, pronósticos que implican la instrumenta-
ción de medidas preventivas.

Instituciones y dependencias del sector público, debida-
mente articuladas en el denominado Sistema Nacional de
Protección Civil y con auxilio y participación de grupos
voluntarios, tanto de carácter social como privado, además
de autoridades del ámbito estatal y municipal, coordinan
acciones de auxilio a la población que se ve expuesta y
afectada ante la eventualidad de desastres.

Amén de contar con información oportuna, que permite la
prevención de riesgos por amenaza de fenómenos meteo-
rológicos y otras catástrofes de la naturaleza, este Sistema
es hoy día un eficiente mecanismo por cuya operación es
posible poner a salvo la vida de miles de personas.

Para el cumplimiento de los propósitos que le dan vida, el
Sistema dispone de un Consejo que opera como órgano de
consulta y coordinación de la política de protección civil,
encargado de fomentar tanto la participación responsable
del gobierno como activa de la sociedad en pro de los ob-
jetivos para los que fue creado.

Es así que basado en informes oportunos y de carácter con-
fiable, el Sistema Nacional de Protección Civil coordina
antes, durante y después de una situación de emergencia,
acciones incluyentes tendientes a mitigan los riesgos a que
está expuesta y sufre la población por efecto del embate de
fenómenos de la naturaleza.

En razón de estos considerandos y para efectos de fortale-
cer la política nacional de protección civil, la presente Ini-
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ciativa propone una adición a la Ley de Aguas Nacionales,
de tal suerte que entre otras atribuciones que ya están pre-
ceptuadas para la Comisión Nacional del Agua, como ór-
gano desconcentrado de la Secretaría del Medio Ambiente
y Recursos Naturales, disponga de información actualiza-
da en materia de cambio climático.

Ello, con el propósito de que la medida permita prevenir
afectaciones a las fuentes de almacenamiento, abasto y dis-
tribución de agua, así como a los sistemas de drenaje sani-
tario y obras de infraestructura hídrica nacional, consisten-
te en 5 mil presas y bordos con una capacidad de 150 mil
millones de metros cúbicos, 6.5 millones de hectáreas de
riego y 2.9 millones de hectáreas de temporal tecnificado,
además de 874 plantas potabilizadoras y 2 mil 477 de tra-
tamiento de aguas residuales municipales y 2 mil 832 in-
dustriales, aparte de 3 mil kilómetros de acueductos. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
este pleno de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XL Bis al
inciso b del artículo 9° de la Ley de Aguas Nacionales.

Artículo Único. Se adiciona una fracción XL Bis al inciso
b del artículo 9° de la Ley de Aguas Nacionales, para que-
dar como como sigue:

Artículo 9. “La Comisión” es un órgano administrativo
desconcentrado de “la Secretaría”, que se regula conforme
a las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos, de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal y de su Re-
glamento Interior. 

“La Comisión” tiene por objeto ejercer las atribuciones
que le corresponden a la autoridad en materia hídrica y
constituirse como el Órgano Superior con carácter téc-
nico, normativo y consultivo de la Federación, en mate-
ria de gestión integrada de los recursos hídricos, inclu-
yendo la administración, regulación, control y
protección del dominio público hídrico. 

En el ejercicio de sus atribuciones, “la Comisión” se orga-
nizará en dos modalidades: 

a. El Nivel Nacional, y

b. El Nivel Regional Hidrológico - Administrativo, a
través de sus Organismos de Cuenca. 

Las atribuciones, funciones y actividades específicas en
materia operativa, ejecutiva, administrativa y jurídica, rela-
tivas al ámbito Federal en materia de aguas nacionales y su
gestión, se realizarán a través de los Organismos de Cuen-
ca, con las salvedades asentadas en la presente Ley.

Son atribuciones de “la Comisión” en su Nivel Nacional,
las siguientes:

De la I. a la XL. . .

XL Bis. Disponer de información actualizada en ma-
teria de cambio climático, que permita prevenir
afectaciones a las fuentes de abasto y distribución de
agua, así como a los sistemas de drenaje y obras de
infraestructura hídrica nacional.

De la XLI a la LIV. . . 

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de
2017.— Diputados y diputadas: Evelio Plata Inzunza, Aarón Gonzá-
lez Rojas, Alberto Silva Ramos, Alex Le Baron González, Carlos Fe-
derico Quinto Guillén, Carlos Iriarte Mercado, Dora Elena Real Sali-
nas, Edith Yolanda López Velasco, Fernando Quetzalcóatl Moctezuma
Pereda, Gianni Raul Ramírez Ocampo, Iveth Bernal Cacique, Jasmine
María Bugarín Rodríguez, Luis Felipe Vázquez Guerrero, María del
Carmen Pinete Vargas, María del Rocío Rebollo Mendoza, María Glo-
ria Hernández Madrid, María Isabel Maya Pineda, María Verónica
Muñoz Parra, Miguel Ángel Ramírez Ponce, Pablo Bedolla López, Pe-
dro Garza Treviño, Rafael Arturo Balcazar Narro, Rosa Guadalupe
Chávez Acosta, Silvia Rivera Carbajal, Timoteo Villa Ramírez, Virgi-
nia Nallely Gutiérrez Ramírez, Wenceslao Martínez Santos (rúbri-
cas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, diputado don Evelio Plata Inzunza.
Esta Presidencia agradece además su brevedad y su ini-
ciativa se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos
para dictamen.

Aviso a todos los señores diputados que quienes quieran
adherirse a las iniciativas, simplemente están para regis-
trarse en la Secretaría, ubicada a la derecha de esta Mesa
Directiva.
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REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: El
diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez presenta ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 261
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez: Con
su venia, diputado presidente. El día de hoy presento ante
esta soberanía la presente iniciativa para reformar el Re-
glamento de la Cámara de Diputados, con la finalidad de
que de manera anual esta honorable Cámara otorgue la me-
dalla a la innovación social a ciudadanos mexicanos que
destaquen por su labor, actuación y trayectoria en el ámbi-
to de la innovación social y tecnológica en el país.

Esta propuesta tiene como origen el que actualmente el
mundo se encuentra con un nuevo paradigma, en donde se
concibe la idea de innovación, no como un proceso indus-
trial sino como sistema más amplio donde es importante la
transferencia y difusión de ideas.

Bajo este contexto, el emprendimiento se vuelve pieza fun-
damental, ya que la innovación social va más allá de intro-
ducir mejoras a productos dentro de un mercado determi-
nado, pues esta engloba los retos sociales que no pueden
solucionarse con los métodos tradicionales.

En México hemos avanzado, en el Índice de innovación
global 2017, México ocupa el lugar 58 de 127 países eva-
luados, pasando del 2013 al 2017, del lugar 63 al 58.

También, en el Índice de competitividad global México
ocupa el lugar 55 de 138 países, pasando en estos mismos
años del lugar 61 al 55.

Estos datos demuestran que la innovación en el sector so-
cial tiene oportunidades, aunque en muchas de las ocasio-
nes hace falta incentivar a la sociedad civil y a la comuni-
dad científica a seguir buscando en la innovación un pilar
para el desarrollo económico y social de nuestro país.

Es por esto que este reconocimiento a la innovación social
busca promover la competitividad, el desarrollo y el inter-
cambio de mejores prácticas que impulsen el crecimiento
económico y social de nuestro país.

Reconozcamos a quienes impulsen este crecimiento, reco-
nozcamos su compromiso, reconozcamos su creatividad,

reconozcamos a las personas que se atrevan a innovarlo. Es
cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 261 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo del diputado Federico Eu-
genio Vargas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Federico Eugenio Vargas Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, integrante de la LXIII Legislatura de
la honorable Cámara de Diputados, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un numeral 4 al
artículo 261 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Se consideran innovaciones a aquellas mejoras a procesos,
productos o servicios que se insertan de manera exitosa en
el mercado. Por tanto, hablando del término “innovación”
nos referiremos a un concepto que va mucho más allá de la
investigación y el desarrollo (Bruland y Mowery, 2005,
Nuevos paradigmas de la innovación).

Actualmente el mundo se encuentra con un nuevo paradig-
ma, en donde se concibe la idea de innovación no como un
proceso industrial, sino como un sistema más amplio don-
de es importante la transferencia y la difusión de las ideas,
experiencias, conocimientos y de la información.

De acuerdo al Manual de Oslo, publicado en junio del 2013
por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE), hace referencia a aspectos más in-
tangibles como pueden ser, por ejemplo, las nuevas formas
de organización de los gobiernos y el desarrollo de políti-
cas públicas enfocadas en disminuir la brecha digital; así
también las nuevas formas de comercialización de las em-
presas, el trabajo académico y la adopción de la sociedad a
las tecnologías de la información y el conocimiento.

Bajo este contexto, la función del emprendimiento se
vuelve fundamental, ya que se convierte en el motor pa-
ra introducir las mejoras al mercado de manera dinámica
y recurrente.
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La innovación social va más allá de introducir mejoras a
productos dentro de un mercado determinado, además de
abarcar la innovación en las políticas sociales o al empren-
dimiento social, el término engloba los retos sociales que
no pueden solucionarse con la acción de un sólo actor, por
tal motivo se busca la participación de distintos actores tan-
to públicos como privados. Es así que la innovación social
permite construir nuevas relaciones entre las instituciones
y la sociedad civil con el afán de generar aprendizaje co-
lectivo y nuevas soluciones en busca de aportar valor y
bienestar colectivo.

Asimismo, la innovación social fundamentada en desa-
rrollo económico, se convierte en un fenómeno social ca-
paz de influir y permear de manera creciente todos los
aspectos de la vida. Al enmarcar en un entorno social,
político y cultural; el crecimiento exponencial de empre-
sas con impacto social.

No debemos pasar por alto que esos procesos de innova-
ción y desarrollo económico están fundamentalmente liga-
dos al desarrollo tecnológico, ya que este ámbito presenta
una mayor celeridad en las iteraciones y provoca que ma-
yor número de innovaciones salgan al mercado. 

Es decir, el desarrollo tecnológico enfocado a la innovación
social genera inercias positivas en el desarrollo económico.

Contexto internacional

En 2015, la Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU) adoptó la Agenda 2030 para el Desa-
rrollo Sostenible, la cual incluye, entre el logro del empleo
productivo, la promoción de la industrialización inclusiva y
sostenible, y el fomento a la innovación, resaltando la impor-
tancia del ámbito productivo para el desarrollo.

La Comisión Europea (2013) señala que, aunque existe
mayor conciencia sobre el concepto de innovación social,
hace falta un análisis más profundo de sus teorías, caracte-
rísticas e impactos.

Los Estados miembros de la Unión Europea (UE), y otras
naciones como Australia, Canadá, China, Colombia, Nue-
va Zelanda y Estados Unidos, así como las diferentes Or-
ganizaciones de la ONU, reconocen la Innovación Social
como esencial para mejorar las políticas futuras de innova-
ción, por lo que se necesita una ampliación fundamental de
perspectiva.

En este aspecto, el proyecto global de investigación SI-
DRIVE,1 financiado por fondos del 7o. Programa Marco
de la Comisión Europea, analiza los conceptos teóricos, las
áreas de investigación empírica y las tendencias observa-
bles en el campo de la Innovación Social, tanto a escala eu-
ropea como a nivel global. Además, hace referencia a la in-
vestigación socio-científica sobre innovación y a sus
contribuciones para el desarrollo y la diseminación de una
noción de innovación más avanzada e integral.

Por otro lado, en Latinoamérica, el impulso a la innovación
y desarrollo se ha dado de manera rezagada, ya que, a pe-
sar de ser una región con grandes oportunidades además de
ser una de las más ricas geográfica y culturalmente, es la
más inequitativa y con enormes contradicciones, además
de sufrir constantes crisis económicas y políticas.

De acuerdo con la Cepal, la mayor proporción de los recur-
sos destinados al rubro de la innovación en Latinoamérica
proviene del gobierno, cuando en países europeos o asiáticos,
la participación se divide de manera equitativa. Aunado a
ello, el financiamiento gubernamental, representa apenas una
tercera parte de lo que sucede en otros países.2

Contexto nacional

Respecto a la innovación social en México, investigadores
internacionales y nacionales destacan que “el desarrollo
científico y tecnológico en México enfrenta varios retos
desde la inversión, infraestructura, vinculación de la aca-
demia con la industria, la divulgación, recursos humanos
capacitados, escenarios políticos nacionales e internaciona-
les”,3 entre otros. Estos factores influyen en el desarrollo
de las investigaciones, la innovación y el crecimiento eco-
nómico, además de fortalecer la transición hacia una socie-
dad del conocimiento.

Muestra de ello en el Índice de Innovación Global (Global
Innovation Index) 2017, México es superado por Chile y
Costa Rica, ocupando el lugar 58 de 127 países evaluados
(siendo 1 la mejor posición) con una calificación de 35.8
puntos (de un máximo de 100). A pesar de posicionarse
mejor con respecto a 2016 (lugar 61 con 34.6 puntos), en
el 2015 se encontraba en el lugar 57 con 38 puntos.

Sin embargo, los datos del mismo índice revelan que se ha
subido de posiciones, comparándose desde 2013 al 2017,
pasando de un lugar 63 a un lugar 58 (subiendo 5 lugares). 
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Mientras que el Índice de Competitividad Global (ICG)
2017, posiciona a México en el lugar 55 (de 138 países) den-
tro del pilar 12,4 referente a “innovación”, escalando varias
posiciones por año. Ya que en 2014 nos encontrábamos en el
lugar 61. Esto nos incentiva a seguir buscando dentro de la
innovación un pilar para el desarrollo económico. 

Dentro del Plan Nacional de Desarrollo (PND), está redac-
tado el objetivo 3.5, el cual señala que se deberán realizar
acciones que hagan del desarrollo científico, tecnológico y
la innovación pilares para el progreso económico y social
sostenible. Destacando que las estrategias buscan, en gene-
ral, incentivar el intercambio de capital humano para la in-
vestigación y fortalecer la relación entre academia, sector
público y privado para innovar a nivel regional y sectorial.

Asimismo, en el objetivo 4.2 (Democratizar el acceso al fi-
nanciamiento de proyectos con potencial de crecimiento),
se desglosa la estrategia 4.2.4, que busca ampliar las fuen-
tes de financiamiento a actores económicos de sectores es-
tratégicos para ayudar al desarrollo nacional mediante la
innovación y la creación de patentes. 

Es por ello que se considera que la promoción y práctica de
la innovación social no solo tiene que ver con el ámbito polí-
tico, sino que todos los actores de la sociedad deben partici-
par para generar un concepto integral que incluya los dife-
rentes ámbitos donde este pueda ser aplicado (universidades,
instituciones gubernamentales, organismos autónomos des-
centralizados, comunidades, etcétera).

El reconocimiento a la innovación social, promoverá la
competitividad, el desarrollo y el intercambio de mejores
prácticas y por consiguiente un crecimiento económico e
inclusión de la sociedad para mejorar las condiciones de vi-
da de los habitantes.

El artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM), establece que es menester
del Estado garantizar el crecimiento económico y la com-
petitividad, en donde concurran, con responsabilidad so-
cial, el sector público, el sector social y el sector privado,
sin menoscabo de otras formas de actividad económica que
contribuyan al desarrollo de la Nación.

Tal como se prescribe en dicho precepto, la Ley promove-
rá la actividad económica que realicen los particulares y
proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del
sector privado contribuya al desarrollo económico nacio-
nal, promoviendo la competitividad e implementando una

política nacional para el desarrollo industrial sustentable
que incluya vertientes sectoriales y regionales.

De acuerdo con el artículo 4 Fracción IX y X de la Ley de
Ciencia y Tecnología debe entenderse por innovación, ge-
nerar un nuevo producto, diseño, proceso, servicio, méto-
do u organización o añadir valor a los existentes; y por de-
sarrollo tecnológico, el uso sistemático del conocimiento y
la investigación dirigidos hacia la producción de materia-
les, dispositivos, sistemas o métodos incluyendo el diseño,
desarrollo, mejora de prototipos, procesos, productos, ser-
vicios o modelos organizativos.

Considero necesario que se reconozca el esfuerzo y la te-
nacidad de los ciudadanos que hayan trabajado en pro de la
construcción de emprendimientos socialmente innovadores
poniendo la tecnología al servicio y bienestar del Estado,
pues son ellos los que se constituyen en figuras ejemplares
para las generaciones presentes y futuras.

Aunado a lo anterior, es importante que la honorable Cá-
mara de Diputados reconozca anualmente, por medio de
esta medalla el compromiso de mexicanos quienes gracias
al trabajo diario, actuación y trayectoria en innovación so-
cial y tecnológica ayudan a construir una gran nación. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea el presente proyecto de 

Decreto

Único. Se adiciona un numeral 4, al artículo 261 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, para quedar como
sigue:

Artículo 261. …

1. a 3. …

4. La Cámara otorgará anualmente la medalla a la in-
novación social de conformidad con lo que establece el
decreto de su creación, así como el Reglamento que re-
gula su entrega.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Segundo. El reglamento que regula la entrega de esta con-
decoración se emitirá dentro de los sesenta días siguientes
a la aprobación del presente decreto.

Notas

1 SI-DRIVE involucra quince socios de doce Estados miembros de la
Unión Europea y diez de otras partes del mundo. El enfoque adoptado
interconecta cuidadosamente el proceso de investigación, tanto con la
complejidad del tema como con flujo de trabajo del proyecto. SI-DRI-
VE trabajará explícitamente con proyectos existentes de la UE y otros
(a nivel internacional), al igual que con plataformas de diseminación y
redes.

2 En tanto, el gasto de los gobiernos de la región en investigación y de-
sarrollo, durante un taller de innovación social en Bruselas lo es más
elevado, oscilando entre los 20 y 36 dólares en países como Argentina,
Brasil, Chile y México. Esta cifra está aún muy lejos de los 150-250
dólares por habitante invertidos por los gobiernos de los países des-
arrollados.

3 Sánchez, Verenise. “Los desafíos de la ciencia y tecnología mexica-
na”. Agencia Informativa Conacyt. 27 de junio de 2017. Disponible en: 

http://www.conacytprensa.mx/index.php/sociedad/politica-cientifi-
ca/16361-desafios-ciencia-tecnologia-mexicana

4 Son 12 pilares los que conforman el cálculo del ICG

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de
2017.— Diputados y diputadas: Federico Eugenio Vargas Rodrí-
guez, Aarón González Rojas, Alberto Silva Ramos, Carlos Federico
Quinto Guillén, Dora Elena Real Salinas, Dulce María Montes Salas,
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, Gianni Raul Ramírez
Ocampo, Iveth Bernal Cacique, Luis Felipe Vázquez Guerrero, Marco
Antonio Barranco Sánchez, María del Carmen Pinete Vargas, María
Gloria Hernández Madrid, María Isabel Maya Pineda, Miguel Ángel
Ramírez Ponce, Pablo Bedolla López, Rafael Arturo Balcazar Narro,
Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Virginia Nallely Gutiérrez Ramírez
(rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Señor diputado, muchísimas gracias, don Federico Eu-
genio Vargas Rodríguez. Su iniciativa se turna a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, para dictamen. 

LEY DE VIVIENDA

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra hasta por tres minutos la diputada María
García Pérez, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda. Ah,
perfecto, la diputada nos informa que presentará dos ini-
ciativas. Una, relativa al servicio a la Ley del Servicio Mi-
litar, y otra, relativa a la Ley de Vivienda, modificando el
artículo 78 de la misma. Adelante, diputada.

La diputada María García Pérez: Muchas gracias, presi-
dente. Con la venia de la Presidencia. Hoy en día las ciu-
dades enfrentan retos que necesitan soluciones sustenta-
bles. La amenaza del cambio climático significa que
necesitamos encontrar nuevas maneras para diseñar y para
construir nuestras ciudades, por lo que el desarrollo urbano
debe ser practicado tomando en consideración sus efectos
adversos.

Por lo anterior, la vivienda juega un papel muy relevante
como un espacio fundamental de la vida cotidiana de las
personas y, por tanto, de la forma en que se relacionan con
el medio ambiente. Destaca en particular el papel de la vi-
vienda como espacio de consumo de energía, como lo es
gas, la electricidad y el agua para la satisfacción de las ne-
cesidades fundamentales del ser humano.

De acuerdo con el censo del 2010, la población mexicana
es de aproximadamente 112 millones de personas y se pro-
yecta que para el año 2050 la población sea de un aproxi-
mado de 137 millones de habitantes.

En la tercera década de este siglo, que ya está por comen-
zar a partir de 2021, México tendrá cerca de 50 millones de
hogares aproximadamente. Se estima que para satisfacer
sus necesidades será necesaria la construcción de casi 11
millones de viviendas nuevas de 2011 a 2030 y que unos 9
millones de viviendas que ya existen requerirán renovación
parcial o total en el mismo periodo. 

En México los esfuerzos realizados han sido implementa-
dos fundamentalmente para promover la adopción de me-
didas sustentables dentro de las viviendas de interés social,
que son precisamente las que más se benefician de los aho-
rros económicos que deben acompañar a una vivienda ver-
de, un menor consumo eléctrico, de gas y de agua.

Por lo anteriormente expuesto, el espíritu de esta iniciativa
es buscar un modelo a seguir por las autoridades, homolo-
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gar y establecer estándares comunes, modernos y sustenta-
bles en materia de vivienda y desarrollo urbano basada en
tres vertientes que son el impacto social, el impacto am-
biental y el impacto económico.

La propuesta de esta iniciativa quedaría de la siguiente ma-
nera. Implementar ecotecnologías que reduzcan emisiones
que dañen menos al medio ambiente y que propicien el
ahorro de agua y energía.

Y la siguiente iniciativa tiene que ver precisamente con el
Servicio Militar Nacional, el cual estamos proponiendo
que se elimine el clásico sorteo de la bola negra y la bola
blanca, y que consiste que a quienes les toca la bola blan-
ca deberán presentarse para realizar su Servicio Militar,
mientras que a los que les toca bola negra solo deben rea-
lizar el trámite correspondiente sin que tengan que acudir
todos los sábados a la zona militar.

Este sorteo actualmente está llevando a que muchos evadan
la responsabilidad y el compromiso con la patria, donde se
ha perdido el espíritu y el sentido del Servicio Militar Na-
cional, así como el servicio a su nación.

Asimismo, se busca que el secretario de la Defensa Nacio-
nal pueda llamar una o varias clases de reservistas en su to-
talidad o en parte para el adiestramiento, la capacitación y
la actualización en materia de rescate y para maniobras ten-
dientes al apoyo de la población civil en caso de desastres
naturales, como lo ocurrido en los sismos pasados.

La motivación de esta iniciativa surge porque ha decaído el
espíritu, el amor a la patria, el ánimo y el interés en nues-
tros jóvenes para servir, ya que solo un promedio del 60
por ciento realizan este servicio, el cual ha decrecido con-
forme pasan los años. 

Y por poner un ejemplo: el pasado 24 de noviembre de
2016 se realizó el sorteo para más de 9 mil 900 jóvenes
conscriptos clase 1995, anticipados y remisos para el Ser-
vicio Militar Nacional. De los jóvenes que iniciaron el trá-
mite de su cartilla militar fueron seleccionados alrededor
de mil 300, quienes deberían presentarse en las zonas mili-
tares para apoyar durante un año en diferentes tareas, como
lo que establece la Secretaría de la Defensa Nacional, la
cual presta toda clase de ayuda a las autoridades educativas
de los estados.

En esta tesitura, el Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal, está en pro del establecimiento…

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, diputada.

La diputada María García Pérez: …de un orden dinámi-
co que respete la libertad y promueva la responsabilidad
social como base para el desarrollo de una comunidad de-
mocrática, sustentable y social participativa, pero sobre to-
do el tener y preservar la identidad nacional y el amor a la
patria. Esperemos, diputados, que cuando ya se presenten,
se aprueben. Es cuanto, señor presidente. Gracias por es-
cucharme.

«Iniciativa que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivien-
da, a cargo de la diputada María García Pérez, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada federal María García Pérez, per-
teneciente a esta LXIII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo estableci-
do en el artículo 71 fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa por el que reforma el artículo 78 de la
Ley de Vivienda, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los retos más grandes que amenazan la sustentabilidad de
nuestro planeta en el mediano y largo plazo es el cambio
climático y la escasez de recursos naturales, estos fenóme-
nos, se desprenden de prácticas ineficientes y contaminan-
tes en la vida cotidiana de la humanidad, así como de la
mala estrategia de planeación de asentamiento humano, la
cual pone en riesgo la estabilidad social ya que éstas no son
a largo plazo y las cuales tienen un impacto, económico y
ambiental en nuestro planeta.

Hoy en día las ciudades enfrentan retos que necesitan solu-
ciones sustentables, la amenaza del cambio climático sig-
nifica que necesitamos encontrar nuevas maneras de dise-
ñar y construir nuestras ciudades, por lo que el desarrollo
urbano debe ser practicado tomando en consideración sus
efectos adversos.

En este sentido, la sustentabilidad en la vivienda está rela-
cionado con la calidad de vida, pues la vivienda no es so-
lamente un espacio físico o una manera de inversión patri-
monial: es, sobre todo, el espacio donde las personas
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desarrollan su vida; donde se efectúan las actividades más
fundamentales en las etapas de la vida; donde se construye
gran parte de su individualidad y de sus relaciones priva-
das. Por ello, la calidad de la vivienda y de su entorno es
crucial para el buen desenvolvimiento de las personas en lo
personal y en la comunidad.

En esta tesitura, la sustentabilidad está relacionado con los
costos y beneficios económicos asociados a la vivienda,
sus servicios básicos, movilidad y su ubicación. En primer
lugar, es importante destacar que la adquisición o renta de
una vivienda es una de las decisiones económicas más re-
levantes en la vida de las personas, dados los costos direc-
tos e indirectos de esta decisión. En particular, la propiedad
de una vivienda constituye un factor fundamental de la es-
tabilidad económica de las familias y uno de los principa-
les amortiguadores frente a momentos de estrés económico
cuando la compra no representa un costo financiero que
supera la capacidad de las familias, además de que la plus-
valía de la vivienda en el mediano y largo plazo, puede
convertirse también en uno de los principales activos eco-
nómicos de las personas o patrimonio familiar.

Por lo anterior, la vivienda juega un papel muy relevante, co-
mo un espacio fundamental de la vida cotidiana de las perso-
nas y, por tanto, de la forma en que se relacionan con el me-
dio ambiente, destaca en particular el papel de la vivienda
como espacio de consumo de energía como el gas, electrici-
dad y agua para la satisfacción de las necesidades fundamen-
tales del ser humano, asimismo, la vivienda, por su ubica-
ción, tiene un alto impacto en el medio ambiente: en primer
lugar, por la transformación del uso de suelo de rural o agrí-
cola a urbano sobre el que se construye tanto la vivienda co-
mo los servicios que la rodean y que pierde los servicios am-
bientales que prestaba previamente; en segundo lugar, por la
disponibilidad de espacios verdes dentro del conjunto habita-
cional, en tercer lugar por las características de eficiencia de
servicios públicos a nivel del desarrollo, como son alumbra-
do, riego, manejo de basura, captación y tratamiento de agua,
entre otros. Finalmente, la distancia de la vivienda con res-
pecto a las actividades fundamentales de los hogares empleo,
salud, educación, provisión de bienes y servicios, recreación
determina la cantidad de emisiones que representan los des-
plazamientos de las personas, siendo el transporte uno de los
factores de mayor impacto en el medio ambiente en las gran-
des ciudades.

“De acuerdo con el Censo 2010, la población mexi-
cana es de aproximadamente 112 millones de perso-
nas y se proyecta que para el año 2050, la población

de México será de aproximadamente 137 millones de
habitantes”.1

“Adicionalmente, a partir de mediados del siglo XX, la
población muestra una clara tendencia a concentrarse en
las zonas urbanas. Entre 1950 y 2005, la población del
país se cuadruplicó, y pasó de ser mayoritariamente ru-
ral en 1950 (57.4 por ciento de la población total era ru-
ral) a habitar preponderantemente zonas urbanas en
2005 (76.5 por ciento de la población total era urbana).
En la tercera década de este siglo, México tendrá cerca
de 50 millones de hogares aproximadamente”.2

“Se estima que para satisfacer sus necesidades será necesa-
ria la construcción de casi 11 millones de viviendas nuevas
del 2011 al 2030, y que unos 9 millones de viviendas re-
querirán renovación parcial o total en el mismo período.”3

Este crecimiento significativo de la población, y por tanto,
del número de viviendas y del nivel general de consumo de
energía y agua en el país, permite identificar grandes retos
para el abastecimiento de vivienda, así como de la energía
y el agua que se requerirán para satisfacer la demanda de
estas viviendas, alrededor del país.

“Es importante también considerar la forma en que se ha
dado este crecimiento acelerado del sector vivienda. En-
tre 1980 y 2010 la superficie total de las ciudades creció
492 por ciento mientras que la población creció única-
mente 96 por ciento, situación que se generó por la falta
de una política pública de ordenamiento territorial y de
mayor densificación, que redunda en una especulación
del suelo urbano, grandes extensiones de baldíos intraur-
banos así como desarrollos habitacionales muy lejos de la
mancha urbana. En consecuencia, se fomentaron ciuda-
des muy poco respetuosas del medio ambiente.”4

En este contexto, la vivienda de interés social “en los úl-
timos años, se han implementado diversos instrumentos
impulsados por el Gobierno Federal para alcanzar la
sustentabilidad en las viviendas. A diferencia de los paí-
ses desarrollados, donde la adopción de medidas susten-
tables en la vivienda suele comenzar por la parte alta de
la pirámide socioeconómica, en México los esfuerzos
realizados han sido implementados fundamentalmente
para promover la adopción de medidas sustentables
dentro de las viviendas de interés social, que son preci-
samente las que más se benefician de los ahorros eco-
nómicos que deben acompañar a una vivienda “verde”:
un menor consumo eléctrico, de gas y de agua”.5
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Es por lo anteriormente expuesto, que han implementado
objetivos los tres órdenes de Gobierno en conjunto con las
organizaciones nacionales e internacionales hacia la miti-
gación del cambio climático en la vivienda, que han aterri-
zado en programas específicos, el propósito de estos pro-
gramas es crear una vivienda energéticamente sustentable,
disminuir las emisiones de gases de efecto invernadero, re-
ducir el consumo de agua y mejorar la calidad de vida de
los mexicanos, el conocer y entender el funcionamiento,
objetivo y los logros de estos programas hacia la vivienda
sustentable, ha sido fundamental para aprender de las ex-
periencias obtenidas y con base en éstas plantear objetivos
más ambiciosos e implementar los mecanismos necesarios
para lograrlos, la meta a largo plazo debe ser que las visio-
nes de estos programas sean compatibles, de tal manera
que la sustentabilidad de la vivienda se desarrolle a través
de acciones más integrales y compartidas por las diferentes
instituciones y actores involucrados.

Con lo cual se intenta una visión integral de la vivienda ha-
cia el interior de la edificación, la Estrategia Nacional de
Vivienda Sustentable, considera a la vivienda como parte
de un entorno habitacional, urbano y comunitario, es decir,
la estrategia reconoce que la sustentabilidad de las vivien-
das depende de un desarrollo urbano ordenado y eficiente.
De esta manera, la visión de la política pública en México
también debe tomar en cuenta el entorno social, económi-
co y ambiental de la vivienda, en materia de la evaluación
de la eficiencia en el consumo de agua y energía, resultan-
tes de estos consumos, el enfoque urbano exige considerar
el uso de energía y agua del conjunto habitacional (alum-
brado público, tratamiento de aguas residuales, manejo de
la basura, etcétera), y los consumos resultantes de la ubica-
ción (traslados, tipo de transporte público, etcétera).

Al observar la vivienda como un conjunto se pueden pro-
poner medidas ecológicas que de manera individual no son
factibles por su tamaño o costo, pero que vistas desde un
enfoque más amplio, pueden generar un gran impacto en la
sustentabilidad del conjunto habitacional y que sean facti-
bles económicamente. Por ejemplo, en un conjunto habita-
cional se puede implementar un sistema de recaudación de
aguas pluviales y tratamiento de aguas negras. También se
podrían incentivar sistemas de producción de electricidad a
gran escala a través de paneles solares que iluminen las
áreas comunes de los desarrollos habitacionales como en el
caso de algunos proyectos piloto.

Es por lo cual, que el espíritu de esta iniciativa es buscar
un modelo a seguir por las autoridades, homologar y es-

tablecer estándares comunes, modernos y sustentables,
en materia de vivienda y desarrollo urbano, baso en estas
tres vertientes:

Impacto Social:

• Mejorar la calidad de vida de la población (confort tér-
mico). 

• Brindar información pública y transparente sobre el ni-
vel de eficiencia de cada vivienda para fomentar una
competencia positiva entre desarrolladores inmobilia-
rios que se reflejará en ofertas más atractivas para la vi-
vienda de interés social. 

• Informar a los derechohabientes, a través del etiqueta-
do de viviendas, el nivel de desempeño energético y am-
biental de la oferta de viviendas. 

Impacto Ambiental:

• Mejorar gradualmente el desempeño energético y me-
dioambiental de las viviendas. Homologar criterios de
evaluación ambiental en la industria. 

Impacto Económico:

• Reducción de costos en los servicios de electricidad,
gas y agua, y generación de ahorros para las familias. 

• Mejor focalización de incentivos para la vivienda sus-
tentable. 

• Atraer recursos, incentivos y subsidios hacia la vivien-
da sustentable. 

• Incentivar el desarrollo de una industria nacional de
materiales y tecnologías eficientes y sustentables. 

Por lo antes mencionado, esta propuesta busca, armonizar
las líneas de acción que estaban establecidas y las acciones
y programas que definen la estrategia nacional que, en el
corto plazo busca establecer mecanismos de financiamien-
to, evaluación y generación de estándares para impulsar la
construcción de viviendas más sustentables, en el corto y
en el largo plazo, promueve una transformación profunda
en la manera en que construyen las viviendas y conjuntos
habitacionales en el país.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 201765



Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi carác-
ter de integrante del Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional someto a la consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa por el que reforma el Artículo 78 de la
Ley de Vivienda, para quedar como sigue:

Iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda, pa-
ra quedar en los siguientes términos:

Artículo 78. El modelo normativo, las normas mexicanas
aplicables al diseño arquitectónico de la vivienda y los proto-
tipos constructivos deberán considerar los espacios interiores
y exteriores; la eficiencia de los sistemas funcionales, cons-
tructivos y de servicio, en particular ecotecnologías que re-
duzcan emisiones que dañen el medio ambiente y propi-
cien el ahorro de agua y energía; la tipificación y
modulación de sus elementos y componentes, respetando las
distintas zonas del país, los recursos naturales, y las modali-
dades habitacionales.

En este tipo de normas se deberá considerar las condicio-
nes y características de los espacios habitables y auxiliares
y criterios de calidad, seguridad, eficiencia y garantías
para los diferentes tipos de vivienda y de sus etapas de
construcción.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los establecimientos tendrán treinta días natura-
les a partir de la entrada en vigor del presente decreto, pa-
ra cumplir con lo que establece El Código de Edificación
de la Vivienda desarrollado por la Conavi.

Notas

1 Conapo Consejo Nacional de Población, “Proyecciones de la pobla-
ción de México 2010-2050”. Disponible en: 

http://www.conapo. gob.mx/es/CONAPO/Proyecciones

2 Supported NAMA for Sustainable Housing in Mexico - Mitigation
Actions and Financing Packages

3 Ídem

4 Sedesol (2011). La Expansión de las ciudades 1980-2010. México

5 Conagua (2009), Situación del Subsector Agua potable, Alcantarilla-
do y Saneamiento Edición 2009 Semarnat

Palacio Legislativo de San Lázaro, 26 de octubre de 2017.— Diputa-
das y diputados: María García Pérez, Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez, Genoveva Huerta Villegas, Juan Corral Mier, Luis Agustín Rodrí-
guez Torres, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María del Rosario
Rodríguez Rubio, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza Treviño,
Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Se turna a la Comisión de Vivienda,
para dictamen.

LEY DEL SERVICIO MILITAR

La diputada María García Pérez: «Iniciativa que refor-
ma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de la Ley del Servicio
Militar, a cargo de la diputada María García Pérez, del Gru-
po Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada federal, María García Pérez, perte-
neciente a esta LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y, así como en los artículos 6, nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa que reforma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de la Ley
del Servicio Militar, al tenor del siguiente

Antecedente histórico

El origen del Servicio Militar Nacional, derivó de la revo-
lución mexicana, en donde se formaron por este procedi-
miento los grandes contingentes armados, que después, or-
ganizados debidamente se convirtieron en nuestro Ejército
y Fuerza Aérea actual.

Ese sistema de reclutamiento, había sido suficiente para
afrontar las necesidades de la Defensa Nacional; pero la si-
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tuación evidenciada, en el lejano oriente y en los campos
de batalla europeos, en la 2/a. Guerra Mundial, imponía la
reorganización del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

En ese sentido, era urgente la reorganización, por lo que
atañe al sistema de reclutamiento, pues cristalizadas las as-
piraciones populares y en plena marcha del país hacia su
desarrollo integral, era previsible que llegaría el momento
en que no funcionaría el método de enrolamiento volunta-
rio, por lo que los obreros y campesinos, con mejores con-
diciones de vida, podrían evadir el Servicio de las Armas,
produciéndose así, un hecho grave que impediría el desa-
rrollo y funcionamiento normal de la institución armada, y
ésta, como último recurso, se hubiera visto en la necesidad
de conservar a los individuos que la integraban hasta ser re-
tirados por razones de edad, con la doble e indeseable con-
secuencia de disminuir el poder combativo de las institu-
ciones y de aumentar la carga de clases pasivas.

Estas consideraciones, unidas al esfuerzo coordinado e in-
tegral de todos los elementos de la nación, hacían indis-
pensable el recurrir al sistema de conscripción para el re-
clutamiento del personal del Ejército.

La situación que prevalecía en Europa a partir de 1939, fue
el motivo de la creación del Servicio Militar Nacional, la
cual reclamaba que los pueblos tomaran medidas adecua-
das para prevenir injustificadas agresiones, de tal manera
que, a pesar de la tradicional y definitiva política de nues-
tro país, que nunca ha albergado propósitos de carácter bé-
lico, se juzgó conveniente resolver los más trascendentales
aspectos de la defensa nacional, como los que se refieren a
la instrucción militar y al Servicio Militar Obligatorio,
siendo necesario fortalecer los efectivos del Ejército con
reservas capaces de responder con éxito a las exigencias de
una guerra moderna.

Para solventar la situación, se crearon leyes y se imple-
mentaron programas para adiestrar y alojar a soldados del
Servicio Militar Obligatorio.

El 19 de agosto de 1940, se promulgó la Ley y Reglamen-
to del Servicio Militar, que fue puesta en vigor 2 años des-
pués, el 3 de agosto de 1942, por decreto del entonces Pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos, General Manuel
Ávila Camacho, iniciándose la materialización de este ser-
vicio con los jóvenes varones en edad militar, nacidos en el
año de 1924 (clase 1924) quienes fueron encuadrados eI
1o. de enero de 1943”1.

Exposición de Motivos

El Servicio Militar Nacional es uno de los más impor-
tantes del país porque fomenta el nacionalismo entre los
jóvenes conscriptos y en las mujeres voluntarias, así co-
mo el respeto a los símbolos patrios y rescate de los va-
lores cívicos y morales que nos dan cohesión y buen
rumbo como sociedad.

En este contexto, el Servicio Militar Nacional (SMN), tie-
ne como objetivo:

• Capacitar a los soldados del SMN sobre los conoci-
mientos básicos de la doctrina militar vigente, desarro-
llando en ellos habilidades, valores y virtudes.

• Formarse como un ciudadano íntegro, responsable,
disciplinado, sano y respetuoso de los derechos huma-
nos y la equidad de género.

• Fortalecer sus valores cívicos y morales, el fervor y
respeto a los símbolos patrios: la Bandera, el Himno y
el Escudo Nacionales, con el fin de mantener el senti-
miento de unidad nacional y amor a la patria.

• Adaptarse e integrarse a la vida militar.

• Conducirse en todo momento con la ética, valores y
virtudes militares que caracterizan a los miembros del
instituto armado.

• Responder al llamado de una movilización de la reser-
va a que pertenezca, para participar y contribuir a la se-
guridad y defensa de la Nación.

• Coadyuvar en la aplicación del Plan DN-III-E para au-
xiliar a la población civil en caso de necesidades públi-
cas o de desastres generados por fenómenos perturba-
dores de origen natural o humano.

• Abrir espacios laborales a los soldados del SMN que
cumplan en las Compañías del SMN y puedan integrar-
se a trabajar una vez que culminen su adiestramiento,
capacitándolos a través de empresas privadas y o de-
pendencias de la administración pública, en talleres de
artes y oficios, sobre áreas que dichas empresas y/o de-
pendencias de la administración pública en cada región
militar lo requieran”2.
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En esta tesitura, el SMN emana del artículo 5o. en su
cuarto párrafo de La Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en donde establece “en cuanto a los
servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los
términos que establezcan las leyes respectivas, el de las
armas y los jurados”3.

Asimismo, su sustento jurídico en la Ley Orgánica del Ejér-
cito y Fuerza Aérea: artículos 1o., 3o., 5o., 7o., 180 y 181; en
el Reglamento Interior de la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal en sus artículos 30, 73, 74; en Ley de Servicio Militar Na-
cional artículos 5o., 11, 19, 20; en el Reglamento de la Ley
del Servicio Militar artículos 1o., 2o., 3o., 172.

En este sentido, el artículo 1o. de la Ley de Servicio Mili-
tar Nacional, establece que “de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se declara obligatorio y de orden pú-
blico el servicio de las armas para todos los mexicanos por
nacimiento o naturalización, quienes lo prestarán en el
Ejército o en la Armada, como soldados, clases u oficiales,
de acuerdo con sus capacidades y aptitudes”4.

Por lo anterior, el pasado 24 de noviembre de 2016, se re-
alizó el sorteo para más de nueve mil 900 jóvenes cons-
criptos clase 1995, anticipados y remisos para el Servicio
Militar Nacional (SMN), los jóvenes que iniciaron el trá-
mite de su cartilla militar, serán seleccionados mil 300,
quienes deberán presentarse en las Zonas Militares para
apoyar durante un año en diferentes tareas como lo que es-
tablezca la Secretaría de la Defensa Nacional la cual pres-
tará toda clase de ayuda a las autoridades educativas de los
Estados, para dar cumplimiento de las funciones de ins-
trucción militar establecidos por el artículo 31 fracción I de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el cual manifiesta lo siguiente:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escue-
las públicas o privadas, para obtener la educación pre-
escolar, primaria, secundaria, media superior y reciban
la militar, en los términos que establezca la ley.

II. Asistir en los días y horas designados por el ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio de
los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las
armas, y conocedores de la disciplina militar.

III. Alistarse y servir en la Guardia Nacional, conforme
a la ley orgánica respectiva, para asegurar y defender la
independencia, el territorio, el honor, los derechos e in-
tereses de la Patria, así como la tranquilidad y el orden
interior5.

De la tal suerte, que en la mayoría de los países de Améri-
ca Latina se cumple con el trámite del servicio militar pe-
ro al igual que en México es voluntario y algunos casos es
obligatorio tal es el caso de los pases como: Brasil, Co-
lombia, Chile, Puerto Rico Guatemala, Perú y Ecuador.

Es por todo lo anterior, que el espíritu de esta iniciativa y a
petición de diferentes voces sociales me solicitaron, que el
Servicio Militar Nacional, elimine el clásico sorteo de la bo-
la negra y bola blanca el cual consiste, al que le toque la “bo-
la blanca”, deberán presentarse para realizar su servicio mili-
tar; mientras que a los que les toca “bola negra” sólo deberán
realizar el trámite correspondiente sin que tenga que acudir
todos los sábados a la zona militar, esto beneficia a muchos y
eluden esta gran responsabilidad y compromiso con la patria,
el cual se pierde el espíritu y el sentido del Servicio Militar
Nacional así como el servicio a su nación.

Por lo antes expuesto, ha decaído un promedio de 30 por
ciento la cantidad de jóvenes que realizan este servicio y la
cantidad ha decrecido conforme pasan los años, tan sólo en
el municipio de Guadalajara, se esperaba que se registraran
10 mil jóvenes para realizar el Servicio Militar, sin embar-
go, apenas cumplieron seis mil 924 de la clase 1998, ade-
más de anticipados y remisos. Según estadísticas del Ser-
vicio Militar Nacional en Jalisco, 20% (1,200 en
Guadalajara) de las personas que participan en el sorteo,
fueron seleccionados con bola blanca, el resto será consi-
derado como elemento a disponibilidad.

De aquellos que participan físicamente en el Servicio Mili-
tar en algunos de los centros de adiestramiento programa-
dos por la Secretaría de la Defensa Nacional, que puede ir
desde bases castrenses hasta planteles educativos, según el
tipo de servicio social que presten, apenas el 50% de los jó-
venes termina el proceso y libera su cartilla, el resto pre-
fiere desertar ante las cargas de trabajo que se les llegan a
imponer durante el tiempo en que “marchan”.

El servicio militar tiene una función muy importante, no se
trata solamente de ir a pararse y hacer ejercicios, sino el
trabajo social que tiene gran relevancia, desde luego la dis-
minución de conscriptos impacta en los programas, por
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ejemplo los de educación para adultos o las campañas de
apoyo social a comunidades marginadas.

En esta tesitura, se plante que el secretario de la Defensa
Nacional podrá llamar una o varias clases de reservistas, en
su totalidad o en parte, para adiestramiento capacitación,
actualización en materia de rescate y para maniobras
tendentes al apoyo de la población civil en casos de de-
sastre naturales con la finalidad de que la Secretaría de la
Defensa Nacional cuente con personal autorizado y adies-
trado para actuar en casos de desastres naturales, como lo
que ha ocurrido en los anteriores meses que se sufrieron di-
ferentes sismos en la República Mexicana en el cual la po-
blación civil intestó ayudar y no se les dio la oportunidad
ya que no contaban con conocimientos o experiencias en
materia de rescate y muchos de esa población civil son re-
servas activas o jóvenes que están inscritos al Servicio Mi-
litar Nacional, es por tal motivo que se debe de implemen-
tar en las generaciones futuras el adiestramiento,
capacitación, actualización en materia de rescate y para
maniobras tendientes al apoyo de la población civil en ca-
sos de desastre naturales.

En esta tesitura, presento cuadro comparativo de como es-
ta en la ley actualmente y la propuesta que deseo impulsar.

Ley actual

Artículo 12. Los reincidentes que por delitos del orden
común o federal hayan sido condenados a sufrir una
pena privativa de libertad mayor de dos años en sen-
tencia ejecutoria, no tendrán derecho de participar en
los sorteos y serán destinados para su servicio a los
cuerpos que para el efecto señale la Secretaría de la
Defensa Nacional.

Artículo 18. El secretario de la Defensa Nacional podrá
llamar una o varias clases de reservistas, en su totalidad
o en parte, para ejercicios, para maniobras o simple-
mente para comprobar la presencia de tales reservistas,
solamente por el término indispensable para tales fines.

Artículo 40. La oficina de reclutamiento de zona tendrá
a su cargo fundamentalmente: recibir de las oficinas de
reclutamiento en los sectores toda la documentación que
le turnen las juntas municipales de reclutamiento; exa-
minar toda la documentación a este respecto; ratificar o
rectificar los fallos de las oficinas de reclutamiento de
los sectores por lo que toca a reclamaciones basadas en
incapacidad física; resolver todas las demás reclamacio-

nes que le turnen las oficinas de reclutamiento de sus
sectores; devolver aprobadas a las Juntas Municipales
de Reclutamiento, con copia a las de Sector, las listas
definitivas del personal que debe participar en los sorte-
os y en los períodos de instrucción militar. Ordenar la
concentración de los conscriptos para su distribución en
los cuerpos en la forma que ordene la Oficina Central de
Reclutamiento.

Artículo 42. Las juntas municipales de reclutamiento,
tendrán a su cargo principalmente el empadronamiento
de todos los individuos de edad militar y el reconoci-
miento médico, recibir todas las reclamaciones y solici-
tudes, turnándolas con un informe a la oficina de reclu-
tamiento de sector; una vez recibidas las listas
aprobadas de la oficina de zona, mandarlas publicar y
proceder a hacer el sorteo dando a conocer a los intere-
sados su designación, obligaciones y delitos y faltas en
que incurren por actos contrarios u omisiones a esta ley
y su reglamento. Una vez verificado lo anterior, reunirá
y presentará a las autoridades militares encargadas de
recibir a los conscriptos en el lugar, día y hora que se de-
signe y finalmente, hará cumplir con las disposiciones
de esta Ley su Reglamento (sic) a los individuos que no
vayan a prestar servicios en el activo.

Artículo 46. Los sorteos serán públicos, verificándose
en presencia de los inspectores militares que en cada ca-
so se nombren; una vez reunida para el sorteo la junta
municipal de reclutamiento hará comparecer a todos los
individuos que aparezcan en las listas respectivas, por sí
o por su representante legítimo cuando haya causa jus-
tificada para la no presencia. Reunidos los interesados,
la Junta les hará saber el derecho que les asiste para
nombrar de entre ellos mismos, tres representantes du-
rante el acto del sorteo, con el único objeto de garanti-
zar la legalidad del mismo. Nombrados los representan-
tes del contingente para la operación del sorteo, éste se
llevará a cabo en la forma siguiente: a cada uno de los
miembros de la Junta Municipal de Reclutamiento y a
cada uno de los tres representantes del contingente, se
les proporcionará una lista del personal a sortear; en una
ánfora cubierta se pondrán tantas bolas de color como
conscriptos se hayan asignado a esa región, más un
veinte por ciento; el resto hasta llegar el número de los
participantes se completará con bolas blancas. Acto se-
guido el presidente de la Junta irá nombrando de la lis-
ta los enlistados y simultáneamente un menor de diez
años sacará una bola del ánfora, formándose en seguida
las listas de conscriptos que se notificará a los presentes.
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Propuesta

Artículo 12. Los reincidentes que por delitos del orden
común o federal hayan sido condenados a sufrir una pe-
na privativa de libertad mayor de dos años en sentencia
ejecutoria, no tendrán derecho a participar en el servi-
cio militar y serán destinados para su servicio a los
cuerpos que para el efecto señale la Secretaría de la De-
fensa Nacional.

Artículo 18. El Secretario de la Defensa Nacional podrá
llamar una o varias clases de reservistas, en su totalidad
o en parte, para ejercicios, adiestramiento, capacita-
ción, actualización en materia de rescate y para ma-
niobras tendentes al apoyo de la población civil en ca-
sos de desastre naturales o simplemente para
comprobar la presencia de tales reservistas, solamente
por el término indispensable para tales fines.

Artículo 40. La oficina de reclutamiento de zona tendrá
a su cargo fundamentalmente: recibir de las oficinas de
reclutamiento en los sectores toda la documentación que
le turnen las juntas municipales de reclutamiento; exa-
minar toda la documentación a este respecto; ratificar o
rectificar los fallos de las oficinas de reclutamiento de
los sectores por lo que toca a reclamaciones basadas en
incapacidad física; resolver todas las demás reclamacio-
nes que le turnen las oficinas de reclutamiento de sus
sectores; devolver aprobadas a las Juntas Municipales
de Reclutamiento, con copia a las de Sector, las listas
definitivas del personal que debe participar en los perí-
odos de instrucción militar. Ordenar la concentración de
los conscriptos para su distribución en los cuerpos en la
forma que ordene la Oficina Central de Reclutamiento.

Artículo 42. Las juntas municipales de reclutamiento,
tendrán a su cargo principalmente el empadronamiento
de todos los individuos de edad militar y el reconoci-
miento médico, recibir todas las reclamaciones y solici-
tudes, turnándolas con un informe a la oficina de reclu-
tamiento de sector; una vez recibidas las listas
aprobadas de la oficina de zona, y dará a conocer a los
interesados su designación, obligaciones y delitos y fal-
tas en que incurren por actos contrarios u omisiones a
esta Ley y su Reglamento. Una vez verificado lo ante-
rior, reunirá y presentará a las autoridades militares en-
cargadas de recibir a los conscriptos en el lugar, día y
hora que se designe y finalmente, hará cumplir con las
disposiciones de esta Ley su Reglamento (sic) a los in-
dividuos que no vayan a prestar servicios en el activo.

Artículo 46. Los sorteos quedaran eliminados, se de-
clara obligatorio y de orden público el servicio de las
armas para todos los mexicanos por nacimiento o na-
turalización, quienes lo prestarán en el Ejército o en
la Armada, como soldados, clases u oficiales, de
acuerdo con sus capacidades y aptitudes y la junta
municipal de reclutamiento hará comparecer a todos los
individuos que aparezcan en las listas de reclutamiento
respectivas inscritos al Servicio Militar Nacional, por
sí o por su representante legítimo cuando haya causa
justificada para la no presencia. Reunidos los interesa-
dos, la junta les hará saber a los interesados su desig-
nación, obligaciones y delitos y faltas en que incu-
rren por actos contrarios u omisiones a esta ley y su
Reglamento y ordenar la concentración de los cons-
criptos para su distribución en los cuerpos en la for-
ma que ordene la oficina central de reclutamiento.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi carác-
ter de integrante del Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional someto a la consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de la
Ley de Servicio Militar.

Artículo 12. Los reincidentes que por delitos del orden co-
mún o federal hayan sido condenados a sufrir una pena pri-
vativa de libertad mayor de dos años en sentencia ejecuto-
ria, no tendrán derecho a participar en el servicio militar y
serán destinados para su servicio a los cuerpos que para el
efecto señale la Secretaría de la Defensa Nacional.

Artículo 18. El secretario de la Defensa Nacional podrá lla-
mar una o varias clases de reservistas, en su totalidad o en
parte, para ejercicios adiestramiento, capacitación, actuali-
zación en materia de rescate y para maniobras tendentes al
apoyo de la población civil en casos de desastre naturales
o simplemente para comprobar la presencia de tales reservis-
tas, solamente por el término indispensable para tales fines.

Artículo 40. La oficina de reclutamiento de zona tendrá a
su cargo fundamentalmente: recibir de las oficinas de re-
clutamiento en los sectores toda la documentación que le
turnen las juntas municipales de reclutamiento; examinar
toda la documentación a este respecto; ratificar o rectificar
los fallos de las oficinas de reclutamiento de los sectores
por lo que toca a reclamaciones basadas en incapacidad fí-
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sica; resolver todas las demás reclamaciones que le turnen
las oficinas de reclutamiento de sus sectores; devolver
aprobadas a las juntas municipales de reclutamiento, con
copia a las de sector, las listas definitivas del personal que
debe participar en los períodos de instrucción militar. Or-
denar la concentración de los conscriptos para su distribu-
ción en los cuerpos en la forma que ordene la oficina cen-
tral de reclutamiento.

Artículo 42. Las juntas municipales de reclutamiento, ten-
drán a su cargo principalmente el empadronamiento de todos
los individuos de edad militar y el reconocimiento médico,
recibir todas las reclamaciones y solicitudes, turnándolas con
un informe a la oficina de reclutamiento de sector; una vez re-
cibidas las listas aprobadas de la oficina de zona, y dará a
conocer a los interesados su designación, obligaciones y de-
litos y faltas en que incurren por actos contrarios u omisiones
a esta Ley y su Reglamento. Una vez verificado lo anterior,
reunirá y presentará a las autoridades militares encargadas de
recibir a los conscriptos en el lugar, día y hora que se desig-
ne y finalmente, hará cumplir con las disposiciones de esta
Ley su Reglamento (sic) a los individuos que no vayan a
prestar servicios en el activo.

Artículo 46. Los sorteos quedaran eliminados, se declara
obligatorio y de orden público el servicio de las armas pa-
ra todos los mexicanos por nacimiento o naturalización,
quienes lo prestarán en el Ejército o en la Armada, como
soldados, clases u oficiales, de acuerdo con sus capacida-
des y aptitudes y la junta municipal de reclutamiento hará
comparecer a todos los individuos que aparezcan en las listas
de reclutamiento respectivas inscritos al Servicio Militar
Nacional, por sí o por su representante legítimo cuando haya
causa justificada para la no presencia. Reunidos los interesa-
dos, la junta les hará saber a los interesados su designación,
obligaciones y delitos y faltas en que incurren por actos
contrarios u omisiones a esta Ley y su Reglamento y or-
denar la concentración de los conscriptos para su distri-
bución en los cuerpos en la forma que ordene la oficina
central de reclutamiento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el diario oficial de la federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/sedena/acciones-y-programas/antecedentes-his-
toricos

2 https://www.gob.mx/sedena/acciones-y-programas/antecedentes-his-
toricos

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_240217.pdf,consti-
tucion Política De Los Estados Unidos Mexicanos

4 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/97_220617.pdf, Ley
de servicio Militar.

5 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_240217.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: María García Pérez, Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez, Genoveva Huerta Villegas, Juan Corral Mier, Luis Agustín Ro-
dríguez Torres, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María del Rosario Ro-
dríguez Rubio, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza Treviño, Víctor
Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen.

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA
Y EL HIMNO NACIONALES

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Hasta por tres minutos tiene la diputada Nelly del Carmen
Márquez Zapata, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto para reformar el artículo 20 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal y para presentar proyec-
to de decreto que reforma la Ley sobre el Escudo, la Ban-
dera y el Himno Nacionales.

La diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata: Con su
permiso, presidente. Compañeras y compañeros diputados.
El día de hoy hago uso de esta tribuna para presentar dos
iniciativas.

La primera se refiere a cuatro cambios en artículos de la Ley
sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para mo-
dificar la idea de rendir culto a los símbolos patrios, porque
considero se trata de una forma inadecuada para llamar a las
autoridades de todos los ámbitos y niveles de gobierno a pro-
mover lo que nos da identidad como elementos de represen-
tación de los mexicanos. El patriotismo y la pertenencia na-
cional, sin embargo, no pueden forzarse ni imponerse. Los
símbolos patrios deben respetarse. 
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Tal como está la ley ahora, la palabra culto genera distintas
interpretaciones que distan del respeto espontáneo y libre
que se debe a los símbolos patrios, por eso es importante
modificar la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno
Nacionales para que en vez de ordenar el culto hacia los
símbolos nacionales se instruya a las autoridades a difundir
y promover entre los mexicanos el respeto hacia ellos.

Sin embargo, al no encontrarse expresamente en la ley, pa-
reciera que su uso es contrario al derecho y quienes lo re-
producen están cometiendo un ilícito. También parte de es-
ta iniciativa es que se puedan reproducir —que ahora se
hace— estos símbolos patrios, pero que no está expresa-
mente autorizado en la ley.

Finalmente, con estos cambios se da cumplimiento con el
mandato de reglamentar la ley sobre los símbolos naciona-
les que fue expedida en 1984.

La segunda iniciativa que presento propone dos adiciones
al artículo 20 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal con el fin de establecer el uso del software li-
bre en los sistemas, servicios informáticos, proyectos y ac-
ciones para el tratamiento automático de la información de
la administración pública federal.

La intención es que el gobierno federal adopte el software
libre mediante una licencia en la que el titular de los dere-
chos de autor proporciona la facultad de usarlo, distribuir-
lo y modificarlo, sin restricciones.

Hay que recordar que por lo general las licencias de uso de
los programas libres son gratuitos o tienen un costo muy ba-
jo frente a los programas de código cerrado, por lo que su
adopción significa un valioso ahorro para el gasto público.

Está comprobado en países como: España, Austria, Alema-
nia, Brasil, Francia, Italia, India y Finlandia, que el uso de
esta tecnología por parte de los entes públicos, incrementa
las capacidades de intercambio y utilización de informa-
ción, lo cual evita la duplicidad de trámites sin poner en
riesgo la seguridad del Estado ni la integridad de los datos
compartidos.

Finalmente, el uso del software libre por parte del gobier-
no federal, fortalecerá la naciente industria del software na-
cional, acrecentará el interés de los jóvenes por el estudio
científico y la aplicación práctica de los sistemas computa-
cionales con lo cual se abonará al liderazgo mexicano en
materia de innovación y tecnología. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de Ley so-
bre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo
de la diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Gru-
po Parlamentario del PAN

La suscrita, Nelly del Carmen Márquez Zapata, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, que modifica diversas disposiciones
de Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Naciona-
les, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México es, como bien reconoce la Constitución federal,
una nación pluriétnica y pluricultural. Sin embargo, los
símbolos nacionales, Bandera, Escudo e Himno, son una
manifestación de la voluntad de los mexicanos de mante-
nerse unidos y trabajar conjunta y dedicadamente hacia el
futuro, con miras al progreso social y económico, a la vez
que se respetan y honran el pasado y los orígenes históri-
cos de nuestro gran país.

La nación, se insiste, es producto de la voluntad firme de
sus ciudadanos, quienes se encuentran consientes a pleni-
tud de las características, valores y principios que le son
comunes y con base en ella formar un Estado que impulse
un estado de bienestar que a todos sea común e inspire al
mundo a armonizar su herencia ancestral y los retos con-
temporáneos.

Este elemento de voluntariedad no debe ser pasado por al-
to o menoscabado. El patriotismo y la pertenencia nacional
no pueden forzarse ni imponerse. El anhelo de los ciuda-
danos para permanecer unidos como Nación es un factor
necesario para la existencia de un estado democrático.

La identificación de los mexicanos con los símbolos nacio-
nales debe ser promovida por el Estado procurando que és-
tos reconozcan su trascendencia y guarden a ellos respeto,
no por obligación o sumisión sino por un sentimiento de re-
presentación y admiración racional.

Por ello se considera inadecuado el planeamiento que la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales
hace en el sentido de que a ellos debe rendirse culto, el cual
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deberá ser fomentado por las autoridades en todos los ám-
bitos y niveles de gobierno.

El Diccionario del español de México1 define el adjetivo
culto de la manera siguiente:

1. Conjunto de actos y ceremonias con que se adora a
una divinidad: culto católico.

2. Homenaje o alabanza que se hace de algo o de al-
guien: culto a la vida, culto al amor.

3. Culto a la personalidad. Respeto excesivo a la perso-
nalidad de alguien y sumisión a sus ideas e influencia.

Las acepciones que los mexicanos dan a la palabra distan
significativamente del respeto espontáneo y libre que los
nacionales de un Estado democrático deben rendir a los
símbolos que los representan y se inclinan a la alabanza por
razones de fe, dogma e incluso idolatría.

Por ese motivo se propone modificar la redacción actual de
los artículos 7o., 21 y 51 de la Ley sobre el Escudo, la Ban-
dera y el Himno Nacionales para que en vez de mandar el
culto hacia los símbolos nacionales instruyan a difundir y
suscitar entre los mexicanos el respeto hacia ellos. Respe-
to basado, desde luego, en la estima consciente y no en el
temor o servilismo.

Por otro lado, se propone que en el artículo 33 de la men-
cionada ley se reconozca la posibilidad de la reproducción
comercial del Escudo Nacional. Es un hecho evidente que
el Escudo Nacional es utilizado en impresiones, grabados
y campañas comerciales que cuyos fines son manifiesta-
mente razonables y abonan al patriotismo. No obstante, co-
mo no se menciona expresamente en la ley,2 parecería que
su utilización es contraria a derecho y quienes reproducen
el Escudo Nacional están cometiendo un ilícito.

Finalmente, el proyecto de decreto establece un plazo para
que el Ejecutivo federal expida el Reglamento de la Ley so-
bre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales. Esta pro-
puesta es de particular importancia, pues la citada ley fue ex-
pedida desde el 8 de febrero de 1984 sin que hasta la fecha el
Ejecutivo federal hubiere dado cumplimiento a su obligación
de reglamentarla, pese a que el propio cuerpo normativo se-
ñala en su articulado que diversas cuestiones relativas al uso
de los símbolos nacionales, dada su naturaleza administrati-
va, serán reguladas en el reglamento atinente.

De tal modo, la expedición del referido reglamento es un
deber que el Ejecutivo federal no puede postergar más.

En mérito de lo expuesto someto a consideración de la Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifican los artículos 7o., 21, 33
y 51 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno
Nacionales

Único. Se modifican los artículos 7o., 21, 33 y 51 de la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales,
para quedar como sigue:

Artículo 7o. Previa autorización de la Secretaría de Go-
bernación, las autoridades, las instituciones o agrupaciones
y los planteles educativos podrán inscribir en la Bandera
Nacional sus denominaciones, siempre que esto contribuya
al respeto del símbolo patrio. Queda prohibido hacer cual-
quier otra inscripción en la Bandera Nacional.

Artículo 21. Es obligatorio para todos los planteles educa-
tivos del país, oficiales o particulares, poseer una Bandera
Nacional, con objeto de utilizarla en actos cívicos y afirmar
entre los alumnos el respeto que a ella se debe guardar.

Artículo 33. Los ejemplares de la Bandera y Escudo Na-
cionales destinados al comercio deberán satisfacer las ca-
racterísticas de diseño y proporcionalidad establecidas en
el artículo 3o.

Artículo 51. El Poder Ejecutivo federal, los gobernadores
y los ayuntamientos de la república deberán promover, en
el ámbito de sus respectivas esferas de competencia, el res-
peto de los símbolos nacionales.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir el Regla-
mento de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno
Nacionales dentro del plazo de sesenta días, contados a
partir de la entrada en vigor de este decreto.
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Notas

1 El Diccionario del español de México es resultado de un conjunto de
investigaciones del vocabulario utilizado en la república a partir de
1921. Las investigaciones se llevan a cabo desde 1973 en el Centro de
Estudios Lingüísticos y Literarios de El Colegio de México.

2 La redacción actual del artículo 33 menciona únicamente la posibili-
dad de la reproducción comercial de la Bandera Nacional.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de noviembre de
2017.— Diputadas y diputados: Nelly del Carmen Márquez Zapata,
Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Genoveva Huerta Villegas, Juan
Corral Mier, Luis Agustín Rodríguez Torres, Luz Argelia Paniagua Fi-
gueroa, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza Treviño, Víctor Er-
nesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos (rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias a usted, diputada doña Nelly Már-
quez. Se turnan a la Comisión de Gobernación, para
dictamen.

LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata: «Ini-
ciativa que reforma el artículo 20 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a cargo de la diputada
Nelly del Carmen Márquez Zapata, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

La suscrita Nelly del Carmen Márquez Zapata, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 77 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona dos párrafos al artículo 20 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Es tarea del Estado mexicano proveer a los ciudadanos de
la infraestructura requerida para la consecución de sus ac-
tividades ordinarias, trátese del registro del nacimiento de

un descendiente, el emprendimiento de un negocio o el
pago de un servicio público.

En la actualidad, el Estado depende para ello de sistemas
informáticos y programas computacionales. En México, la
mayoría de éstos corresponden a software de los conocidos
como de código cerrado, es decir, aquel cuya utilización se
adquiere mediante licencias que no brinda a la administra-
ción pública acceso al código fuente, por lo que su utiliza-
ción se encuentra constreñida al diseño y aplicación pensa-
da por el desarrollar, y no se adapta necesariamente a las
necesidades propias de las instituciones gubernamentales.

En contraposición a este tipo de software, existe el llama-
do software libre, que es aquél en que los usuarios conocen
el código fuente del software y se encuentran en libertad de
ejecutarlo, copiarlo, distribuirlo, estudiarlo, cambiarlo y
mejorarlo de acuerdo a sus necesidades particulares.

Numerosos son los casos de administraciones públicas que
han mudado a un esquema de utilización preferente o inte-
gral de software de código libre, entre las cuales podemos
mencionar la Comunidad Autónoma de Extremadura y los
ayuntamientos de la Coruña y Zaragoza, en España; la ciu-
dad de Salzburgo, en Austria; la Oficina de Recaudación de
Impuestos de Hannover y el ayuntamiento de Múnich, en
Alemania; los equipos de cómputo a través de los cuales se
efectúa el voto electrónico, en Brasil; la Asamblea Nacio-
nal, en Francia; el Parlamento y el Tribunal de Cuentas, en
Italia; el Ministerio de Justicia, en Finlandia; la Adminis-
tración Estatal de Tamil Naduy, en India; el Servicio Postal
y ciertos proyectos de lanzamiento de cohetes de la NASA;
por mencionar algunos.

El Instituto Fraunhofer de Alemania, en un estudio sobre
las razones que daban las administraciones para pasarse al
software libre, enumera como principales las siguientes:
ahorro en licencias (63 por ciento), menor dependencia de
los vendedores de software (50 por ciento), que el softwa-
re libre era una mejor manera de usar estándares abiertos
(43 por ciento).1

En efecto, por lo general, las licencias de uso de los pro-
gramas libres son gratuitas o tiene un costo muy bajo, en
comparación con los programas de código cerrado, por lo
que su adopción significa un valioso ahorro en las eroga-
ciones públicas.

El software libre desarrollado con estándares abiertos posi-
bilita además un nivel de intervención mayor de los usua-
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rios en el mantenimiento de los niveles de seguridad e in-
teroperatividad. Por ello es válido afirmar que su adopción
por los entes públicos del país hará posible incrementar las
capacidades de intercambio y utilización mutua de infor-
mación entre entidades de gobierno, permitiendo reducir
duplicidad en trámites burocráticos, sin menoscabar o po-
ner en riesgo la seguridad del Estado ni la integridad de los
datos compartidos.

De esta manera, con la utilización de software libre los fun-
cionarios públicos a cargo de unidades de informática y
sistemas computacionales pasan de ser meros administra-
dores de licencias de software a participantes activos en la
creación e implementación de políticas públicas.

Finalmente, el uso del software libre por el gobierno fede-
ral fortalecerá la naciente industria del software nacional,
acrecentará el interés de los jóvenes por el estudio científi-
co y la aplicación práctica de los sistemas computacionales
y el modo en que su empleo incide en el mejoramiento de
la estructura social y el bienestar ciudadano y abonará al li-
derazgo mexicano en materia de innovación y tecnología.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 20 Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal 

Único. Se adiciona un párrafo segundo y un tercero al artí-
culo 20 Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral para quedar como sigue:

Artículo 20…

En la Administración Pública Federal se utilizará prio-
ritariamente software libre en los sistemas, servicios in-
formáticos y, en general los proyectos y acciones relati-
vos al tratamiento automático de la información.

Se entenderá software libre aquel cuyo código fuente es
puesto a disposición con una licencia en la que el titular
de los derechos de autor proporciona la facultad de
usarlo, distribuirlo y modificarlo sin restricciones.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Cfr. Open Source Software. Fraunhofer-Institut für Arbeitswirtschaft
und Organisation IAO. Stuttgart, Alemania, 2006.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de noviembre de
2017.— Diputadas y diputados: Nelly del Carmen Márquez Zapata,
Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Genoveva Huerta Villegas, Juan
Corral Mier, María del Rosario Rodríguez Rubio, Miguel Ángel Hue-
pa Pérez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos
(rúbricas).»

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS

El presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene a palabra la diputada Rocío Matesanz Santamaría,
ella presenta dos iniciativas: una relacionada con la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados, que modifica el
artículo 20, y la otra que modifica el artículo 65 de la Ley
General de Educación. Adelante, diputada. Son tres, pero
como son dos iniciativas, le vamos a dar cinco.

La diputada Rocío Matesanz Santamaría: Gracias. Con
su permiso, presidente. Compañeras y compañeros dipu-
tados, buenos días. El día de hoy acudo a esta tribuna para
proponer dos iniciativas que tienen un denominador co-
mún: la responsabilidad.

En primer término, me refiero a la responsabilidad de los pa-
dres de familia en la educación de sus hijos. Y, en segundo
término, a la responsabilidad social dentro de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.

Sobre el primer tema, en Acción Nacional consideramos
que la educación es uno de los ejes centrales para el desa-
rrollo de nuestro país. A partir de la reforma educativa de
2013, nuestro país se dio la oportunidad de ampliar los
márgenes para contar con una educación de calidad para
todos. Esa fue la motivación y el principal objetivo de
aquella gran reforma, cuyos efectos ya comienzan a obser-
varse a lo largo de todo nuestro país.

En la búsqueda de una educación de calidad, se consideró
que uno de los elementos indispensables en ella era la acti-
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va participación de los padres de familia en los procesos de
desarrollo de los mismos, fortalecer las relaciones entre el
hogar y la escuela sigue siendo uno de los grandes pen-
dientes de nuestro sistema educativo nacional.

Para las y los diputados del PAN, la participación de los pa-
dres es esencial en la toma de decisiones no solo respecto
al diseño de los programas de estudio, sino también en el
contenido de los mismos.

Esta participación es la que refleja el verdadero sentido de-
mocrático de nuestra educación. A partir de estas premisas
es que el día de hoy presento antes ustedes una iniciativa
por la que se reforma la Ley General de Educación con el
objeto de establecer el derecho de los padres de familia, a
través de los consejos escolares de participación social, es
decir, de las asociaciones de padres de familia, en la elabo-
ración de los contenidos de los libros de texto gratuito que
realiza la dependencia; es decir, la SEP.

Sabemos que es una facultad de la Secretaría de Educación
Pública el definir los contenidos de los libros de texto, pero
es muy importante tomar en cuenta la opinión de los padres
de familia en esto para poder fortalecer la relación y esta par-
ticipación de ellos en nuestro sistema educativo nacional.

Hacemos también esta propuesta porque estamos convenci-
dos que la importancia de la participación de ellos también
hará que el sistema educativo crezca y sea más democrático.

En segundo término, propongo a esta asamblea una inicia-
tiva de reforma a la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas para establecer que las depen-
dencias y entidades incluyan en las convocatorias y en sus
contratos una cláusula de responsabilidad social que debe-
rá cumplirse durante la vigencia de este contrato.

Con el establecimiento de esta cláusula de responsabilidad
social, buscamos que se asigne de manera obligatoria el
dos por ciento del monto total del contrato para ser desti-
nado a programas, obras y acciones en pro de las comuni-
dades, donde se llevan a cabo estas obras, aplicándose pre-
ferentemente en toda la zona de influencia social.

Con este dos por ciento, las empresas a las que se les asig-
ne algún contrato público estarán contribuyendo al desa-
rrollo humano, a la sustentabilidad ambiental y podrán lle-
var a cabo programas de responsabilidad que privilegien la
construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilita-
ción, reforzamiento, reconstrucción y habilitación de in-

muebles, instalaciones destinadas a dar servicios en estas
comunidades.

Es de suma importancia que estas empresas que partici-
pan en este tipo de contrato de obra, donde siempre hay
una huella dentro de la comunidad donde se llevan a ca-
bo, puedan resarcir de alguna manera esta situación que
en muchas ocasiones se torna en un aspecto negativo pa-
ra estas comunidades.

Entonces, a través de esta iniciativa que estamos propo-
niendo de la Ley de Obra Pública podríamos resarcir para
poder llevar a cabo actividades, programas, servicios que
beneficien estas comunidades que son impactadas con este
tipo de obras.

En el PAN estamos convencidos de que nuestro país re-
quiere más inversión en infraestructura. Y con esta pro-
puesta estaremos dando un paso más a lograr que esta in-
versión fluya de manera más directa hacia las obras de
carácter social.

Estamos convencidos también que con las modificaciones
contenidas en esta iniciativa estaremos dando un paso fir-
me para generar una mayor vinculación entre las comuni-
dades y las empresas que ejecutan este tipo de obras, con el
fin de mejorar el entorno y por supuesto el tejido social de
nuestro país.

Compañeras y compañeros diputados, les pido su valora-
ción positiva sobre estas dos iniciativas que estamos pre-
sentando a favor de la sociedad mexicana, que tiene este
sentido: la responsabilidad.

En materia de educación y en materia de obra pública, hay
mucho por hacer. Lo que el día de hoy estoy proponiendo
es una vinculación mucho más activa entre autoridades y
ciudadanos, entre empresas y sus comunidades. Lo que el
día de hoy les propongo son esquemas de vinculación para
hacer de nuestro país un país mucho más solidario y coo-
perativo a lo largo y ancho. Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 20 Bis y 46
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santa-
maría, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Rocío Matesanz Santamaría, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y los artículos 6o., fracción I, y 77, 78, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta al pleno de este órgano legis-
lativo la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan el artículo 20 Bis, y una fracción
XV Bis al artículo 46 ambos de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, para establecer que
las dependencias y entidades incluirán en las convocatorias
y en los contratos, la cláusula de responsabilidad social que
deberá cumplirse durante la vigencia del contrato con los li-
neamientos que se expidan, conforme a los proyectos de
obras y acciones que la Secretaría asignará mediante cédu-
las por un valor del dos por ciento (2%) del monto total del
contrato y será destinado a programas, obras y acciones
aplicándose preferentemente en el área de influencia contri-
buyendo al desarrollo humano, a la sustentabilidad ambien-
tal y programas de responsabilidad social que privilegien la
construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación,
reforzamiento, reconstrucción y habilitación de inmue-
bles e instalaciones destinadas a los servicios de las co-
munidades que se encuentren dentro de dicha área, con-
forme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

México requiere más inversión en infraestructura, dicha pro-
puesta busca fomentar el apoyo a las comunidades del país,
enfrentando las restricciones y aprovechando las oportunida-
des para su desarrollo sostenible, a fin de conseguir el mejo-
ramiento de su calidad de vida, fortaleciendo sus posibilida-
des de autogestión, apoyando sus propias formas
productivas, fortaleciendo la autogestión, el bienestar colec-
tivo y el control de las comunidades sobre sus recursos, den-
tro de un marco de desarrollo armónico y sostenible

Para alcanzar el objetivo general, dicha reforma impulsaría
varios objetivos como son:

- Fortalecer las organizaciones regionales.

- Instrumentar métodos prácticos de protección de los
territorios.

- Aprovechar eficientemente los recursos naturales co-
munitarios.

- Desarrollar mecanismos de apoyo a las actividades so-
ciales y productivas.

- Establecer servicios e infraestructura social básica.

- Apoyar los esfuerzos comunitarios para el manteni-
miento de los valores y prácticas culturales tradiciona-
les.

- Dotar de instrumentos válidos para que puedan alcan-
zar su autogestión.

Para lograr dichos planteamientos las dependencias y enti-
dades deberán incluir en las convocatorias y en los contra-
tos, la cláusula de responsabilidad social que deberá cum-
plirse durante la vigencia del contrato con los lineamientos
que se expidan, conforme a los proyectos de obras y accio-
nes que la Secretaría asignará mediante cédulas por un va-
lor del dos por ciento (2%) del monto total del contrato y
será destinado a programas, obras y acciones aplicándose
preferentemente en el área de influencia contribuyendo al
desarrollo humano, a la sustentabilidad ambiental y pro-
gramas de responsabilidad social que privilegien la cons-
trucción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, re-
forzamiento, reconstrucción y habilitación de inmuebles e
instalaciones destinadas a los servicios de las comunidades
que se encuentren dentro de dicha área.

Por lo cual es importante modificar el marco normativo de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas para establecer disposiciones en la que las empre-
sas tiendan a ser socialmente responsables hacia la comu-
nidad en la que interactúan. Hace relativamente poco tiem-
po, se asumía que la responsabilidad de las empresas era
únicamente generar utilidades, actualmente, esta concep-
ción no es suficiente ni aceptable; además de generar utili-
dades para sus accionistas, la empresa debe tomar en cuen-
ta que sus actividades afectan, positiva o negativamente, la
calidad de vida de sus empleados y de las comunidades en
las que realizan sus operaciones. Como consecuencia, un
número creciente de empresas perciben que la “responsa-
bilidad social” es un tema que no está restringido solamen-
te a las acciones sociales o ambientales desarrolladas por la
organización en la comunidad, sino que implica también el
diálogo y la interacción con los diversos públicos relacio-
nados con la empresa. 

De lo contrario, se caería en el riesgo de implementar prácti-
cas que, si bien son socialmente responsables, al no respon-
der a un mandato y cultura institucionales, están en peligro de
suspenderse ante cualquier eventualidad, coyuntura, crisis
presupuestal o cambio en la dirección de la empresa. Un ele-
mento fundamental es que la responsabilidad es la “obliga-
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ción de responder ante hechos o situaciones”, la responsabi-
lidad social es la “obligación de responder ante la sociedad en
lo general y ante algunos grupos en lo específico”. Entonces,
la responsabilidad social es la capacidad de entender y dar
respuesta al conjunto de solicitudes de los diversos grupos
que constituyen el entorno, esto permite a la empresa incre-
mentar su competitividad a través de la generación de
confianza como base de su negocio. En conclusión, la
Responsabilidad Social lleva a la actuación consciente y
comprometida de mejora continua, medida y consistente que
permite a la empresa generar valor agregado para todos sus
públicos, y con ello ser sustentablemente competitiva. Mien-
tras que el desarrollo económico y social continúa mejoran-
do las vidas de algunos en nuestro país, todavía hay trabajo
considerable que hacer para alcanzar condiciones favora-
bles en los ámbitos económico, social, educativo y de sa-
lud que beneficien a toda la sociedad. A través de todo el
hemisferio, la potencia y la influencia de las empresas con-
tinua creciendo y es cada vez más evidente que la construc-
ción de una sociedad más justa y una economía más sosteni-
ble depende, en gran parte, de influenciar a la comunidad de
negocios para poner en ejecución acciones que permitan al-
canzar estas metas. 

En este contexto, tenemos que Petróleos Mexicanos (Pe-
mex) tomó la decisión de impulsar medidas de conserva-
ción y protección del medio ambiente así como de mejo-
rar las condiciones económicas y sociales de las
comunidades que se encuentran en el espacio geográfico
donde se efectúan los trabajos de Pemex Exploración y
Producción (PEP) valorando el trascendente aporte al de-
sarrollo nacional que realizan las comunidades en cuyos
territorios efectúa sus actividades de exploración y pro-
ducción, dado que el proceso de producción así como del
patrimonio natural pueden verse afectados y las comuni-
dades enfrentar deterioro de su entorno por lo que Pe-
mex, en su carácter de empresa social y ambientalmente
responsable, crea en el año 2013 el Programa de Apoyo
a la Comunidad y Medio Ambiente (PACMA) como me-
canismo de intervención pública para optimizar las ac-
ciones de los agentes del desarrollo de estas zonas, forta-
leciendo la relación de Pemex con la ciudadanía, los
gobiernos de los estados y municipios, así como para
conjuntar esfuerzos con las diferentes dependencias y
entidades del Gobierno Federal, con autoridades locales
y organizaciones sociales que se sumen a este esfuerzo. 

El programa se encuentra acorde con las Metas Nacionales
y sus Estrategias: “México Próspero” y “México Incluyen-
te” establecidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-

2018, así como con el Objetivo 10 del Plan de Negocios de
Pemex 2014-2018 “Mejorar el desempeño ambiental, la
sustentabilidad del negocio y la relación con las comunida-
des”, específicamente en la estrategia 10.3 “Fortalecer los
mecanismos de vinculación y desarrollo social”. El PAC-
MA promueve el desarrollo sustentable, a través de accio-
nes de desarrollo económico y social y de conservación del
medio ambiente, así como el fortalecimiento de las rela-
ciones de Pemex con las comunidades para garantizar la
obtención y/o ampliación de la “Licencia Social de Opera-
ción” (LSO). Su logro significa el reconocimiento y valo-
ración de la comunidad así como la concurrencia de los go-
biernos estatales y municipales para que la empresa pueda
realizar sus operaciones, siendo social y ambientalmente
responsable, mediante Programas, Obras y Acciones que
permiten impulsar el desarrollo humano,  generar capaci-
dades productivas, coadyuvar en la atención de rezagos so-
ciales y forjar un desarrollo comunitario sustentable de lar-
go plazo en las comunidades  que se encuentran dentro de
las áreas de influencia del PEP.

El programa se financia con al menos  el dos por ciento del
monto total del Contrato Principal de los proveedores o
contratistas que realizan actividades para PEP. Con estos
recursos, el PACMA impulsa Programas, Obras y Acciones
(PROA’s). El Programa dispone que se trata de contratos
que sean iguales o superen: los 100 millones de pesos para
el caso terrestre y los 500 millones de pesos en zona marí-
tima. No se incluyen las contrataciones con dependencias y
entidades de la administración pública federal, estatal o
municipal, organismos internacionales e instituciones aca-
démicas. Ni los relativos al desarrollo de prototipos o a in-
vestigaciones específicas.  

El compromiso de los proveedores o contratistas con el de-
sarrollo sustentable, así como la participación de las comu-
nidades donde se realicen los PROA’s, será fundamental
para garantizar el éxito de los objetivos del Programa que
contará con sistemas de monitoreo y seguimiento a la ope-
ración y los resultados obtenidos y de evaluación cuantita-
tiva y cualitativa sobre sus resultados e impacto.

Tomando como marco de referencia el Programa citado, la
Iniciativa vincularía el proceso de gestión teniendo como va-
lores a la honestidad, el respeto, la responsabilidad y la soli-
daridad y principios, como la corresponsabilidad y el desa-
rrollo sustentable, las instancias participantes  se apoyarán en
ellos buscando el logro de los objetivos como son la eficacia,
eficiencia, oportunidad, calidad y transparencia. 
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La iniciativa busca mejorar las condiciones de las personas
y acciones aplicándose preferentemente en el área de in-
fluencia y que contribuyan al desarrollo humano, a la sus-
tentabilidad ambiental, programas de responsabilidad so-
cial que privilegien la construcción, equipamiento,
mantenimiento, rehabilitación, reforzamiento, reconstruc-
ción y habilitación de inmuebles e instalaciones destinados
a los servicios de las comunidades que se encuentren den-
tro de dicha área, a través del equipamiento y la dotación
de bienes básicos, lo que propicia una mejor calidad de vi-
da, a través de la aplicación de obras y acciones.

La estrategia del programa se apoya en dos pilares: Res-
ponsabilidad Social y Ambiental y Desarrollo de las Co-
munidades. Con ello se contribuye a mejorar la productivi-
dad y a generar beneficios económicos y sociales para la
población.

1

Asimismo dicho programa cuenta con el sustento de nues-
tra Carta Magna, dado que son diversos los artículos de
nuestra Constitución que hacen referencia al impulso así
como al desarrollo económico nacional en la que concurri-
rán, con responsabilidad social, el sector público, el sector
social y el sector privado. 

Con esta iniciativa se busca reformar el orden jurídico me-
xicano a fin de establecer que un porcentaje del monto to-
tal del contrato principal de los contratistas y ejecutores de
obras públicas relacionadas con las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal, se destine para el
apoyo a la comunidad y el medio ambiente, programas,
obras y acciones aplicándose preferentemente en el área de
influencia contribuyendo al desarrollo humano, a la sus-
tentabilidad ambiental y programas de responsabilidad so-
cial que privilegien la construcción, equipamiento, mante-
nimiento, rehabilitación, reforzamiento, reconstrucción y
habilitación de inmuebles e instalaciones destinados a los
servicios de las comunidades.

II. Argumentación de la propuesta.

La presente propuesta tiene por objeto modificar la Ley de
Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, a
efecto de establecer la figura de un Programa en materia de
responsabilidad social que privilegie el apoyo a la comunidad
y el medio ambiente, con obras y acciones preferentemente
en el área de influencia y que contribuyan al desarrollo hu-
mano, a la sustentabilidad ambiental, a la responsabilidad so-
cial con la construcción, equipamiento, mantenimiento, reha-
bilitación, reforzamiento, reconstrucción y habilitación de
inmuebles e instalaciones destinados a los servicios de las
comunidades, estableciendo un porcentaje del monto total del
contrato principal de los contratistas y ejecutores de obras pú-
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blicas relacionadas con las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal.

Como ya ha sido señalado, la figura de apoyo a la comunidad
que ha sido instrumentada por Pemex a través del Programa
de Apoyo a la Comunidad y Medio Ambiente (PACMA) co-
mo mecanismo de intervención pública para optimizar las ac-
ciones de agentes de desarrollo, ha sido tomado como un mo-
delo de gestión pública para la presente iniciativa de reforma
de la citada Ley para establecer desde el marco normativo, el
apoyo a las comunidades por medio de recursos financieros
para el mejoramiento de las comunidades, al establecer que
de las contrataciones que se adjudiquen en términos de la Ley
se destine un porcentaje de los recursos económicos para el
impulso de dicho programa y que en este caso tomado como
modelo del PACMA sea un dos (2%) por ciento del monto to-
tal del contrato de obra pública que el Gobierno Federal lle-
ve a cabo mayor a cien millones de pesos por licitación, in-
vitación o adjudicación. No se incluyen las contrataciones
con dependencias y entidades de la administración pública
federal, estatal o municipal, organismos internacionales e ins-
tituciones académicas. Ni los relativos al desarrollo de proto-
tipos o a investigaciones específicas. Esta propuesta va más
allá, pues busca establecer en la legislación la incorporación
de dichos apoyos.

Asimismo de la revisión al Programa de Apoyo a la Co-
munidad y Medio Ambiente (PACMA), se observa que las
disposiciones que le dan sustento en nuestro orden jurídi-
co, mantienen la característica de ser generales, al referirse
a la  responsabilidad social y ambiental,  como bien se ob-
serva en lo normado en la Ley de Petróleos Mexicanos y
considerando que:

• De acuerdo al artículo 25 Constitucional, párrafo cuar-
to, al desarrollo económico nacional concurrirán, con
responsabilidad social, el sector público, el sector social
y el sector privado.

• Que de acuerdo a su párrafo séptimo, bajo criterios de
equidad social, productividad y sustentabilidad se apo-
yará e impulsará a las empresas de los sectores social y
privado de la economía, sujetándolos a las modalidades
que dicte el interés público y al uso, en beneficio gene-
ral, de los recursos productivos, cuidando su conserva-
ción y el medio ambiente.

• Que de acuerdo con su artículo 28, son de interés social
las inversiones que en materia educativa realice el Esta-
do, sus organismos descentralizados y los particulares.

Y tomando en cuenta que, de acuerdo al artículo 134 pá-
rrafos tercero y cuarto de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos: 

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo
tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier natura-
leza y la contratación de obra que realicen la Federación,
los estados, los municipios, la Ciudad de México, y los ór-
ganos político-administrativos de sus demarcaciones terri-
toriales, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licita-
ciones públicas mediante convocatoria pública para que
libremente se presenten proposiciones solventes en sobre
cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al
Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás cir-
cunstancias pertinentes.

Y que la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las mismas, tiene por objeto: 

Reglamentar la aplicación del artículo 134 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia
de contrataciones de obras públicas, así como de los servi-
cios relacionados con las mismas, que realicen: 

I. Las unidades administrativas de la Presidencia de la
República; 

II. Las Secretarías de Estado y la Consejería Jurídica del
Ejecutivo Federal; 

III. La Procuraduría General de la República; 

IV. Los organismos descentralizados; 

V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y
los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Go-
bierno Federal o una entidad paraestatal, y 

VI. Las entidades federativas, los municipios y los entes
públicos de unas y otros, con cargo total o parcial a re-
cursos federales, conforme a los convenios que celebren
con el Ejecutivo Federal. No quedan comprendidos pa-
ra la aplicación de la presente Ley los fondos previstos
en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.

Para lograr lo anterior, se proponen las siguientes modifi-
caciones: respecto de la Ley de Obras Públicas y Servicios
relacionados con las mismas, se adiciona artículo 20 Bis, y
una fracción XV Bis al artículo 46.
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Respecto de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacio-
nados con las mismas, se adiciona un artículo 20 Bis y que
dicha disposición establecería que las dependencias y en-
tidades incluirán en las convocatorias y en los contra-
tos, la cláusula de responsabilidad social que deberá
cumplirse durante la vigencia del contrato con los line-
amientos que se expidan, conforme a los proyectos de
obras y acciones que la Secretaría asignará mediante
cédulas por un valor del dos por ciento (2%) del monto
total del contrato y será destinado a programas, obras
y acciones aplicándose preferentemente en el área de in-
fluencia contribuyendo al desarrollo humano, a la sus-
tentabilidad ambiental y programas de responsabilidad
social que privilegien la construcción, equipamiento,
mantenimiento, rehabilitación, reforzamiento, recons-
trucción y habilitación de inmuebles e instalaciones
destinadas a los servicios de las comunidades que se en-
cuentren dentro de dicha área. 

Y con relación a la adición a una fracción XV Bis al artí-
culo 46, se propone la cláusula de responsabilidad social
que deberá cumplirse durante la vigencia del contrato
por un valor del dos por ciento (2%) del monto total del
contrato correspondiente, siempre que éste sea mayor a
cien millones de pesos, finalmente y a efecto de que la
presente iniciativa tenga una consecuencia inmediata y po-
sitiva para las comunidades y municipios, se propone esti-
pular en un artículo transitorio la emisión de los Linea-
mientos para la operación, ejecución e instauración del
Programa.

Para la fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional
es importante recobrar sus principios doctrinarios y acer-
carlos a la sociedad mexicana en general, los cuales enar-
bola como propuestas, refrendamos nuestro compromiso
con las familias mexicanas para seguir construyendo un
México más justo y con igualdad de oportunidades para to-
dos, en el que las políticas públicas para combatir la po-
breza sean incluyentes, responsables y lleguen de manera
efectiva, transparente y solidaria a quienes más lo necesi-
ten, para redistribuir la riqueza, generar capital humano y
combatir la pobreza

Estamos convencidos que con las modificaciones conteni-
das en esta iniciativa, se podrá dar un paso firme para ge-
nerar una mayor vinculación y aportación de las empresas
con las comunidades en dónde se efectúan obras públicas a
fin de mejorar el entorno social.

III. Contenido del proyecto de decreto

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración del Pleno de este órgano legislativo la presen-
te iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman
y adicionan el artículo 20 Bis, y una fracción XV Bis al ar-
tículo 46 ambos de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas, para establecer que las de-
pendencias y entidades incluirán en las convocatorias y
en los contratos, la cláusula de responsabilidad social que
deberá cumplirse durante la vigencia del contrato con los
lineamientos que se expidan, conforme a los proyectos de
obras y acciones que la Secretaría asignará mediante cé-
dulas por un valor del dos por ciento (2%) del monto to-
tal del contrato y será destinado a programas, obras y ac-
ciones aplicándose preferentemente en el área de
influencia contribuyendo al desarrollo humano, a la sus-
tentabilidad ambiental y programas de responsabilidad
social que privilegien la construcción, equipamiento,
mantenimiento, rehabilitación, reforzamiento, recons-
trucción y habilitación de inmuebles e instalaciones desti-
nadas a los servicios de las comunidades que se encuen-
tren dentro de dicha área. 

Artículo Único. Se adiciona artículo 20 Bis, y una fracción
XV Bis al artículo 46 ambos de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, para quedar como
sigue: 

Artículo 20 Bis. Las dependencias y entidades incluirán
en las convocatorias y en los contratos, la cláusula de
responsabilidad social que deberá cumplirse durante la
vigencia del contrato con los lineamientos que se expi-
dan, conforme a los proyectos de obras y acciones que
la Secretaría asignará mediante cédulas por un valor
del dos por ciento (2%) del monto total del contrato y
será destinado a programas, obras y acciones aplicán-
dose preferentemente en el área de influencia contribu-
yendo al desarrollo humano, a la sustentabilidad am-
biental y programas de responsabilidad social que
privilegien la construcción, equipamiento, manteni-
miento, rehabilitación, reforzamiento, reconstrucción y
habilitación de inmuebles e instalaciones destinadas a
los servicios de las comunidades que se encuentren den-
tro de dicha área. 

Artículo 46. Los contratos de obras públicas y servicios re-
lacionados con las mismas contendrán, en lo aplicable, lo
siguiente: 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 201781



I. a XV. … 

XV Bis. La cláusula de responsabilidad social que
deberá cumplirse durante la vigencia del contrato
por un valor del dos por ciento (2%) del monto total
del contrato correspondiente, siempre que éste sea
mayor a cien millones de pesos. 

XVI a XVII. …

… 

… 

… 

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
siguiente día de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal a través de la Se-
cretaría de la Función Pública en coordinación con la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, contará con un pla-
zo de noventa días naturales, contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto, para expedir los lineamien-
tos para crear el Programa de Apoyo a la Comunidad y que
deberán sujetarse las dependencias a fin de llevar a cabo las
disposiciones normadas que se desprendan, en el diseño y
aplicación de los instrumentos de planeación, ejecución,
operación, seguimiento y evaluación del Programa, a partir
de una programación basada en resultados y con una pers-
pectiva de desarrollo humano sustentable.

Recinto Legislativo de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, a veintiuno de noviembre de dos mil diecisiete.— Di-
putadas y diputados: Rocío Matesanz Santamaría, Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Genoveva Huer-
ta Villegas, Gianni Raul Ramírez Ocampo, Juan Corral Mier, Luis
Agustín Rodríguez Torres, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María del
Rosario Rodríguez Rubio, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza
Treviño, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos
(rúbricas).»

Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputada Rocío Matesanz Santa-

maría. Se turna a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La diputada Rocío Matesanz Santamaría: «Iniciativa
que reforma el artículo 65 de la Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santamaría, del
Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Rocío Matesanz Santamaría, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, en ejercicio de la facultad conferida en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como con lo dispuesto en
los artículos 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción X del artículo 65 de la Ley General de Educación,
en materia de participación de los padres de familia en la
educación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El país está inmerso en una transformación estructural que
involucra cambios tendientes al fortalecimiento del sistema
educativo nacional, mediante la participación de todos los
agentes de la sociedad interesados en el bienestar y desa-
rrollo tanto del país como de la población, reconociendo
que la educación es el motor que determina su capacidad
de competir con éxito en todos los ámbitos y afrontar los
desafíos que se planteen en el futuro; por lo que en ese im-
portante proceso deben ser copartícipes las autoridades
educativas, los directivos de las instituciones, los docentes,
los educandos e incluso los padres de familia.

La participación de los padres de familia, es un derecho
individual y una responsabilidad de las familias, entendi-
das como el núcleo fundamental de la sociedad, y por
tanto, una necesidad social, que no puede ser concebida
como un derecho contrario al de las instituciones educa-
tivas, como si éstas fueran las detentadoras únicas del de-
recho a la educación, al margen de los intereses familia-
res y por ende, sociales.

Si la ocupación y preocupación de la educación se centra
en la incorporación de las nuevas generaciones a la comu-
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nidad y a su cultura, se trata de una tarea que necesaria-
mente debe contar con la familia. Desde cualquier pers-
pectiva, la participación educativa resulta hoy, fundamen-
tal, y es muy posible que lo sea más todavía, en el futuro.
Incluso para los aspectos instrumentales de los aprendiza-
jes, es evidente que para su mayor eficacia es indispensa-
ble la participación de la familia en múltiples formas (J. L.
Gaviria, en Gaviria y otros, 2014).

A lo largo de la historia, los padres fueron los responsables
principales del cuidado y la educación de sus hijos. Sin em-
bargo, desde el siglo XIX, la implantación generalizada del
principio de la escuela obligatoria e institucionalizada, ge-
neró el deber a cargo de los padres de familia, de enviar a
sus hijos a planteles escolares. Esta manera de entender la
garantía del derecho a la educación hizo que los padres y la
escuela comenzaran a compartir la tarea educativa, cues-
tión que no estuvo exenta de controversia, puesto que su-
puso una interferencia del Estado en lo que hasta entonces
había sido un asunto privado de la familia. A partir de ese
momento, se produjo el inicio de las relaciones entre fa-
milia y escuela como instituciones complementarias en
la educación de los niños (I. Egido, en Gaviria y otros,
2014).

La aparición de los sistemas escolares en la sociedad mo-
derna llegó como consecuencia, entre otras circunstancias,
de la necesaria división del trabajo en una sociedad cada
vez más compleja. Aunque la educación de jure siguió
siendo un papel que desempeñaba la familia, hubo una
cierta transferencia de responsabilidad a la escuela y por
ende, a las instituciones del Estado. Ahora, con la crecien-
te complejidad de los conocimientos y competencias que
son necesarios para convertirse en un miembro activo e in-
tegrado de la comunidad, el péndulo está volviendo de nue-
vo a su origen y en general, se acepta que sin la coopera-
ción positiva y coordinada entre la escuela y la familia
(entendida como parte del Sistema Educativo Nacional en
su conjunto), no es posible llegar a los altos estándares
educativos exigidos en una sociedad como la nuestra.

Por ello, la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos establece que los padres tienen el derecho preferente a
elegir el tipo de educación que recibirán sus hijos (Art.
26.3), y ese derecho ha sido ratificado en las distintas de-
claraciones y convenciones internacionales sobre la mate-
ria, figurando también en las constituciones o normas lega-
les de más alto rango en todos los países.

La participación de las familias en la educación es un de-
recho básico en las sociedades democráticas, y, como tal,
es un derecho que debiera llevar aparejada la garantía, por
parte de los poderes públicos, de hacerlo efectivo de forma
constructiva y eficaz.

Por ello, actualmente la Ley General de Educación
(LGE) del país, en su carácter de ley reglamentaria del ar-
tículo 3o. constitucional, reconoce que las familias pueden
y deben tener presencia en la vida de las escuelas a tra-
vés de los órganos constituidos al efecto, que son los con-
sejos de participación social o las asociaciones de pa-
dres de familia. Así, los citados consejos y asociaciones se
convierten en agentes sociales que permiten conocer el
sentir general de la sociedad y dirimir las diferentes con-
cepciones de lo que deben ser la acción escolar en su con-
junto y los diferentes intereses presentes en la escuela.

Lo esencial de la participación educativa consiste en la im-
plicación activa de los padres en todos los aspectos del de-
sarrollo social, emocional y académico de sus hijos. Esta
participación engloba fenómenos tan dispares como las ex-
pectativas de los padres sobre el futuro académico de sus
hijos, el control familiar y la intensidad de la implicación
de los adultos en el cumplimiento de sus hijos respecto de
los deberes escolares, la frecuencia con que los padres es-
tán físicamente presentes en la escuela, los programas y cu-
rrículos que seguirán sus hijos y los contenidos educati-
vos (J. L. Gaviria, en Gaviria y otros, 2004).

Grant y Ray (2013) (J. L. Gaviria, en Gaviria y otros, 2004)
distinguen diferentes tipos de beneficios o prerrogativas re-
lacionadas con la tendencia inclusiva de los padres de fa-
milia, a saber: para los estudiantes, para las familias y
para la escuela. Para los estudiantes es esencial contar con
el apoyo, reconocimiento y aliento de los padres; situación
que genera un mayor rendimiento académico, fortaleci-
miento de la identidad y la autoestima, y mejor adaptación
al medio escolar y a la sociedad. Entre los beneficios para
los padres, destacan el desarrollo de actitudes positivas,
mayor satisfacción con el desarrollo profesional de los pro-
fesores y mejor entendimiento del funcionamiento de la es-
cuela y sus programas, lo que les mueve a participar más y
asumir mayores responsabilidades en el proceso educativo.
En cuanto a la propia escuela, los profesores ven facilita-
da su tarea y ésta alcanza resultados académicos óptimos,
reconocimiento a su labor y mayores beneficios sociales y
económicos.
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Investigadores del Proyecto Includ-ed (2006) analizaron
cinco tipos de participación de los padres y su relación con
el rendimiento académico de los estudiantes, como son: in-
formativa, consultiva, decisoria, evaluativa y educativa. La
participación informativa supone que la escuela transmi-
te información a las familias y estas exclusivamente la re-
ciben por diferentes vías y sin más posibilidades de parti-
cipar. La participación consultiva supone un paso más, ya
que los padres pueden formar parte de los órganos de go-
bierno de las escuelas, aunque su papel es puramente con-
sultivo. En el nivel de la participación decisoria, los pa-
dres pueden participar en la toma de decisiones referentes
a los contenidos de enseñanza y a la evaluación. La parti-
cipación evaluativa incrementa la presencia de los padres
en los procesos de evaluación del alumnado y de la propia
escuela. Por último, emplean el término de participación
educativa para referirse a la participación de los padres en
los procesos de aprendizaje de sus hijos y en su propia for-
mación. Los resultados del estudio indican que solo los
tres últimos tipos de participación contribuyen al éxito
escolar (J. L. Gaviria, en Gaviria y otros, 2004).

Además del derecho a la elección de un determinado tipo
de enseñanza, los padres han ido adquiriendo progresiva-
mente otros derechos relacionados con la educación de sus
hijos. Así, en el momento actual, suelen diferenciarse dos
grandes tipos de categorías de derechos paternos vigentes
en todos los países (Eurydice, 1997):

a) Derechos individuales, entre los que se encuentra el de-
recho a elegir la escuela que desean para sus hijos, el dere-
cho a recurrir cuando existe desacuerdo con las decisiones
adoptadas por la autoridad escolar y el derecho a la infor-
mación sobre el progreso de sus hijos y sobre sus propios
derechos.

b) Derechos colectivos, que se refieren esencialmente al
derecho de los padres a participar de manera colectiva en
las estructuras formales del sistema educativo.

Los derechos de los padres como colectivo se desarrollaron
con posterioridad a los derechos de tipo individual. Aunque
pueden señalarse algunas excepciones, como las de Ale-
mania, Finlandia, Francia o los Países Bajos, que contem-
plaron previamente esta cuestión y privilegiaron la partici-
pación de los padres en la vida de la escuela y en la gestión
del sistema escolar hacia la década de 1970; momento en
que se empezó a considerar la participación conjunta en el
desarrollo de la educación, como una exigencia propia de
los estados democráticos (Eurydice, 1997).

La primera oleada generalizada de reformas destinadas a
incrementar la participación de las familias en el sistema
escolar tuvo lugar, por tanto, en el decenio de 1970. Fue
entonces cuando los sistemas educativos empezaron a
abrirse a los padres, sumando a la idea del valor intrínseco
de la participación, la necesidad de implicar a las familias
para evitar el fracaso escolar, que comenzaba a ser objeto
de preocupación en muchos países.

La Comisión Europea, en el Informe europeo 2000 sobre la
calidad de la educación, considera que la participación de
los padres es uno de los indicadores de calidad de la en-
señanza escolar y afirma textualmente:

La participación de los padres en la educación de sus hijos
tiene consecuencias políticas en todos los países europeos.
Los padres tienen opiniones firmes sobre las escuelas de
sus hijos y se están convirtiendo en unos consumidores ca-
da vez más exigentes y críticos en este ámbito. Pueden rea-
lizar contribuciones eficaces para la mejora de las escuelas
por medio del apoyo a la dirección y a los profesores del
centro, o bien pueden impedir que el centro avance y ge-
nerar conflictos. La participación de los padres puede
influir de distintas maneras en la calidad de la educa-
ción de los niños (I. Egido: 35, en J. L Gaviria, 2014).

Lo cierto es que actualmente nadie cuestiona la trascen-
dencia de conseguir una adecuada colaboración entre la fa-
milia y la escuela como medio para la mejora de los resul-
tados educativos.

Por lo expuesto podemos afirmar que la participación de
los padres de familia constituye un principio rector de los
sistemas escolares prácticamente en todos los sistemas
educativos que buscan la vanguardia en resultados educati-
vos. Se considera además, que dicho principio no es solo
un requisito para la democratización de la educación, sino
también un procedimiento para asegurar una mayor recep-
tividad del sistema a los diferentes tipos de necesidades
educativas y para asegurar una mayor calidad de la ense-
ñanza. Por este motivo, la mayoría de los países cuentan
con mecanismos para garantizar la participación de los di-
ferentes sectores de la comunidad educativa, entre los que
se encuentran necesariamente los padres de familia (I. Egi-
do, en Gaviria y otros, 2014).

Una reforma como la educativa requiere sumar esfuerzos,
tener claro el papel que desempeñará cada sector de la so-
ciedad civil. De ahí que autoridades, maestros y padres de
familia, deban asumir un papel pro-activo, creando canales
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y hábitos que permitan restaurar el equilibrio y la fortaleza
de las relaciones entre los tres sectores básicos del sistema
educativo nacional.

La reforma educativa, mediante el proyecto La Escuela al
Centro, tiene como una de sus líneas de acción el fortale-
cimiento de la participación social activa a través de los
consejos de participación social en sus diversos niveles, los
cuales constituyen la base en la toma de decisiones en ma-
teria educativa, así como el vínculo con la comunidad. Por-
que si de algo debemos estar seguros en México, es que los
padres de familia son los primeros responsables de la
educación de sus hijos y por ello, el sistema educativo
tiene que contar y confiar en sus decisiones, tal como lo
determina el artículo 31, fracción I, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escuelas
públicas o privadas, para obtener la educación preesco-
lar, primaria, secundaria, media superior y reciban la
militar, en los términos que establezca la ley.

Diversos estudios realizados en Estados Unidos de Améri-
ca, en especial el Informe Coleman, efectuado por Camp-
bell, Hobson, Mcpartland, Word y York, demostró que fac-
tores como el nivel socioeconómico de la familia, el nivel
de escolaridad y la participación de los padres influyen
en los puntajes que obtienen los estudiantes (Valdés y otro,
2009).

Para el caso mexicano, estudios realizados por González, Co-
rral, Frías y Miranda (González y otros, 1998), asociaron el
afecto de los padres, el tiempo que dedican a sus hijos y el in-
terés por conocer a sus maestros, con la alta autoestima del
hijo, la cual, a su vez, estimula el esfuerzo escolar 

No podemos dejar de lado la investigación realizada por Fer-
nando Martínez (Martínez, 2001), quien sugiere que el factor
más influyente en el desempeño escolar, son las prácticas fa-
miliares, incluso por encima de los aspectos demográficos,
económicos y comunitarios que rodean al estudiante.

En razón de lo anterior, la política de participación de los
padres de familia o tutores en la escuela, plantea una mi-
sión en común: que la educación pensada como formación
y promoción de valor y actitud vital, sólo se puede realizar
plenamente si se trabaja en conjunto.

Según Alwyn, “padres y tutores deben estar al tanto de los
logros e insuficiencias del rendimiento académico de sus
hijos, que tengan responsabilidad y compromiso en su edu-
cación, para que accedan a mejores oportunidades, en una
relación causa-efecto, que pregunten, cooperen y ejerzan
su derecho y responsabilidad” (Alwyn, 2002; en Pincheira,
2010).

En la sociedad mexicana se ha generalizado el fenómeno
de la desintegración familiar, que tiene como efecto la mul-
tiplicidad de familias mono parentales, así como el cre-
ciente porcentaje de hogares en los que ambos padres se
han visto en la necesidad de incorporarse a las actividades
económicamente activas, ocasionando que cada día se mul-
tipliquen las niñas y niños que fuera de los horarios esco-
lares, sean cuidados o supervisados por personas que no
son sus padres; Esta nueva dinámica ha repercutido en la
educación, cuidado y guía de la niñez mexicana. El último
estudio realizado por el INEE (2014), denominado “Pano-
rama Educativo de México 2014”, refleja en un estudio
realizado con alumnos de tercer grado de primaria, que so-
lo dos a tres estudiantes, de cada diez son apoyados en sus
hogares durante las tareas asignadas en casa.

Por ello, el INEE asegura que para mejorar la calidad de la
educación, es indispensable una interacción efectiva entre
los padres de familia y los docentes, lo cual implica nece-
sariamente la participación de los padres en las tareas es-
colares, en las reuniones y actividades educativas, conclu-
yendo, también, que la participación de los padres en la
educación de sus hijos, permite a sus hijos obtener mejores
resultados en la escuela, mejor comportamiento, actitudes
más positivas hacia la escuela y un desarrollo más integral.

Los investigadores Felipe de Jesús Perales Mejía, y María
Máyela Escobedo Carrillo, de la Universidad Pedagógica
Nacional (Perales, F. de J. y Escobedo, M. M., 2016), con-
sideran que en nuestro país la participación de las madres
y los padres de familia en la educación, requiere de “un
proceso que ayude a formar un nuevo tipo de ciudadano,
un ciudadano más apto para vivir en democracia y, por lo
mismo, para vivir en una sociedad más justa y que ofrezca
a todos mejores condiciones de vida”.

Esa situación pone de relieve el carácter social y participa-
tivo de la educación en nuestro país, en donde a través del
ejercicio democrático, las mexicanas y los mexicanos re-
conocen como prerrogativa del Estado, la facultad de cum-
plir con tan importante función, en estrecha colaboración
con los demás agentes del sistema educativo nacional, re-
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conociendo la educación como uno de los derechos huma-
nos fundamentales y a los padres de familia como partes
integrantes del mencionado Sistema, tal como se despren-
de de lo dispuesto en el artículo 3o. constitucional, pá-
rrafos primero, segundo y tercero, fracción III, donde se
establece:

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir edu-
cación. El Estado –federación, estados, Ciudad de Mé-
xico y municipios– impartirá educación preescolar, pri-
maria, secundaria y media superior. La educación
preescolar, primaria y secundaria conforman la educa-
ción básica; ésta y la media superior serán obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, a la vez, el amor a la patria, el respeto de
los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad
internacional, en la independencia y en la justicia.

El Estado garantizará la calidad en la educación obliga-
toria de manera que los materiales y métodos educati-
vos, la organización escolar, la infraestructura educativa
y la idoneidad de los docentes y los directivos garanti-
cen el máximo logro de aprendizaje de los educandos.

I. y II. …

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el se-
gundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo Federal
determinará los planes y programas de estudio de la
educación preescolar, primaria, secundaria y normal pa-
ra toda la República. Para tales efectos, el Ejecutivo fe-
deral considerará la opinión de los gobiernos de las
entidades federativas, así como de los diversos secto-
res sociales involucrados en la educación, los maes-
tros y los padres de familia en los términos que la ley
señale…

Lo anterior, en congruencia con lo establecido en el artí-
culo 31, fracción I, de la Constitución citado.

Ahora bien, la Ley General de Educación, tras la reforma
de septiembre de 2013, tiene entre sus principales objeti-
vos, el asegurar la participación activa de todos los invo-
lucrados en el proceso educativo, con sentido de respon-
sabilidad social, privilegiando la participación de los
educandos, docentes y padres de familia.

Así lo establecen los artículos 2o., párrafo tercero; 12,
fracciones III, V Bis y XI; 22, párrafo segundo; 28 Bis,
fracción III; 33, fracción XI; 48, párrafo segundo; y 65
a 73 de la citada ley.

El artículo 12 de la LGE, el cual es parte del capítulo II,
“Del federalismo educativo”, sección 1, “De la distribu-
ción de la función social educativa”, señala:

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la au-
toridad educativa federal las atribuciones siguientes:

I. Determinar para toda la República los planes y pro-
gramas de estudio para la educación preescolar, la pri-
maria, la secundaria, la normal y demás para la forma-
ción de maestros de educación básica, a cuyo efecto se
considerará la opinión de las autoridades educativas
locales y de los diversos sectores sociales involucra-
dos en la educación en los términos del artículo 48;

II. (…)

III. Elaborar, mantener actualizados y editar, en forma-
tos accesibles, los libros de texto gratuitos y demás ma-
teriales educativos, mediante procedimientos que per-
mitan la participación de los diversos sectores sociales
involucrados en la educación;

IV. a XIV. (…)

El artículo 48 de la LGE, en el capítulo IV, “Del proceso
educativo”, sección 2, “De los planes y programas de estu-
dio”, observa lo siguiente:

Artículo 48. La Secretaría determinará los planes y pro-
gramas de estudio, aplicables y obligatorios en toda la
República Mexicana, de la educación preescolar, la pri-
maria, la secundaria, la educación normal y demás para
la formación de maestros de educación básica, de con-
formidad a los principios y criterios establecidos en los
artículos 7 y 8 de esta ley.

Para tales efectos, la secretaría considerará las opinio-
nes de las autoridades educativas locales, y de los di-
versos sectores sociales involucrados en la educación,
los maestros y los padres de familia, expresadas a tra-
vés del Consejo Nacional de Participación Social en la
Educación a que se refiere el artículo 72, así como las
que, en su caso, formule el Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación.
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(…)

(…)

(…)

Es evidente que el derecho a la participación de los padres
de familia se encuentra reconocido plenamente en la ley,
pues el capítulo VII, “De la participación social en la edu-
cación”, sección 1, “De los padres de familia”, de la LGE,
en el artículo 65, fracciones IV y X, establece que son de-
rechos de quienes ejercen la patria potestad o la tutela,
“formar parte de las asociaciones de padres de familia y de
los consejos de participación social a que se refiere este ca-
pítulo.” y “opinar a través de los consejos de participación
respecto a las actualizaciones y revisiones de los planes y
programas de estudio”, respectivamente.

En la sección 2, “De los consejos de participación social”,
del mismo capítulo VII de la LGE, el artículo 69 señala:

Artículo 69. Será responsabilidad de la autoridad de ca-
da escuela pública de educación básica vincular a ésta,
activa y constantemente, con la comunidad. El ayunta-
miento y la autoridad educativa local darán toda su co-
laboración para tales efectos.

La autoridad escolar hará lo conducente para que en cada
escuela pública de educación básica opere un consejo es-
colar de participación social, integrado con padres de fa-
milia y representantes de sus asociaciones, maestros y re-
presentantes de su organización sindical, quienes
acudirán como representantes de los intereses laborales
de los trabajadores, directivos de la escuela, exalumnos,
así como con los demás miembros de la comunidad inte-
resados en el desarrollo de la propia escuela.

Este consejo

a) a k) (…)

l) Opinará en asuntos pedagógicos y en temas que
permitan la salvaguarda del libre desarrollo de la perso-
nalidad, integridad y derechos humanos de las y los edu-
candos.

…

Los artículos 71 y 72 del mismo ordenamiento disponen:

Artículo 71. En cada entidad federativa funcionará un
consejo estatal de participación social en la educación,
como órgano de consulta, orientación y apoyo. Un ór-
gano análogo se establecerá en el Distrito Federal. En
dicho consejo se asegurará la participación de padres de
familia y representantes de sus asociaciones, maestros y
representantes de su organización sindical (…).

Este consejo promoverá y apoyará entidades extraesco-
lares de carácter cultural, cívico, deportivo y de bienes-
tar social; coadyuvará a nivel estatal en actividades de
protección civil y emergencia escolar; sistematizará los
elementos y aportaciones relativos a las particularidades
de la entidad federativa que contribuyan a la formula-
ción de contenidos estatales en los planes y programas
de estudio; podrá opinar en asuntos pedagógicos; co-
nocerá las demandas y necesidades que emanen de la
participación social en la educación a través de los con-
sejos escolares y municipales, formando los requeri-
mientos a nivel estatal para gestionar ante las instancias
competentes su resolución y apoyo; conocerá los resul-
tados de las evaluaciones que efectúen las autoridades
educativas y colaborará con ellas en actividades que in-
fluyan en el mejoramiento de la calidad y la cobertura
de la educación.

Artículo 72. La Secretaría promoverá el establecimien-
to y funcionamiento del Consejo Nacional de Participa-
ción Social en la Educación, como instancia nacional de
consulta, colaboración, apoyo e información, en la que
se encuentren representados padres de familia y sus
asociaciones, maestros y su organización sindical, quie-
nes acudirán como representantes de los intereses labo-
rales de los trabajadores, autoridades educativas, orga-
nizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea la
educación, así como los sectores social y productivo es-
pecialmente interesados en la educación. Tomará nota
de los resultados de las evaluaciones que realicen las au-
toridades educativas, conocerá el desarrollo y la evolu-
ción del sistema educativo nacional, podrá opinar en
asuntos pedagógicos, planes y programas de estudio
y propondrá políticas para elevar la calidad y la co-
bertura de la educación.

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, que abarca to-
das las políticas públicas a seguir durante ese periodo, en la
meta nacional “México con educación de calidad” estable-
ce en su respectivo enfoque transversal, estrategia II, “Go-
bierno cercano y moderno”, entre sus líneas de acción las
relativas a “actualizar el marco normativo general que rige la
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vida de las escuelas de educación básica, con el fin de que las
autoridades educativas estatales dispongan de los parámetros
necesarios para regular el quehacer de los planteles, y se es-
tablezcan con claridad deberes y derechos de los maestros,
los padres de familia y los alumnos”, y “Definir estándares
de gestión escolar para mejorar el desempeño de los plante-
les educativos” (PND 2013-2018).

En congruencia con lo anterior, el 7 de marzo de 2014 el
Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Educación
Pública, publicó en el Diario Oficial de la Federación el
acuerdo número 716 (2 de mayo de 2016), por el que se
establecen los Lineamientos para la constitución, orga-
nización y funcionamiento de los consejos de participa-
ción social en la educación, que tienen como principal ob-
jetivo, fomentar la participación en la educación de los
diferentes actores involucrados en el proceso educativo.

El acuerdo número 716 dispone lo siguiente:

Artículo 4. A nivel federal se constituirá y operará el
Consejo Nacional de Participación Social en la Educa-
ción, como instancia nacional de consulta, colaboración,
apoyo e información, de conformidad con el artículo 72
de la Ley General de Educación.

Artículo 5. En cada entidad federativa se constituirá y
operará un consejo estatal de participación social en la
educación, como órgano de consulta, orientación y apo-
yo, de conformidad con el artículo 71 de la Ley General
de Educación.

También en los artículos 10, 30 y 35 del citado acuerdo se
indica que los consejos de participación social podrán opi-
nar en asuntos pedagógicos, así como en planes y pro-
gramas de estudio y temas relacionados con el sistema
educativo nacional en los términos de la Ley General de
Educación.

No obstante la regulación transcrita y de que la reforma del
artículo 28 Bis de la Ley General de Educación de 2013
impulsó el tema, la realidad es que la participación de los
padres de familia es una cuestión de carácter reciente en la
que falta esclarecer y robustecer el alcance de la participa-
ción de los Consejos de Participación Social, motivo por el
cual dentro del marco del Sistema Educativo Nacional aún
no se ha alcanzado a instaurar adecuadamente la forma y
contenido material de la participación directa o indirec-
ta, de los padres de familia en todo lo que concierne a

los “aspectos pedagógicos”, incluido en este concepto no
sólo lo relativo a planes y programas, sino también a los li-
bros de texto gratuitos y a los diversos materiales edu-
cativos, lo cual significaría el reconocimiento implícito de
la valía e importancia que dicha participación aporta al de-
sempeño académico de los estudiantes y por ende, al bien-
estar familiar y social.

En apoyo de lo expuesto, el artículo 17 del Reglamento
Interior de la Secretaría de Educación Pública señala:

Artículo 17. Corresponde a la Dirección General de
Evaluación el ejercicio de las siguientes atribuciones:

I. Evaluar sistemática y permanentemente las políticas
del sistema educativo nacional y la eficacia de las ac-
ciones del sector educativo en su conjunto;

II. Evaluar en forma sistemática y continua los planes y
programas de estudio, libros de texto, métodos y mate-
riales educativos destinados a la educación básica y nor-
mal, así como también aquellos que se encuentren en
proceso de experimentación, con el objeto de mantener-
los actualizados;

III. a V. (…)

El artículo 26 del mismo reglamento dispone:

Artículo 26. Corresponde a la Dirección General de
Materiales y Métodos Educativos el ejercicio de las si-
guientes atribuciones:

I. Proponer, en coordinación con la Dirección General
de Normatividad, innovaciones a los contenidos educa-
tivos, métodos, materiales y auxiliares didácticos para la
aplicación de los planes y programas de estudio de la
educación inicial, especial, básica y normal, a fin de
apoyar el trabajo de los maestros y de los alumnos, to-
mando en consideración las observaciones de las au-
toridades educativas locales y del Consejo Nacional de
Participación Social en la Educación;

II. Elaborar y mantener actualizados los libros de tex-
to gratuitos, a partir de las propuestas de contenidos
generadas por la Dirección General de Normatividad,
mediante procedimientos que permitan la participa-
ción de los diversos sectores sociales involucrados
en la educación;
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III. Proponer a la Comisión Nacional de Libros de Tex-
to Gratuitos, el manuscrito final, la formación y edición
de los libros de texto gratuitos para su impresión y dis-
tribución nacional;

IV. a XI. (…)

En abono a lo anterior, el artículo 30 del Reglamento In-
terior de la Secretaría de Educación Pública puntualiza
que los libros de texto y materiales educativos no se cons-
truyen como un producto individual y aislado; su elabora-
ción responde a la organización de contenidos disciplinares
que cumplen con una función de aprendizaje específica en
el currículo. De igual forma, los planes y programas de es-
tudio están definidos mediante la participación social de
expertos en las diferentes asignaturas que se impartirán, así
como por especialistas en el diseño curricular. Así pues, re-
sulta evidente que los contenidos educativos no responden
a criterios personales o definidos por azar, sino que son
producto de discusiones y consenso entre todos los actores
involucrados en la construcción del currículo nacional.

Se observa que para la determinación de los planes y pro-
gramas de estudio aplicables en toda la República, la Se-
cretaría de Educación Pública está jurídicamente obligada
a considerar la opinión de los padres de familia, conforme
a lo dispuesto por la LGE. En este tenor, cabe puntualizar
que el contenido de los libros de texto gratuitos debe refle-
jar cabalmente los planes y programas de estudio, pero la
facultad o derecho de opinar que debieran tener los padres
de familia respecto a los contenidos de los libros de texto y
los materiales educativos, y su congruencia con los planes
y programas, no está regulado de manera explícita y en la
práctica, no obstante la clara vinculación entre ambos, no
se les permite opinar respecto a los mismos.

En razón de lo anterior, proponemos ampliar los supuestos
normativos en que los padres de familia o tutores, ya sea
mediante su participación en los consejos de participación
social o a través de las asociaciones de padres de familia,
participen en el proceso educativo y en los “asuntos peda-
gógicos”, con el propósito de hacer extensivos a la socie-
dad mexicana los beneficios, el sentido y las modalidades
de participación que existen en otros países, respecto a la
educación de sus hijos.

Por tanto, en la legislación mexicana debe puntualizarse
que además de la participación en todo lo relativo a planes
y programas educativos, resulta de primordial importancia,

tal como lo señala el Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018, clarificar el alcance del derecho a la participación
de los padres de familia en un tema de gran trascendencia
educativa y social, que es el relativo a los llamados libros
de texto gratuitos, con contenidos realizados por la Sub-
secretaría de Educación Básica de la Secretaría de Edu-
cación Pública, a través de la Dirección General de De-
sarrollo Curricular, y cuya impresión y distribución
corresponde desde 1959 a la Conaliteg (Comisión Nacio-
nal de Libros de Texto Gratuito), y que conforme a los
principios que dieron origen a su creación, deberán reflejar
y ajustarse a los planes y programas educativos, con un di-
seño minucioso, fundado pedagógicamente y procurando
que sus contenidos o expresiones no susciten “rencores,
odios, prejuicios o controversias” (Conaliteg: Historia);
situación esta última, que solo es plausible, permitiendo
que los padres de familia conozcan previamente los conte-
nidos y materiales educativos de sus hijos y estén faculta-
dos para expresar su opinión respecto de los mismos, tal
como lo pueden hacer respecto de los planes y programas
de estudio (artículo 65, fracción X, LGE); entendiendo que
dicha opinión no tendría una carácter vinculatorio, pero
sería de vital importancia para valorar y pulsar el sentir y
los criterios socialmente admisibles en la educación en ge-
neral, por parte de uno de los principales integrantes del
Sistema Educativo Nacional: los padres de familia.

A mayor abundamiento, es de señalarse que en materia de
políticas públicas educativas rige el principio de gober-
nanza, que exige la participación social y por tanto, la in-
corporación de los padres de familia en la toma de decisio-
nes en la materia, con el objetivo de mejorar el logro
educativo (Santizo C., 2011), y en tal sentido además, hay
que observar lo que dispone el artículo 1o., párrafo ter-
cero, constitucional, que establece la universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad de los
derechos humanos y por ende de las políticas públicas en
relación a ellos, entendiendo que la educación es un dere-
cho humano de primera generación:

Artículo 1o. …

…

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tie-
nen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar
los derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progre-
sividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investi-
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gar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos huma-
nos, en los términos que establezca la ley.

…

…

Además, el artículo 3o. constitucional le señala un carác-
ter democrático que en conjunto con los anteriores princi-
pios, fundamenta la necesaria participación de los padres
para expresar su opinión respecto de los contenidos de
los libros de texto y materiales educativos, en concor-
dancia con el derecho ya legislado, a opinar respecto de los
programas y currículos educativos, pues se trata de una fa-
cultad indivisible, y por tanto, del derecho a opinar sobre
programas y currículos educativos deviene el de opinar so-
bre el contenido de los libros de texto gratuitos (como un
derivado o consecuencia de aquel), pues ambos forman
parte de un todo; en caso contrario, se estaría rompiendo
con los principios que deben regir tanto a las políticas pú-
blicas como a los principios generales del derecho, espe-
cialmente el de congruencia, por el que se establece que
“quien puede lo más puede lo menos”.

Por lo expuesto, la presente iniciativa de reforma del artí-
culo 65, fracción X, de la Ley General de Educación
busca esclarecer y fortalecer el derecho a la participación
de los padres de familia en los consejos de participación
social o las asociaciones de padres de familia y constituir
una estrategia adicional para involucrar a los padres de fa-
milia en el proceso educativo, otorgándoles la facultad de
expresar sus opiniones sobre los contenidos de los libros
de texto obligatorios y materiales educativos.

De ahí que la propuesta para reformar la Ley General de
Educación sea la siguiente:

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción X del artículo 65 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 65. Son derechos de quienes ejercen la patria po-
testad o la tutela

I. a IX. …

X. Opinar a través de los Consejos de Participación res-
pecto a las actualizaciones y revisiones de los planes y
programas de estudio, y de los contenidos de los libros
de texto gratuitos y demás materiales educativos.

XI. a XII. …

Transitorios

Primero. En virtud de que la presente implica modifica-
ciones a los lineamientos generales de carácter nacional
que emite la autoridad educativa federal sobre la constitu-
ción y funcionamiento de los consejos de participación so-
cial, se establece un plazo de seis meses a partir de la en-
trada en vigor de la misma, para que se proceda a su
modificación, a fin de hacerlos compatibles con el conteni-
do normativo de este decreto.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Rocío Matesanz Santamaría, Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, Genoveva Huerta Villegas, Juan Corral Mier, Luis
Agustín Rodríguez Torres, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María del
Rosario Rodríguez Rubio, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza
Treviño, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos
(rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación se le concede el uso de la palabra a la
diputada Araceli Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 5, 27 y 43 de la Ley General de Desarrollo Social.

La diputada Araceli Saucedo Reyes: Muchas gracias,
presidenta. Con su venia. Buenas tardes, compañeras,
compañeros diputados, la presente iniciativa que hoy ven-
go a presentar tiene que ver con un tema muy importante,
debido a que en nuestro país existen muchos programas so-
ciales que no están del todo enumerados bajo un padrón
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único. Hoy los programas sociales que tenemos a nivel fe-
deral, en los gobiernos estatales y municipales, no se en-
cuentran enlistados, por lo tanto eso permite un cruce tam-
bién de quienes son beneficiados de estos programas
sociales.  Por ello es que la presente iniciativa que hoy
vengo a decirles me parece de relevante importancia. 

La Ley General de Desarrollo Social establece el mandato
de una política social del Estado mexicano que debería ser
responsabilidad de los tres ámbitos de gobierno, con un es-
pacio de decisión y coordinación, una definición comparti-
da de la pobreza y de cómo medirla y una institución res-
ponsable de la medición de la pobreza y la evaluación de la
política social.

En contraste con este mandato, Coneval ha encontrado 6
mil 751 programas y acciones de desarrollo social en todo
el país, 233 son federales, 3 mil 788 corresponden a los es-
tados y 2 mil 730 son municipales. Desde diversos diag-
nósticos se ha encontrado que tienen duplicidades, son si-
milares y muchos de ellos son empalmados, esto podría
haber respondido en algún momento a una intención de
contar con intervenciones más específicas, mejor focaliza-
das y dirigidas a problemas identificables y medibles, pero
a su vez hay también una lógica de rendimiento político y
competencia por clientelismo que puede suponerse detrás
de esta multiplicación de los programas.

Por ello, a pesar del gasto anual destinado al desarrollo so-
cial, estimado en más de 2.1 billones de pesos anuales, los
niveles de pobreza en el país se mantienen prácticamente
en los mismos niveles históricos. Con esta iniciativa se pre-
tender reformar la Ley General de Desarrollo Social con la
finalidad de crear el Registro Nacional de Programas y Ac-
ciones para el Desarrollo Social, el cual tiene como propó-
sito garantizar una mayor articulación, transparencia, ren-
dición de cuentas de los programas y acciones para el
desarrollo social en los tres niveles de gobierno.

Es por ello que se propone un mecanismo para mejorar esta
transparencia, el control y esta rendición de cuentas, así co-
mo para contribuir a la construcción de una política verdade-
ra social integral, que coordine los tres niveles de gobierno.

En este sentido y a fin de avanzar con la construcción de un
sistema nacional de programas sociales articulado y coor-
dinado, se propone crear un registro nacional de programas
y acciones para el desarrollo social, a fin de dar mayor so-
lidez a la política social y con desarrollo realmente ade-
cuado en todo el país.

Con ello los gobiernos, tanto federal, estatal y municipal, par-
ticiparían incorporando la información de sus programas so-
ciales en una plataforma. Esta base de datos concentraría to-
da la información actualizada sobre los programas sociales
que operan a nivel nacional, lo que permitiría conocer la ofer-
ta de los programas sociales que existen en todo el país en
tiempo real y la demanda también que existe.

Esto nos permite que los ciudadanos, a lo largo y ancho de
toda la República realmente puedan beneficiarse con los
programas sociales, ya que hoy vemos con gran tristeza
que no hemos logrado realmente combatir la pobreza en to-
da la dimensión y tener realmente un padrón nos permitiría
tener el alcance y conocer los programas que tendríamos en
todo el país en los tres niveles de gobierno. Eso nos permi-
tiría que el ciudadano realmente se pueda beneficiar y que
aquellos ciudadanos que hoy en día tienen hasta dos o más
programas sociales, pues le den la oportunidad a quienes
no tienen hoy un programa social, viéndose beneficiado
con ello. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 5, 27 y 43 de
la Ley General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada
Araceli Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, Araceli Saucedo Reyes, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nu-
meral 1, fracción I, y 76 a 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

La Ley General de Desarrollo Social establece el mandato
de una política social del Estado mexicano, que debería ser
responsabilidad de los tres ámbitos de gobierno, con un es-
pacio de decisión y coordinación (el Consejo Nacional de
Desarrollo Social), una definición compartida de la pobre-
za y de cómo medirla, y una institución responsable de la
medición de la pobreza y la evaluación de la política social
(el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desa-
rrollo Social, Coneval).1

En contraste con ese mandato, el Coneval ha encontrado
6 mil 751 programas y acciones de desarrollo social en
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todo el país (233 federales, 3 mil 788 estatales y 2 mil
730 municipales) que, desde diversos diagnósticos, se ha
encontrado que tienen duplicaciones, similitudes, empal-
mes e insuficiencias.

Esto podría haber respondido, en algún momento, a una in-
tención de contar con intervenciones más específicas, me-
jor focalizadas y dirigidas a problemas identificables y me-
dibles. Pero a su vez hay también una lógica de
rendimiento político y competencia por clientelas que pue-
de suponerse detrás de la multiplicación de programas.2

En cualquier caso, esta fragmentación de la acción guber-
namental, provocó que “al desagregar los grandes proble-
mas para facilitar su atención a partir de las acciones de di-
versas agencias, se hizo más difícil atender de forma
integral dichos problemas, y se generó un problema de in-
eficiencia en la atención de las personas que lo padecen”.3

Exposición de Motivos

El objetivo de esta iniciativa, es reformar diversos precep-
tos legales de la Ley General de Desarrollo Social, con la
finalidad de crear el Registro Nacional de Programas y Ac-
ciones para el Desarrollo Social el cual tiene como propó-
sito, garantizar una mayor articulación, transparencia y
rendición de cuentas de los programas y acciones para el
desarrollo social de los tres niveles de gobierno.

De acuerdo con el inventario nacional de programas y ac-
ciones de desarrollo social del Coneval, hay 6 mil 751 pro-
gramas y acciones en el ámbito federal, estatal y municipal.
En los estados y municipios hay 3 mil 788 y 2 mil 730 pro-
gramas y acciones, respectivamente; de los cuales no exis-
te información completa y suficiente, relativa a cuánto,
dónde y cómo se gasta. Como legisladores, tenemos la
obligación de fortalecer el marco normativo e institucional
a fin de erradicar la opacidad existente en la gestión de los
programas sociales.

Sin considerar los programas sociales municipales, 55.0
por ciento reportó que hace público su presupuesto. En de-
pendencias federales lo hace 93.3 de los programas socia-
les y, en entidades federativas 53.6. De los programas so-
ciales a escala nacional, 58.2 reporta que hace público un
informe sobre el ejercicio del gasto. En dependencias fede-
rales, 86.7 de los programas sociales lo hace y 57.1 en en-
tidades federativas. Uno de cada dos (50.7) programas so-
ciales en el país, reportaron contar con evaluaciones. De

los programas sociales federales, 97.3 tiene evaluaciones, a
diferencia de 48.9, en entidades federativas.4

Lo anterior significa que al gran número de intervenciones
públicas, se asocia con incidencias dispersas y fragmenta-
das en la resolución del problema público que buscan re-
solver, la evaluación local se vuelve débil y propicia la des-
coordinación entre los diferentes órdenes de gobierno y de
dispersión de información, lo que resta eficacia y eficien-
cia a la política pública, con resultados poco satisfactorios,
asimismo dificulta la posibilidad de identificar errores, du-
plicidad o abusos en la canalización de recursos.

Por ello, pese al gasto destinado al desarrollo social, esti-
mado en más de 2.1 billones de pesos anuales, los niveles
de pobreza en el país se mantienen prácticamente en los
mismos niveles históricos.

Por lo anterior consideramos necesario reducir los altos ni-
veles de opacidad y falta de rendición de cuentas de los
programas y acciones para el desarrollo social, a través de
fortalecer el marco normativo e institucional.

La pobreza, considerada como la privación de bienestar de
manera pronunciada, es decir, la falta de acceso a capaci-
dades básicas para funcionar en la sociedad y de un ingre-
so adecuado para enfrentar necesidades de educación, sa-
lud, seguridad, empoderamiento y derechos básicos.5

La pobreza ha sido identificada y definida como problema
público, para lo cual la autoridad ha implantado medidas
de política pública para su solución. El Coneval define co-
mo programas y acciones para el desarrollo social las in-
tervenciones gubernamentales que son responsabilidad de
una dependencia o entidad a nivel federal, que cuentan con
clave presupuestal y están contenidos dentro del decreto de
Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente.

En los últimos 25 años, el gasto social en México (educa-
ción, recreación, cultura y otras manifestaciones sociales;
protección social, salud, vivienda y servicios a la comuni-
dad, así como en protección ambiental) creció poco más de
4 veces, pues pasó de 500 mil millones de pesos en 1990 a
2.1 billones de pesos el año pasado, cifra que representó
45.6 por ciento del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción de 2015. Sin embargo, el avance en la disminución de
la pobreza en nuestro país y el acceso efectivo de la pobla-
ción a los derechos sociales no corresponde a los miles de
millones destinados año con año a este rubro.6
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La pobreza multidimensional pasó de 52.8 millones de per-
sonas (46.1 por ciento de la población) en 2010 a 53.4 mi-
llones de personas (43.6 de la población) en 2016. La po-
breza extrema pasó de cerca de 13 millones de personas
(11.3 de la población) en 2010 a 9.4 millones de personas
(7.6 por ciento de la población) en 2016, de acuerdo con ci-
fras del Coneval.

La población con ingreso inferior a la línea de bienestar, es
decir, quienes no pueden adquirir los satisfactores básicos,
se ha incrementado a 62 millones de personas. Es un poco
más de la mitad de la población (50.6 por ciento). Son 2.4
millones de personas más que hace seis años.

Este resultado palidece frente a los miles de millones de pe-
sos que destinan los gobiernos estatales y municipales a pro-
gramas sociales, que se ejercen sin ningún tipo de control.

De acuerdo con los datos reportados por la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe (Cepal) en el do-
cumento Panorama social de América Latina, de 2015, cu-
ya metodología de medición usa los ingresos de las
personas, la tasa de pobreza en el país creció en 2.9 por
ciento en el periodo 2008-2014.

En contraparte, destaca que la tasa de pobreza cayó en la
gran mayoría de los países latinoamericanos en el periodo
2010-2014, según las estimaciones propias de la Cepal las
mayores variaciones se registraron en Uruguay (-14.9 por
ciento), Perú (-9.8), Chile (-9.1) y Brasil (-7.9). En todos
estos casos no sólo descendió la pobreza sino que, además,
mejoró la situación general de las personas de menores in-
gresos entre los pobres.

Así, de acuerdo con la metodología multidimensional em-
pleada por el Coneval y, establecida en la Ley General de
Desarrollo Social, la pobreza se mantiene en los niveles
históricos; por otra parte, conforme a la metodología em-
pleada por la Cepal que utiliza los ingresos de las personas,
la pobreza aumentó y, comparativamente con otros países,
estamos en una situación aún más desfavorable.

Los resultados de la política de combate a la pobreza en
México, obliga a los actores políticos involucrados a re-
pensar la estrategia de atención a este problema. Lo más re-
levante de este debate es empezar a tomar medidas sobre el
consenso de lo que no funciona. Así pues, un buen primer
paso sería dejar de hacer lo que ya sabemos que no funcio-
na: opacidad y espacios para la corrupción con el gasto pú-
blico y, la dispersión de los programas.

A fin de propiciar el desarrollo de políticas públicas más
eficaces en el otorgamiento de los apoyos que proporciona
el gobierno federal, las entidades federativas y los munici-
pios, así como para transparentar y rendir cuentas claras a
la ciudadanía, es necesario establecer un sistema, con la
participación de los tres niveles de gobierno, que contenga
información integral de los programas.

La opacidad y la dispersión de programas, están en la base
de la falta de efectividad de políticas destinadas a generar
ingreso o, a garantizar derechos sociales, porque no se
cuenta con elementos para saber a dónde van a dar, sí pro-
duce resultados o, sí empeora la situación, pues no cuentan
con reglas de operación o lineamientos claros y disponibles
públicamente.

En México se han multiplicado por miles los programas
públicos que atomizan el gasto, no logran resultados y fo-
mentan un círculo vicioso de malas prácticas. De acuerdo
con el Coneval hay registrados 6 mil 751 programas y ac-
ciones de los gobiernos estatales, municipales y federal.
Tan solo en materia de inclusión económica, es decir, apo-
yo a programas productivos, emprendimientos y empleabi-
lidad, hay 48 programas federales dispersos e inconexos
con un presupuesto de 120 mil millones de pesos.

Sin embargo, hay iniciativas que como el Inventario de
Programas Federales Estatales y Municipales o de la
Alianza para el Gobierno Abierto que buscan proveer
una plataforma para que sus gobiernos miembros rindan
cuentas, sean más abiertos y mejoraren su capacidad de
respuesta hacia sus ciudadanos. Gobierno y sociedad ci-
vil trabajan para desarrollar e implantar reformas ambi-
ciosas en torno al gobierno abierto. No obstante, la
Alianza para el Gobierno Abierto es una iniciativa con
carácter totalmente voluntario.

En este contexto se desarrolla el Sistema Nacional de Pro-
gramas de Combate a la Pobreza, que tiene como finalidad
la constitución del Catálogo de Programas y Acciones Fe-
derales y Estatales para el Desarrollo Social, mismo que ha
sido impulsado principalmente por el Coneval, el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la
Secretaría de Desarrollo Social, la Secretaría de la Función
Pública y Transparencia Mexicana, AC. Sin embargo, la
participación de las 31 entidades federativas y de 11 de-
pendencias federales, es solamente voluntaria.

Con la Iniciativa para el Fortalecimiento de la Instituciona-
lidad de los Programas Sociales en México, desarrollada en
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el marco del convenio de colaboración suscrito entre el
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo,
PNUD y Transparencia Mexicana, se convocó a las 32 en-
tidades federativas del país y a dependencias federales que
cuentan con programas sociales para que, de manera vo-
luntaria, registren los programas sociales que están llevan-
do a cabo.

Estos esfuerzos del Coneval de constituir un inventario de
programas, de la Alianza para el Gobierno Abierto así co-
mo la Iniciativa para el Fortalecimiento de la Instituciona-
lidad de los Programas Sociales en México, son esfuerzos
unilaterales que no tiene correspondencia de los gobiernos
estatales y municipales, debido a que ninguna normativa
faculta a los primeros y obliga a los gobiernos de los esta-
dos y municipios a proporcionar la información de sus pro-
gramas o acciones de desarrollo social implantados.

Por ello se propone un mecanismo para mejorar la transpa-
rencia, el control y la rendición de cuentas, así como para
contribuir a la construcción de una política social integral
y coordinada de los tres niveles de gobierno.

A fin de avanzar en la construcción de un sistema nacional
de programas sociales articulado y coordinado, se propone
crear un registro nacional de programas y acciones para el
desarrollo social, a fin de dar mayor solidez a la política so-
cial y con ello prevenir la discrecionalidad y arbitrariedad
en la operación de los programas sociales. Con ello, los go-
biernos federal, estatales y municipales participarán, incor-
porando la información de sus programas sociales en la
plataforma. Esta base de datos concentrará información ac-
tualizada sobre los programas sociales en operación a nivel
nacional, lo que permitirá conocer la oferta de programas
sociales que existen en el país y cómo funcionan en tiem-
po real.

Con ello se pretende aumentar la confianza de la ciudada-
nía en la operación de los programas sociales, facilitar el
análisis independiente de la política social, mejorando su
fiscalización y evaluación; y mejorar el desempeño institu-
cional del gobierno y la rendición de cuentas bajo los prin-
cipios de la trasparencia.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, la suscrita,
Araceli Saucedo Reyes, integrante de la LXIII Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos por el Grupo Parlamentario del

Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I,
76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se adicionan las fracciones XI al ar-
tículo 5 y XI al 43, recorriéndose las demás; y se refor-
ma el artículo 27 de la Ley General de Desarrollo Social

Único. Se adicionan las fracciones XI al artículo 5 y XI
al 43, recorriéndose las demás; y se reforma el artículo
27 de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar
como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entiende por

I. a X. …

XI. El Registro Nacional de Programas y Acciones
para el Desarrollo Social. Relación oficial de los pro-
gramas de desarrollo establecido en una plataforma
de información que sistematiza y ordena la informa-
ción de los programas sociales en el país provenien-
tes del gobierno federal, de los estados y municipios.

Artículo 27. Con el propósito de asegurar la equidad y efi-
cacia de los programas de desarrollo social, el gobierno fe-
deral, por conducto de la secretaría y los gobiernos de las
entidades federativas y de los municipios, en el ámbito de
sus respectivas competencias, integrarán el Padrón y el Re-
gistro Nacional de Programas y Acciones para el Desa-
rrollo Social.

El Registro Nacional de Programas y Acciones para el
Desarrollo Social contendrá la información de los pro-
gramas sociales, que incluirá de manera no limitativa
los siguientes rubros:

a) Nombre del programa;

b) Dependencia ejecutora del programa;

c) Reglas de operación;

d) Población objetivo;

e) Tipo de apoyo;
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f) Cobertura;

g) Corresponsabilidad;

h) Año de inicio;

i) Entidad federativa;

j) Municipio;

k) Sector;

l) Vigencia;

m) Número de beneficiarios;

n) Presupuesto;

o) Informe de ejercicio del gasto;

p) Informe de resultados;

q) Mecanismos para la presentación de quejas y de-
nuncias;

r) Medios para la presentación de quejas o denuncias
de tipo electoral; y

s) Evaluaciones.

La información de los programas sociales, así como
cualquier información que se estime pertinente, se pro-
cesará en plataformas tecnológicas compatibles que
permitan la consulta pública de la información.

Las dependencias y los organismos de la administra-
ción pública federal, así como de las entidades federati-
vas y los municipios, proporcionarán a la secretaría la
información que se requiera para el cumplimiento de
este objetivo.

La inobservancia de esta determinación será motivo de
la aplicación de lo previsto en la Ley Federal y en las le-
yes Estatales de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos, en la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal y las que se relacionen con esta materia.

Artículo 43. Corresponden al gobierno federal, por con-
ducto de la secretaría, las siguientes atribuciones:

I. a X. …

XI. Establecer el Registro Nacional de Programas y
Acciones para el Desarrollo Social; y

XII. Las demás que le señalen esta ley, su reglamento y
otras disposiciones aplicables.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Cejudo, Guillermo M., Cynthia Michel y Armando Sobrino. La polí-
tica social en los estados: un análisis de integración, Ciudad de Méxi-
co, Laboratorio Nacional de Políticas Públicas-CIDE, 2017.

2 Alberto Diaz-Cayeros, Federico Estévez y Beatriz Magaloni. The po-
litical logic of poverty relief: electoral strategies and social policy in
Mexico, Cambridge University Press, 2016.

3 Cejudo, Guillermo M. La fragmentación de la acción gubernamen-
tal: intervenciones parciales frente a problemas complejos, México,
CIDE, documento de trabajo número 297, 2016.

4 PNUD, Informe de resultados 2013, Iniciativa para el Fortalecimien-
to de la Institucionalidad de los Programas Sociales.

5 Haughton & Khandker. Handbook on poverty and inequality, The In-
ternational Bank for Reconstruction and Development/The World
Bank, Washington, DC, 2009.

6 Sergio Castañeda. “Buenas intenciones, malos resultados”, en revis-
ta Alto Nivel, México, DF, 2016.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de octubre 2017.—
Diputada Araceli Saucedo Reyes (rúbrica).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchísimas gracias, diputada Araceli Saucedo
Reyes. Túrnese a la Comisión de Desarrollo Social,
para dictamen.
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LEY FEDERAL DE ARMAS DE 
FUEGO Y EXPLOSIVOS

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación, se le concede el uso de la palabra a la
diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos. A la diputada se le conceden
tres minutos.

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández: Con
su venia, presidenta. Compañeras y compañeros diputados
que están el día de hoy presentes, la iniciativa que presen-
to es —como ya se ha dicho— para reformar y adicionar
diversas disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fue-
go y Explosivos.

La violencia contra la mujer se ejerce de diversas maneras,
en diversos grados y presenta su expresión más grave con
el feminicidio, es decir, el asesinato de mujeres. De acuer-
do a las cifras del Inegi, en México, durante los años 2007
a 2016, fueron asesinadas más de 22 mil mujeres.

En nuestro país cada cuatro horas muere por un asesinato
una niña, una adolescente o una mujer adulta. Estos tipos
de violencia que llegan al extremo, como ya lo hemos di-
cho, de la utilización de todos los medios por parte del
agresor, violentando a la mujer y asesinándola por el sim-
ple hecho de ser mujer.

Datos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
indican que en Latinoamérica se presentan 12 asesinatos de
mujeres al día, 7 de los cuales ocurren en México.

De acuerdo a Marcela Lagarde, la violencia feminicida
contra las niñas y las mujeres, es la forma extrema de vio-
lencia de género, producto de la violación de sus derechos
humanos en los ámbitos público y privado, y está confor-
mada por un conjunto de conductas misóginas, maltrato y
violencia físicas, psicológica, sexual, educativa, laboral,
económica, patrimonial, familiar, comunitaria e institucio-
nal, que conlleva la impunidad social y del Estado, al colo-
car a las mujeres en un lugar de indefensión y riesgo.

En ese sentido, la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia contempla y nos obliga tam-
bién a legislar en esta materia. Las víctimas tienen como

derecho la protección inmediata y efectiva por parte de las
autoridades.

Es por ello que la presente iniciativa tiene por objeto atribuir
a la autoridad la facultad de negar o cancelar las licencias de
portación de armas, individuales o colectivas, aquellas perso-
nas que hayan recibido sentencia condenatoria por cualquier
delito relacionado con la violencia de género.

En el texto que se plantea se señala en el artículo 26 que
uno de los requisitos que se tienen es no haber sido conde-
nado por delito doloso o de violencia feminicida, en térmi-
nos de lo establecido en la ley general en la materia; así co-
mo el artículo número 31, en que las licencias de portación
de armas podrán cancelarse sin perjuicio de aplicar las san-
ciones que procedan en los siguientes casos, agregando al
numeral 7, por resolución de autoridad administrativa com-
petente o por emisión de sentencia condenatoria por delito
doloso o de violencia feminicida.

Es una responsabilidad y una obligación que tenemos las
diputadas y los diputados, detener esta grave violencia que
se está sufriendo en el país en contra de las mujeres. Pre-
venir es mejor que lamentar, dice el refrán, y esta iniciati-
va es precisamente prevenir, que aquellos que han tenido
precedente de violencia contra las mujeres tengan acceso a
un arma de fuego y entonces, le podamos quitar esa herra-
mienta, que seguramente podría ser utilizada en contra de
alguna mujer, niña, adolescente, incluso, adultas mayores
que están siendo violentadas y asesinadas en nuestro país.

Les pido, compañeras y compañeros, que puedan sumarse
a esa iniciativa, así como también en el momento de que se
presente en la comisión correspondiente podamos contar
con su voto y su apoyo en favor de las mujeres de nuestro
país. Nunca más una mujer asesinada en México.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de
la diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

En México, el problema de la violencia de género y los fe-
minicidios se agravan constantemente. Es indispensable,
en consecuencia, realizar todas aquellas acciones de pro-
tección, principalmente las legislativas, para dejar claro
que el Estado está obligado a eliminar la violencia en ge-
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neral y en especial contra mujeres y niñas perpetrada tanto
por autoridades como por personas. Uno de los factores
que la favorecen es, sin lugar a dudas, la falta de vincula-
ción entre la violencia de género y feminicida con la vio-
lencia delincuencial e institucional. La presente iniciativa
tiene por objeto atribuir a la autoridad la facultad de negar
o cancelar las licencias de portación de armas, individuales
o colectivas, a aquellas personas que hayan recibido sen-
tencia condenatoria por el delito de homicidio doloso y so-
bre todo por el delito de feminicidio.

Argumentos que la sustentan

De acuerdo con Marcela Lagarde: 

“La violencia feminicida contra las niñas y mujeres es la
forma más extrema de violencia de género contra las mu-
jeres, producto de la violación de sus derechos humanos en
los ámbitos públicos y privado y está conformada por el
conjunto de conductas misóginas – maltrato y violencia fí-
sica, psicológica, sexual, educativa, laboral, económica,
patrimonial, familiar, comunitaria, institucional, que con-
llevan impunidad social y del Estado y, al colocar a las mu-
jeres en riesgo e indefensión, pueden culminar en el homi-
cidio o su tentativa, y en otras formas de muerte violenta de
las niñas y las mujeres, accidentes, suicidios y muertes evi-
tables derivadas de la inseguridad, la desatención y la ex-
clusión del desarrollo y la democracia”.1

En este sentido, y buscando armonizar legislativamente
con los diferentes ordenamientos a los que México se ha
sumado para la garantía de los Derechos Humanos de las
mujeres, de acuerdo a la CEDAW (la Convención sobre la
eliminación de todas las formas de discriminación contra la
mujer, por su siglas en inglés) el acceso de todas mujeres a
una vida libre de violencia debe considerar en todo mo-
mento la igualdad jurídica entre hombres y mujeres, el res-
peto a la dignidad humana de las mujeres, la no discrimi-
nación y la libertad de las mujeres.

Por tal motivo, se busca congruencia sobre la obligación de
respetar, proteger y cumplir el derecho de no discriminación
de la mujer y asegurar el desarrollo y el adelanto de la mujer
a fin de mejorar su situación y hacer efectivo su derecho a la
igualdad de jure y de facto o sustantiva con el hombre. 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia contempla como derecho de las víctimas de
violencia el contar con protección inmediata y efectiva por

parte de las autoridades; en este sentido, esta iniciativa se
traduce en un mecanismo para hacer efectivo este derecho. 

Por otra parte, México ratificó su adhesión a la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer, conocida como “Convención de Be-
lem do Pará”, desde el 19 de junio de 1998. En este instru-
mento internacional, que forma parte del marco jurídico
mexicano vigente, se establece, específicamente, la obliga-
ción de los países parte, de implementar políticas públicas
que tiendan a la erradicación de cualquier forma de violen-
cia contra las mujeres. Específicamente, los artículos 7 y 8
señalan que:

Los Estados partes condenan todas las formas de vio-
lencia contra la mujer y convienen en adoptar, por to-
dos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha vio-
lencia y en llevar a cabo lo siguiente:

a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violen-
cia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus
funcionarios, personal y agentes e instituciones se com-
porten de conformidad con esta obligación;

b. … 

c. Incluir en su legislación interna normas penales, ci-
viles y administrativas, así como las de otra naturaleza
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradi-
car la violencia contra la mujer y adoptar las medidas
administrativas apropiadas que sean del caso;

d. Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor
a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o
poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma
que atente contra su integridad o perjudique su propie-
dad;

e. Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo me-
didas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídi-
cas o consuetudinarias que respalden la persistencia o
la tolerancia de la violencia contra la mujer;

f. Establecer procedimientos legales justos y eficaces
para la mujer que haya sido sometida a violencia, que
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;
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g. …

h. Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índo-
le que sean necesarias para hacer efectiva esta Con-
vención.

Artículo 8

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma pro-
gresiva, medidas específicas, inclusive programas para:

a. …

b. Modificar los patrones socioculturales de conducta
de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de progra-
mas de educación formales y no formales apropiados a
todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar
prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas
que se basen en la premisa de la inferioridad o superio-
ridad de cualquiera de los géneros o en los papeles es-
tereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan
o exacerban la violencia contra la mujer;

c. Fomentar la educación y capacitación del personal
en la administración de justicia, policial y demás fun-
cionarios encargados de la aplicación de la ley, así co-
mo del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las
políticas de prevención, sanción y eliminación de la vio-
lencia contra la mujer;

d. a i. … 

Entre todas las medidas a que se encuentra obligado el
Estado mexicano, debemos señalar que las medidas le-
gislativas son, en primer término, la base para todas las
políticas públicas que pudieran implementarse para erra-
dicar la violencia contra las mujeres. Es decir, el Poder
Legislativo se encuentra obligado a establecer todas
aquellas acciones afirmativas en favor de la prevención
de este tipo de violencia.

Constituye uno de los factores que atañen a la vida nacio-
nal el que la violencia generada por la delincuencia organi-
zada es cada vez mayor, en incidencia y gravedad, y que el
tráfico de armas y su mercadeo ilegal constituyen uno de
los principales factores que inciden en el incremento de los
índices de violencia, en general. Es por ello que cualquier
acción en favor de la visibilización del fenómeno de la vio-
lencia contra las mujeres resulta importantísimo, sobre todo

cuando el índice de feminicidios se ha incrementado de
manera preocupante, principalmente en aquellas entidades
que sufren de altos índices de violencia delincuencial. El
estado de México y Michoacán constituyen sólo algunos de
los ejemplos que pudiéramos citar.

Se debe actuar con la debida diligencia y con medidas in-
tegrales dentro un marco jurídico adecuado, que permita
la aplicación efectiva en casos de violencia contra las
mujeres con las obligaciones genéricas que hemos dado
cuenta y de manera específica para la que nos compete
en esta iniciativa.

Fundamento legal

Cristina Ismene Gaytán Hernández, diputada federal a la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, e integrante
del Grupo Parlamentario del PRD, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, y 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración del Congreso de
la Unión, iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos

Único. Se reforman y adicionan los artículos 26 y 31 de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para quedar
como sigue:

Artículo 26. Las licencias particulares para la portación de
armas serán individuales para personas físicas, o colectivas
para las morales, y podrán expedirse cuando se cumplan
los requisitos siguientes: 

I. En el caso de personas físicas: 

A. a C. … 

D. No haber sido condenado por delito cometido con
el empleo de armas, por delito de violencia fami-
liar, por delito de homicidio calificado o por deli-
to de feminicidio.

E. a F. …

…
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II. … 

…

…

Artículo 31. Las licencias de portación de armas podrán
cancelarse, sin perjuicio de aplicar las sanciones que pro-
cedan, en los siguientes casos:

I. a VI. …

VII. Por resolución de autoridad administrativa com-
petente o por sentencia condenatoria emitida por au-
toridad judicial, cuando el agente cometa el delito de
violencia familiar, feminicidio u homicidio califica-
do;

VIII. a IX. 

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Marcela Lagarde. Violencia Feminicida en la República Mexicana,
Cámara de Diputados, LIX Legislatura, México, 2006.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Cristina Ismene Gaytán Hernández, Araceli
Saucedo Reyes, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Delfina Gómez Ál-
varez, Genoveva Huerta Villegas, José Guadalupe Hernández Alcalá,
Kathia María Bolio Pinelo, María del Carmen Pinete Vargas, Martha
Hilda González Calderón, Miguel Ángel Huepa Pérez, Pedro Garza
Treviño (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada Ismene Gaytán. Túrnese a la
Comisión de Defensa Nacional para dictamen.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Kathia Bolio. Ade-
lante, diputada.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Muy buenos días, diputada presidenta, para agradecerle la
voz y felicitar a la diputada Cristina Gaytán, y pedirle me
permita suscribirme a su iniciativa.

Ha sido octubre el mes más violento en los últimos cinco
años y el mes donde hemos perdido mujeres de todas las
edades. Ayer conmemorábamos el Día internacional contra
la no violencia y considero que esta es una iniciativa que
debiese ser apoyada por todas las mujeres y todos los hom-
bres de esta Legislatura. Gracias.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: La diputada accede a que los diputados y las diputa-
das que estén interesados en adherirse a esta iniciativa pue-
dan pasar a la Mesa Directiva, donde estará a sus órdenes
la iniciativa de la diputada Gaytán para poder adherirse a la
misma. Y me sumo a la invitación que hace la diputada Bo-
lio, de que ojalá que todas y todos pudiéramos adherirnos
a esta importante iniciativa. Muchas gracias. 

LEY GENERAL DE SALUD

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado Rober-
to Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 6 y 93 de la Ley General de Sa-
lud.

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez: Con
su venia, señora presidenta. Compañeros y compañeras
diputados y diputadas, la Organización Mundial de la Sa-
lud ha reconocido que la población ha emprendido una
búsqueda de atención a la salud a través de la medicina al-
ternativa, lo que hace necesario que los gobiernos desarro-
llen una política nacional a favor de su reconocimiento y de
su regulación.

En México los obstáculos para dar a la medicina alternativa
y complementaria un rango similar al que tiene la medicina
alópata deben buscarse en la competencia que la penetración
masiva de estas formas de tratamiento representaría para la
poderosa industria farmacéutica transnacional.

En el país carecemos de datos que nos permitan determinar
cuánto gastamos los mexicanos en tratamientos no alópa-
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tas, si bien sabemos que el sistema público de salud resul-
ta insuficiente para cubrir la creciente demanda de atención
médica y que el alto costo de los servicios privados limita
el acceso a la atención privada.

En contraste, naciones como Estados Unidos, nuestro veci-
no del norte, la creciente utilización de terapias alternativas
llevó al Congreso a establecer en el año de 1992 la oficina
de medicina alternativa dentro de los institutos nacionales
de salud. Posteriormente, siete años después, esta fue ele-
vada al rango de Centro Nacional de Medicina Comple-
mentaria y Alternativa, según sus siglas en inglés.

La Directiva de Medicina Tradicional y Desarrollo Inter-
cultural de la Secretaría de Salud ha señalado que en nues-
tro país existen alrededor de 120 métodos de medicina al-
ternativa y que de estos solo cinco se reconocen, tales
como la homeopatía, la acupuntura, la medicina tradicional
indígena, la herbolaria y la quiropraxia que han sido vali-
dadas con un marco jurídico legal.

En 2008 la dependencia reportó que 40 hospitales en todo
el país contaban con un modelo de medicina alternativa,
como la homeopatía, la acupuntura y la herbolaria. A la de-
claración de Alma-Ata siguieron el Convenio 169 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indíge-
nas y Tribales Independientes que en su apartado V,
referente a la seguridad social y salud, habla de que los ser-
vicios de salud deberán organizarse en la medida posible a
nivel comunitario y tomando en cuenta los métodos de pre-
vención, prácticas y medicamentos adicionales.

En este sentido, mediante decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 19 de septiembre de 2006, se re-
alizaron reformas a los artículos 3 y 93 de la Ley General
de Salud, orientadas al reconocimiento de medicina tradi-
cional indígena. Este último término es mencionado en dos
ocasiones en el cuerpo del ordenamiento, mientras que el
correspondiente a medicinas complementarias y alternati-
vas nunca aparece en el mismo.

Es a nivel de Reglamento Interior de la Secretaría de Salud,
en el artículo 25, que se alude a la obligación de dicha de-
pendencia, a través de su Dirección General de Planeación
y Desarrollo de Salud, de diseñar y proponer y operar la
política sobre nuevos modelos de atención a la salud en co-
rrespondencia a las necesidades y características culturales
de la población.

Por lo anteriormente expuesto, la presente iniciativa busca
impulsar el reconocimiento legal de la llamada medicina
alternativa y complementaria e insertar el término en la
Ley General de Salud, además es acorde con la estrategia
que ha venido impulsando desde hace varios años, la OMS,
para que los gobiernos reconozcan la importancia y la con-
tribución de esta a la salud de la humanidad. Por su aten-
ción, muchas gracias, que tengan una excelente tarde.

«Iniciativa que reforma los artículos 6o. y 93 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Roberto Alejandro Ca-
ñedo Jiménez, del Grupo Parlamentario de Morena

El proponente, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, dipu-
tado a la LXIII Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 6 y 93 de la ley general de salud, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha reconoci-
do que la población ha emprendido una búsqueda de aten-
ción a la salud a través de la medicina alternativa, lo que
hace necesario que los gobiernos desarrollen una política
nacional a favor de su reconocimiento y regulación. 

Para la OMS, una razón básica para la utilización masiva
en ciertas regiones del mundo de medicinas alternativas y
complementarias tiene que ver con su accesibilidad y ase-
quibilidad. Por ejemplo, en países africanos como Ghana y
Kenia, donde el gasto sanitario per cápita anual no alcanza
los 10 dólares, resulta mucho más barato recurrir a la cura
con hierbas para tratar un mal generalizado como la mala-
ria que a los medicamentos de patente. Sin embargo, detrás
de este empleo hay también un sistema de creencias que lo
sustentan.

En nuestro país, como en otras naciones occidentales, don-
de la medicina alópata constituye el sistema sanitario do-
minante, la práctica de la medicina alternativa y comple-
mentaria despierta reacciones encontradas que van desde el
entusiasmo desbordado hasta el escepticismo. Su aplica-
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ción suscita preguntas en cuanto a la falta de evidencia
científica respecto a su efectividad y en torno a la cautela
que han mostrado las autoridades para brindarles reconoci-
miento. 

Los obstáculos para dar a la medicina alternativa y comple-
mentaria un rango similar al que tiene la medicina alópata de-
ben buscarse también en la competencia que la penetración
masiva de estas formas de tratamiento representaría para la
poderosa industria farmacéutica trasnacional.

La OMS considera que los desafíos en cuanto a la práctica
de medicina alternativa y complementaria van de su falta
de integración en los sistemas nacionales de salud; a la in-
existencia de un marco regulatorio; la carencia de protoco-
los de investigación que ayuden a precisar su efectividad;
la insuficiencia de estadísticas confiables que permitan de-
terminar su nivel de penetración entre la población; así co-
mo la falta de información de los médicos alópatas y de los
usuarios sobre su uso racional.1

Carecemos de datos que nos permitan determinar cuánto
gastamos los mexicanos en tratamientos no alópatas, si
bien sabemos que el sistema público de salud resulta insu-
ficiente para cubrir la creciente demanda de atención mé-
dica y que el alto costo de los seguros privados limita el ac-
ceso a la atención privada. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
(ENSANUT) 2012, Cerca de 30 millones de mexicanos,
25.43% de la población del país, manifestó no tener ningún
tipo de protección por parte de instituciones o programas
de seguridad social. 

En contraste, en naciones como Estados Unidos, la cre-
ciente utilización de terapias alternativas llevó al Congreso
a establecer, en 1992, la Oficina de Medicina Alternativa
dentro de los Institutos Nacionales de Salud (INS); y pos-
teriormente, en 1999, ésta fue elevada al rango de Centro
Nacional de Medicina Complementaria y Alternativa
(NCCAM, por sus siglas en inglés), con un presupuesto de
millones de dólares. 

La misión del NCCAM “es explorar prácticas de curación
de la medicina complementaria y alternativa mediante mé-
todos con rigor científico, así como crear una base de prue-
bas relacionadas con la inocuidad y la eficacia de estas
prácticas. El NCCAM cumple esta misión a través de in-
vestigación básica, de transferencia de conocimientos nue-
vos a la práctica (‘del laboratorio al paciente’) y clínica; el
fortalecimiento de la capacidad de investigación y la capa-
citación; y programas de educación y difusión”.2

En 2007, las autoridades estadounidenses integraron a su
Encuesta Nacional sobre la Salud (NHIS, por sus siglas en
inglés) una serie de preguntas detalladas sobre el uso de la
medicina complementaria y alternativa por parte de los pa-
cientes, la cual arrojó que alrededor del 38 por ciento de los
adultos recurre a ella. 

El propio Centro Nacional de Medicina Complementaria y
Alternativa de Estados Unidos reconoce que si bien resul-
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ta difícil definir la medicina complementaria y alternativa,
porque se trata de un campo muy amplio y en constante
evolución, ésta incluye el conjunto de sistemas, prácticas y
productos que, en general, no se consideran parte de la me-
dicina convencional, como el uso de diversos medicamen-
tos a base de hierbas, la yoga, las técnicas de meditación,
la hipnoterapia, el reiki, el tai chi, por mencionar sólo al-
gunas de ellas. 

La Dirección de Medicina Tradicional y Desarrollo Inter-
cultural de la Secretaría de Salud ha señalado que en Mé-
xico existen alrededor de 120 métodos de medicina alter-
nativa y de éstos sólo cinco (la homeopatía, la acupuntura,
la medicina tradicional indígena, la herbolaria y la quiro-
praxia) han sido validados con un marco legal.3

En 2008, la dependencia reportó que 40 hospitales en todo
el país contaban con un modelo de medicina alternativa co-
mo homeopatía, acupuntura y herbolaria.

Se puede concluir que en nuestro país el poco impulso a la
medicina alternativa es innegable, por lo que la presente re-
forma propone impulsar su reconocimiento legal e insertar
el término en la Ley General de Salud, así como su inte-
gración en los sistemas de salud nacionales.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

México ha logrado avances en cuanto al reconocimiento,
regulación y fomento de la medicina tradicional indígena,
acorde con los principios de la Declaración de Alma Atta
(Conferencia Internacional sobre Atención Primaria de Sa-
lud, 1979), en la que se reconoce a la salud como un dere-
cho humano fundamental y se exhorta a los gobiernos a va-
lorar los sistemas de salud tradicionales, pero no así en lo
que hace al reconocimiento, regulación y fomento de la
medicina alternativa y complementaria.

A la Declaración de Alma Atta siguieron el Convenio 169
de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos
Indígenas y Tribales Independientes (OIT, 1989) que, en su
apartado V, referente a la “Seguridad Social y la Salud” ha-
bla de que los servicios de salud deberán organizarse, en la
medida de lo posible, a nivel comunitario y tomando en
cuenta los métodos de prevención, prácticas curativas y
medicamentos tradicionales; y en 2003, la Resolución de la
56ª Asamblea Mundial de la Salud, que reconocía la im-
portancia de la función de la medicina tradicional, comple-
mentaria y alternativa en el tratamiento de enfermedades
crónicas y en la mejora de la calidad de vida de quienes su-

fren enfermedades leves, e incluso de determinadas enfer-
medades incurables. 

En una nación pluricultural como la nuestra, donde consti-
tucionalmente está garantizado el derecho de los pueblos y
las comunidades indígenas a preservar y enriquecer sus
lenguas, conocimientos y todos los elementos que consti-
tuyan su cultura e identidad, el acceso a los servicios de sa-
lud no podía quedar fuera.

En este sentido, mediante Decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 19 de septiembre de 2006, se re-
alizaron reformas a los Artículos 3º y 93 de Ley General de
Salud, orientadas al reconocimiento de la Medicina Tradi-
cional Indígena. 

Este último término es mencionado en dos ocasiones en el
cuerpo del ordenamiento, mientras que el correspondiente
a medicinas complementarias y alternativas nunca aparece
en el mismo. Es a nivel del Reglamento Interior de la Se-
cretaría de Salud, en el Artículo 25, que se alude a la obli-
gación de dicha dependencia, a través de su Dirección Ge-
neral de Planeación y Desarrollo en Salud, de diseñar,
proponer y operar la política sobre nuevos modelos de
atención a la salud en correspondencia a las necesidades y
características culturales de la población, promoviendo la
interrelación con propuestas y proyectos conjuntos, apo-
yando que su evaluación se realice a través de la visión de
la cultura donde se practica. Sin embargo, aún no se ha
avanzado en un marco regulatorio de estos saberes.

La presente iniciativa busca impulsar el reconocimiento le-
gal de la llamada medicina alternativa y complementaria e
insertar el término en la Ley General de Salud, además es
acorde con la estrategia que ha venido impulsando desde
hace varios años la OMS para que los gobiernos reconoz-
can la contribución de ésta a favor del mejoramiento y
mantenimiento de la salud, así como su integración en los
sistemas de salud nacionales.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, El diputado del
Grupo Parlamentario de MORENA somete a la considera-
ción de esta H. Cámara de diputados el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona un numeral VI Ter al artículo 6o.
y reforma el artículo 93 de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se adiciona una fracción VI ter al ar-
tículo 6º, de la Ley General de Salud para quedar como
sigue:
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Artículo 6o. El Sistema Nacional de Salud tiene los si-
guientes objetivos:

I a VI. … 

VI Bis. Promover el conocimiento y desarrollo de la
medicina tradicional indígena, y su práctica en condi-
ciones adecuadas; 

VI Ter. Regular, operar y generar investigación en
torno a aquellas prácticas médicas alternativas y
complementarias, cuya demanda se encuentre exten-
dida entre la población para la atención de proble-
mas físicos, emocionales y/o mentales.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo segundo, terce-
ro y cuarto al Artículo 93 de la Ley General de Salud para
quedar como sigue:

Artículo 93.- La Secretaría de Educación Pública, en coor-
dinación con la Secretaría de Salud, promoverá el estable-
cimiento de un sistema de enseñanza continua en materia
de salud.

De la misma manera reconocerá, respetará y promoverá el
desarrollo de la medicina tradicional indígena. Los progra-
mas de prestación de la salud, de atención primaria que se
desarrollan en comunidades indígenas, deberán adaptarse a
su estructura social y administrativa, así como su concep-
ción de la salud y de la relación del paciente con el médi-
co, respetando siempre sus derechos humanos.

Asimismo, se entenderá por medicina alternativa y
complementaria todas aquellas actividades reconocidas
por la Secretaria de Salud, que coadyuven o auxilien
con el propósito de conservar la salud y el bienestar fí-
sico, emocional y/o mental de las personas, mediante
procedimientos diferentes a los propios del sistema sa-
nitario dominante. 

A fin de proteger el derecho a la salud, la libertad de
elección y la seguridad de los usuarios que opten por la
medicina alternativa y complementaria como forma de
atender sus malestares físicos, emocionales y/o menta-
les, el Estado integrará éstas a sus políticas sanitarias,
con lo que desde los campos de la investigación y de la
formulación y desarrollo de política públicas se deberá
monitorear su pertinencia, seguridad y eficacia. 

El reconocimiento y la regulación de las diferentes me-
dicinas alternativas y complementarias será facultad de
la Secretaria de Salud, la cual indicará su denomina-
ción, su definición y una breve descripción de las accio-
nes que les esté permitido realizar, así como de los co-
nocimientos, destrezas y equipamiento indispensable
para su ejercicio. 

La Secretaría de Salud será también la encargada de
establecer las formas de supervisión de dichas prácticas
médicas, así como las sanciones que se aplicarán a los
prestadores de servicios que no cumplan con los están-
dares establecidos por la autoridad. 

La Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación
Pública generarán información sobre la eficacia tera-
péutica de la medicina alternativa y complementaria,
su concordancia con los programas sanitarios vigentes
y su disponibilidad, para coadyuvar a la actualización
de los profesionales de la salud y a que los usuarios to-
men decisiones informadas sobre el tipo de atención
que aspiran a recibir.

Transitorio

El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud, Estrategia de la OMS sobre me-
dicina tradicional (2002-2005), 2002, p. 22.

2 Para mayor información sobre la medicina complementaria y alter-
nativa, se puede consultar el sitio en internet del Centro Nacional de
Medicina Complementaria y Alternativa de Estados Unidos: 

http://nccam.nih.gov/health/espanol/informaciongeneral/

3 Secretaría de Salud. Dirección de Medicina Tradicional y Desarrollo
Intercultural. Marco legal de la medicina tradicional y las medicinas
complementarias. Disponible en el sitio de internet: www.dgplades.sa-
lud.gob.mx/descargas/dmtdi/.../Dossier_Marco_Legal.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de
2017.— Diputados y diputadas: Roberto Alejandro Cañedo Jimé-
nez, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Blandina Ramos Ramírez,
Cuitláhuac García Jiménez, Delfina Gómez Álvarez, Natalia Karina
Barón Ortiz, Norma Edith Martínez Guzmán, Patricia Elena Aceves
Pastrana (rúbricas).»
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La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Cañedo Jiménez. Se turna su
iniciativa a la Comisión de Salud, para dictamen.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Delfina Gómez.
Adelante, diputada.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Gracias, presidenta. Nada más para solicitarle al compañe-
ro diputado si nos podemos adherir varios compañeros de
Morena que deseamos adherirnos a su iniciativa. Gracias.

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (desde
la curul): Sí, adelante.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El diputado accede y está a sus órdenes la iniciativa
del diputado Alejandro Cañedo, aquí en la Secretaría de la
Mesa Directiva para los diputados y las diputadas que ten-
gan a bien adherirse a la misma.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación tiene la palabra, por cinco minutos, el
diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Morena, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 5o., 31 y 36
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Siendo modificaciones a la Constitución, vamos a dar-
le cinco minutos.

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez: Con
su venia, presidenta. Con los pocos compañeros que están
aquí en el pleno. Quiero comenzar mi discurso con lo si-
guiente: las y los jóvenes necesitamos un país que nos abra
puertas y no que nos cierre espacios.

Las juventudes hemos sido agente de cambio en la historia
de la sociedad mexicana y latinoamericana, un movimien-
to juvenil emblemático en este país fue el del 68, en el cual
las y los jóvenes se rebelaron contra un gobierno autorita-

rio que regía en aquél entonces. Desgraciadamente el mo-
vimiento fue reprimido con violencia por fuerzas castren-
ses y militares, pero a pesar de eso la fuerza, el ímpetu y la
lucha por un cambio continuo. 

En el 2012, las y los jóvenes alzaron la voz una vez más y
con ella creaban el movimiento Yo Soy 132, mediante el
cual fue duramente cuestionada la democracia de los me-
dios de comunicación masiva, así como la campaña electo-
ral de ese mismo año, dando como resultado una de las
campañas más controvertidas que hayamos tenido.

Todos estos ataques, esta cerrazón por parte del gobierno, es
resultado de una política de abandono implementada por el
Estado mexicano contra las y los jóvenes por los cuales se ha
ignorado sistemáticamente sus necesidades fundamentales.

La iniciativa que presento hoy tiene como objetivo la crea-
ción del servicio civil y comunitario nacional en la bús-
queda de un país más pacífico y con mayor sentido de la
colectividad.

Si bien nuestra Constitución establece la realización del
Servicio Militar y el alistamiento a la Guardia Nacional
como obligaciones de los mexicanos, queda claro que
ambas instituciones están siendo rebasadas por nuevas
formas de participación social de la que forman parte ac-
tiva las juventudes.

La transformación del Servicio Militar obligatorio e invo-
luntario motivará la creación y consolidación alternativa
ancladas en las necesidades que plantea la actualidad para
que las y los jóvenes de México puedan transitar hacia la
ciudadanía, particularmente para quienes, en ejercicio legí-
timo de su derecho de objeción de conciencia, prefieran ac-
tividades distintas a las militares para demostrar su com-
promiso con el proyecto nacional y contribuir al bienestar
de sus comunidades.

Proponemos que el servicio civil y comunitario nacional
sea obligatorio para las y los mexicanos, mientras el Servi-
cio Militar sea voluntario para que las juventudes contribu-
yan al desarrollo de sus comunidades, pueblos y ciudades.
Más jóvenes ciudadanos, menos soldados.

Pongo a su consideración el proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 5o, 31 y 36 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a través de los cua-
les se reforma el párrafo cuarto y adiciona un párrafo quin-
to recorriéndose los siguientes.
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El artículo 5o. reforma la fracción II del artículo 31 y se
reforma la fracción II del artículo 36 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar
como sigue:

Elegir a través del servicio social y comunitario nacional
una institución que sea de su interés para participar en el
desempeño de actividades de carácter social cuya realiza-
ción fomente la cultura de la solidaridad, así como valores
humanos, cívicos y socioculturales que les permitan cons-
tituirse como ciudadanos socialmente responsables, copar-
tícipes del desarrollo de sus comunidades y del bienestar
nacional.

En su defecto, cuando así lo decidan, asistirán en los días
designados por el ayuntamiento del lugar en que residan
para recibir instrucción cívica y militar que los mantenga
aptos en el ejercicio de los derechos de ciudadano, el ma-
nejo de las armas y conocedores de la disciplina militar.

En este momento compañeros y compañeras, México ne-
cesita más manos solidarias, menos armas, más voluntad
en las comunidades, más voluntad en los colectivos y me-
nos energía en los cuarteles.

Las juventudes han demostrado fuerza, capacidad y voluntad
para levantar a nuestro país. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 31 y 36 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
del Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez,
diputado federal de la LXIII Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y de conformidad con los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta honorable
Cámara la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
la que se reforman los artículos 5o., 31 y 36 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 19 de septiembre, la Ciudad de México revivió
la catástrofe causada por el terremoto de 1985 al ser sacu-

dida una vez más por un fuerte sismo que ocasionó el co-
lapso de varios edificios, el daño de otros y lo más lamen-
table, pérdidas humanas. Si bien se trató de un sismo de
menor magnitud al registrado hace más de tres décadas, es-
ta ocasión otras entidades resultaron igualmente afectadas,
añadiendo daños a los ya provocados por el sismo de 8.2
grados en la escala de Richter acaecido una semana antes
en el sureste mexicano. Ante la tragedia, fueron las y los jó-
venes quienes ofrecieron mayor auxilio, robando la aten-
ción del mundo entero por su capacidad para hacer frente a
la catástrofe mediante incontables actos de solidaridad y
empatía. Jóvenes de todas las edades salieron a las calles a
retirar escombros y participar en largas jornadas de rescate
y recolección de víveres. Durante la emergencia, miles de-
mostraron su valía y compromiso, rompiendo con los este-
reotipos que aún hoy recaen sobre ellos y que sirven para
catalogarlos como individuos indiferentes a la vida social,
cultural y política del país.

En México, se considera joven a las personas que tienen
entre 12 y 29 años1. Se estima que al menos 38.3 millones
de personas componen en nuestro país esta categoría, entre
los cuales 50.3 por ciento son mujeres y 49.7 por ciento son
hombres2. Esto significa que los jóvenes representan apro-
ximadamente una tercera parte de la población, según lo
señalan cifras oficiales. Después de lo mencionado, resulta
evidente que las y los jóvenes no son más un grupo mino-
ritario y en cambio conforman un porcentaje importante de
la población nacional. Sin embargo, a pesar de tener un pe-
so demográfico tan importante, siguen siendo un sector re-
zagado y relegado de los procesos de toma de decisiones,
por considerárseles inmaduros e inexpertos, ignorando con
ello que tanto su opinión como sus acciones son relevantes
para la sociedad.

Contrario a esta última concepción, las y los jóvenes han
demostrado en muchas ocasiones su capacidad como agen-
tes de cambio, impulsando a lo largo de la historia impor-
tantes movimientos sociales. En este sentido destacan los
movimientos estudiantiles ocurridos durante el siglo pasa-
do en varios países de América Latina. Por ejemplo, en la
primera década del siglo XX se desarrollaron los primeros
congresos estudiantiles en las capitales de Montevideo y
Buenos Aires para reclamar la autonomía universitaria y la
construcción de universidades al servicio del pueblo. A su
vez, estos movimientos repercutieron en otros países de
América Latina, como Brasil, Colombia, México, Perú,
Chile, Ecuador y Venezuela, en donde las y los estudiantes
impulsaron procesos similares. Posteriormente, en los años
60 dio inició la Revolución Cubana, que fue igualmente
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impulsada por un grupo de jóvenes autodenominados la
“Generación del Centenario”.

La contribución de las y los jóvenes a la transformación
política y social no terminaría ahí. Por el contrario, acom-
pañaría al mundo durante gran parte de los siglos XX y
XXI. Este ha sido el caso del movimiento estudiantil chile-
no llamado “La revolución pingüina”, que conjuntó a mi-
les de estudiantes chilenos para exigir, en diversas movili-
zaciones realizadas en 2006, una educación pública,
gratuita y de calidad. Al otro lado del globo, destaca tam-
bién el caso de las manifestaciones juveniles que ocurrie-
ron entre 2010 y 2013 en diversos países árabes, a través de
las cuales la población exigió reformas para democratizar
su sistema político, así como el derrocamiento de los dic-
tadores que mantenían el control del gobierno. A este mo-
vimiento se le conocería como “La primavera árabe”.

En nuestro país, un movimiento juvenil emblemático fue el
de 1968, en el cual las y los jóvenes se rebelaron contra el
gobierno autoritario que regía en aquel entonces. Desgra-
ciadamente, el movimiento fue reprimido con violencia por
fuerzas castrenses y militares. No obstante, ello no impidió
que las y los jóvenes continuaran su lucha a través de dis-
tintas vías, algunos llegando a participar en rebeliones ar-
madas. En 2012, los jóvenes alzaron la voz una vez más y
con ella crearon el movimiento “Yo soy 132”, mediante el
cual fue duramente cuestionada la democracia de los me-
dios de comunicación masiva, así como la campaña electo-
ral de ese año. Sin embargo, ninguno de estos movimien-
tos alcanzaría a tener cauce institucional y, por el contrario,
se verían obligados a desarrollarse en planos informales e
incluso, clandestinos. Lo anterior es resultado de la políti-
ca de abandono implementada por el Estado mexicano con-
tra las y los jóvenes, por la cual se han ignorado sistemáti-
camente sus necesidades y propuestas, orillándolos a
hacerse escuchar sólo por medio de la fuerza y la protesta
En un estado auténticamente democrático, debe ser indis-
pensable integrar a todos los jóvenes en la toma de las de-
cisiones de interés público y crear políticas que, por un la-
do, les permitan desarrollarse plenamente y, por el otro,
beneficien al Estado.

Los desastres naturales ocurridos el pasado mes de sep-
tiembre evidenciaron cómo México sigue careciendo de
un sistema de protección civil capaz de organizar ade-
cuadamente a la población para prevenir y hacer frente a
tales catástrofes. La tragedia ha hecho posible identificar
cómo el Sistema Nacional de Protección Civil resulta in-
suficiente para afrontar cabalmente la emergencia. En

parte, esto es consecuencia de que el Sistema ha sido re-
ducido a una actividad exclusiva de las autoridades esta-
tales y, por tanto, es incapaz de enriquecerse con la par-
ticipación de la sociedad civil, incluida la de las y los
jóvenes mexicanos, quienes, como ya se ha señalado, de-
mostraron ante la reciente devastación voluntad suficien-
te para salir a las calles y organizar innumerables briga-
das para la contención del desastre.

Ante semejante coyuntura, se hace vital, primero, recono-
cer la iniciativa y el apoyo a los damnificados brindado por
las y los jóvenes mexicanos durante la emergencia y, se-
gundo, encauzarla en favor de la sana convivencia para que
se mantenga en el interés permanente de la sociedad. Para
empezar dicha tarea es indispensable admitir que, hasta
hoy, el Estado mexicano carece de espacios formales para
captar dicha energía y ocuparla en instancias de incidencia
real en beneficio de la población y los propios jóvenes. Só-
lo mediante ese reconocimiento, seremos capaces de esta-
blecer nuevas formas de convivencia entre las y los jóve-
nes y el Estado mexicano que, al mismo tiempo que
alienten su máximo desarrollo humano, estimulen su inclu-
sión al proyecto nacional en calidad de ciudadanos realiza-
dos. En este sentido, históricamente ha sido necesaria la
creación de mecanismos institucionales que sirvan a las y
los jóvenes para desarrollar sus capacidades en el marco de
la conformación de una auténtica sociedad civil.

Es ante dicha premisa que encuentro adecuado promover,
mediante las reformas que aquí se enlistan, la instauración
de un Servicio Civil y Comunitario Nacional (Seccna) obli-
gatorio, en lugar del Servicio Militar Nacional (SMN), que
tendrá por objeto incorporar a las y los jóvenes de México
a actividades que contribuyan al desarrollo nacional y su
propio bienestar. La iniciativa parte de la conciencia de que
el SMN, si bien ha servido por décadas como la plataforma
institucional idónea para incorporar a la población joven
(primordialmente a la masculina) a la instrucción militar,
actualmente enfrenta una grave crisis de legitimidad que
exige su replanteamiento. La propuesta de creación del
Seccna está encaminada a otorgar mayor participación a las
y los jóvenes en el marco del fortalecimiento y consolida-
ción de la sociedad civil, fomentando al mismo tiempo va-
lores cívicos y morales arraigados a la cultura de la solida-
ridad social. De aprobarse esta iniciativa se garantizará
que, al cumplir 18 años, las y los jóvenes asuman la obli-
gación de colaborar con alguna de las más de 28 mil orga-
nizaciones de la sociedad civil (OSC)3, organizaciones no
gubernamentales (ONG), instituciones gubernamentales y
fundaciones que actualmente existen en México dedicadas
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a realizar actividades para la promoción de la cultura y la
participación ciudadana, el desarrollo integral comunitario
y la asistencia social.

Para ello, se propone reformar el modelo vigente de servi-
cio militar para transitar hacia el Seccna. Para explicar con
mayor claridad este planteamiento, es indispensable anali-
zar la situación actual del servicio militar.

En el artículo 31, fracción II, la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece que la ins-
trucción cívica y militar será una de las obligaciones que
deberán cumplir todos los mexicanos. Así lo establece
nuestra Carta Magna:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. …

II. Asistir en los días y horas designados por el Ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instruc-
ción cívica y militar que los mantenga aptos en el
ejercicio de los derechos de ciudadano, diestros en el
manejo de las armas, y conocedores de la disciplina
militar.

III. a IV. …4.

Ahora bien, entre las razones que explican la existencia del
servicio militar obligatorio sobresale la necesidad de con-
tar con un ejército de reserva al servicio de la defensa de la
patria, en caso de que ésta estuviera bajo amenaza o en es-
tado de guerra y los activos enlistados no fueran suficien-
tes para enfrentar la situación. Sin embargo, sin denostar la
importancia de la defensa como componente incuestiona-
ble de la estrategia de seguridad nacional, debe señalarse
que México lleva más de seis décadas sin participar en nin-
guna guerra o encontrarse bajo amenaza bélica. Ahora
bien, el servicio militar tiene también por objetivos –ade-
más de los propiamente militares– formar ciudadanos ínte-
gros, responsables y disciplinados, fomentar la unidad na-
cional, el patriotismo y auxiliar a la población civil en caso
de necesidades públicas o de desastres generados por fenó-
menos perturbadores de origen natural o humano5.

Actualmente, el SMN se desarrolla en cinco etapas: alis-
tamiento, sorteo, reclutamiento, adiestramiento y libera-
ción. En la primera, el alistamiento, los jóvenes con 18
años cumplidos el año en curso acuden a las juntas mu-
nicipales y delegacionales de reclutamiento o al consula-

do para registrarse. Posteriormente, en el mes de no-
viembre, se realiza un sorteo en el que se decide si los
enlistados participarán o no en las actividades propias
del servicio militar, en un proceso que incluye el uso de
las célebres “bola negra” y “bola blanca”. En enero se
realiza el reclutamiento, etapa en la que tanto los jóvenes
que, luego del sorteo, resultaron electos para acudir al
servicio militar como los que no libraron esta etapa, así
como las mujeres que voluntariamente hayan decidido
realizar su servicio militar, acuden a las juntas municipa-
les para entregar sus documentos de identidad al SMN. A
continuación, en la fase de adiestramiento, se capacita a
los conscriptos durante 44 sesiones sabatinas en conoci-
mientos básicos de la doctrina militar vigente. La última
etapa, la liberación, se desarrolla en diciembre de cada
año, cuando autoridades de las secretarías de Defensa
Nacional y Marina realizan la entrega correspondiente de
las cartillas en las juntas municipales y delegacionales.

Frente al cada vez más palpable desgaste del servicio mili-
tar, agravado por el agotamiento de la ciudadanía tradicio-
nal, el desencanto generalizado con los modelos vigentes
de representación política, el distanciamiento, cada vez
mayor, de la juventud con el Ejército Mexicano y la cre-
ciente aceptación de las becas de voluntariado, se han pre-
sentado diversas iniciativas orientadas a la transformación
de dicha institución. Con esta misma intención se han rea-
lizado importantes modificaciones a su régimen interior,
como las derivadas de las reformas de 1997, por las cuales
las metas del SMN fueron reformuladas para generar entre
los conscriptos una conciencia cívico-social más amplia.
Esto se logró a través de la participación de los conscriptos
en actividades ya no sólo de carácter militar, sino en pro-
gramas que redundarían en beneficios sociales en ámbitos
como el educativo, deportivo, rescate del acervo cultural,
prevención de las adicciones y trabajo social. Con lo ante-
rior, los enlistados fortalecerían sus valores cívicos al mis-
mo tiempo que coadyuvarían al fortalecimiento de la ciu-
dadanía ahí donde sus acciones tenían impacto inmediato.
No obstante, estas modificaciones fueron eliminadas en
2006, para retornar a la instrucción exclusivamente militar.

A pesar de que, en su modelo vigente, la función del servi-
cio militar parece relativamente clara, la realidad es que ac-
tualmente se ha convertido en una institución anacrónica y
prácticamente inoperante. Esto es resultado, por un lado,
del creciente incumplimiento de los sujetos obligados y,
por otro, de la mínima aceptación que produce pues si bien
se trata del cumplimiento de un deber patriótico, no ha si-
do ajeno a prácticas de corrupción. A esto se suma que en
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los últimos años se han impulsado una serie de reformas
administrativas que han hecho posible que sean cada vez
menos trámites laborales y gubernamentales que exigen
como requisito la presentación de la cartilla militar. Como
resultado, en el presente el SMN carece de incentivos sufi-
cientes y mecanismos de sanción que le permitan alentar a
las y los jóvenes de México a cumplir con la referida obli-
gación constitucional.

Es de vital importancia dejar en claro que la propuesta que
aquí se presenta en ningún momento supone la supresión
del servicio militar, pues su aplicación no contraviene las
operaciones habituales de las fuerzas armadas. Lo que se
propone es que, luego del alistamiento obligatorio, la par-
ticipación de las y los jóvenes no se restringa al adiestra-
miento militar y que, en cambio, su iniciativa y compromi-
so se canalicen en labores que produzcan impactos directos
en beneficio de la sociedad, especialmente en las comuni-
dades de las que forman parte. De esta forma, con la crea-
ción de un nuevo servicio de orientación cívica y social,
que prevea la existencia de alternativas distintas a las de las
armas, capaces de encajar con los diferentes perfiles e in-
tereses de las y los jóvenes de esta generación, esta inicia-
tiva contribuye con el fortalecimiento de la ciudadanía en
nuestra nación.

Asimismo, la incorporación de las y los jóvenes al Seccna
permitirá que, ante la ocurrencia de cualquier siniestro, sea
posible implementar con mayor rapidez y eficiencia tareas
de auxilio, organización, rescate y salvaguarda de la pobla-
ción, identificando a las juventudes como un recurso inva-
luable para mejorar la cobertura de los servicios de protec-
ción civil en todos los niveles de gobierno. Además, la
presente iniciativa conducirá a un incremento del número
de jóvenes enlistados dado que el Seccna fomentará la
igualdad entre todos los mexicanos al homologar la obliga-
ción de llevarlo a cabo, sin distinción de género. Todo ello
con el firme objetivo de crear espacios en los que las y los
jóvenes mexicanos, independientemente de su condición
social, económica o cultural, puedan interactuar, colaborar
y reconocerse como ciudadanos, y así encuentren en las ex-
periencias que sean parte del servicio civil nacional los ele-
mentos de identidad y respeto mutuos que les permiten
abatir la desigualdad y la discriminación.

La creación del Seccna permitirá homologar el orden jurí-
dico nacional con estándares internaciones sobre derechos
humanos. En este sentido, cabe señalar que, si bien en 2011
se concretó una importante reforma a nuestra Carta Magna
que implicó, entre otras cosas, la elevación de los tratados

internacionales en materia de d humanos a rango constitu-
cional, la regulación del servicio militar aún no ha podido
ser parte de dicha evolución, toda vez que la legislación
mexicana sigue sin integrar la figura de la objeción de con-
ciencia a la reglamentación del servicio militar.

La objeción de conciencia es una figura jurídica que reco-
noce como derecho humano la decisión de rechazar el
cumplimiento de ciertos deberes impuestos por la ley cuan-
do éstos se opongan a la libertad de pensamiento y con-
ciencia, así como a las convicciones ideológicas de cada
individuo. A diferencia de otros mecanismos de protección
a la libertad de conciencia, la objeción de conciencia posee
una naturaleza esencialmente individual y sólo pretende la
exención de una obligación legal específica cuando ésta
entra en conflicto con las creencias y convicciones de una
persona, sin que ello implique la modificación del ordena-
miento jurídico. Esta tiene su origen en las libertades de
pensamiento, conciencia y religión consagradas en el artí-
culo 18 de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, así como el artículo 12 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos. De igual forma, se enmarca en
los principios establecidos por el artículo 24 de la CPEUM.
Se trata pues, de un derecho inherente de los sistemas de
gobierno constitucionales y democráticos, en donde las ex-
presiones individuales o colectivas de desobediencia civil
pacífica debieran estar plenamente garantizadas.

De una interpretación acorde a los instrumentos internacio-
nales de derechos humanos mencionados, se ha desarrolla-
do la doctrina de la libertad de conciencia, mediante la cual
se han interpretado los alcances de este derecho. Mediante
ella se ha demostrado que la objeción de conciencia no só-
lo es aplicable en el ámbito de las creencias religiosas, si-
no que abarca también los planos humanista, filosófico y
social. Por lo tanto, el servicio militar obligatorio debe ser
contemplado como uno de los escenarios factibles de su
aplicación. En nuestro país, la objeción de conciencia en el
servicio militar consistiría en la negativa de cumplir con la
obligación legal que éste impone de participar en un pro-
ceso de reclutamiento obligatorio para integrar las fuerzas
armadas. Por desgracia, a pesar de su importancia, México
sigue careciendo de una ley que reconozca el derecho de
objeción de conciencia en el servicio militar, mientras que
su gobierno tampoco ha mostrado intenciones de promul-
garla. Lo más grave es que tampoco se han desarrollado
servicios sustitutivos alternativos para que los objetores
sirvan a sus comunidades6.
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Por casos como estos, desde 1989 diversos órganos de pro-
tección de los derechos humanos de las Naciones Unidas
han instado a los Estados Parte a adoptar medidas legales y
administrativas que garanticen a las personas el ejercicio
de la objeción de conciencia en lo tocante al servicio mili-
tar obligatorio. En atención a estas recomendaciones, va-
rios países han modificado su régimen de servicio militar y
en su lugar han implementado novedosos modelos institu-
cionales para fomentar entre las y los jóvenes nuevas for-
mas de ciudadanía. Por ejemplo, hace algunos años, Ale-
mania adoptó la decisión de derogar el servicio militar
obligatorio como medida de austeridad, tras los altos gas-
tos generados por el uso de sus fuerzas armadas. Natural-
mente, la suspensión del servicio militar tomó tiempo y se
realizó por etapas; empero, su supresión en ningún mo-
mento implicó que los ciudadanos mayores de 18 años –y
hasta 45 años– abandonaran su obligación de defender a su
país en caso de guerra. Como Alemania, España también
fue otro país europeo que decidió suprimir el servicio mili-
tar obligatorio a través de una serie de reformas que inclu-
yeron la profesionalización de sus fuerzas armadas.

Otros países en el mundo han optado también por omitir la
obligatoriedad del servicio militar e implementar en su lu-
gar alternativas distintas para el desarrollo civil de la ju-
ventud. En este sentido, la creación y regulación de servi-
cios sustitutorios se ha convertido en una constante de las
reformas a la ley aplicadas en países europeos. Este tipo de
instrumentos institucionales ha hecho posible que los obje-
tores de conciencia que elijan no entrenarse en el manejo
de las armas y la estrategia militar no sean eximidos de
asumir responsabilidad para con su nación y en su lugar
participen en actividades que les permiten contribuir de
forma propositiva a su país.

Este es el caso de Finlandia, en donde si bien el servicio
militar es obligatorio, se han admitido excepciones para
grupos específicos como los Testigos de Jehová y los habi-
tantes de las islas semiautónomas desmilitarizadas, quienes
hacen uso de su derecho a la objeción de conciencia, cali-
dad que no los excusa de participar en labores comunitarias
por un periodo de 12 meses. Este servicio social consiste
en un entrenamiento básico de 28 días que incluye capaci-
tación en primeros auxilios y jornadas de educación para la
pacificación y resistencia no violenta. Una vez terminado
el entrenamiento básico, el objetor se da a la tarea de ele-
gir una organización en donde poner sus nuevos conoci-
mientos en práctica, cubriendo obligatoriamente 40 horas
semanales.

En Latinoamérica, un caso exitoso es el de Brasil. Desde
1988, en Río de Janeiro comenzó a implementarse el “Pro-
grama de Servicio Civil Voluntario” como alternativa al
servicio militar. Aunque el cupo fue limitado, (pues sólo
admitía el ingreso de 10 por ciento de la población) el pro-
grama fue concebido como una forma en que las y los jó-
venes “transitaran” hacia la adultez, enfatizando la impor-
tancia de la formación para el trabajo, así como el valor de
una vida civil plena dentro de una sociedad democrática7.
Hasta hoy, el programa da prioridad a jóvenes de escasos
recursos, pertenecientes a grupos vulnerables o minorías
étnicas, que padezcan alguna discapacidad o sean hijos de
madres solteras. Gracias a ello, el programa promueve el
desarrollo de las juventudes más vulnerables del país, al
mismo tiempo que fomenta la solidaridad ciudadana e in-
tergeneracional. La duración del servicio es de 600 horas
distribuidas en un periodo de seis meses, durante los cua-
les los involucrados tienen derecho a recibir un estipendio.
Parte del éxito del proyecto se ha debido al alto número de
organizaciones no gubernamentales y asociaciones civiles
–y ya se buscan alianzas con instituciones privadas– que
han apoyado la iniciativa empleando a cientos de jóvenes
decididos a servir a sus comunidades.

Argentina ha destacado por eliminar el servicio militar
obligatorio y tornarlo voluntario. La nueva legislación es-
tablece que los sujetos que estén impedidos de llevar a ca-
bo el servicio militar, deberán cumplir con el Servicio So-
cial Sustitutorio (SSS), desempeñándose en actividades de
utilidad pública como la protección y defensa civil, así co-
mo la realización de servicios sanitarios, sociales, educati-
vos y de conservación del medio ambiente. Aquellos que
deciden no tomar ninguna de las dos opciones, cumplen
condenas de 2 a 4 años en prisión. El SSS está a cargo de
los Ministerios de Desarrollo Social y Educación, logrando
con ello que la institución goce de mayor legitimidad. De
esta manera, las y los jóvenes de Argentina participan acti-
vamente en el desarrollo de sus comunidades y su propio
crecimiento personal, sin oponerse en ningún momento a
sus convicciones.

En el mismo tenor, en Paraguay ya se contempla la obje-
ción de conciencia del servicio militar en sus artículos 37 y
129 constitucional. Ello ha permitido que aquellos a quie-
nes les sea concedida la calidad de objetores de conciencia
se les ofrece la alternativa de realizar un servicio sustituti-
vo en beneficio de la población civil, laborando en centros
asistenciales de enseñanza pública, hospitales y centros de
salud, instituciones públicas de beneficencia, acción social
y emergencia, así como ONG.
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Si bien diversas resoluciones, observaciones e informes del
Comité de Derechos Humanos de la ONU y de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos han reiterado la ne-
cesidad de reconocer formalmente en las leyes nacionales
la objeción de conciencia en el servicio militar8, el Estado
mexicano ha decidido ignorar sistemáticamente dichas re-
comendaciones, aun cuando ha suscrito y ratificado diver-
sos tratados que reconocen los derechos de los que se deri-
va la objeción de conciencia. Sin embargo, la CPEUM
establece, en su artículo 1o., que los derechos humanos que
se desprendan de tratados internacionales no podrán res-
tringirse, haciendo de ellos normas vinculantes. Con base
en esta última perspectiva, se actualiza el supuesto del ar-
tículo 133 de la Constitución, el cual establece que este ti-
po de tratados, junto con la Carta Magna, son la norma su-
prema de la Unión. Así versa en ese sentido la CPEUM:

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados
que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que
se celebren por el presidente de la república, con apro-
bación del Senado, serán la ley suprema de toda la
Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arre-
glarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de
las disposiciones en contrario que pueda haber en las
Constituciones o leyes de las entidades federativas.”

Por lo anterior, se concluye que cualquier restricción al ple-
no ejercicio del derecho a la objeción de conciencia cons-
tituye una violación a los derechos humanos reconocidos
en nuestra norma suprema y, por tanto, supone un grave in-
cumplimiento a las obligaciones de las autoridades previs-
tas en el artículo 1º constitucional, que señala:

Artículo 1o. …
…

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. En conse-
cuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar
y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los
términos que establezca la ley

…

En este contexto, la instauración del Seccna ofrecería la
flexibilidad suficiente para garantizar la integración y apli-

cación de la objeción de conciencia sin que ello implique
el deterioro de la ciudadanía y la identidad patriótica, cum-
pliendo a su vez los estándares internacionales requeridos
para la promoción y protección de los derechos humanos.

Más allá de la argumentación jurídica, conviene señalar
otro tipo de ventajas que resultarían de la puesta en prácti-
ca del Seccna, a saber, aquellas que repercutirían en bene-
ficios directos a los jóvenes. Para empezar, alentaría su de-
sarrollo como ciudadanos plenamente integrados al
proyecto nacional al inculcar, a través de las experiencias
propias del servicio, nociones sobre la relevancia de los de-
rechos humanos, la participación democrática y la solidari-
dad social. Asimismo, contribuiría con su formación para
el trabajo, pues serviría como espacio para la adquisición
de capacidades y la conformación de redes de apoyo que
puedan facilitar su ingreso al mundo laboral, así como el
encuentro con su vocación.

Esto es especialmente útil en un contexto como el que ha
sido denunciado por la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos en su informe de 2015, “Violencia, niñez y
crimen organizado”, mediante el cual se señala que en Mé-
xico por lo menos treinta mil niños y jóvenes menores de
18 años colaboran con el crimen organizado en actividades
como la custodia de casas de seguridad, la perpetración de
secuestros y asesinatos y toda clase de tareas vinculadas al
narcotráfico. La creación del Seccna serviría entonces para
atacar varias de las principales causas que orillan a las y los
jóvenes a integrarse a las economías delincuenciales, per-
mitiéndoles al mismo tiempo alcanzar su desarrollo perso-
nal a través de incentivos que les alienten a construir su
identidad con autonomía y comenzar con ello su propio
plan de vida.

Sobre el empoderamiento juvenil, la destacada comunicó-
loga Rossana Reguillo ha desarrollado importantes plante-
amientos sobre su naturaleza y relevancia social9. Sobre
este proceso, Reguillo distingue tres tipos de capital que se
complementan y determinan mutuamente para dar cauce a
las aspiraciones de cada joven. 1) El capital central, de ca-
rácter político, que se relaciona con la aspiración de reco-
nocimiento de su individualidad, así como la posibilidad de
medrar el sistema político vigente; 2) el capital cognitivo-
escolar, que está vinculado con sus destrezas y habilidades
intelectuales; y 3) el capital social, que le otorga las habili-
dades y flexibilidades que requiere para desenvolverse en
sociedad. Los tres ejes convergen en la relación que el jo-
ven tiene con las instituciones con las que convive diaria-
mente, actuando como reflejo del lugar que le espera en el
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mundo adulto. A mayor reconocimiento de cada uno de es-
tos capitales, más fácil es influir positivamente en las ex-
pectativas a futuro de cada joven. De este axioma puede
deducirse que el desdén en el que por décadas ha incurrido
el Estado contra las aspiraciones de las y los jóvenes ha
afectado mayormente a los sectores juveniles más margi-
nados, entre los que destacan los pertenecientes a las cul-
turas indígenas, las diversidades sexuales o las comunida-
des más pauperizadas.

Sin embargo, cuando sucede lo contrario, es decir, cuando
el Estado orienta el rumbo de su acción utilizando como
guía la perspectiva de las juventudes, le es posible cimen-
tar un fuerte sentido de identidad nacional (y ciudadana)
que atraiga el interés de las y los jóvenes, sobre la base del
reconocimiento de su solidaridad y utilidad para hacer de
México una mejor nación, una deuda que sin duda ha que-
dado pendiente tras los actos heroicos realizados por las ju-
ventudes durante la catástrofe provocada por los pasados
sismos. Así pues, con la creación de nuevas instituciones
sensibles a los procesos de empoderamiento juvenil, será
posible garantizar que cada joven pueda, sobre un marco
legal verdaderamente orientado al beneficio social, identi-
ficarse ya no con grupos criminales sino con su propia pa-
tria (y la ardua tarea de enaltecerla).

Por lo expuesto, y frente al número cada vez más grande de
jóvenes que se niegan a cumplir con el deber nacional de
servir para el Ejército Nacional a través del SMN, resulta
inaplazable atender con seriedad las enseñanzas de casos
exitosos en países de todo el mundo en los que la objeción
de conciencia y el servicio sustitutorio se han convertido en
alternativas eficaces para involucrar a las juventudes a nue-
vas formas de ciudadanía activa, alejándolos de entornos
de riesgo bien conocidos en nuestro país, como es el caso
de la delincuencia organizada, que arrastra anualmente a
miles de jóvenes, muchos de ellos procedentes de familias
de escasos recursos, a actividades ilícitas y violentas.

Por esto y mucho más, ya no es posible justificar la exis-
tencia de un servicio militar obligatorio centrado en la for-
mación de fuerzas de reserva ante amenazas bélicas. En su
lugar, el servicio civil puede fungir como un valioso meca-
nismo institucional para fomentar valores nacionales como
el patriotismo, el respeto, la disciplina y la solidaridad, en
el marco de la cada vez más aguda pérdida de valores cívi-
cos derivado de la posmodernidad digital. Además, su apli-
cación coadyuvaría al reconocimiento de la juventud como
un grupo (o conjunto de grupos) complejo y diverso y no
como un bloque homogéneo y uniforme, dado que su eje-

cución partiría de la premisa de que no todos los jóvenes se
desenvuelven de la misma forma y que, por lo tanto, su de-
sarrollo integral requiere la existencia de un mosaico de al-
ternativas de formación.

Asimismo, contrario a lo que pudiera pensarse, la aplica-
ción de esta propuesta resultaría en el fortalecimiento del
servicio militar actual pues, al tornarlo voluntario, se ga-
rantizaría que quienes se enlistaran fuera sólo quienes ma-
nifestaran un genuino interés en la instrucción militar. De
esta forma, lograría captarse por primera vez en la historia
de la institución la verdadera vocación por la carrera de las
armas entre las y los jóvenes mexicanos que así se sintie-
sen, dedicándoles el tiempo y la capacitación militar que
dicha vocación amerita. A su vez, esto permitiría la forma-
ción de contingentes especializados para responder ante si-
tuaciones de riesgo nacional. Aunque es cierto que esta
propuesta generará un menor número de circunscriptos de-
dicados a las actividades militares, permitirá que lo enlis-
tados tengan acceso a mayor y mejor capacitación, privile-
giando la calidad antes que la cantidad.

Para concluir, si bien la Constitución establece la realiza-
ción del servicio militar y el alistamiento a la Guardia Na-
cional como obligaciones de los mexicanos, queda claro
que ambas instituciones están siendo rebasadas por nuevas
formas de participación social de las que forman parte ac-
tiva las juventudes. Con esta enmienda constitucional, el
servicio militar quedará englobado en el nuevo Servicio
Civil y Comunitario Nacional. La transformación del ser-
vicio militar obligatorio en voluntario repercutirá, por un
lado, en la profesionalización de contingentes militares ca-
paces de afrontar los dilemas actuales de la seguridad na-
cional, y por otro, motivará la creación y consolidación de
alternativas, ancladas en las necesidades que plantea la ac-
tualidad, para que las y los jóvenes de México puedan tran-
sitar hacia la ciudadanía, particularmente para quienes, en
ejercicio legítimo de su derecho de objeción de conciencia,
prefieran actividades distintas a las militares para demos-
trar su compromiso con el proyecto nacional y contribuir al
bienestar de sus comunidades.

Finalmente, la propuesta logrará evitar que más jóvenes si-
gan desentiéndase del deber que tienen con su país sin que
ello implique la imposición de un entrenamiento vinculado
al ejército nacional. En este sentido, la creación del Seccna
permitirá que más mexicanos, hombres y mujeres, contri-
buyan al desarrollo integral de la nación al participar en la-
bores ajustadas a sus entornos y necesidades locales, entre
las que destacarán la educación, la protección al medio am-
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biente y la defensa de los derechos humanos. En última
instancia, se pretende la formación de una generación de
ciudadanos responsables, disciplinados y preparados, con
fuerte vocación de servicio y mayor capacidad de autode-
terminación.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputado federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Morena de la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión; con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción del pleno de esta honorable Cámara la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 5o., 31 y 36
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único. Se reforma el párrafo cuarto y adiciona un
párrafo quinto, recorriéndose los siguientes, al artículo 5o.;
se reforma la fracción II del artículo 31; y se reforma la
fracción II del artículo 36 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano

Artículo 5o. …
…
…

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obliga-
torios, en los términos que establezcan las leyes respecti-
vas, el de las armas y los jurados, así como el desempeño
de los cargos concejiles y los de elección popular, directa o
indirecta. Las funciones electorales y censales tendrán ca-
rácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas aquéllas
que se realicen profesionalmente en los términos de esta
Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios
profesionales de índole social serán obligatorios y retribui-
dos en los términos de la ley y con las excepciones que és-
ta señale.

El Servicio Civil y Comunitario Nacional será obligato-
rio para todos los mexicanos, hombres y mujeres, en los
términos que establezca el Congreso de la Unión en la

Ley del Servicio Civil y Comunitario Nacional. En
cuanto al servicio militar, éste será voluntario para to-
dos los mexicanos, hombres y mujeres, en los términos
que establezca la autoridad militar federal.

…
…
…
…

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. …

II. Elegir, a través del Servicio Social y Comunitario
Nacional, una institución que sea de su interés para
participar en el desempeño de actividades de carác-
ter social, cuya realización fomente la cultura de la
solidaridad, así como valores humanos, cívicos y so-
cioculturales que les permitan constituirse como ciu-
dadanos socialmente responsables, copartícipes del
desarrollo de sus comunidades y del bienestar nacio-
nal. En su defecto, cuando así lo decidan, asistirán en
los días y horas designados por el ayuntamiento del lu-
gar en que residan, para recibir instrucción cívica y mi-
litar que los mantenga aptos en el ejercicio de los dere-
chos de ciudadano, diestros en el manejo de las armas,
y conocedores de la disciplina militar.

III. y IV. …

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Repú-
blica:

I. …

II. Alistarse en el Servicio Civil y Comunitario Na-
cional.

III. a V…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El honorable Congreso de la Unión deberá ex-
pedir la ley correspondiente para la regulación e imple-
mentación del Servicio Civil y Comunitario Nacional, den-
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tro de los 180 días naturales posteriores a la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Tercero. El Ejecutivo de la Unión expedirá el Reglamento
y demás disposiciones que sean necesarias para el cumpli-
miento de esta ley.

Cuarto. Mientras se expide esta ley, el Ejecutivo de la
Unión, a través de la Secretaría de Gobernación, dictará las
disposiciones que sean necesarias para facilitar el cumpli-
miento de la misma. Esto implica emitir un listado con las
instituciones en las que podrá acreditarse la realización del
Servicio Civil y Comunitario Nacional.

Notas

1 El Instituto Nacional de la Juventud cataloga como jóvenes a las per-
sonas que se encuentran en un rango de edad que va de los 12 a los 29
años.

2 Secretaría de Gobernación. La juventud mexicana en cifras. 11 de
enero de 2016.

3 Secretaría de Desarrollo Social. Cepal e Indesol discuten macroe-
conomía y derechos humanos. 2014.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Última re-
forma publicada en el DOF el 15 de septiembre de 2017.

5 Secretaría de la Defensa Nacional. Objetivos del Servicio Militar
Nacional 3 de noviembre de 2014.

6 El Comité de Derechos Humanos, en sus observaciones finales del
examen de los informes presentados por los Estados parte en virtud del
artículo 40 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, ha expresado su
preocupación por que México expresó no cuenta con una ley que re-
conozca el derecho de objeción de conciencia al servicio militar ni ten-
ga intención de promulgar una. 

7 La Organización de Estados Americanos. Programa de Servicio
Civil Voluntario. 2014.

8 CIDH. Resolución 1998/77. 1998.

9 Reguillo, Rossana. La condición en el México contemporáneo. Bio-
grafías, incertidumbres y lugares. 2010.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de noviembre de
2017.— Diputados y diputadas: Guillermo Rafael Santiago Rodrí-
guez, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, Blanca Margarita Cuata Do-

mínguez, Blandina Ramos Ramírez, Cuitláhuac García Jiménez, Del-
fina Gómez Álvarez, Natalia Karina Barón Ortiz, Patricia Elena Ace-
ves Pastrana (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Rafael Santiago Rodríguez.
Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (desde
la curul): Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul del diputado Roberto Cañedo, por
favor.

El diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (desde
la curul): Muchas gracias, señora presidenta. Solo para so-
licitar al compañero y amigo el diputado Guillermo Rafael,
si nos permite adherirnos a su iniciativa.

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez: Con
mucho gusto.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El diputado Guillermo Rafael ha dado su anuencia, y
la iniciativa está a sus órdenes en la Mesa Directiva, en la
Secretaría. 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra a continuación, por tres minutos, el
diputado Rogerio Castro Vázquez, del Grupo Parlamentario
de Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 110, 150 y 167, del Reglamento de
esta Cámara de Diputados. Adelante, por favor.

Quiero saludar la presencia de compañeros ex servidores
públicos del Estado de México encabezados por el licen-
ciado Raúl Vargas Herrera. Muchas gracias, licenciado.
Adelante, por favor, diputado.

El diputado Rogerio Castro Vázquez: Muy buenas tar-
des. Vinimos a presentar esta iniciativa para modificar el
Reglamento de la Cámara de Diputados con el principio de
que siempre vamos a decir que las normas son el orden de
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la sociedad, el derecho es el arte de lo bueno y lo justo, pe-
ro para que ese orden, esa bondad y esa justicia causen
efecto, requerimos de una buena ley, una ley que sea clara,
precisa, directa y acorde con la realidad.

En el caso del Reglamento, hay tres adecuaciones que con-
sideramos pertinentes hacer en materia de inclusión de re-
servas a discusión, de homologación de criterios en mate-
ria de inasistencias a convocatorias de comisiones, y una
antinomia interna en materia de mayoría en comisiones.

En el caso de la primera vemos que hay una laguna, porque
en el caso de las discusiones de reservas por práctica par-
lamentaria nosotros llevamos a cabo, o desde la Presiden-
cia se pregunta a la asamblea si se admiten o no a discusión
las reservas, pero no está reglamentado o no está especifi-
cado esta práctica en el Reglamento.

Por lo que proponemos modificar la fracción II del artícu-
lo 110 del Reglamento, darle legalidad a esta práctica re-
currente que realizamos en la Cámara de Diputados. Tam-
bién en el tema de la homologación de criterios en materia
de inasistencias a convocatorias de comisiones.

Por ejemplo en el 193, numeral 1, señala: Al diputado o
diputada que acumule dos inasistencias a convocatoria
sin justificar durante un semestre, se le descontará un día
de dieta, y en el numeral 2 indica que en caso de que el
diputado o diputada acumule cuatro inasistencias a reu-
nión sin justificar durante un semestre, causará baja de
manera automática.

Sin embargo, vemos que en el artículo 150 señala en la
fracción XVI como atribución del presidente de la junta di-
rectiva de comisiones, el exhortar a los diputados y diputa-
das integrantes que no asistan a las reuniones de comisión
o comité, para que participen en las subsecuentes reunio-
nes. Asimismo, comunicar a la junta los casos en que se
acumulen tres faltas consecutivas sin causa justificada pa-
ra conocimiento de los coordinadores de los grupos y los
efectos que correspondan.

Vemos que no hay conexión en estas dos redacciones del
Reglamento, por eso proponemos adecuar la fracción XVII
del artículo 50, para que el presidente de la comisión co-
munique a la junta cuando se acumulen dos o cuatro in-
asistencias a convocatorias, tal como señala el artículo 193
y no solo cuando haya tres faltas a la reunión, de manera
que los textos entre ambos resulten armónicos y, sobre to-
do, útiles para que podamos tener un mejor desempeño en

las comisiones, puesto que de aquí podemos y tenemos la
experiencia de que en muchas comisiones no se lleva a ca-
bo o no se tiene el quórum necesario y se necesita que los
diputados puedan participar, y de esta manera incentivar a
que participen.

En el caso de la mayoría de las comisiones también es im-
portante: uno de los artículos menciona la mayoría simple,
otro menciona la mayoría absoluta. Y es importante dejar
claro que en estos artículos se establezca que la mayoría
para aprobar un dictamen debería ser absoluta, es decir, re-
flejar la misma idea en todos los demás preceptos en don-
de se citara, por lo que actualmente tenemos es antinomia
al establecer circunstancias diferentes para un mismo su-
puesto.

Por eso necesitamos adecuar el Reglamento y, en se senti-
do, va en esta propuesta, es una propuesta que pediría se
apoye con tal de darle una certeza jurídica a lo que hace-
mos en esta Cámara de Diputados y, con este trabajo que
estamos haciendo, fortalecer nuestro Reglamento. Eso se-
ría todo. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que reforma los artículos 110, 150 y 167 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, a cargo del
diputado Rogerio Castro Vázquez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena

El suscrito, en ejercicio de la facultad que le confiere el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 77 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a su consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones del Reglamento de la Cámara de
Diputados, al tenor siguiente:

Exposición de Motivos

I. Las normas son el orden de la sociedad. El derecho es el
arte de lo bueno y lo justo. Pero para que ese orden, esa
bondad y esa justicia causen su efecto, requerimos de una
buena ley. Una ley que sea clara, precisa, directa y acorde
con su realidad.

II. Para esta Cámara, su fuente de orden es su Reglamento y
representa para la misma la fuente de derechos, obligaciones,
procesos y formas de trabajo de esta representación.

III. Es una práctica inveterada, reconocida y procesalmente
útil, el que las reservas sean sometidas al pleno, antes de su
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discusión para ver si este las admite o no. Sin embargo esta
etapa procesal no se encuentra expresamente plasmada en el
reglamento y ello hace que una representación parlamentaria
como ésta, que incluso cuenta con un reglamento reciente, si-
ga recurriendo a actos de práctica parlamentaria por no haber
incluido esta regulación en su ordenamiento; por ello pro-
pongo modificar la fracción II del artículo 110 y darle carta
de legalidad a esta etapa de recurrente uso que abona en abre-
viar los procesos de inclusión de reservas. 

IV. En el artículo 193, relativo a disposiciones disciplina-
rias para la asistencia de diputados en comisiones, el nu-
meral 1 señala que “Al diputado o diputada que acumule
dos inasistencias a convocatoria, sin justificar durante un
semestre, se le descontará un día de dieta”; y el numeral 2
indica que “En caso de que el diputado o diputada acumu-
le cuatro inasistencias a Reunión, sin justificar durante un
semestre, causará baja de manera automática”. Sin embar-
go, en el artículo 150, señala en la fracción XVI como atri-
bución del Presidente de la Junta Directiva de las Comisio-
nes, el “Exhortar a los diputados y diputadas integrantes
que no asistan a las reuniones de la comisión o comité pa-
ra que participen en las subsecuentes reuniones. Asimismo,
comunicar a la Junta los casos en que se acumulen tres fal-
tas consecutivas, sin causa justificada, para conocimiento
de los coordinadores de los grupos y los efectos que co-
rrespondan”, redacción y consecuencia jurídicas totalmen-
te inconexas entre sí. En tal sentido se propone la adecua-
ción en la fracción XVII del artículo 150 para que el
Presidente de la Comisión contemple las causales de san-
ción y las comunique a la Junta para esos efectos, cuando
se acumulen inasistencias a convocatorias tal como lo se-
ñala el artículo 193 y no sólo faltas a reunión, es decir que
sea que haya quórum o no, la ausencia se toma como in-
asistencia y se debe justificar o atenerse a la consecuencia.

V.  Cuando se expidió el Reglamento de la Cámara de
Diputados, el 24 de diciembre de 2010, el artículo 84 en su
numeral 1, establecía que “El dictamen será válido sólo
cuando la comisión o comisiones discutan un asunto en
Reunión y éste se apruebe, por mayoría” y  el artículo 167
en su numeral 4 estableció que “Las resoluciones o dictá-
menes deberán adoptarse por mayoría simple”. Sin embar-
go, por reforma publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración, se decidió variar el contenido del artículo 84,
numeral 1, estableciendo que la mayoría para aprobar un
dictamen debía ser absoluto. Sólo que los autores y dicta-
minadores de tal enmienda olvidaron realizar el denomina-
do en técnica jurídica como “efecto espejo”, es decir, re-

flejar la misma idea en todos los demás preceptos en don-
de se cita, por lo que actualmente tenemos una antinomia
al establecer circunstancias diferentes para un mismo su-
puesto, dando lugar a la ambigüedad e imprecisión jurídi-
ca y, faltando al principio constitucional de certeza. Es por
ello que propongo homologar el texto del artículo 167, nu-
meral 4 para que en ambos preceptos se establezca que la
aprobación de un dictamen sea por mayoría absoluta, ins-
taurando así, la imprescindible pulcritud a la norma.

Por todo lo antes expuesto y fundado, someto a considera-
ción de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
del Reglamento de la Cámara de Diputados

Único: Se reforman la fracción II del artículo 110; la frac-
ción XVII del artículo 150 y el numeral 4 del artículo 167
del Reglamento de la Cámara de Diputados, para quedar
como sigue:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 110.

1. Las reservas se discutirán de la siguiente forma:

I. ...;

II. El Presidente consultará a la asamblea en vota-
ción económica si es de admitirse; en caso negativo
se procederá a abordar la siguiente reserva, en posi-
tivo el Presidente formulará una lista de oradores a fa-
vor y en contra, quienes podrán intervenir hasta por cin-
co minutos cada uno;

III. a VI. ...

Artículo 150.

1. Son atribuciones del Presidente de la Junta Directiva:

I. a XVI. ...

XVII. Exhortar a los diputados y diputadas integrantes
que no asistan a las reuniones de la comisión o comité
para que participen en las subsecuentes reuniones. Asi-
mismo, comunicar a la Junta los casos en que los dipu-
tados acumulen inasistencias  consecutivas a convo-
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catoria en un semestre, sin causa justificada, para los
efectos del artículo 193.

Artículo 167.

1. a 3. ... 

4. Las resoluciones o dictámenes deberán adoptarse por
mayoría absoluta.

5. y 6. ...

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 28 de no-
viembre de 2017.— Diputados y diputadas: Rogerio Castro Vázquez,
Blanca Margarita Cuata Domínguez, Cuitláhuac García Jiménez, Del-
fina Gómez Álvarez, Natalia Karina Barón Ortiz, Patricia Elena Ace-
ves Pastrana, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Rogerio Castro Váz-
quez. Túrnese a la Comisión de Régimen, Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. 

A continuación tiene la palabra por tres…

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sí. Sonido en la curul de la diputada…

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Nada más para solicitar la adhesión a la iniciativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. El diputado accede a que su inicia-
tiva pueda estar a su disposición aquí en la Secretaría de la
Mesa Directiva.

LEY DE PETRÓLEOS MEXICANOS, LEY DE LA
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD Y LEY
DEL FONDO MEXICANO DEL PETRÓLEO PARA

LA ESTABILIZACIÓN Y EL DESARROLLO

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Retomo para darle el uso de la palabra por tres minu-
tos a la coordinadora del Grupo Parlamentario de Morena,
la diputada Norma Rocío Nahle García, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y deroga di-
versas disposiciones de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad y de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo. Adelante, diputada.

La diputada Norma Rocío Nahle García: Con su venia,
presidenta. Esta iniciativa es muy importante porque pro-
ponemos a consideración de esta máxima tribuna buscar
terminar con una de las distorsiones provocadas por la lla-
mada reforma energética. Se trata de diversas disposicio-
nes de la Ley de Petróleos Mexicanos, a la Ley de la Co-
misión Federal de Electricidad, la Ley del Fondo Mexicano
del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo.

¿De qué se trata? Eliminar los consejeros independientes.
Algo que se pensó que para que pudiera apoyar, para que
pudieran abonar en la toma de decisiones en las empresas
paraestatales desde 2008 y en 2014, 2013, para que su co-
nocimiento pudiera tomar decisiones acertadas.

¿En qué se han convertido los consejeros profesionales o
consejeros independientes o profesionales?, en gestores de
negocios. Por ejemplo, tenemos a Jordy Herrera, sí, ese que
firmó con Odebrecht, que es el consejero independiente del
Fondo Mexicano del Petróleo desde 2015. Es un integran-
te del Partido Acción Nacional, es un militante, es un polí-
tico y quien es investigado actualmente por la PGR por su
presunta participación en un convenio firmado en 2010,
que favorece a la empresa petroquímica brasileña Bras-
kem, que es una filial de Odebrecht. 

Tenemos también a Luis Manuel Enrique Téllez Kuenzler,
que es un consejero independiente del Fondo Mexicano del
Petróleo, quien estuvo, ha sido empleado del conglomera-
do trasnacional Carly Grob, fue secretario de Energía du-
rante el gobierno de Ernesto Zedillo y secretario de Comu-
nicaciones con Felipe Calderón, pero ha sido consejero del
Grupo México, consejero de Femsa. Como consejero de
Grupo México también ha tenido intereses en Pemex.
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Tenemos a Federico Reyes Heroles, quien en su declara-
ción de intereses declara que sí tiene intereses porque es
consejero de diversos fondos vinculados al sector energéti-
co, como Morgan Stanley, NRG, Capital Sapi, también de-
claró que su hija está casada con Javier Orozco, quien tra-
baja en EO Mexicana de Gas.

Tenemos a Jesús Marcos Yacaman, quien ha sido por mu-
chos años contratista de Pemex. A Octavio Francisco Pas-
trana Pastrana, un colombiano. Él es de origen colombia-
no, ciudadano, se acaba de nacionalizar mexicano y que él
tiene una firma de ingeniería de Bromley y ha sido también
director de Estrategia y Desarrollo de Arendal. Arendal, es-
ta empresa que se dedica al negocio en energía. 

Entonces tenemos la iglesia en manos de Lutero. Felipe
Duarte Olvera también que es consejero en administración,
que es de la consultoría Mckinsey, que es encargado de dina-
mitar y de fraccionar todas las empresas paraestatales en el
mundo para negocios. Y así, Luis de la Calle, Jorge Borja. No
ha funcionado, porque ha servido para que estos consejeros
adentro de las empresas con tráfico de influencias…

—Permítame, ya concluyo, compañera, no está aquí tanta
gente desesperada.

Entonces, en este conflicto de intereses, en eso se han ser-
vido…

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, por favor, diputada.

La diputada Norma Rocío Nahle García: Estoy propo-
niendo eliminarlos, eliminarlos, nos cuestan mucho dinero,
tienen oficina, tienen asesores, tienen choferes, ganan más
de 100 mil pesos y aparte son operadores de negocios de
privados, a cargo de nuestras empresas estatales.

Espero que esto se dictamine lo más inmediato posible y
que no pase a la congeladora, porque puede ser incómodo
el tema para los partidos políticos. Le agradezco mucho,
señora presidenta.

«Iniciativa que reforma y deroga diversas disposiciones
de las Leyes de Petróleos Mexicanos, de la Comisión Fe-
deral de Electricidad, y del Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo, a cargo de la dipu-
tada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

La suscrita, diputada Norma Rocío Nhale García, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena, en la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados, y con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como del ar-
tículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de esta soberanía la
presente iniciativa.

Consideraciones

A pesar de nulos resultados en su gestión y de ganar eleva-
dos salarios, el 29 de septiembre del presente año el Sena-
do de la República ratifico a consejeros del Fondo Mexica-
no del Petróleo (FMP), de Petróleos Mexicanos (Pemex) y
de la Comisión Federal de Electricidad (CFE).

No cumplen con los requisitos que por ley les exige tener
un perfil profesional que les permita aportar líneas de ac-
ción que se traduzcan en mayor riqueza, productividad y
eficiencia al Estado mexicano. Lejos de eso varios de ellos
incurren en conflicto de interés, corrupción y opacidad, ya
que al no ser considerados servidores públicos no están
obligados rendir cuentas.

La figura de los consejeros independientes también ha ser-
vido para repartir cuotas entre los partidos políticos y, al
mismo tiempo se han convertido o ya eran líderes de opi-
nión, que representan a una élite empresarial nacional cada
vez más vinculada al capital transnacional.

La currícula de los consejeros habla por sí sola:

Fondo Mexicano del Petróleo

Jordy Herrera Flores. Consejero independiente del
FMP desde 2015. Es economista y miembro del Partido
Acción Nacional. Fue director general de Enlace con el
Congreso de la Unión en la Secretaría de Desarrollo So-
cial y coordinador nacional de redes ciudadanas de la
campaña presidencial de Felipe Calderón en 2006.

Al inicio del periodo presidencial en diciembre de 2006
fue nombrado subsecretario de Planeación Energética y
Desarrollo Tecnológico de la Secretaría de Energía y
posteriormente director general de Pemex Gas y Petro-
química Básica de Petróleos Mexicanos, el 9 de sep-
tiembre de 2011 asumió el cargo de secretario de Ener-
gía hasta 2012. Ahora es consultor para temas de

Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118



energía y economía en Fractal Consultores (despacho
propio).

Actualmente es investigado por la PGR por presunta
participación en un convenio firmado en el 2010 que fa-
vorece a la empresa petroquímica brasileña Braskem.
La investigación gira en torno a la forma en que se de-
finieron las cláusulas de penalización del contrato fir-
mado entre Pemex GyPB y el grupo integrado por la pe-
troquímica Braskem e Idesa, cuyo objetivo fue proveer
con 66 mil barriles diarios de etano a la planta de Etile-
no XXI ubicada en Coatzacoalcos, Veracruz. En dicho
convenio, Pemex deberá pagar el gas etanol que no pue-
da suministrar, pero con un aumento de hasta el 200 por
ciento de su precio. Además, Pemex habría renunciado
a defenderse legalmente y a pagar 300 millones de dó-
lares anuales por incumplimiento.

Luis Manuel Enrique Téllez Kuenzler. Consejero in-
dependiente del FMP desde 2015. Es un economista y
miembro del Partido Revolucionario Institucional. Ha
sido empleado del conglomerado transnacional Carlyle
Group. Fue secretario de Energía durante el gobierno de
Ernesto Zedillo y secretario de Comunicaciones y
Transportes en el de Felipe Calderón Hinojosa, hasta el
3 de marzo de 2009 y presidente del Consejo y director
general del Grupo BMV, propietario de la Bolsa Mexi-
cana de Valores en 2009.

Otros cargos como consejero: Grupo México, consejero
propietario de Fomento Económico Mexicano (Femsa)
empresa líder en América Latina, integrada por: el em-
botellador de Coca-Cola más grande del mundo, tiendas
de conveniencia Oxxo y una importante inversión en
Heineken.

También consejero de Grupo México de la filia de In-
fraestructura Petrolera México. Infraestructura México
y Perforadora México, filiales de Grupo México, parti-
cipan activamente con las empresas privadas ganadoras
de litaciones petroleras, en especial con Sierra Oil &
Gas (originalmente propiedad de la familia Gerard, cu-
ñado de Carlos Salinas de Gortari, ahora propiedad de
Black Rock).

Es miembro activo del consejo de administración de
Sempra Energy, compañía que participa en la construc-
ción del gasoducto Los Ramones, en proyectos de in-
fraestructura, de regasificación y generación de energía
eléctrica.

Federico Reyes Heroles González Garza. Consejero
del FMP desde 2015. Economista y miembro del Parti-
do Revolucionario Institucional (en 2006 manifestó pú-
blicamente su rechazo a la nominación del priista Ro-
berto Madrazo y apoyó al candidato del Partido Acción
Nacional a la Presidencia de México, Felipe Calderón
Hinojosa, aunque sin renunciar a su militancia en el
PRI). Director General de Pemex de 2006 a 2009 (al ini-
cio del gobierno de Felipe Calderón).

EL 1 de septiembre presentó su declaración de intereses
en la declara lo siguiente: Consejero independiente del
FMP vigente, consejero de diversos fondos vinculados al
sector energético como; Morgan Stanley EnergyParthnes
y NRG Capital SAPI. También declaró que su hija está
casada con Javier Orosco quien trabaja en Neo Mexicana
de Gas. Además de ser consejero de HSBC-MX.

Jesús Marcos Yacamán. Consejero independiente del
FMP desde 2015. Estudió la licenciatura en economía
en la UANL. Posteriormente, realizó estudios de maes-
tría y doctorado en economía en la Universidad de Co-
lumbia (Estados Unidos). La mayor parte de su trayec-
toria profesional la llevó a cabo en el Banco de México.
En esa institución ocupó diversos cargos entre los que se
pueden destacar los siguientes: Gerente de Información
Financiera, director de Programación Financiera, direc-
tor de Investigación Económica y finalmente subgober-
nador. Además, ha sido miembro de los consejos direc-
tivos de distintas instituciones bancarias y comités
técnicos de diversos fondos de fomento económico del
gobierno federal.

Consejeros de Pemex

Octavio Francisco Pastrana Pastrana. Consejero in-
dependiente de Pemex desde 2015. Se tituló como doc-
tor en termodinámica y mecánica de fluidos de la Uni-
versidad de Strathclyde en el Reino Unido y es
ingeniero mecánico de la Universidad de los Andes en
Colombia. Octavio Francisco Pastrana ha sido presiden-
te de British Petroleum en varios países: Alaska, Vene-
zuela, Bolivia, Perú, Chile y México entre 1995 y 2007.

Ha completado cursos de administración de empresas y
negocios en la Universidad de Harvard en Estados Uni-
dos de América así como cursos de estrategia corporati-
va en la Universidad de Stanford y un curso de Am-
biente Global en la Universidad de Cambridge en el
Reino Unido.
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Mediante su propia firma de ingeniería Promelec, estu-
vo a cargo de varios proyectos hidroeléctricos y termo-
eléctricos en Colombia entre 1978 y 1987. Desde el
2007 es residente naturalizado mexicano y de 2007 a
2008 fue director de estrategia y desarrollo de negocios
para Arendal, firma mexicana de ingeniería en la indus-
tria del gas, petróleo y plantas de ciclo combinado.

Felipe Duarte Olvera. Consejero independiente hasta
2019. Licenciado en Administración y Contador Públi-
co por el Instituto Tecnológico Autónomo de México
(ITAM). Maestría en Administración de Negocios
(MBA) por Harvard Business School. 

Entre 2006 y 2012 fue subsecretario de Transporte de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Subsecre-
tario de Competitividad y Normatividad de la Secretaría
de Economía y Secretario Técnico del Gabinete Econó-
mico en la Presidencia de la República.

Consejero de Pemex, CFE, Nacional Financiera, Banco
Nacional de Comercio Exterior y Aeropuertos y Servi-
cios Auxiliares. Anteriormente trabajó en la Oficina de
la Presidencia de la República para las Políticas Públi-
cas y en la consultoría McKinsey and Co.

De 2013 a 2015 fue director general adjunto de Expe-
riencia del Cliente también en Grupo Financiero Banor-
te. Su último cargo en dicha institución fue director ge-
neral adjunto de Infraestructura y Energía.

Jorge Borja Navarrete. Ingeniero civil por la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México (UNAM), maestro
en administración por la Universidad de California en
Los Ángeles. Ha fungido como director corporativo de
Ingenieros Civiles Asociados Flour Daniel.

En noviembre de 2015 se anunció en la prensa nacional
lo siguiente: el avance de las empresas ICA Fluor Daniel
y Odebrecht en el sector energético alcanzó un nuevo
nivel, al extenderse hoy a una nueva fase los contratos
más importantes para la modernización de la refinería
de Tula, en Hidalgo.

El director de la nueva razón social, Pemex Transfor-
mación Industrial (PTI), Alejandro Martínez Sibaja, en-
cabezó hoy la reunión con los ejecutivos de las mencio-
nadas empresas para protocolizar el contrato, cuyo
monto asciende a mil 200 millones de dólares.

En la información difundida hoy por PTI no se especifi-
có el tipo de cambio previsto en la operación. Los con-
tratos signados hoy se suman a los 16 que ya tiene Ica
Fluor con Pemex y a los tres que ya desarrolla Ode-
brecht.

Carlos Elizondo Mayer-Serra. Consejero independiente
de Pemex desde 2015, ratificado. Licenciado en relacio-
nes internacionales por el Colegio de México, así como
maestro y doctor en Ciencia Política por la Universidad
de Oxford.

Consejeros CFE

Luis de la Calle Pardo. Consejero independiente de
CFE, nombrado en 2014 y ratificado en 217.

Luis de la Calle tiene relación con instituciones que re-
presentan los intereses estadounidenses, entre ellos el
Instituto Mexicano para la Competitividad, Woodrow
Wilson Center, Consejo Mexicano de Asuntos Interna-
cionales (Comexi).

Enrique Zambrano Benítez. Consejero independiente
de CFE. Ingeniería en el MIT y MBA en la Universidad
de Stanford. Consejero independiente de Grupo Monte-
rrey.

Perforadora México, subsidiaria de la empresa, tiene
destinados 48 millones de dólares para inversiones este
año entre electricidad, gas y un proyecto de cogenera-
ción en Tamaulipas

También tiene inve4rsión en Tamaulipas, Tabasco y Ve-
racruz de campos de gas húmedo y petróleo ligero y ul-
traligero.

Blanca Avelina Treviño. Consejera independiente de
CFE. Licenciatura en ciencias de la computación en el
ITESM. Presidenta y directora general de Softtek

Rubén Flores García. Consejero independiente de
CFE, ratificado. Ha sido coordinador general del Centro
Nacional de Control de Energía; comisionado en la Co-
misión Reguladora de Energía Eléctrica; director gene-
ral de Distribución y Abastecimiento de Energía Eléctri-
ca y Recursos Nucleares; subsecretario de Electricidad
en la Secretaría de Energía, de 2006 a 2007; y comisio-
nado de la Comisión Reguladora de Energía de 2007 a
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2013, consejero independiente del Consejo de Adminis-
tración de la CFE, de 2014 a 2016.

Conflicto de interés

En algunos casos los consejeros independientes de Pemex,
FMP y CFE no cumplen con el perfil requerido pero lo que
más destaca es el conflicto de interés. Es claro que varios
de ellos, como Enrique Zambrano representa los interese
de Grupo Monterrey que Jorge Borja Navarrete (consejero
de Pemex) representa los interese de ICA Flour Daniel,
empresa que a su vez, tuvo contratos junto con Oderbrech.

Federico Reyes Heroles González (consejero del FMP) in-
cluso declaró abiertamente que es consejero de diversos
fondos vinculados al sector energético como Morgan Stan-
ley Energy Parthnes y NRG Capital SAPI. También decla-
ró que su hija esta casada con Javier Orozco quien trabaja
en Neo Mexicana de Gas.

Son muy evidentes los vínculos, incluso, entre consejeros
independientes del FMP y de Pemex. Jory Herrera Flores y
José Jorge Borja Navarrete. La siguiente ilustración es elo-
cuente por sí misma.

Jesús Rodríguez Dávalos, abogado de profesión y primo
político del ex secretario de Energía, Jordy Herrera, es una
pieza fundamental para la construcción de gasoductos en
México. Con relaciones familiares muy influyentes dentro
del sector donde ha construido, a lo largo de al menos dos
sexenios, un cártel del gas.

Jesús Rodríguez Dávalos está casado con María Teresa
Borja Cabeza, es sobrina del consejero independiente de
Pemex, Jorge Borja Navarrete y Jordy Herrera Flores está
casado con Regina Rodríguez Sánchez, prima hermana de
Rodríguez Dávalos.

Aparentemente un ingreso muy importante de Jesús Rodrí-
guez lo recibe del despacho Rodríguez Dávalos Abogados,
donde cobran comisión de hasta 30 por ciento para trami-
tar los derechos y obtener permisos de la Comisión Regu-
ladora de Energía para transportar gas natural, gas LP o hi-
drocarburos, o generar energía eléctrica. El “éxito” del
despacho reside en “garantizar” la aprobación de los per-
misos y derechos.

En los Registros Públicos de Propiedad y Comercio de la
Ciudad de México y estado de México se encontró que Je-
sús Rodríguez Dávalos, es accionista o socio de cinco so-

ciedades: RDA Infraestructure SAPI de CV; Azteca Oil and
Gas Company; Consultores en Energía RDA; RDA Con-
sultores, y la Asociación Mexicana de Derecho de Vía.

Sólo dos o tres consejeros, aparentemente no tiene conflic-
to de interés, sin embargo nunca han denunciado las prác-
ticas de corrupción que se derivan del conflicto de interés
de los otros consejeros independientes.

Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposicio-
nes invocadas en el proemio, se somete a consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se derogan y reforman diversas dis-
posiciones de las Leyes de Petróleos Mexicanos, del
Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el
Desarrollo, así como de la Comisión Federal de Electri-
cidad

Artículo Primero. Se reforman los artículos 15, primer pá-
rrafo, 16, primer párrafo del 17, 41, 43, 44 y 45; se derogan
la fracción III del artículo 15, articulo 21, 22, 37, 38 y 42 de
la Ley de Petróleos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 15. El Consejo de Administración estará integra-
do por cinco consejeros, conforme a lo siguiente

I. …

II. …

III. Se deroga.

Artículo 16. Los consejeros a que se refiere la fracción II
del artículo 15 podrán ser servidores públicos federales.

Los consejeros señalados en la fracción II podrán desem-
peñar otros empleos, cargos o comisiones públicos o pri-
vados, salvo aquellos que impliquen un conflicto de interés
en términos del Reglamento.

Artículo 17. Los consejeros señalados en la fracción I del
artículo 15 podrán ser suplidos por el servidor público que
al efecto designen, con nivel mínimo de subsecretario. Tra-
tándose del Presidente del Consejo, su suplente asumirá to-
das las funciones de aquél, salvo el voto de calidad en ca-
so de empate en las votaciones.

Los consejeros señalados en la fracción II no tendrán su-
plentes y ejercerán su cargo de manera personal.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 2017121



Artículo 21. Se deroga.

Artículo 22. Se deroga.

Artículo 37. Se deroga.

Artículo 38. Se deroga.

Artículo 41. Los comités del Consejo de Administración
estarán conformados por un mínimo de tres y un máximo
de cinco consejeros, salvo aquellos cuya integración esté
prevista expresamente en esta Ley. Serán presididos y ten-
drán la integración y funciones que determine el Consejo
de Administración, por resolución adoptada por mayoría de
siete de sus miembros, sin perjuicio de las señaladas en es-
ta Ley, y funcionarán conforme a las reglas que emita el
propio consejo.

Artículo 42. Se deroga.

Artículo 43. El Comité de Recursos Humanos y Remune-
raciones lo integrará el Secretario de Hacienda y Crédito
Público, y tendrá a su cargo las siguientes funciones:

I. Proponer al Consejo de Administración el mecanismo
de remuneración del director general y de los directivos
de los tres niveles jerárquicos inferiores a éste;

II. Proponer al Consejo de Administración la política de
contratación, de evaluación del desempeño y de remu-
neraciones del resto del personal de Petróleos Mexica-
nos, de sus empresas productivas subsidiarias y de sus
empresas filiales, debiendo cumplir con lo dispuesto en
la legislación y el contrato colectivo de trabajo vigentes
aplicables;

III. Auxiliar al Consejo de Administración, en los tér-
minos que éste le ordene, en el seguimiento de las polí-
ticas de recursos humanos que haya aprobado;

IV. Dar seguimiento al cumplimiento de los acuerdos,
compromisos y autorizaciones que, en materia de re-
cursos humanos, le especifique el Consejo de Admi-
nistración;

V. Proponer los convenios de capacitación, certificación
y actualización que Petróleos Mexicanos pueda suscri-
bir con instituciones públicas y privadas, nacionales o
internacionales, y

VI. Las demás que determine el Consejo de Adminis-
tración.

Artículo 44. El Comité de Estrategia e Inversiones será
presidido por un consejero independiente de manera rota-
toria anual, y tendrá las siguientes funciones:

I. Auxiliar al Consejo de Administración en la aproba-
ción de las directrices, prioridades y políticas generales
relacionadas con las inversiones de Petróleos Mexica-
nos;

II. Analizar el plan de negocios;

III. Formular al Consejo de Administración recomenda-
ciones relacionadas con el plan de negocios y sobre las
políticas generales en la materia;

IV. Dar seguimiento a las inversiones que, en términos
de la fracción IV del artículo 13 de esta Ley, hayan sido
autorizadas por el Consejo de Administración, y

V. Las demás que determine el Consejo de Administra-
ción

Artículo 44. El Comité de Estrategia e Inversiones y ten-
drá las siguientes funciones:

I. Auxiliar al Consejo de Administración en la aproba-
ción de las directrices, prioridades y políticas generales
relacionadas con las inversiones de Petróleos Mexica-
nos;

II. Analizar el plan de negocios;

III. Formular al Consejo de Administración recomenda-
ciones relacionadas con el plan de negocios y sobre las
políticas generales en la materia;

IV. Dar seguimiento a las inversiones que, en términos
de la fracción IV del artículo 13 de esta Ley, hayan sido
autorizadas por el Consejo de Administración, y

V. Las demás que determine el Consejo de Administra-
ción.

Artículo 45. El Comité de Adquisiciones, Arrendamientos,
Obras y Servicios tendrá las siguientes funciones:
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I. Formular al director general recomendaciones sobre
aspectos concretos que puedan incluirse en las políticas
y disposiciones que, en materia de contrataciones, pro-
ponga al Consejo de Administración;

II. Opinar sobre las propuestas que el director general
presente respecto a las políticas y disposiciones en ma-
teria de contrataciones;

III. Formular opiniones, a solicitud del Consejo de Ad-
ministración, sobre las contrataciones que se sometan a
consideración de éste, en términos de las disposiciones
aplicables;

IV. Dar seguimiento a las adquisiciones, arrendamien-
tos, servicios y obras que, en términos de la fracción V
del artículo 13 de esta Ley, hayan sido autorizadas por
el Consejo de Administración;

V. Aprobar los casos en que proceda la excepción a la li-
citación pública para que Petróleos Mexicanos y sus
empresas productivas subsidiarias contraten con empre-
sas filiales de Petróleos Mexicanos;

VI. Revisar los programas anuales de adquisiciones,
arrendamientos, servicios y obras y formular las reco-
mendaciones que estime pertinentes al Consejo de Ad-
ministración, y

VII. Las demás que determine el Consejo de Adminis-
tración.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 14, primero y
último párrafo, segundo párrafo del artículo 16, artículos
19, 40, 43 y 44; se derogan la fracción III del artículo 14,
segundo, tercero y cuarto párrafo de la facción IV del artí-
culo 14, tercer párrafo del artículo 15; artículos 9, 20, 21,
36, 41 y 42 de la Ley de la Comisión Federal de Electrici-
dad, para quedar como sigue:

Artículo 14. El Consejo de Administración estará integra-
do por cinco consejeros, conforme a lo siguiente:

I. …

II. …

III. Se deroga.

IV. Un consejero designado por los trabajadores de la
Comisión Federal de Electricidad y sus empresas pro-
ductivas subsidiarias.

…Se deroga.

…Se deroga.

…Se deroga.

En la designación de los consejeros señalados en la
fracción II se velará por que la composición del Conse-
jo de Administración sea diversificada, de acuerdo a la
preparación, experiencia y capacidad de sus integrantes

Artículo 15. …

Los consejeros señalados en las fracciones II y III del artí-
culo 14 podrán desempeñar otros empleos, cargos o comi-
siones públicos o privados.

…Se deroga.

Artículo 16. …

Los consejeros señalados en la fracción II no tendrán su-
plentes y ejercerán su cargo de manera personal.

El consejero señalado en la fracción III del artículo 14 po-
drá ser suplido por la persona que para tal efecto designe

Artículo 19. Los consejeros, con excepción de los señala-
dos en las fracciones I y III del artículo 14, deberán ser de-
signados en razón de su experiencia, capacidad y prestigio
profesional y reunir los requisitos siguientes

Artículo 19. Se deroga.

Artículo 20. Se deroga.

Artículo 21. Se deroga.

Artículo 36. Se deroga.

Artículo 40. Los comités del Consejo de Administración
estarán conformados por un mínimo de tres y un máximo
de cinco consejeros, salvo aquellos cuya integración esté
prevista expresamente en esta ley. Serán presididos y ten-
drán la integración y funciones que determine el Consejo
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de Administración, por resolución adoptada por mayoría de
siete de sus miembros, sin perjuicio de las señaladas en es-
ta ley, y funcionarán conforme a las reglas que emita el
propio Consejo.

Artículo 41. Se deroga.

Artículo 42. Se deroga.

Artículo 43. El Comité de Estrategia e tendrá las siguien-
tes funciones:

I. Auxiliar al Consejo de Administración en la aproba-
ción de las directrices, prioridades y políticas generales
relacionadas con las inversiones de la Comisión Federal
de Electricidad;

II. Analizar el plan de negocios;

III. Formular al Consejo de Administración recomenda-
ciones relacionadas con el plan de negocios y sobre las
políticas generales en la materia;

IV. Dar seguimiento a las inversiones que, en términos
de la fracción IV del artículo 12 de esta ley, hayan sido
autorizadas por el Consejo de Administración, y

V. Las demás que determine el Consejo de Administra-
ción

Artículo 44. El Comité de Adquisiciones, Arrendamientos,
Obras tendrá las siguientes funciones:

I. Formular al director general recomendaciones sobre
aspectos concretos que puedan incluirse en las políticas
y disposiciones que, en materia de contrataciones, pro-
ponga al Consejo de Administración;

II. Opinar sobre las propuestas que el Director General
presente respecto a las políticas y disposiciones en ma-
teria de contrataciones;

III. Formular opiniones, a solicitud del Consejo de Ad-
ministración, sobre las contrataciones que se sometan a
consideración de éste en términos de las disposiciones
aplicables;

IV. Dar seguimiento a las adquisiciones, arrendamien-
tos, servicios y obras que, en términos de la fracción V

del artículo 12 de esta ley, hayan sido autorizadas por el
Consejo de Administración;

V. Aprobar los casos en que proceda la excepción a la li-
citación pública para que la Comisión Federal de Elec-
tricidad y sus empresas productivas subsidiarias contra-
ten con empresas filiales de la Comisión Federal de
Electricidad;

VI. Revisar los programas anuales de adquisiciones,
arrendamientos, servicios y obras y formular las reco-
mendaciones que estime pertinentes al Consejo de Ad-
ministración, y

VII. Las demás que determine el Consejo de Adminis-
tración

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 6, primero y
segundo párrafo, se derogan los artículos 9, 10, 11, 14 y 15
del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y
el Desarrollo, para quedar como sigue:

Artículo 6. El Comité del Fondo Mexicano del Petróleo
estará integrado por tres representantes del Estado.

Los miembros representantes del Estado serán los titulares
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien pre-
sidirá el Comité, y de la Secretaría de Energía, así como el
gobernador del Banco de México.

Artículo 9. Se deroga.

Artículo 10. Se deroga.

Artículo 11. Se deroga.

Artículo 14. Se deroga.

Artículo 15. Se deroga.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de octubre de 2017.— Dipu-
tadas y diputados: Norma Rocío Nahle García, Blanca Margarita
Cuata Domínguez, Blandina Ramos Ramírez, Cuitláhuac García Jimé-
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nez, Natalia Karina Barón Ortiz, Patricia Elena Aceves Pastrana, Ro-
berto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Diputada, gracias. Túrnese a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul del diputado Cuitláhuac.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Solo para preguntarle, por medio de usted, presidenta, a la
diputada Rocío Nahle, si nos permite adherirnos a su ini-
ciativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Cal-
derón: La diputada ha dado su anuencia, para que en la
Secretaría de esta Mesa Directiva puedan adherirse a su
iniciativa.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por tres minutos, la diputada Clau-
dia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 156, 406 y
410 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

La diputada Claudia Sofía Corichi García: Gracias, pre-
sidenta. El mes pasado, hicimos un llamado a través de una
iniciativa para que las madres que tienen a sus hijos dentro
de la cárcel puedan permanecer con ellos más años.

Ayer se votamos aquí un dictamen de la Comisión de Jus-
ticia que recoge algunas preocupaciones, no el tema de la
edad, que sigue siendo un debate de hasta cuándo deben es-
tar los pequeños en la cárcel junto con sus madres. Pero me
parece que es un avance empezar a tocar estos temas y ha-
blamos de un tema de justicia, que en el caso particular de
las mujeres tiene características especiales.

Urge modificar nuestro sistema de justicia y cómo se aplica.
Hoy para las mujeres los niveles de encarcelamiento están

creciendo a una tasa más rápida que la de los hombres, 51 por
ciento para mujeres, 20 por ciento en el caso de los hombres.

Las mujeres encarceladas, sobre todo por delitos vincula-
dos a las drogas, suelen compartir además ciertas caracte-
rísticas: pobreza, procedentes de hogares y comunidades
marginadas, con bajos niveles educativos, y antes, en ge-
neral, sin antecedentes penales.

La mayoría ha trabajado en actividades informales, como
limpieza de casa, lavado, planchado de ropa o elaboración
de alimentos. ¿Por qué el Estado está fallando en propi-
ciarles un futuro más esperanzador? Y, ¿cómo puede ga-
rantizarles proyectos de vida positivos y productivos?

Sin duda, el tema importante y fundamental debe ser la
prevención, pero sostengo además, que para un niño o ni-
ña, hijo de alguna madre que ha sido llevada a la cárcel, el
impacto es absolutamente desolador, para los que están
adentro y también para los que están afuera.

En general, una madre es la única persona adulta de la que
dependen y la separación de ella puede resultar en situa-
ciones de pobreza extrema, que pisen el suelo de albergues
o instituciones públicas o, en el peor de los casos, una vida
de calle y víctimas de trata o explotación.

Por eso es que hemos insistido en que tenemos que ver con
perspectiva de género este tema, hemos hablado, hemos
comentado muchos temas aquí en tribuna, como el tema de
los casos de tortura sexual, es decir, que cuando estas mu-
jeres son detenidas se cometen abusos contra ellas.

Hace justamente 10 días, el tema de la tortura no es ajeno
a México, las mujeres de Atenco declararon en la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, por eso digo que
tenemos que verlo con una visión y perspectiva de género,
ningún ser humano, ninguna mujer merece ser abusada,
torturada sexualmente ni de ninguna manera.

Muchas mujeres merecen opciones alternativas también, y
digo mujeres porque muchas de ellas se hacen cargo de sus
hogares y tienen un impacto fundamental en sus familias. Por
ello, es que propongo el día de hoy una iniciativa para que
desde el Código Nacional de Procedimientos Penales poda-
mos establecer criterios de proporcionalidad y que los jueces
de control antes de imponer alguna medida, tengan la obliga-
ción de imponer esta, la menos lesiva, a mujeres embaraza-
das o que vivan en condiciones de pobreza y exclusión social,
que sean mujeres con hijos e hijas lactantes de hasta por lo
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menos dos años de edad o que sean las únicas o principales
cuidadoras de menores de edad, de adultos mayores, de gen-
te con enfermedades graves o discapacidad.

Las investigaciones sobre delitos relacionados con mujeres
en política de drogas y encarcelamientos, señalan que se de-
be garantizar que la privación de la libertad sea el último re-
curso y que las penas sean proporcionales al tipo de delitos.

Por eso es que en su sentencia condenatoria creo que se de-
ben considerar las medidas alternativas más adecuadas pa-
ra las mujeres que se encuentren en los supuestos que he
mencionado, es decir, en situaciones en las cuales son el
sustento de sus familias, son las cuidadoras y que no han
cometido, por supuesto no me estoy refiriendo a mujeres
que hayan cometido delitos graves o delitos que pongan en
peligro la integridad de los pequeños o pequeñas, que son
sus hijos o que pueden estar cuidando.

Aprovecho para hacerles una atenta invitación…

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, diputada.

La diputada Claudia Sofía Corichi García: …justamen-
te a un evento, presidenta, que tendremos la siguiente se-
mana, sobre las políticas públicas también, que tienen que
ver con estas mujeres y alternativas para encarcelamiento,
y para alternativas para mujeres que han cometido algún
delito, pero que pueden tener otro tipo, como en otros paí-
ses, de alternativas de presión. Prisión alternativa, prisión
en casa, en fin, otras alternativas. Es la propuesta que el día
de hoy traemos, es cuanto, presidenta. Gracias por su apo-
yo y su tolerancia.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 156, 406 y
410 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a car-
go de la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, y 78 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 176,
179 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta asamblea iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma el Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales.

Antecedentes

I. En México, datos derivados del “Censo Nacional de Go-
bierno, Seguridad y Sistema Penitenciario Estatales 2015”
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),
muestran que los delitos contra la salud (del fuero local o
federal) son la segunda causa de encarcelamiento de muje-
res, precedidos por los delitos de robo. En el fuero federal,
los delitos contra la salud constituyen la razón primordial
por la cual son recluidas las mujeres.

Según cifras de la ENPOL, en los 37 centros penitenciarios
objeto de la encuesta (de un total de 272 a escala nacional)
viven 506 niños con sus madres. De acuerdo con la opinión
de las madres, los hijos tienen importantes carencias de
bienes y servicios: 97.5 por ciento de la madres dijo que el
centro penitenciario no le proporciona calzado a sus hijos,
95.0 señaló que sus hijos carecen de ropa y 91.9 dijo que
los hijos carecen de materiales.1

II. El uso de la cárcel como respuesta frente a las drogas ha
afectado desproporcionadamente a las mujeres.

III. En México, el número de mujeres privadas de la liber-
tad por delitos contra la salud va en aumento. Esto indica
dos cosas: que cada vez más mujeres se apoyan en las di-
námicas del narcotráfico como opción laboral para subsis-
tir, pero también que la política actual de drogas está cen-
trándose en la caza de estos delitos para detener a las
personas más vulnerables de la cadena.

IV. Además de la falta de perspectiva de género, existen
pocos datos sobre las características de la población peni-
tenciaria de mujeres.

V. El impacto del actual marco de las políticas de drogas en
la región se refleja claramente en estos datos, específica-
mente el uso de la prisión preventiva y de penas despro-
porcionales que no toman en cuenta las condiciones de in-
volucramiento y los modos de participación de las mujeres
en estos delitos, convirtiéndose de esta manera, en una re-
acción penal no sólo desprovista de perspectiva de género,
sino desmedida y con efectos trascendentes sobre todo su
entorno familiar y comunitario.

Las mujeres sufren de manera desproporcionada los im-
pactos del encarcelamiento por las situaciones de vulnera-
bilidad de las cuales proceden y porque dichas condiciones
se recrudecen en el espacio penitenciario. Diversos estu-
dios confirman que las mujeres sufren las consecuencias de
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la persistencia de relaciones de género asimétricas que ope-
ran en detrimento de sus vidas y las de sus familias, y que
estas condiciones se agravan porque viven en la región con
los más altos índices de desigualdad en el mundo.

Ante esta realidad, el tráfico de drogas les ofrece opciones
de empleo ilegal que les permiten, además, seguir cum-
pliendo con funciones sociales tradicionalmente adscritas a
las mujeres, especialmente aquéllas relacionadas con los
cuidados de niños, niñas, adultos mayores, personas con
discapacidad o enfermas, entre otras personas dependien-
tes. Las redes de tráfico de drogas reclutan a las mujeres
más vulnerables para desempeñarse en los roles más bajos
y peligrosos. Asimismo, su involucramiento está relaciona-
do con la reproducción de relaciones y roles de género tra-
dicionales: suelen ser reclutadas por la pareja o por el gru-
po familiar y ven en los delitos de drogas una manera de
percibir ganancias que les permiten cumplir con su rol de
cuidadoras en el ambiente doméstico.

VI. El Estado mexicano se ha comprometido a revertir lo
anterior, al firmar y ratificar los instrumentos internaciona-
les de derechos humanos; integrando un amplio marco de
protección, dentro del cual destacan obligaciones específi-
cas como las contenidas en la CEDAW: modificar o dero-
gar las normas, usos y prácticas que constituyan discrimi-
nación contra la mujer, en especial las disposiciones
penales; e implementar las medidas necesarias para aban-
donar los prejuicios y prácticas consuetudinarias basadas
en la idea de inferioridad o superioridad de los sexos. Asi-
mismo, la Convención Belem Do Pará, establece que los
Estados deben actuar con la debida diligencia para preve-
nir, investigar, sancionar y reparar la violencia contra las
mujeres con independencia del ámbito en que ocurra y de
quién la perpetre.

VII. A nivel nacional, los principios de igualdad y no dis-
criminación consagrados en la Constitución, obligan a las
autoridades de procuración e impartición de justicia a des-
arrollar y contar con lineamientos para analizar cómo el
orden social de género reparte la valoración, el poder, los
recursos y las oportunidades de forma diferenciada; consi-
derando la situación de desventaja histórica de las mujeres
en la determinación de su responsabilidad penal, incluida
la atribución de autoría y participación en la comisión de
delitos. Por último, la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia elucida qué se entiende
por perspectiva de género y cuáles son los tipos de violen-
cia contra las mujeres, así como las herramientas para pre-
venirla, atenderla, sancionarla y erradicarla.

Consideraciones

Primera. Las mujeres privadas de su libertad por diferentes
delitos ascienden en México a más de 12 mil personas, sien-
do los delitos relacionados con drogas el delito más común
con un porcentaje del 12 por ciento en 2013; este porcentaje
en América Latina alcanza a 70 por ciento de mujeres.

Segunda. Actualmente, en México no existen las condicio-
nes para que las mujeres privadas de la libertad puedan ser
alojadas en centros de reclusión cercanos a su domicilio y, al
mismo tiempo, acondicionados de manera adecuada para
ellas y las hijas e hijos que viven con ellas. El principal argu-
mento para justificar y mantener esta situación es que las mu-
jeres en prisión representan un porcentaje significativamente
menor en comparación con los hombres privados de la liber-
tad. De conformidad con el “Cuaderno mensual de informa-
ción estadística penitenciaria nacional” de la Comisión Na-
cional de Seguridad” (CNS, julio 2016), las mujeres
representan 5 por ciento del total de la población penitencia-
ria y la mayoría se encuentra detenida en calidad de procesa-
da o sentenciada por delitos del fuero común.

Tercera. De acuerdo con el Informe especial de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos sobre las mujeres
internas en los centros de reclusión de la República Mexi-
cana2 de 2015, los centros que albergan a mujeres se ca-
racterizan por situaciones que vulneran los derechos huma-
nos de las mujeres y de las hijas e hijos que viven con ellas,
incluyendo maltrato, deficiencias en las condiciones mate-
riales, condiciones de desigualdad de las áreas femeniles
respecto de las instalaciones destinadas a los hombres, de-
ficiencias en la alimentación, sobrepoblación y hacina-
miento, autogobierno, cobros y privilegios, violencia se-
xual, inadecuada separación, irregularidades en la
imposición de sanciones disciplinarias, diversidad de crite-
rios sobre la permanencia de los menores de edad que vi-
ven con sus madres y falta de apoyo para que accedan a los
servicios de guardería y educación básica, entre otros.

Cuarta. Resolución “Incorporación de la perspectiva de
género en las políticas y programas relacionados con las
drogas”.3

En marzo de 2016 se realizó en Viena la 59 sesión de la Co-
misión de Estupefacientes del Consejo Económicos y So-
cial de la Organización de las Naciones Unidas. Se anali-
zaron borradores de resoluciones sobre distintos temas,
promovidas por países específicos, una de ellas es la Reso-
lución “Incorporación de la perspectiva de género en las
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políticas y programas relacionados con las drogas”.9 Ésta
fue redactada y propuesta originalmente por México, y fue
presentada en la CND con el apoyo de Costa Rica y Brasil.
En la Resolución, las mujeres en conflicto con las leyes de
drogas son descritas como pobres, con poca educación,
principales o únicas responsables de sus hijos e hijas u
otras personas dependientes, que son utilizadas por el cri-
men organizado.

La resolución aboga a favor de medidas alternativas en el
caso de mujeres embarazadas y madres, acusadas de deli-
tos menores y no violentos, así como la implementación de
las distintas normas de las Naciones Unidas en materia de
población en reclusión, especialmente las Reglas de Bang-
kok, enfocadas en mujeres y niñas privadas de la libertad:

[La comisión de Estupefacientes] Alienta a los Estados
miembros a que tomen en consideración las necesidades
y circunstancias específicas de las mujeres detenidas,
procesadas o juzgadas, o a las que se hayan impuesto
condenas por delitos relacionados con las drogas , cuan-
do formulen medidas que tengan en cuenta el género co-
mo parte integrante de sus políticas de prevención del
delito y justicia penal, incluidas medidas apropiadas pa-
ra llevar ante la justicia a los autores de abusos contra
las mujeres detenidas o encarceladas por delitos relacio-
nados con las drogas, utilicen, según proceda, a las Re-
glas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las
Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para
las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok), las Re-
glas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medi-
das No Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio) y las
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Trata-
miento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela);

5. Insta a los Estados Miembros a que ejecuten progra-
mas de base amplia para impedir la utilización de muje-
res y niñas como correos en el tráfico de drogas , y so-
licita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito que preste asistencia a los Estados pa-
ra que formulen dichos programas a fin de luchar contra
la utilización y participación de las mujeres en el co-
mercio ilícito de drogas y adoptar medidas penales ade-
cuadas contra los grupos delictivos organizados que uti-
licen a mujeres y niñas como correos;

6. Pone de relieve que, sin perjuicio del principio de
igualdad de todos ante la ley, al dictar sentencia o deci-
dir medidas previas al juicio respecto de una mujer em-

barazada o que sea la principal o única responsable de
cuidar de un niño o niña, se debería dar preferencia a las
medidas no privativas de la libertad, de ser posible y
apropiado, y considerar la posibilidad de imponer penas
que supongan privación de la libertad cuando se trate de
delitos graves o violentos, y, en este sentido, invita a los
Estados Miembros a que se basen en la publicación de
la Organización Mundial de la Salud y la Oficina de las
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito titulada
Guidelines for Identification and Management of Subs-
tance Use and Substance Use Disorders in Pregnancy ,
cuando proceda, y de conformidad con la legislación
nacional.

México tiene un compromiso formal y moral para tra-
ducir en realidad los acuerdos plasmados en el texto de
la Resolución y transversalizar la perspectiva de género
en las políticas y programas relacionados con las dro-
gas. La iniciativa expuesta a continuación representa un
esfuerzo para concretar los compromisos que México ha
asumido ante las Naciones Unidas y, por lo tanto, ante
la comunidad internacional; plantea reformas que, de
aprobarse, pueden garantizar la protección y defensa de
los derechos de las mujeres, contribuyendo de esta ma-
nera a reducir la violencia de género institucional; fo-
menta el desarrollo de un sistema penal basado en la
proporcionalidad, individualización y no trascendencia
de la pena y contribuye a construir una sociedad justa,
en la cual el delito es sancionado pero no en detrimento
de los derechos humanos de las personas.

Quinta. Que el Código Nacional de Procedimientos Pena-
les no cumple en forma con las recomendaciones antes ex-
puestas, las reformas que aquí propongo pretenden incor-
porar en la fase procesal criterios que permitan
implementar la perspectiva de género, así como llevar a ca-
bo cabalmente las responsabilidades del Estado y sus agen-
tes para buscar medidas lo menos lesivas posibles para ter-
ceros afectados y no incurrir en violación de derechos
mediante un uso rígido, formalista e irreflexivo del derecho
penal, tanto en la detención, los cateos, la argumentación
jurídica, la imposición de una pena privativa de la libertad,
etc. Huelga precisar que las referencias a “persona cuida-
dora principal o única cuidadora” se retoman del artículo
144 de la LNEP y responden a un esfuerzo de armoniza-
ción legislativa.

Por lo expuesto someto a la consideración del pleno el si-
guiente proyecto de
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Decreto por el que se adicionan tres párrafos al artícu-
lo 156, uno al 406 y uno décimo al artículo 410 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales

Primero. Se adicionan tres párrafos al artículo 156 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Artículo 156. Proporcionalidad

El juez de control, al imponer una o varias de las medidas
cautelares previstas en este Código, deberá tomar en consi-
deración los argumentos que las partes ofrezcan o la justi-
ficación que el Ministerio Público realice, aplicando el cri-
terio de mínima intervención según las circunstancias
particulares de cada persona, en términos de lo dispuesto
en el artículo 19 de la Constitución.

Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la me-
dida, se podrá tomar en consideración el análisis de eva-
luación de riesgo realizado por personal especializado en la
materia, de manera objetiva, imparcial y neutral en térmi-
nos de la legislación aplicable.

En la resolución respectiva, el Juez de control deberá justi-
ficar las razones por las que la medida cautelar impuesta es
la que resulta menos lesiva para el imputado.

De la misma forma, el juez de control tendrá la obli-
gación de imponer la medida menos lesiva, cuando se
trate de personas que se encuentren en los siguientes
supuestos:

a) Vivan en condiciones de pobreza y exclusión so-
cial;

b) Sean mujeres embarazadas;

c) Sean mujeres que tengan hijos e hijas lactantes de
hasta por lo menos dos años de edad;

d) Sean las únicas o principales cuidadoras de meno-
res de edad, adultas mayores, con enfermedades gra-
ves o con discapacidad; o

e) Sean adultas mayores en condiciones de vulnera-
bilidad.

Para ello, el Juez de control deberá considerar la infor-
mación con que se cuente o la que se proporcione sobre

dichas personas en relación con el supuesto en el que se
encuentren e incluir esta información en la argumenta-
ción acerca de la menor afectación de la resolución im-
puesta.

En el caso de mujeres embarazadas, el juez deberá jus-
tificar la medida cautelar impuesta atendiendo también
los derechos reproductivos de las mujeres.

Segundo. Se adicionan un décimo párrafo a los artículos
406 y 410 del Código Nacional de Procedimientos Penales,
para quedar como sigue:

Artículo 406. Sentencia condenatoria

La sentencia condenatoria fijará las penas, o en su caso la
medida de seguridad, y se pronunciará sobre la suspensión
de las mismas y la eventual aplicación de alguna de las me-
didas alternativas a la privación o restricción de libertad
previstas en la ley.

La sentencia que condenare a una pena privativa de la li-
bertad, deberá expresar con toda precisión el día desde el
cual empezará a contarse y fijará el tiempo de detención o
prisión preventiva que deberá servir de base para su cum-
plimiento.

La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso
de los instrumentos o efectos del delito o su restitución,
cuando fuere procedente.

El tribunal de enjuiciamiento condenará a la reparación del
daño.

Cuando la prueba producida no permita establecer con cer-
teza el monto de los daños y perjuicios, o de las indemni-
zaciones correspondientes, el Tribunal de enjuiciamiento
podrá condenar genéricamente a reparar los daños y los
perjuicios y ordenar que se liquiden en ejecución de sen-
tencia por vía incidental, siempre que éstos se hayan de-
mostrado, así como su deber de repararlos.

El tribunal de enjuiciamiento solamente dictará sentencia
condenatoria cuando exista convicción de la culpabilidad
del sentenciado, bajo el principio general de que la carga de
la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la
parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal de
que se trate.
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Al dictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes
de la punibilidad del delito y quedarán plenamente acredi-
tados los elementos de la clasificación jurídica; es decir, el
tipo penal que se atribuye, el grado de la ejecución del he-
cho, la forma de intervención y la naturaleza dolosa o cul-
posa de la conducta, así como el grado de lesión o puesta
en riesgo del bien jurídico.

La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos ob-
jetivos, subjetivos y normativos del tipo penal correspon-
diente, precisando si el tipo penal se consumó o se realizó en
grado de tentativa, así como la forma en que el sujeto activo
haya intervenido para la realización del tipo, según se trate de
alguna forma de autoría o de participación, y la naturaleza
dolosa o culposa de la conducta típica.

En toda sentencia condenatoria se argumentará por qué el
sentenciado no está favorecido por ninguna de las causas de
la atipicidad, justificación o inculpabilidad; igualmente, se
hará referencia a las agravantes o atenuantes que hayan con-
currido y a la clase de concurso de delitos si fuera el caso.

Deberá considerarse de forma preferente en las senten-
cias alguna de las medidas alternativas previstas en el
código cuando condenen a personas que vivan en con-
diciones de pobreza y exclusión social; sean mujeres
embarazadas; sean mujeres que tengan hijos e hijas
lactantes de hasta por lo menos dos años de edad; sean
las únicas o principales cuidadoras de menores de edad,
adultas mayores, con enfermedades graves o con disca-
pacidad; o, sean adultas mayores en condiciones de vul-
nerabilidad.

Artículo 410. Criterios para la individualización de la
sanción penal o medida de seguridad

El tribunal de enjuiciamiento al individualizar las penas o
medidas de seguridad aplicables deberá tomar en conside-
ración lo siguiente:

Dentro de los márgenes de punibilidad establecidos en las
leyes penales, el Tribunal de enjuiciamiento individualiza-
rá la sanción tomando como referencia la gravedad de la
conducta típica y antijurídica, así como el grado de culpa-
bilidad del sentenciado. Las medidas de seguridad no ac-
cesorias a la pena y las consecuencias jurídicas aplicables
a las personas morales, serán individualizadas tomando so-
lamente en consideración la gravedad de la conducta típica
y antijurídica.

La gravedad de la conducta típica y antijurídica estará de-
terminada por el valor del bien jurídico, su grado de afec-
tación, la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, los
medios empleados, las circunstancias de tiempo, modo, lu-
gar u ocasión del hecho, así como por la forma de inter-
vención del sentenciado.

El grado de culpabilidad estará determinado por el juicio
de reproche, según el sentenciado haya tenido, bajo las cir-
cunstancias y características del hecho, la posibilidad con-
creta de comportarse de distinta manera y de respetar la
norma jurídica quebrantada. Si en un mismo hecho intervi-
nieron varias personas, cada una de ellas será sancionada
de acuerdo con el grado de su propia culpabilidad.

Para determinar el grado de culpabilidad también se toma-
rán en cuenta los motivos que impulsaron la conducta del
sentenciado, las condiciones fisiológicas y psicológicas es-
pecíficas en que se encontraba en el momento de la comi-
sión del hecho, la edad, el nivel educativo, las costumbres,
las condiciones sociales y culturales, así como los vínculos
de parentesco, amistad o relación que guarde con la vícti-
ma u ofendido. Igualmente se tomarán en cuenta las demás
circunstancias especiales del sentenciado, víctima u ofen-
dido, siempre que resulten relevantes para la individualiza-
ción de la sanción.

Se podrán tomar en consideración los dictámenes pericia-
les y otros medios de prueba para los fines señalados en el
presente artículo.

Cuando el sentenciado pertenezca a un grupo étnico o pue-
blo indígena se tomarán en cuenta, además de los aspectos
anteriores, sus usos y costumbres.

En caso de concurso real se impondrá la sanción del de-
lito más grave, la cual podrá aumentarse con las penas
que la ley contempla para cada uno de los delitos restan-
tes, sin que exceda de los máximos señalados en la ley
penal aplicable. En caso de concurso ideal, se impondrán
las sanciones correspondientes al delito que merezca la
mayor penalidad, las cuales podrán aumentarse sin reba-
sar la mitad del máximo de la duración de las penas co-
rrespondientes de los delitos restantes, siempre que las
sanciones aplicables sean de la misma naturaleza; cuan-
do sean de diversa naturaleza, podrán imponerse las con-
secuencias jurídicas señaladas para los restantes delitos.
No habrá concurso cuando las conductas constituyan un
delito continuado; sin embargo, en estos casos se aumen-
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tará la sanción penal hasta en una mitad de la correspon-
diente al máximo del delito cometido.

El aumento o la disminución de la pena, fundados en las re-
laciones personales o en las circunstancias subjetivas del
autor de un delito, no serán aplicables a los demás sujetos
que intervinieron en aquél. Sí serán aplicables las que se
fundamenten en circunstancias objetivas, siempre que los
demás sujetos tengan conocimiento de ellas.

Para la individualización de la pena también deberá to-
marse en cuenta si se trata de personas que

a) Vivan en condiciones de pobreza y exclusión so-
cial;

b) Sean las únicas o principales cuidadoras de meno-
res de edad, adultas mayores, con enfermedades gra-
ves o con discapacidad;

c) Sean adultas mayores en condiciones de vulnera-
bilidad;

d) Sean mujeres embarazadas;

e) Sean mujeres que tengan hijos e hijas lactantes de
hasta por lo menos dos años de edad;

f) Sean mujeres que hayan participado en el hecho
condenado bajo presión, intimidación o coerción; o

g) Sean mujeres que hayan cometido el hecho conde-
nado, sometidas a un abuso de su vulnerabilidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Se puede consultar en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2017/enpol/en-
pol2017_07.pdf

2 CNDH, Informe especial sobre las mujeres internas en los centros de
reclusión de la República Mexicana, noviembre de 2016.

3 Resolución 70/1 de la Asamblea General. Se puede consultar en 

http://equis.org.mx/wp-content/uploads/2016/04/Resolucion_-Ge-
nero_CND.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de noviembre de
2017.— Diputadas: Claudia Sofía Corichi García, Norma Edith Mar-
tínez Guzmán (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Justicia para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación tiene la palabra, por tres minutos, el
diputado Jorge Álvarez Maynez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 212 del Códi-
go Penal Federal.

El diputado Jorge Álvarez Maynez: Compañeras, com-
pañeros, para nadie es una novedad que en muchas presen-
taciones de iniciativas, en muchas discusiones legislativas
se han establecido aquí los indicadores sobre la corrupción
en México. Según Transparencia Internacional somos, por
ejemplo, el país 123 en todo el mundo en el lugar de la co-
rrupción.

Si ocupáramos ese lugar en el futbol, por ejemplo, pues se-
ría un escándalo. Ahí nos estamos matando cuando no pa-
samos al quinto partido famoso de los mundiales, de no es-
tar entre las 20 mejores selecciones del mundo.

Bueno, en corrupción somos el país número 123 y parece
que eso a quienes integramos los Poderes de este país, de
este Estado, del Estado mexicano, nos parece un tema se-
cundario, nos parece un tema que además vamos a estar
utilizando ahora en la campaña electoral para pegarle al
PRI, para pegarle al candidato del Frente, para pegarle al
candidato de Morena y no entendemos que es un asunto
que nos debería de avergonzar.

Que todos los días al llegar a nuestra casa, con nuestra pa-
reja, con nuestros hijos, con nuestros sobrinos, con nuestra
familia, nos debería avergonzar lo profundamente corrup-
tos que somos como país y de lo que formamos parte.

Porque, además, es un impuesto que le ponemos a los me-
xicanos. De nada sirve no tener impuestos altos en Méxi-
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co, cuando el promedio, según la OCDE, que le cuesta a los
mexicanos la corrupción es el 14 por ciento de su ingreso.
Es decir, si pagan el 30 por ciento de impuestos, en reali-
dad pagan el 44, más el IVA, más la tenencia, más un mon-
tón de impuestos de derechos, de aprovechamientos, de
predial que tienen los mexicanos que pagar. La verdad es
que por eso no funciona la economía de este país, con es-
tos niveles de corrupción.

Hace unos días en el Frente Ciudadano por México invita-
mos a ciudadanas, a ciudadanos de la sociedad civil, a or-
ganizaciones, académicos a hacernos propuestas. ¿Qué se
ha hecho en otros países frente a este problema? Un asun-
to que proponemos hoy: la muerte civil a los funcionarios
condenados por actos de corrupción para impedir de mane-
ra definitiva, de manera permanente, que un condenado por
actos de corrupción sea candidato a ocupar un puesto de
elección popular u ocupe un cargo en la administración pú-
blica federal. Es decir, no quedarnos nada más como he-
mos planteado ya en la eliminación del fuero, sino en bo-
rrarlo de la vida pública del país. Es más, que no tengan
derecho a votar.

En este país hay 100 mil personas que duermen todos los
días en las prisiones, sin sentencia. Y hay condenados por
actos de corrupción que son senadores o que están aquí en
esta Cámara. Bueno, unos ni están porque ni vienen a tra-
bajar, pero condenados por actos de corrupción y están
aquí legislando o legislando en el Senado.

Ahí está Romero Deschamps y el Pemex Gate, ahí están
exgobernadores y por eso señoras, señores, tenemos este
clima social. Tiene toda la razón el ciudadano que increpó
a Romero Deschamps, a dos exgobernadores del PRI y a
Diego Fernández de Cevallos y les dijo: "¿Qué tal comie-
ron a costa de 50 millones de mexicanos?"

Si no aplicamos medidas como la muerte civil a los fun-
cionarios corruptos, vamos a avergonzarnos de la genera-
ción a la que pertenecimos como servidores públicos y co-
mo políticos. Gracias, presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 212 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Jorge Álvarez Maynez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Jorge Álvarez Maynez, miembro del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, en apego
a las facultades y atribuciones conferidas por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, somete a la con-
sideración de esta asamblea la iniciativa con proyecto de
decreto que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes, en atención a la siguiente:

Exposición de Motivos

Hoy en día, y a pesar de los esfuerzos que se han dado pa-
ra fortalecer el combate a la corrupción con la creación de
la Auditoría Superior de la Federación (ASF), de la Secre-
taría del a Función Pública (SFP), del Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de
Datos Personales (INAI), y la reciente creación del Siste-
ma Nacional Anticorrupción (SNA), la percepción de co-
rrupción –de acuerdo con una encuesta de Parametría en
2014– no es mejor que hace tres décadas, lo mismo que la
impunidad que la acompaña.

La corrupción en el país se ha consolidado como un grave
problema, pues, tal y como señala el Observatorio Nacio-
nal Ciudadano, “se ha convertido en el gran cáncer de la
vida pública y privada de México, principalmente porque
debilita el tejido y el bienestar social, debilita a las institu-
ciones, obstaculiza a la justicia y frena el crecimiento del
país”. Por ello, “es primordial combatir y erradicar los al-
tos niveles de corrupción optimizando la transparencia, la
rendición de cuentas y el aprendizaje de las mejores prác-
ticas internacionales”.1

Diversos instrumentos, índices y estudios retratan esta rea-
lidad, ya que, en comparación con los países de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE), México es el país más corrupto entre los 35
miembros de la organización, y ocupa el lugar 123 de 176
países en el Índice de Percepción de la Corrupción, de
acuerdo con el ranking publicado por Transparencia Mun-
dial, el cual da a México 30 de 100 puntos en relación con
la percepción de esta práctica.2

Asimismo, el Índice de Percepción de la Corrupción 2015
-herramienta elaborada por Transparencia Internacional
(TI)-, evidencia que México sigue estancado en el lugar 95
de 168 países, respecto de dicha percepción, al obtener una
calificación reprobatoria de 35 sobre 100, lo que lo coloca
entre los países considerados en serios niveles de malas
prácticas. Es decir, dicho índice muestra que en la última
década no se ha avanzado en uno de los más grandes pro-
blemas que aqueja al país: la corrupción.3
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La dimensión del problema de la corrupción es tan grande
que el Foro Económico Mundial lo ha colocado como el
principal obstáculo para hacer negocios en México, por en-
cima de la inseguridad. De acuerdo a estimaciones del
Banco Mundial, dicho obstáculo tiene graves costos eco-
nómicos: el costo de la corrupción en nuestro país fluctúa
entre 9 y 10 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB);
tan sólo en 2016 dicho costo fue de 2.1 billones de pesos.4

Esto implica -según Transparencia Mexicana- que lo desti-
nado a pagos extraoficiales, le cuesta a los mexicanos 14
por ciento de su ingreso promedio anual.

Derivado de lo anterior, resulta comprensible que exista
una gran insatisfacción con respecto al sistema democráti-
co del país. Según el Latinobarómetro, sólo el 27% de los
mexicanos se encuentran satisfechos con la democracia, y
el 88% de los mexicanos pensamos que la corrupción es un
problema frecuente o muy frecuente.5

De igual manera, escándalos como el de la llamada Casa
Blanca, Oceanografía, OHL, Panamá Papers6 y Ode-
brecht, así como las acusaciones de desvío y malversación
de recursos públicos contra los ex gobernadores de Vera-
cruz, Chihuahua, Quintana Roo, Sonora, Aguascalientes,
Coahuila, Guerrero, Nuevo León y Tabasco -por decir al-
gunos-, han contribuido en el profundo desencanto de la
sociedad mexicana con las instituciones.

Por si fuera poco, y aunado a lo anterior, la percepción res-
pecto de la impunidad de los escándalos de corrupción, só-
lo minan la credibilidad de cualquier gobierno en la lucha
contra la corrupción. La Auditoría Superior de la Federa-
ción entre 1998 y 2015, ha presentado 656 denuncias pe-
nales por actos de corrupción, de las cuales sólo 9 han ter-
minado en consignaciones; es decir, el 97.10% quedan en
la impunidad.7

En ese sentido el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad (Imco) y el Centro de Investigación y de Docencia
Económica (CIDE), en su publicación “Anatomía de la Co-
rrupción”8 estimaron, a partir del Censo de Impartición de
Justicia, que solamente el 2% de los delitos cometidos por
servidores públicos derivan en sentencias que implican pri-
vación de la libertad.

De una comparativa internacional de 2014, sobre Delitos
Perseguidos y Número de Condenas -del referido estudio
del Imco- señala que a diferencia de países como Singapur
-que, de 175 delitos perseguidos, tienen 134 condenas- o

Estados Unidos -que, de 688 delitos perseguidos, existen
614 condenas-, México cuenta con 48 condenas de mil 946
delitos perseguidos, es decir, con sólo 2.4 por ciento de
condenas del total de los delitos perseguidos.

En ese tenor, la ineficacia del gobierno de México para cas-
tigar a los políticos corruptos se retrata en una investiga-
ción de Pablo Montes, que documenta que, “entre 2000 y
2013, periodo en el que México tuvo 63 gobernadores, fue-
ron exhibidos 71 casos de corrupción por parte 41 gober-
nadores. De éstos, sólo 16 casos fueron investigados y só-
lo 4 gobernadores fueron procesados y encontrados
culpables”.9 En contraste, se documentó que, durante el
mismo período, en los Estados Unidos de América fueron
investigados 9 gobernadores, mismos que fueron procesa-
dos y detenidos”.10

Sin embargo, la corrupción no sólo afecta a las institucio-
nes y al gobierno, pues según la Encuesta sobre Fraude en
México de 2010, 8 de cada 10 empresas que operan en Mé-
xico han padecido cuando menos un fraude en los últimos
12 meses. Asimismo, la misma encuesta advierte que 47
por ciento de los emprendedores y dueños de negocios se
enfrentan a la “necesidad” de hacer un pago extraoficial
para poder operar; de igual manera, el 44% de las empre-
sas en México realizaron pagos extraoficiales a funciona-
rios públicos.11

Es decir, la corrupción permea en todos los niveles y áreas
del país, por lo que se requiere combatir prácticas relacio-
nadas con la misma, con base en el cumplimiento irrestric-
to de la ley, en la aplicación de una política de cero tole-
rancia a la corrupción y a la impunidad. Ninguna
transformación positiva del país tendrá éxito si antes no se
da la batalla de manera decidida contra la corrupción y la
impunidad.  

Es así que proponemos instituir la “muerte civil” a servi-
dores públicos y particulares que hayan sido condenadas
por actos de corrupción; esto es, inhabilitarlos para desem-
peñar cargos públicos o para participar en la contratación
de compras y de obras gubernamentales; así como inscri-
birlos en el sistema nacional de Servidores Públicos y par-
ticulares sancionados de la Plataforma digital nacional, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consi-
deración, la presente iniciativa con proyecto de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 2017133



Decreto

Que reforma el artículo 212 del Código Penal Federal,
a fin de instituir la “muerte civil” a servidores públicos
y particulares que hayan sido condenados por actos de
corrupción.

Artículo 212. [...].

[...]

De manera adicional a dichas sanciones, se impondrá a los
responsables de su comisión, la pena de destitución y la in-
habilitación, de manera definitiva, para desempeñar em-
pleo, cargo o comisión públicos, así como para participar
en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públi-
cas, concesiones de prestación de servicio público o de ex-
plotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de
la Federación, independientemente de que el responsa-
ble tenga el carácter de servidor público, de particular,
o de funcionario o empleado de confianza.

Asimismo, se suspenderán, a los responsables de su comi-
sión, los derechos del ciudadano establecidos en el artícu-
lo 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como para representar a personas jurídi-
cas, para ejercer profesión, oficio, autorización, licencia o
permiso, relacionados con la comisión de los delitos pre-
vistos en este Título, en materia federal, por un plazo de
uno a veinte años, atendiendo a los siguientes criterios:

I. Será por un plazo de uno hasta diez años cuando no
exista daño o perjuicio o cuando el monto de la afectación
o beneficio obtenido por la comisión del delito no exceda
de doscientas veces el valor diario de la Unidad de Medi-
da y Actualización, y

II. Será por un plazo de diez a veinte años si dicho monto
excede el límite señalado en la fracción anterior.

Para efectos de lo anterior, el juez deberá considerar, en
caso de que el responsable tenga el carácter de servidor
público, además de lo previsto en el artículo 213 de es-
te Código, los elementos del empleo, cargo o comisión
que desempeñaba cuando incurrió en el delito.

Cuando el responsable tenga el carácter de particular,
el juez deberá imponer dicha sanción, considerando, en
su caso, lo siguiente:

I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por
los actos u omisiones;

II. Las circunstancias socioeconómicas del responsa-
ble;

III. Las condiciones exteriores y los medios de ejecu-
ción, y

IV. El monto del beneficio que haya obtenido el res-
ponsable.

Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario
o empleado de confianza será una circunstancia que po-
drá dar lugar a una agravación de dicha pena.

Cuando los delitos a que se refieren los artículos 214,
217, 221, 222, 223 y 224, del presente Código sean co-
metidos por servidores públicos electos popularmente o
cuyo nombramiento esté sujeto a ratificación de alguna
de las Cámaras del Congreso de la Unión, las penas pre-
vistas serán aumentadas hasta en un tercio.

Además de las penas previstas, se inscribirá a los res-
ponsables de su comisión en el sistema nacional de Ser-
vidores Públicos y particulares sancionados de la Plata-
forma digital nacional y se harán públicas, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General del Sis-
tema Nacional Anticorrupción y las disposiciones lega-
les en materia de transparencia, las constancias de san-
ciones o de inhabilitación que se encuentren firmes en
contra de los Servidores Públicos o particulares que ha-
yan sido sancionados por actos vinculados con faltas
graves en términos del artículo 27 de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, así como la anota-
ción de aquellas abstenciones que hayan realizado las
autoridades investigadoras o el Tribunal, en términos
de los artículos 77 y 80 de la referida Ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor conjunta-
mente con la entrada en vigor del Decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones del
Código Penal Federal en Materia de Combate a la Corrup-
ción, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18
de julio de 2016.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.
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Notas

1 Observatorio Ciudadano Nacional, Corrupción: el cáncer de Méxi-
co, El Universal,  disponible en 

ht tp: / /www.eluniversal .com.mx/observatorio-nacional-
ciudadano/corrupcion-el-cancer-de-mexico

2 Ibídem.

3 Índice de Percepción de la Corrupción, 2015, Transparencia Inter-
nacional, disponible en: 

http://transparencia.org.es/wp-content/uploads/2016/01/compara-
cion_ipc-2007_a_2015.pdf

4 Ibídem.

5 Anatomía de la Corrupción, IMCO, disponible en; 

http://imco.org.mx/politica_buen_gobierno/mexico-anatomia-de-
la-corrupcion/

6 Pulido, Miguel, Panamá Papers en México: impunidad sistemática,
Aristegui Noticias, Disponible en:

http://aristeguinoticias.com/0704/mexico/panama-papers-en-mexi-
co-impunidad-sistematica-articulo-de-miguel-pulido-video/

7 Impunes, 97% de denuncias por corrupción de la ASF, El Econo-
mista, disponible en: 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/La-mayoria-de-denuncias-
en-la-ASF-solo-estan-en-etapa-de-integracion—20160222-0153.html

8 Op. cit., IMCO.

9 Ibídem.

10 Ibídem.

11 Ibídem.

Palacio Legislativo, a 28 de noviembre de 2017.— Diputados: Jorge
Álvarez Maynez, Luis Gilberto Marrón Agustín, Genoveva Huerta Vi-
llegas, Miguel Angel Huepa Pérez (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado Álvarez Maynez. Se turna su
iniciativa a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación tiene la palabra por tres minutos la
diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 201 del Código
Penal Federal. Adelante, diputada.

La diputada Mirza Flores Gómez: Muy buenas tardes,
compañeras diputadas, compañeros diputados, los poquitos
que estamos aquí presentes. Presidenta, con su venia. Esta
tarde vengo a presentar ante ustedes una iniciativa en don-
de lo que pretendo es sensibilizar en varias vías el grave
problema del consumo de bebidas alcohólicas en niños y
adolescentes.

En 1990 la American Society of Addiction Medicine de-
finió el alcoholismo como una enfermedad crónica pri-
maria, en cuya evolución y manifestaciones intervienen
factores genéticos, psicosociales y ambientales. La en-
fermedad suele ser progresiva y mortal por necesidad. Se
caracteriza por los siguientes rasgos, que pueden ser con-
tinuos o periódicos: deterioro del control sobre la bebida,
obsesión por el alcohol, consumo de alcohol, pese a sus
consecuencias adversas y perturbación del pensamiento,
sobre todo la negación.

Hay especialistas que destacan que los menores de edad
que no asisten a centros de ayuda, pues no lo hacen cuan-
do están ante la problemática de estar consumiendo alco-
hol, porque viven en una etapa en la que no miden los ries-
gos. Y recordó que las bebidas embriagantes son sustancias
de entrada a casi todo tipo de adicciones, así el consumo de
alcohol en niñas, niños y adolescentes ha aumentado de
manera peligrosa y vertiginosa los últimos 15 años. Esto,
según datos de la Encuesta Nacional de Consumo de Dro-
gas, Alcohol y Tabaco, que muestra que se ha elevado el
número de personas que han tenido contacto con alguna
droga, incluyendo el alcohol y el tabaco.

Algunos de los resultados fueron entre 2011 y 2016 y se re-
gistró incremento de 47 por ciento de los mexicanos de 12
a 65 años de edad, que consumieron drogas al menos una
vez en su vida. La cifra pasó de 5.7 millones a 8.4 millones
en cinco años. Además, hay un incremento entre las muje-
res que alguna experimentaron alguna droga, cifra que se
elevó de 926 mil a 39 millones, es decir, hubo un aumento
de 2 millones 974 mil mujeres, lo cual equivale a más del
105 por ciento.
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La Encuesta Nacional de Consumo de Drogas en estudian-
tes en 2014, revela que el grupo de 14 años de edad o me-
nores, un 46.2 por ciento mencionó el alcohol como droga
de inicio. De esta cantidad el 53.3 por ciento refirieron ser
estudiantes de tiempo completo.

Recordemos que la niñez y la adolescencia es una etapa de
la vida, no solamente importante, sino también es una eta-
pa de la vida de todo ser humano en donde estamos en con-
diciones de vulnerabilidad por la falta de madurez, tanto
emocional como de las neuronas cerebrales.

Esto nos pone en una situación en la que debemos poner
especial atención… A ver, un momentito. —Podría pedir-
les que bajen la voz. Se oye más fuerte su voz que mi pro-
pia voz, presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Disculpe, diputada. Adelante.

La diputada Mirza Flores Gómez: —Es que somos po-
quitos y encima la Presidencia… y traen chacoteo atrás. Sí,
y chacoteras atrás. Les voy a solicitar respeto, por favor, a
quien hace el uso de la voz.

Si bien es cierto, la personalidad adictiva viene general-
mente por la genética, pero también tiene que ver con un
asunto de la influencia en la que niñas, niños y adolescen-
tes se encuentren en un momento determinado de la vida.
Por lo que estoy planteando en mi iniciativa que se tenga
por objetivo evitar el primer contacto de alcohol antes de
los 18 años, al considerar como delito de corrupción de
menores a quien obligue, induzca, facilite o procure a una
o varias personas menores de 18 años de edad, o a una o
varias personas que no tienen capacidad para comprender
el significado del hecho, o a una o varias personas que no
tienen capacidad para resistirlo.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, diputada.

La diputada Mirza Flores Gómez: El Estado ha sido
omiso en términos de la atención a personas que consumen
bebidas embriagantes, pero también debemos de reforzar
las medidas para evitar prohibir y castigar que los niños y
jóvenes consuman bebidas alcohólicas por medio de leyes
que endurezcan las condiciones en las que los niños y ni-
ñas crecen en este país. Gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 201 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, diputada integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77, numerales
1 y 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto
a consideración del pleno de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto, al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema 

El 22 de junio del presente año (2017) se llevó a cabo en la
Cámara de Diputados el foro: “Retos para la atención del
alcoholismo en menores de edad”, organizado por la Co-
misión Especial de Salud Mental y Drogas. 

En el foro “expertos en salud solicitaron al Congreso tra-
bajar en una ley nacional de atención a las adicciones que
ponga especial énfasis en el consumo de alcohol entre me-
nores de edad, ya que durante los últimos 15 años ha cre-
cido peligrosamente la cifra de adolescentes que tienen es-
te problema”.1 “El presidente de la Junta General de
Alcohólicos Anónimos (Asociación Civil), Roberto Ka-
ram, aseguró que aproximadamente el 16.9 por ciento de
estudiantes de quinto y sexto año de primaria toman al-
cohol —es decir, niñas y niños de 8 a 10 años—, un hecho
que definió como terrible.

Karam agregó que cerca del 3 por ciento de ellos ya con-
sumen “en exceso”, lo que significa que ingieren “más de
cinco copas por ocasión”. Este especialista destacó
que los menores de edad no asisten a centros de ayuda, ya
que viven una etapa en la que no miden los riesgos, y re-
cordó que las bebidas embriagantes son sustancias de en-
trada a casi todo tipo de adicciones.

Por su parte, la directora general de Técnica Normativa del
Consejo Nacional contra las Adicciones (Conadic) la
maestra María José Martínez Ruíz, mencionó que en nues-
tro país hay menores de 12 a 17 de años que ya son depen-
dientes del alcohol.2

Cifras de la Comisión Nacional contra las Adicciones se-
ñalan que las mujeres en secundaria han igualado el consu-
mo de alcohol que sus congéneres.
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¿Qué es el alcoholismo?3

Término de significado variable y usado durante mucho
tiempo que se emplea generalmente para referirse al
consumo crónico y continuado o al consumo periódico
de alcohol que se caracteriza por un deterioro del con-
trol sobre la bebida, episodios frecuentes de intoxica-
ción y obsesión por el alcohol y su consumo a pesar de
sus consecuencias adversas. 

El término alcoholismo fue acuñado originalmente en
1849 por Magnus Huss. Hasta la década de 1940 hacía
referencia principalmente a las consecuencias físicas
del consumo masivo y prolongado (alcoholismo beta en
la tipología de Jellinek). Otro concepto más estricto es
el alcoholismo considerado como enfermedad, que está
marcado por la pérdida de control sobre la bebida. Más
adelante, Jellinek y otros autores emplearon el término
para designar el consumo de alcohol que provoca cual-
quier tipo de daño (físico, psicológico, individual o so-
cial). Jellinek subdividió el alcoholismo así definido en
una serie de “especies” designadas con letras griegas
(véase tipología de Jellinek). 

La imprecisión del término hizo que un Comité de Ex-
pertos4 de la Organización Mundial de la Salud lo des-
aprobara en 1979, dando preferencia a una expresión
más concreta, síndrome de dependencia del alcohol,
que es uno de los muchos problemas relacionados con
el alcohol. El alcoholismo no está incluido en las cate-
gorías diagnósticas de la CIE-10 (ICD-10). Pese a su
significado ambiguo, el término todavía se utiliza de
forma generalizada con fines diagnósticos y descripti-
vos. Por ejemplo, en 1990 la American Society of Ad-
diction Medicine definió el alcoholismo como una “en-
fermedad crónica primaria en cuya evolución y
manifestaciones intervienen factores genéticos, psico-
sociales y ambientales. La enfermedad suele ser pro-
gresiva y fatal. Se caracteriza por los siguientes rasgos,
que pueden ser continuos o periódicos: deterioro del
control sobre la bebida, obsesión por el alcohol, con-
sumo de alcohol pese a sus consecuencias adversas y
perturbación del pensamiento, sobre todo, negación.”

Alcoholismo en cifras 

Datos de la Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Al-
cohol y Tabaco (ENCODAT 2016), que genera estimacio-
nes de las prevalencias de consumo de tabaco, alcohol y
drogas médicas e ilegales, en poblaciones de personas con

edad de 12 a 65 años, muestran que se ha elevado el nú-
mero de personas que han tenido contacto con alguna dro-
ga, incluyendo el alcohol y el tabaco.

Algunos de los resultados fueron que entre 2011 y 2016 se
registró un incremento de 47 por ciento de los mexicanos
de 12 a 65 años de edad que consumieron drogas al menos
una vez en su vida. La cifra pasó de 5.7 millones a 8.4 mi-
llones en cinco años. Además, hay un incremento entre las
mujeres que alguna vez experimentaron alguna droga, la
cifra se elevó de 926 mil a 3,9 millones; es decir, hubo un
aumento de 2 millones 974 mil mujeres, lo cual equivale al
105 por ciento.5

En lo que respecta a la encuesta Nacional de Consumo de
Drogas en Estudiantes 2014, los datos revelaron que en el
grupo de 14 años de edad o menores, un 46.2 por ciento
mencionó el alcohol como droga de inicio, de esta cantidad
el 53.3 por ciento refirieron ser estudiantes de tiempo com-
pleto.

Recordemos que la niñez y adolescencia son un sector vul-
nerable, situación que se agrava al hacer contacto con cual-
quier droga, en este caso con el alcohol. Entendamos por
vulnerabilidad, una situación de desventaja, que coloca a la
persona en condiciones de desigualdad frente a las demás
y en riesgo de ver violentados sus derechos. 

“Así, la vulnerabilidad de niñas y niños frente a ciertos
eventos deriva de las características propias de su etapa de
desarrollo, que supone la existencia de esquemas cogniti-
vos distintos a los que corresponden a las personas adultas.
Aunque es necesario insistir en que lo que coloca a las ni-
ñas y niños en esta situación de vulnerabilidad no es su
condición misma de menores de 18 años, sino las estructu-
ras sociales que están construidas desde una perspectiva
adulto-céntrica, ignorando las cualidades infantiles y ado-
lescentes e impidiendo la participación de ellas y ellos en
estas estructuras.

En resumen, la condición de vulnerabilidad deriva del con-
texto social y no de las características mismas del desarro-
llo infantil. Niñas y niños tienen un pensamiento concreto,
lo que significa que no han desplegado la capacidad de abs-
tracción. Su pensamiento es egocéntrico y por ello tienden
a centrarse en un solo rasgo, lo que los hacen insensibles a
las contradicciones.

A los 11 o 12 años la niñez ha superado el egocentrismo
propio de los primeros años, pero aparece el egocentrismo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 29 de noviembre de 2017137



social. El adolescente se percibe como centro de la socie-
dad, tiene una gran preocupación por el yo y se siente de
alguna manera único.

Sin embargo, hay cierta distancia entre lo que la persona
adolescente cree que es capaz de hacer y sus verdaderas li-
mitaciones, de modo que, en combinación con otras cir-
cunstancias, pueden constituir un factor de riesgo para que
intente recurrir a los elementos externos que le ayuden a
enfrentar esta situación como alcohol, drogas, etcétera”.6

El contexto social al que se enfrentan en la cotidianidad ni-
ñas, niños y adolescente es hostil, la violencia que se ejerce
desde los hogares por la falta de oportunidades y la desigual-
dad económica, ha hecho que México ocupe el primer lugar
en abuso sexual, violencia física y homicidios de menores de
14 años entre los países miembros de la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (2015).

Bien es cierto que en la personalidad adictiva convergen
múltiples factores, sin embargo es necesario evidenciar que
el ambiente en el cual se desarrollan la niñez y la adoles-
cencia mexicana, no ha garantizado el pleno ejercicio y
protección de sus derechos humanos. 

Es en este desencanto hacia la realidad, aunado a la poca
tolerancia la frustración la niñez y adolescencia hacen su
primer contacto con el alcohol, con la falsa idea de encon-
trar un analgésico a aquellas emociones o situaciones que
aún no pueden comprender, pero que les resultan doloro-
sas.

Debido a considerar el alcoholismo como una enfermedad,
la Ley General de Salud establece ciertas disposiciones res-
pecto al uso en menores de edad:

Artículo 185 Bis. Se entenderá por uso nocivo del al-
cohol:

I. El consumo de bebidas alcohólicas en cualquier
cantidad por menores de edad;

II-VI…

En lo que respecta a bebidas alcohólicas y menores de
edad, el reglamento de la Ley General de Salud en Ma-
teria de Publicidad menciona lo siguiente:

Artículo 33. La publicidad de bebidas alcohólicas en ra-
dio y televisión, sólo podrá difundirse durante los hora-

rios autorizados por la Secretaría de Gobernación, de
conformidad con las disposiciones aplicables, y en las
salas cinematográficas sólo en películas para adultos,
correspondientes a las clasificaciones C y D.

Artículo 34. No se autorizará la publicidad de bebidas
alcohólicas cuando:

I. Se dirija a menores de edad;

II a X…

XI. Se asocie con actividades, conductas o caracteres
propios de jóvenes menores de 25 años;

XII a XIII…

XIV. Promueva el producto a través de sorteos,
concursos o coleccionables, dirigidos a menores de
edad, y

XV. Se utilicen artículos promocionales dirigidos a
menores de edad, relacionados con material escolar
o artículos para fumador.

Por lo anteriormente expuesto, en el marco jurídico nacio-
nal se encuentran disposiciones que hacen evidente la pro-
blemática del alcoholismo en nuestra sociedad, empero con
mayor prevalencia en niñas, niños y adolescentes, es por
ello que la presente iniciativa tiene el objetivo de evitar el
primer contacto con el alcohol antes de los 18 años; es me-
nester mencionar que Movimiento Ciudadano reconoce a
la niñez y adolescencia como personas sujetas de derechos,
y visibiliza que a pesar de los esfuerzos, nuestro país aún
se encuentra bajo un esquema de sociedad patriarcal, en
donde prevalece la idea de que las y los niños son una pro-
piedad, es por ello que en aras de no ver violentado su de-
sarrollo a la libre personalidad, presenta la siguiente refor-
ma al Código Penal, ya que en el delito de corrupción de
menores confluyen diversas acciones (verbos) que descri-
ben la manera en la cual las y los menores de edad son de-
gradados, menoscabando su dignidad y obstaculizando el
libre desarrollo de la personalidad, entendiendo que el uso
nocivo del alcohol en menores de edad no está relacionado
a la cantidad, ni temporalidad, sino al simple consumo. 

Así, el Estado debe garantizar a las niñas, niños y adoles-
centes entornos libres de toda promoción de alcohol, aten-
diendo lo establecido en la Ley General de los Derechos de
niñas, niños y adolescentes en materia de salud establece:
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Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como
a recibir la prestación de servicios de atención médica
gratuita y de calidad de conformidad con la legislación
aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su
salud. Las autoridades federales, de las entidades fede-
rativas, municipales y de las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, en relación con los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, se coordinarán a fin de:

I a XIV…

XV. Establecer medidas tendentes a la prevención,
atención, combate y rehabilitación de los problemas
de salud pública causados por las adicciones;

XVI a XVIII…

…

Los Sistemas Nacional y estatales de Salud deberán
garantizar el pleno cumplimiento del derecho a la sa-
lud atendiendo al derecho de prioridad, al interés su-
perior de la niñez, la igualdad sustantiva y la no dis-
criminación, así como establecer Acciones
afirmativas a favor de niñas, niños y adolescentes. 

En todos los casos se respetará el derecho a la inti-
midad de niñas, niños y adolescentes.

Fundamento legal

La presente iniciativa se presenta con fundamento en el artí-
culo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículo 77, numeral 1 y 2 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta Honorable Asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el inciso a) del artículo
201 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Único. Se reforma el inciso a del artículo 201 del Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 201. Comete el delito de corrupción de meno-
res, quien obligue, induzca, facilite o procure a una o va-
rias personas menores de 18 años de edad o una o varias
personas que no tienen capacidad para comprender el
significado del hecho o una o varias personas que no tie-

nen capacidad para resistirlo a realizar cualquiera de los
siguientes actos: 

a) Consumo de bebidas alcohólicas; 

b) f)…

…

… 

… 

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Canal de Congreso. Foro: “Retos para la atención del alcoholismo en
menores de edad”. Disponible en: 

http://www.canaldelcongreso.gob.mx/noticias/10158/Piden_a_Con
greso_crear_ley_de_atencion_a_las_adicciones

2 “México: Casi el 17 % de los niños entre 8 y 10 años consumen al-
cohol” RT Español [en línea] 24 junio 2017 [fecha de consulta: 4 Julio
de 2017] Disponible en:

https://actualidad.rt.com/actualidad/242251-encuesta-revela-con-
sumo-alcohol-menores-mexico

3 Glosario de términos de alcohol y drogas. World Health Organiza-
tion. Disponible en línea: 

http://www.who.int/substance_abuse/terminology/lexicon_alco-
hol_drugs_spanish.pdf

4 Problems related to alcohol consumption. Report of a WHO Expert
Comité. Geneva, World Health Organization, 1980 (WHO Technical
Report series, number 650)

5 Encuesta Nacional de Consumo de Drogas, Alcohol y Tabaco 2016-
2017. Disponible en línea: 
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https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/234856/CON-
SUMO_DE_DROGAS.pdf

6 “Gonzáles, C. M. & Luna P. I. (2016) “Los Derechos de los niños y
niñas en México frente al ambiente obesogénico” Pags. 12-14. Institu-
to de Investigaciones jurídicas. UNAM Serie Doctrina Jurídica, núm.
298. México

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días del mes de
noviembre de 2017.— Diputada Mirza Flores Gómez, Genoveva
Huerta Villegas (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias. Se turna la iniciativa de la diputada Mir-
za Flores Gómez a la Comisión de Justicia para dicta-
men. 

Quiero pedirle a la diputada una disculpa por el ruido que ge-
neré en la parte de atrás. Y les pido por favor que los térmi-
nos de respeto en que nos hemos dirigido unos a otros a lo
largo de esta Legislatura, por favor se sigan manteniendo.

LEY FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra por tres minutos la diputada Norma
Edith Martínez Guzmán, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un artículo 146 Bis y refor-
ma el artículo 189 de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes y Radiodifusión, suscrita por la misma diputada Norma
Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Encuentro Social, y diputados integrantes de la Comi-
sión Especial de prevención y erradicación de la pornogra-
fía y abuso sexual infantil. Adelante, diputada.

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán: Le salu-
do, diputada presidenta. Buenas tardes, compañeros legis-
ladores. Quiero agradecer esta participación fundamental
que se tuvo, que fue invaluable para la realización de esta
iniciativa a los diputados integrantes de la Comisión Espe-
cial de prevención y erradicación de la pornografía y el
abuso sexual infantil a Paloma Canales Suárez, María An-
tonia Cárdenas Mariscal, Marbella Toledo Ibarra, Mariana
Arámbula Meléndez, Patricia Sánchez Carrillo, Lillian Ze-
pahua García, Adriana Terrazas Porras, Jorge Ramos Her-
nández, Jesús Valencia Guzmán y también la diputada Ju-
lieta Fernández Márquez.

De la misma manera, agradezco enormemente al personal
que conforma la Policía Cibernética por todas las aporta-
ciones que hicieron con su experiencia y compromiso para
combatir este flagelo en contra de nuestros niños y de nues-
tras niñas.

Hoy presento ante esta tribuna una iniciativa que busca
consolidar la participación de los proveedores de internet,
de acceso y servicios de internet, a fin de que coadyuven
con las autoridades a identificar la transmisión de la por-
nografía y del delito de abuso sexual.

Si bien el internet suele ser utilizado para fines nobles e im-
portantes como puede ser la investigación, el compartir in-
formación e inclusive se han dado casos de localización de
familiares, también es cierto que se ha incrementado la uti-
lización de esta red para cuestiones como estos delitos que
hoy comento.

Ahora bien, de acuerdo a las cifras que el INEGI nos com-
parte, poco más de la mitad de niños de entre 6 y 11 años,
hoy utilizan internet, y si nos vamos a los 12 o 17 años de
edad, la proporción alcanza el 85.5 por ciento, un alto por-
centaje que se encuentra en peligro latente, más aún cuan-
do muchos de ellos tienen acceso en solitario, sin la super-
visión debida de los adultos.

En la llamada Red Profunda existen miles de páginas con
pornografía y abuso sexual infantil, los cuales han evolu-
cionado conforme la tecnología avanza, delito que se ha
vuelto cada vez más denigrante y violento.

Los pedófilos acceden a páginas pornográficas donde vio-
lentan a los niños. Las estadísticas son alarmantes más aún
cuando somos conscientes de que nuestro país ha sido se-
ñalado como primer lugar a nivel mundial en el consumo y
también en la emisión de pornografía infantil.

Sobre este tema sabemos que muchos países ya han to-
mado cartas en el asunto. Hay colaboración entre prove-
edores de internet y autoridades. En algunos de ellos la
ley les obliga a denunciar. Por ejemplo, en Suiza inclusi-
ve se ha creado una entidad especial para que las perso-
nas puedan denunciar la presencia de material sospecho-
so en internet.

Empresas como Microsoft y Google han implementado
programas que coadyuvan a la localización, e inclusive
fundaciones altamente reconocidas como Aliados, cuentan
con voluntarios informáticos especializados que desarro-
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llan programas para la búsqueda de estos agresores, para el
descubrimiento de quiénes están trabajando estos delitos.

Por ello consideramos que todos los actores sociales deben
participar para detener este, que es un delito muy sensible,
muy doloroso, más si va directamente a lastimar a nuestros
niños, siempre con un respeto irrestricto a la privacidad
que la ley en la materia ha definido.

Por eso proponemos, en concreto, sumar a los concesiona-
rios de telecomunicaciones, y a los autorizados y provee-
dores de servicios de aplicaciones y contenidos, para que
cuando se identifique la transmisión y/o almacenamiento
de datos escritos, imágenes, voz, sonidos, en que están re-
lacionados con pornografía, se notifique y entregue la in-
formación que podrá hacerse vía electrónica por medio de
sistemas o programas.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, diputada.

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán: En resu-
men, se trata de involucrar a quienes tienen este acceso, sin
violentar el derecho a la privacidad.

Compañeros diputados, estamos convencidos, quienes fir-
mamos esta iniciativa, y los invitamos a sumarse por ser un
tema especialmente sensible que, con la participación de
todos, estamos seguros contribuiremos a proteger verdade-
ramente a nuestros niños. Es todo y es cuanto. Hagámoslo
nosotros. Muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona el artículo 146 Bis y reforma el
189 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu-
sión, suscrita por la diputada Norma Edith Martínez Guz-
mán, del Grupo Parlamentario del PES, e integrantes de la
Comisión Especial de prevención y erradicación de la por-
nografía y abuso sexual infantil

Las diputados Norma Edith Martínez Guzmán, Mariana
Arámbula Meléndez, Patricia Sánchez Carrillo, María An-
tonia Cárdenas Mariscal, Lillián Zepahua García, Adriana
Terrazas Porras, Paloma Canales Suárez, Marbella Toledo
Ibarra, Jorge Ramos Hernández, Jesús Salvador Valencia
Guzmán, de la Comisión Especial de Prevención y Erradi-
cación de la Pornografía y el Abuso Sexual Infantil, así co-
mo la diputada Julieta Fernández Márquez, todos inte-
grantes de diversos grupos parlamentarios de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta Asamblea, ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan el
artículo 146 Bis y un párrafo segundo y tercero al artí-
culo 189 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La pornografía infantil es un problema de dimensiones in-
imaginables. Las nuevas tecnologías de la información y
comunicación, particularmente el internet, han trasformado
la forma en que se distribuye la producción de este delito,
la facilidad con la que se puede transmitir, ha permitido
que esta amenaza deje a las legislaciones obsoletas tras en-
contrase vacíos jurídicos. Por tal motivo, este fenómeno
obliga a buscar nuevas acciones que permitan atacar la por-
nografía infantil. Es así que se busca con la actual pro-
puesta legislativa consolidar la participación de los prove-
edores de acceso y servicios de internet, a fin de que
coadyuven con las autoridades a identificar la transmisión
de pornografía infantil.

Los niños que son víctimas de la pornografía se enfrentan
a problemas psicológicos, físicos y emocionales, los cuales
en su mayoría afectarán su vida adulta.

Nuestro Código Penal Federal señala, en su artículo 202,
que “comete el delito de pornografía de personas menores
de dieciocho años de edad o de personas que no tienen ca-
pacidad para comprender el significado del hecho o de per-
sonas que no tienen capacidad para resistirlo, quien procu-
re, obligue, facilite o induzca, por cualquier medio, a una o
varias de estas personas a realizar actos sexuales o de ex-
hibicionismo corporal con fines lascivos o sexuales, reales
o simulados, con el objeto de videograbarlos, fotografiar-
los, filmarlos, exhibirlos o describirlos a través de anuncios
impresos, transmisión de archivos de datos en red pública
o privada de telecomunicaciones, sistemas de cómputo,
electrónicos o sucedáneos. Al autor de este delito se le im-
pondrá pena de siete a doce años de prisión y de ochocien-
tos a dos mil días multa.

A quien fije, imprima, videograbe, fotografíe, filme o des-
criba actos de exhibicionismo corporal o lascivos o sexua-
les, reales o simulados, en que participen una o varias per-
sonas menores de dieciocho años de edad o una o varias
personas que no tienen capacidad para comprender el sig-
nificado del hecho o una o varias personas que no tienen
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capacidad para resistirlo, se le impondrá la pena de siete a
doce años de prisión y de ochocientos a dos mil días mul-
ta, así como el decomiso de los objetos, instrumentos y
productos del delito.

La misma pena se impondrá a quien reproduzca, almacene,
distribuya, venda, compre, arriende, exponga, publicite,
transmita, importe o exporte el material a que se refieren
los párrafos anteriores.

Asímismo, señala en su artículo 206 que “comete el delito
de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su con-
sentimiento, o la obligue a ejecutar para sí o en otra perso-
na, actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula.

A quien cometa este delito, se le impondrá pena de seis a
diez años de prisión y hasta doscientos días multa.

Para efectos de este artículo se entiende por actos sexuales
los tocamientos o manoseos corporales obscenos, o los que
representen actos explícitamente sexuales u obliguen a la
víctima a representarlos.

También se considera abuso sexual cuando se obligue a la
víctima a observar un acto sexual, o a exhibir su cuerpo sin
su consentimiento.

Si se hiciera uso de violencia, física o psicológica, la pena
se aumentará en una mitad más en su mínimo y máximo”.

De acuerdo a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión se define internet como un conjunto descentra-
lizado de redes de telecomunicaciones en todo el mundo,
interconectadas entre sí, que proporciona diversos servi-
cios de comunicación y que utiliza protocolos y direccio-
namiento coordinados internacionalmente para el enruta-
miento y procesamiento de los paquetes de datos de cada
uno de los servicios. Estos protocolos y direccionamiento
garantizan que las redes físicas que en conjunto componen
Internet funcionen como una red lógica única…”

Si bien, el internet es utilizado para fines tan importantes
como la investigación, compartir información, encontrar
familiares o amigos, entre otros, también se ha utilizado
para incrementar a través de la Red delitos como la porno-
grafía infantil. La trasmisión de fotografías y videos sobre
este delito a través de la red informática ha permitido que
se haya incrementado exponencialmente, dado a la difícil
detección.

Con datos del Inegi “Estadísticas a propósito del… Día
Mundial de Internet”1 2016, al segundo trimestre de 2015,
el 57.4 por ciento de la población de seis años o más en
México, se declaró usuaria de Internet.

Al segundo trimestre se registraron 62.4 millones de per-
sonas, de seis años o más en el país, usuarias de los servi-
cios que ofrece Internet, lo que representa el 57.4 por cien-
to de esta población. … poco más de la mitad (53.9 por
ciento) de los niños de entre 6 y 11 años señaló utilizar In-
ternet con cierta regularidad, entre los adolescentes de 12 a
17 años la proporción alcanza el 85.9 por ciento, propor-
ción semejante a la observada para individuos de entre 18
y 24 años (83.1 por ciento).

…las principales actividades realizadas en Internet re-
portadas en 2015; entre las dos más recurrentes se en-
cuentran las vinculadas a la búsqueda de información
(88.7 por ciento) y como medio de comunicación (84.1
por ciento). Para el acceso a contenidos audiovisuales,
la participación en redes sociales y como medio de en-
tretenimiento los porcentajes se encuentran entre el 71 y
el 77 por ciento.

Como sabemos, a nivel mundial y nacional muchas orga-
nizaciones no gubernamentales se ocupan en erradicar este
delito. El Centro Internacional para Niños Desaparecidos y
Explotados (International Centre for Missing & Exploited
Children, ICMEC) trabaja en todo el mundo para promover
la protección infantil y defender a los niños de la sustrac-
ción, el abuso y la explotación sexual.

Durante más de una década, el Centro ha trabajado incan-
sablemente en muchos frentes, uno de ellos ha sido a tra-
vés de la investigación a nivel mundial sobre las legisla-
ciones en más de 150 países sobre el tema de la pornografía
infantil. Es así que realizaron el primer documento, Porno-
grafía infantil: Modelo de legislación y revisión global, en
el 2006, revisando la legislación de 187 países miembros
de la Interpol, el cual incluía a nuestro país México, ya, pa-
ra el 2016 ha publicado la octava edición que incluye 196
países. La investigación ha permitido que diversos países
actualicen sus marcos jurídicos y de esta manera, fortalez-
can el combate a esta problemática.

Señala que “la investigación se centra en un conjunto bási-
co de criterios a fin de obtener una comprensión completa
de la legislación nacional sobre el tema. En particular, es-
tamos buscando que la legislación nacional: 
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(1) exista con especial consideración hacia la pornogra-
fía infantil, 

(2) proporcione una definición de pornografía infantil, 

(3) tipifique los delitos facilitados por la informática, 

(4) tipifique como delito la posesión intencional de por-
nografía infantil, independientemente de la intención de
distribuirla, y, 

(5) solicite a los proveedores de servicios de Internet
(ISP)1 que denuncien a la policía, o a algún otro orga-
nismo encargado, cualquier sospecha de actividades re-
lacionadas con la pornografía infantil. 

En esta octava edición del informe hemos introducido un
nuevo enfoque de revisión para ver si la legislación nacional: 

(6) ordena que los ISP desarrollen e implementen dis-
posiciones para la retención y preservación de datos.2

En la primera edición del citado documento, nuestro país
cumplía con cuatro de los cinco criterios, el quinto refe-
rente a la denuncia de las ISP ha quedado pendiente. Mu-
chos de los países estudiados no han legislado al respecto,
derivado de que es un tema que se debe considerar con mu-
cho cuidado.

A través del análisis de las implicaciones para realizar un
marco jurídico sobre la responsabilidad civil y/o penal de
los proveedores de acceso y servicios en Internet por
contenidos ajenos ilícitos, ha permitido llegar a diversas
conclusiones. 

De acuerdo al documento “El combate contra la pornogra-
fía infantil en Internet, el caso de Costa Rica, capítulo V.-
La responsabilidad civil y penal de los proveedores de ac-
ceso y servicios de internet por contenidos ajenos ilícitos,
señala que “los participantes al primer Congreso Mundial
contra la Explotación Sexual Comercial Infantil (1996)
afirmaron en el plan de acción que elaboraron y con el que
acordaron comprometerse, que era necesario, entre otras
cosas, reformar o reforzar las legislaciones nacionales para
establecer el régimen de responsabilidad penal para los
operadores de la red de internet en casos de explotación se-
xual comercial de la niñez.

Si bien, esta interrogante se planteó hace más de una década
desatando la pregunta sobre el grado de responsabilidad de

los proveedores de internet, se realizaron muchos estudios al
respecto al ser prestadores de un servicio en el cual se tras-
miten o alojan contenidos que son ajenos pero ilícitos.

Ante ello, reflexionamos a través de diversas lecturas que
no se les puede considerar una responsabilidad penal, deri-
vado que ellos prestan un servicio, más no hacen mal uso
de él, sin embargo, esto no los exime la responsabilidad ci-
vil, por lo que consideramos que deben participar activa-
mente con las autoridades para detectar estos ilícitos.

Y es porque los datos son alarmantes, los cuales se detallan
en el multicitado documento de investigación Modelo de
legislación, por ejemplo “la Internet Watch Foundation
(IWF), ubicada en el Reino Unido, informó que de todos
los reportes sobre pornografía infantil recibidos por la IWF
en 2014, el 80 por ciento de las víctimas parecían ser niños
menores de 10 años, y que el 4 por ciento eran menores de
2 años.

…Se mostró además que el 68.5 por ciento de los niños abu-
sados con agresiones sexuales extremas (es decir, bestialidad,
servidumbre, tortura) eran menores de 8 años de edad.

De igual manera informan que el IINHOPE, la Asociación
Internacional de Líneas Directas de Internet, informó que
en 2013, de 1.2 millones de informes recibidos por los 49
miembros de líneas directas, el 19 por ciento eran sobre
imágenes de abuso sexual que mostraban a niños adoles-
centes, el 71 por ciento eran de niños preadolescentes y el
10 por ciento eran de infantes.

Así, hacen referencia que en un estudio efectuado en 2011
en los Estados Unidos, se encontró que el 41 por ciento de
los poseedores de pornografía infantil detenidos eran “de-
lincuentes dobles”, puesto que victimizaban sexualmente a
los niños y poseían pornografía infantil.16 Uno de cada
seis casos que comenzaron con una investigación por po-
sesión de pornografía infantil implicaba a un delincuente
doble que también había abusado sexualmente de un niño
o que había tratado de hacerlo, lo cual sugiere que puede
haber una correlación entre la posesión intencional de por-
nografía infantil y la perpetración de un abuso sexual con-
tra un niño.

Año tras año nuestro país sigue ocupando el primer lugar
en transmisión y búsqueda de pornografía infantil y cada
día que pasa nos estamos quedando un paso atrás en el de-
sarrollo de estrategias y herramientas para su combate.
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Bajo esa misma investigación se encontró que en diversos
países en algunos casos la ley obliga a que los proveedores
informen a las autoridades sobre los delitos cometidos en
internet, además de obligar preservar todos los datos infor-
máticos durante un tiempo determinado bajo notificación,
lo cual permite que los resultados sean más exitosos.

En otros casos, se realizan a través de convenios de co-
laboración entre los proveedores de internet y las autori-
dades, cuando descubren actos ilegales tomando las me-
didas correspondientes para suspender la trasmisión de
dicha información.

En el caso de la legislación China, nos señalan que sí es-
tablecen la obligación de los proveedores de reportar foto-
grafías obscenas, pornografía infantil y cualquier informa-
ción que sea ilegal.

En el caso de Dinamarca no existe ley alguna que los obli-
gue, sin embargo ellos establecieron lo que se conoce co-
mo acuerdos voluntarios, los cuales se basan en una estre-
cha colaboración a través de filtros de internet, en donde la
autoridad envía direcciones de internet sospechosas a los
proveedores, solicitando se bloquen las mismas, el caso de
Korea es muy similar

Suiza ha creado una entidad especial, la Unidad Suiza de
Coordinación contra Delitos Informáticos (Cybercrime
Coordination Unit Switzerland, CYCO), en donde las per-
sonas pueden denunciar la presencia de material sospecho-
so en Internet.

Por ello, consideramos que todos los actores sociales deben
participar para detener cualquier delito, y más si es contra
nuestras niñas, niños y adolescentes. La Convención sobre
los derechos del niño, de la cual nuestro país es parte, in-
cluye disposiciones relativas a la explotación sexual infan-
til, como lo señala el artículo 34 en donde se establece que
“los Estados parte se comprometen a proteger al niño con-
tra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con
este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las
medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que
sean necesarias para impedir... la explotación del niño en
espectáculos o materiales pornográficos.”3

El Protocolo facultativo sobre la venta de niños, la prosti-
tución infantil y la utilización de niños en la pornografía,
define a la pornografía como “toda representación, por
cualquier medio, de un niño dedicado a actividades sexua-

les explícitas, reales o simuladas, o toda representación de
las partes genitales de un niño con fines primordialmente
sexuales”

En muchos países los proveedores de internet no están
obligados a reportar casos de pornografía infantil, sin
embargo, la relación con las autoridades es de coopera-
ción voluntaria.

Por lo tanto, consideramos que es imperativo que la policía
cuente con las herramientas adecuadas para luchar contra
los delitos en línea y para proteger a los niños contra el
abuso, el acoso y la explotación. Si bien, nuestro país cuen-
ta con una Policía Cibernética quienes trabajan incansable-
mente contra este y otros delitos y cualquier acción por mí-
nima que parezca permitirá que miles de niños sean
salvados de las garras de la pornografía infantil.

Empresas como Microsoft y Google han implementado
programas que coadyuvan de manera eficaz en contra de
este delito, como es el caso del primero, ya que señalan que
“el contenido generado por el usuario (UGC) está crecien-
do exponencialmente al igual que las oportunidades y los
riesgos de hospedarlo. Ahora las organizaciones cualifica-
das pueden utilizar el PhotoDNA Cloud Service de forma
gratuita para detectar e informar automáticamente la distri-
bución de imágenes de explotación infantil.

Microsoft comenzó a compartir la primera versión de Pho-
toDNA como una tecnología en el local en 2009. Desde en-
tonces, esta tecnología ha ayudado a frenar la explotación
de niños en todo el mundo mediante la detección de millo-
nes de imágenes ilegales por informar al Centro Nacional
de Niños Desaparecidos y Explotados NCMEC) y otras au-
toridades apropiadas.”4

También encontramos que la Fundación denominada
Alia2, desde hace muchos años ha trabajado con “el obje-
tivo es garantizar que se cumplan los derechos de los niños
en internet, mejorando su seguridad en la Red a través de
la creación de herramientas tecnológicas y de actividades
formativas y educativas de concienciación. Los objetivos
sociales de la Fundación Alia2 son la lucha contra la por-
nografía infantil en internet y el ciberacoso. La batalla con-
tra estos 2 problemas, comienza por saber el significado y
alcance de dichas acciones.”5 Cuenta con una red de vo-
luntarios informáticos especializados, que colaboran en el
desarrollo de herramientas tecnológicas efectivas para la
eliminación de dichas amenazas.
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Es por lo anterior, que estamos trabajando para que cual-
quier institución, empresa, organismos o persona en gene-
ral que pueda cooperar en beneficio de los niños, será un
gran paso para erradicar estos delitos.

Por lo anteriormente expuesto y motivado, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea, la presente iniciativa
con proyecto de 

Decreto 

Único. Se adicionan el artículo 146 Bis y un párrafo se-
gundo y tercero al artículo 189 de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión, para quedar como
sigue:

Artículo 146 Bis. La Policía Federal, a través de la Po-
licía Científica, deberá identificar la transmisión y/o al-
macenamiento de datos, escritos, imágenes, voz, soni-
dos o información por cualquier modalidad, que sean
susceptibles de pornografía infantil o abuso sexual in-
fantil, a través de sistemas o programas especializados,
creados por el área científica de la policía federal mis-
ma, o bien por un particular, con la certificación del
área científica de la policía federal, así como por el Ins-
tituto. Dichos sistemas o programas especializados con-
tarán con especificaciones que hagan posible la notifi-
cación electrónica de los concesionarios de
telecomunicaciones o prestadores de servicio de aplica-
ciones y contenido de internet al Ministerio Público fe-
deral y área científica de la Policía Federal, dejando a
salvo la información privada del usuario, de casos de
transmisión y/o almacenamiento de datos, escritos,
imágenes, voz, sonidos o información relacionada con
pornografía infantil o abuso sexual infantil, conforme a
la Ley General de Datos Personales en Posesión de Su-
jetos Obligados, a través de los concesionarios de tele-
comunicaciones o prestadores de servicio de aplicacio-
nes y contenido.

Artículo 189. Los concesionarios de telecomunicaciones
y, en su caso, los autorizados y proveedores de servicios de
aplicaciones y contenidos están obligados a atender todo
mandamiento por escrito, fundado y motivado de la autori-
dad competente en los términos que establezcan las leyes.

En los casos en que se identifique la transmisión y/o al-
macenamiento de datos, escritos, imágenes, voz, sonidos o
información relacionada con pornografía infantil o abuso
sexual, la notificación y entrega de información podrá ha-

cerse vía electrónica por medio de los sistemas o progra-
mas a que se refiere el artículo 146 Bis de esta Ley. El Mi-
nisterio Público federal en términos de las disposiciones
penales aplicables, procederá para el inmediato desahogo
de los actos de investigación que correspondan.

Los programas y sistemas de identificación que se men-
cionan en este artículo sólo podrán verificar informa-
ción y comunicaciones de carácter público, por lo que
no podrán de ninguna manera identificar, intervenir o
vulnerar de modo alguno la intimidad de las personas y
la confidencialidad de las comunicaciones privadas.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/internet
2016_0.pdf

2 http://www.ilo.org/ipec/Informationresources/WCMS_IPEC_PUB_
6631/lang—es/index.htm

3 http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CRC.aspx

4 https://www.microsoft.com/en-us/PhotoDNA

5 http://plataformadeinfancia.org/book/fundacion-aliados/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de noviembre de 2017.—
Diputados: Norma Edith Martínez Guzmán, Mariana Arámbula Me-
léndez, Jorge Ramos Hernández, María Antonia Cárdenas Mariscal,
Lillian Zepahua García, Adriana Terrazas Porras, Paloma Canales Suá-
rez, Marbella Toledo Ibarra, Jesús Salvador Valencia Guzmán, Julieta
Fernández Márquez, Pedro Garza Treviño, Miguel Angel Huepa Pérez
, Genoveva Huerta Villegas (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias diputada Norma Edith Martínez Guzmán.
Se turna a la Comisión de Comunicaciones, para dicta-
men, y a la Comisión Especial de prevención y erradi-
cación de la pornografía y abuso sexual infantil, para
opinión.
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LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Iniciativa que reforma el artículo 15 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Edith Yolanda López Velasco, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Edith Yolanda López Velasco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de las facultades que me confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, para efectos de su discusión y en su ca-
so aprobación, presento iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona el artículo quince (15) párrafo quin-
to de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Por lo anterior y a efecto de reunir los ele-
mentos exigidos por el numeral 1 del artículo 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados de este honorable
Congreso de la Unión, la iniciativa se presenta en los si-
guientes términos:

I. Planteamiento del problema

El delito de desaparición forzada, contemplado en el artí-
culo 215 – A del Código Penal Federal y en la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
ratificada por el Estado Mexicano en 2002, es una figura
que no solamente ha buscado sancionar al o los servidores
públicos, agentes del Estado o personas que actúen con la
autorización de éste para la comisión del delito; sino que la
justicia constitucional y convencional, alcance, sea efecti-
va y suficiente para proteger al o a los individuos que se
encuentran privados de su libertad; la libertad es un dere-
cho humano, que por el tipo de delito, puede restringirse
continuamente y sus efectos pueden irse repercutiendo con
el paso del tiempo, es decir, es de tracto sucesivo.

Precisado lo anterior, el artículo 15, de la Ley de Amparo
que regula los casos en que otra persona puede promover
el juicio de amparo por el directamente afectado y el pro-
ceder que debe llevar a cabo el juez de Distrito cuando, en-

tre otros, se señale la desaparición forzada como acto re-
clamado, en su párrafo quinto establece lo siguiente:
“Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el jui-
cio, se tendrá por no interpuesta la demanda,” sin que se
prevea en los párrafos que le anteceden o en el que le es
consecuente una excepción a esa regla o alguna cuestión
jurídica en favor del desaparecido, de su familia, de las víc-
timas y ofendidos de éste, advirtiéndose que se está ante
una disposición genérica que obliga al órgano jurisdiccio-
nal a tener por no interpuesta una demanda si transcurre el
lapso y nadie comparece; de manera que por la especial en-
tidad del acto reclamado de desaparición forzada, se consi-
dera que en el caso de que nadie se apersone al juicio de
amparo, en ese supuesto, Sí debe seguirse teniendo como
interpuesta la demanda. Además la desaparición forzada
acarrea una relación directa con el Estado y con una serie
de circunstancias especiales que sufren en sus derechos hu-
manos las víctimas, la propia familia y ofendidos del des-
parecido, comprometiéndose su seguridad, y por tratarse
de un hecho que además impide la efectividad de una serie
de derechos, por lo que se necesita la constante protección
por el órgano jurisdiccional federal, por lo que apunto que
en la hipótesis anotada debe seguir teniéndose por inter-
puesta la demanda sobre el delito de desaparición forzada
aún al transcurrir un año sin que nadie se apersone en el
juicio. 

II. Exposición de Motivos

La desaparición forzada de personas, constituye un acto de
afectación inmediata, continua y directa a los derechos hu-
manos de la persona que está desaparecida, motivo por el
cual cualquier persona, incluso un menor de edad, puede
ocurrir al medio de control constitucional que estatuyen los
artículos 103 y 107 de la Constitución Federal.

Así se advierte, que en atención a la reforma de 10 de ju-
nio de 2011, al artículo 1° del Pacto Federal, se impone a
los Estados la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad, de manera que de conformidad con tal
obligación al emitirse la Nueva Ley de Amparo el 2 de
abril de 2013, vigente a partir del día siguiente, en el artí-
culo 15, se impone a los jueces de Distrito, que si se plan-
tea en una demanda de amparo como acto reclamado la de-
saparición forzada de personas, el órgano de control
constitucional y convencional, oficiosamente, debe orde-
nar a las autoridades correspondientes que practiquen las
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diligencias conducentes para lograr la localización y com-
parecencia del agraviado, así como requerirles toda la in-
formación para ello (último párrafo).1

En efecto, el numeral en consulta, establece al texto:

“Artículo 15. Cuando se trate de actos que importen
peligro de privación de la vida, ataques a la libertad
personal fuera de procedimiento, incomunicación,
deportación o expulsión, proscripción o destierro,
extradición, desaparición forzada de personas o al-
guno de los prohibidos por el artículo 22 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como la incorporación forzosa al Ejército, Arma-
da o Fuerza Aérea nacionales, y el agraviado se en-
cuentre imposibilitado para promover el amparo,
podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nom-
bre, aunque sea menor de edad.

En estos casos, el órgano jurisdiccional de amparo
decretará la suspensión de los actos reclamados, y
dictará todas las medidas necesarias para lograr la
comparecencia del agraviado. 

Una vez lograda la comparecencia, se requerirá al
agraviado para que dentro del término de tres días
ratifique la demanda de amparo. Si éste la ratifica
por sí o por medio de su representante se tramitará
el juicio; de lo contrario se tendrá por no presentada
la demanda y quedarán sin efecto las providencias
dictadas.

Si a pesar de las medidas tomadas por el órgano ju-
risdiccional de amparo no se logra la comparecencia
del agraviado, resolverá la suspensión definitiva, or-
denará suspender el procedimiento en lo principal y
se harán los hechos del conocimiento del Ministerio
Público de la Federación. En caso de que éste sea au-
toridad responsable, se hará del conocimiento al
Procurador General de la República. Cuando haya
solicitud expresa de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, se remitirá copia certificada de lo
actuado en estos casos.

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el
juicio, se tendrá por no interpuesta la demanda. 

Cuando, por las circunstancias del caso o lo mani-
fieste la persona que presenta la demanda en lugar
del quejoso, se trate de una posible comisión del de-

lito de desaparición forzada de personas, el juez ten-
drá un término no mayor de veinticuatro horas para
darle trámite al amparo, dictar la suspensión de los
actos reclamados, y requerir a las autoridades co-
rrespondientes toda la información que pueda resul-
tar conducente para la localización y liberación de la
probable víctima. Bajo este supuesto, ninguna auto-
ridad podrá determinar que transcurra un plazo de-
terminado para que comparezca el agraviado, ni po-
drán las autoridades negarse a practicar las
diligencias que de ellas se soliciten o sean ordenadas
bajo el argumento de que existen plazos legales para
considerar la desaparición de una persona”. 

Sin duda, tratándose de la desaparición forzada de perso-
nas, se advierte que se puso especial énfasis en el trámite y
suspensión del acto de que se trata, lo que sin lugar a du-
das revela la ponderación al respecto por el legislador.

No obstante ello, se pone de manifiesto que al establecer el
artículo 15 de la Ley de Amparo, que “Transcurrido un
año sin que nadie se apersone en el juicio, se tendrá por
no interpuesta la demanda”, implica un atavismo al prin-
cipio de progresividad y a la serie de derechos que se si-
guen violentando en la comisión de este delito.

Lo anterior, porque la Convención Internacional para la
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones
Forzadas, la Convención Interamericana sobre Desapari-
ción Forzada de Personas, que forman parte de la propia
Constitución, en términos de los artículos 1° y 133 de la
Constitución Federal, dado que el Estado Mexicano suscri-
bió los mismos, establecen el derecho a conocer la verdad
sobre las circunstancias de una desaparición forzada y la
suerte de la persona desaparecida, así como el respeto del
derecho a la libertad de buscar, recibir y difundir informa-
ciones que conduzcan a ello; de manera que al determinar
el numeral anotado que en los juicios de amparo, transcu-
rrido un año, sin que nadie se apersone al juicio, se ten-
drá por no interpuesta la demanda, que entraña el que no
se hubiere promovido ésta nunca, ello se considera atenta
contra el principio anotado de progresividad y el de segu-
ridad jurídica, alejándose del pleno respeto a la Constitu-
ción y a los Convenios internacionales señalados de los que
el Estado Mexicano es parte.2

Asimismo, a efecto de ser congruente la Ley de Amparo
con el principio pro personae, contemplado en el artícu-
lo 1° de la Constitución, al que se refiere el artículo 29
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y
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5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, en el precepto señalado, debe pugnarse porque con-
trario a tener como no interpuesta una demanda en casos
de desaparición forzada de personas por haber transcu-
rrido un año, se siga ejerciendo de oficio, las órdenes que
sean necesarias para la búsqueda y en su caso la presen-
tación de la persona desaparecida.

En la especie y atendiendo al pleno respeto de promover,
proteger, y garantizar los derechos humanos, que tutela
nuestra Constitución, así como al hecho de que la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha impuesto al Esta-
do Mexicano la búsqueda efectiva y la localización de
quien o quienes se ha denunciado se encuentran en un ca-
so de desaparición forzada (ejemplo caso Radilla Pache-
co),3 esto es, a efecto de compatibilizar nuestro derecho in-
terno con las Convenciones señaladas de las que el Estado
mexicano es parte, las sentencias dictadas por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, las Medidas Provi-
sionales y Opiniones Consultivas, igualmente realizadas
por aquella Corte Regional, por lo que se propone que se
modifique el precepto de que se trata y en su lugar se de-
termine que, tratándose del delito de desaparición forzada
se siga considerando como presentada la demanda de am-
paro a efecto de que la seguridad jurídica y el principio de
progresividad sigan consolidando la eficacia y eficiencia
jurídica del propio juicio de amparo y habeas corpus en be-
neficio del Desaparecido y de las víctimas y ofendidos; así
también, para que el juzgador pueda requerir a las respon-
sables en cualquier tiempo, la información sobre el parade-
ro de la persona a nombre de quien se promueve y en su ca-
so a la persona que acudió al amparo en favor del quejoso,
para conocer sobre su situación, y solo si se conoce aquél
(paradero) en su caso, podrá tenerse por no presentada en
términos del párrafo tercero del propio precepto.

En esa tesitura se propone la adición al artículo 15, de la
Ley de Amparo, para quedar como sigue: 

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio,
se tendrá por no interpuesta la demanda; empero, tratán-
dose del delito de desaparición forzada, aquélla se se-
guirá teniendo como interpuesta, y sólo si es encontra-
da la persona desaparecida, se procederá, en su caso, en
términos del párrafo tercero de este precepto. 

III. Fundamento legal de la iniciativa

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
tiene la suscrita en su calidad de diputada federal de la

LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, y
que le confieren los artículos 71, fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
el 6o., numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

IV. Denominación del proyecto de reforma

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el
párrafo quinto de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

V. Ordenamiento a adicionar

Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

VI. Texto normativo propuesto

Artículo Único: se adiciona al párrafo quinto del artículo
15 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Para quedar como sigue:

Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Titulo Primero. Reglas Generales.

Capítulo II
Capacidad y Personería.

Artículo 15. 

…

…

…

…

Transcurrido un año sin que nadie se apersone en el juicio, se
tendrá por no interpuesta la demanda; (adición siguiente)
empero, tratándose del delito de desaparición forzada,
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aquélla se seguirá teniendo como interpuesta, y sólo si es
encontrada la persona desaparecida, se procederá en tér-
minos del párrafo tercero de este precepto. 

…

VII. Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Quedan derogadas todas las disposiciones que se
opongan a lo señalado en el presente decreto.

Notas

1 Al respecto, cabe señalar la siguiente tesis: 

Época: Décima Época. Registro: 2001633. Instancia: Tribunales Cole-
giados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta. Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3.
Materia(s): Común. Tesis: VIII.2o.P.A.2 P (10a.) Página: 1726 .

Desaparición forzada de personas. Al identificarla como acto re-
clamado en el amparo, el órgano de control constitucional y con-
vencional, oficiosamente, debe ordenar a las autoridades corres-
pondientes que practiquen las diligencias conducentes para lograr
la localización y comparecencia del agraviado, así como requerir-
les toda la información para ello.

En observancia a la Convención Internacional para la Protección de to-
das las Personas contra las Desapariciones Forzadas y a la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, que imponen
a los Estados la obligación de promover el respeto universal y efectivo
de los derechos humanos y libertades fundamentales, afirmando el de-
recho a conocer la verdad sobre las circunstancias de una desaparición
forzada y la suerte de la persona desaparecida, así como el respeto del
derecho a la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones a este
fin, y en atención al principio pro homine previsto en los artículos 29
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que forman parte de la
Ley Suprema de la Unión, conforme a los artículos 1o. y 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al identificar
en el amparo como acto reclamado la desaparición forzada de perso-
nas, el órgano de control constitucional y convencional, oficiosamen-
te, debe ordenar a las autoridades correspondientes que practiquen las
diligencias conducentes para lograr la localización y comparecencia
del agraviado, así como requerirles toda la información para ello.

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del
Octavo Circuito.

Incidente de suspensión (revisión) 38/2012. Agente del Ministerio Pú-
blico de la Federación, adscrito a la Agencia Primera Investigadora,
Mesa I, residente en Torreón, Coahuila de Zaragoza. 14 de junio de
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Soto Martínez. Secreta-
rio: José Luis Ruiz Sánchez.

2 En lo relativo, se relaciona la siguiente tesis:

Época: Décima Época. Registro: 2001634. Instancia: Tribunales Cole-
giados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta. Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3.
Materia(s): Constitucional. Tesis: VIII.2o.P.A.3 P (10a.) Página: 1727.

Desaparición forzada de personas. Ante la posible comisión del de-
lito relativo, ninguna autoridad puede establecer que transcurrió
un determinado plazo para lograr la comparecencia del agraviado
ni para practicar las diligencias necesarias al efecto.

De los artículos 12 de la Convención Internacional para la Protección
de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas y I a III y VII
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Per-
sonas, se advierte la obligación de los Estados y el correlativo derecho
de la víctima a la denuncia e investigación efectiva, exhaustiva e im-
parcial sobre los hechos relacionados con la desaparición forzada, así
como el que este delito es considerado como continuado o permanen-
te mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima, y que
la acción penal correspondiente y la pena que se imponga judicial-
mente al responsable no estarán sujetas a prescripción. Consecuente-
mente, ante la posible comisión del mencionado delito, ninguna auto-
ridad puede establecer que transcurrió un determinado plazo para
lograr la comparecencia del agraviado ni para practicar las diligencias
necesarias al efecto.

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del
Octavo Circuito.

Incidente de suspensión (revisión) 38/2012. Agente del Ministerio Pú-
blico de la Federación, adscrito a la Agencia Primera Investigadora,
Mesa I, residente en Torreón, Coahuila de Zaragoza. 14 de junio de
2012. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Soto.

3 En lo concerniente, resulta relevante el resolutivo noveno de la sen-
tencia del caso Rosendo Radilla Pacheco contra los Estados Unidos
Mexicanos: El Estado deberá continuar con la búsqueda efectiva y la
localización inmediata del señor Rosendo Radilla Pacheco o, en su ca-
so, de sus restos mortales, en los términos de los párrafos 335 a 336 de
la presente Sentencia.
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Recinto Legislativo. Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión. Ciudad de México, a 12 de septiembre de 2017.— Diputada
Edith Yolanda López Velasco (rúbrica).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

Adelante, secretaria.

COMUNICACIONES OFICIALES

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le ruego someter a consideración del
pleno la modificación en la integración de las comisiones
que se señalan, solicitados por el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

• Que la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán cause
baja como secretaria de la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público.

• Que la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán cause
baja como secretaria de la Comisión de Vivienda.

• Que la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán cause
baja como integrante de la Comisión de Radio y Televi-
sión.

• Que la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán cause
baja como secretaria de la Comisión Especial de segui-
miento del programa especial concurrente

• Que la diputada Lucía Virginia Meza Guzmán cause
baja como secretaria de la Comisión Especial de para re-
visar y analizar la legislación y política en materia de
atención a la niñez y la adolescencia con autismo y otros
trastornos generalizadas de desarrollo.

• Que la diputada Lucia Virginia Meza Guzmán cause
baja como secretaria del Grupo de Amistad.

Sin otro particular, le reitero mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 28 de noviembre de 2017.— Dipu-
tado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le ruego someter a consideración del
pleno la modificación en la integración de las comisiones
que se señalan, solicitados por el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

• Que el diputado Rafael Hernández Soriano cause baja
como integrante de la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción.

Sin otro particular, le reitero mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 28 de noviembre de 2017.— Dipu-
tado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le ruego someter a consideración del
pleno la modificación en la integración de las comisiones
que se señalan, solicitados por el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.
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• Que el diputado Daniel Ordóñez Hernández cause ba-
ja como integrante de la Comisión de la Ciudad de Mé-
xico.

• Que el diputado Rafael Hernández Soriano cause alta
como integrante en la Comisión de la Ciudad de México.

Sin otro particular, le reitero mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 28 de noviembre de 2017.— Dipu-
tado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le ruego someter a consideración del
pleno, la modificación en la integración de las comisiones
que se señalan, solicitada por el Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México:

• Que el diputado Arturo Álvarez Angli cause baja como
integrante de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

• Que el diputado Arturo Álvarez Angli cause alta como
secretario en la Comisión de Protección Civil.

• Que el diputado Javier Octavio Herrera Borunda cau-
se baja como integrante de la Comisión de Salud.

• Que el diputado Javier Octavio Herrera Borunda cau-
se alta como secretario en la Comisión de Relaciones
Exteriores.

Sin otro particular, le reitero mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 28 de noviembre de 2017.— Dipu-
tado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34, inciso c),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le ruego someter a consideración del
pleno, la modificación en la integración de las comisiones
que se señalan, solicitada por el Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza:

• Que el diputado Luis Alfredo Valles Mendoza cause
baja como integrante de la Comisión de Gobernación.

• Que la diputada Mirna Isabel Saldívar Paz cause alta
como integrante en la Comisión de Gobernación.

Sin otro particular, le reitero mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 28 de noviembre de 2017.— Dipu-
tado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica), Presidente.»

En votación económica se consulta si son de aprobarse.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Presidenta, ma-
yoría por la afirmativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobadas, comuníquense.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES 

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: En términos de los artículos 100 y 102 del Reglamento,
las iniciativas y proposiciones contenidas en el orden del día,
serán turnadas a las comisiones que correspondan. (*)

(*) Las iniciativas y proposiciones se encuentran en el Apéndice
de esta sesión.
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CLAUSURA Y CITA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón (a las 13:22 horas): Compañeras, compañeros, se le-
vanta la sesión y se cita para la que tendrá lugar mañana,
jueves 30 de noviembre del año 2017, a las 10 horas. Rei-
tero, mañana se cita, mañana jueves 30 de noviembre de
2017 a las 10 horas.

————— O —————
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RESUMEN DE LOS TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 1 hora 32 minutos.

• Quórum a la apertura de la sesión: 255 diputadas y diputados.

• Comunicaciones oficiales: 7

• Iniciativas de congresos estatales: 2

• Iniciativas de las diputadas y diputados: 20

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 16

3 PRI 
3 PAN 
2 PRD 
4 Morena 
3 MC 
1 PES
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• Álvarez Máynez, Jorge (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cañedo Jiménez, Roberto Alejandro (Morena) . . . . . 

• Castro Vázquez, Rogerio (Morena). . . . . . . . . . . . . . 

• Corichi García, Claudia Sofía (MC) . . . . . . . . . . . . . 

• Flores Gómez, Mirza (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• García Pérez, María (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Gaytán Hernández, Cristina Ismene (PRD). . . . . . . . 

• Márquez Zapata, Nelly del Carmen (PAN) . . . . . . . . 

• Martínez Guzmán, Norma Edith (PES). . . . . . . . . . . 

• Matesanz Santamaría, Rocío (PAN) . . . . . . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 212 del Código Penal Federal: 131

Para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 6o. y 93 de la Ley General de Salud: 100

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 110, 150 y 167 del Reglamento de la Cámara
de Diputados: 114

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona los artículos 156, 406 y 410 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales: 125

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 201 del Código Penal Federal: 135

Para presentar dos iniciativas con proyecto de decreto: la pri-
mera, que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda; y la
segunda, que reforma los artículos 12, 18, 40, 42 y 46 de la
Ley del Servicio Militar: 62, 66

Para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos: 97

Para presentar dos iniciativas con proyecto de decreto: la pri-
mera, que reforma diversas disposiciones de Ley sobre el Es-
cudo, la Bandera y el Himno Nacionales; y la segunda, que re-
forma el artículo 20 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal: 71, 74

Para presentar, en nombre propio y de diputados integrantes
de la Comisión Especial de Prevención y Erradicación de la
Pornografía y Abuso Sexual Infantil, la iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona un artículo 146 Bis y reforma el ar-
tículo 189 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radio-
difusión: 140

Para presentar dos iniciativas con proyecto de decreto: la pri-
mera, que reforma y adiciona los artículos 20 Bis y 46 de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mis-
mas; y la segunda, que reforma el artículo 65 de la Ley Gene-
ral de Educación: 75, 82

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN
( en orden alfabético )
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• Nahle García, Norma Rocío (Morena) . . . . . . . . . . . 

• Plata Inzunza, Evelio (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Santiago Rodríguez, Guillermo Rafael (Morena) . . . 

• Saucedo Reyes, Araceli (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Vargas Rodríguez, Federico Eugenio (PRI). . . . . . . . 

• Vélez Núñez, Beatriz (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y deroga diversas disposiciones de la Ley de Petróleos Mexi-
canos, de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad y de
la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización
y el Desarrollo: 117

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales: 55

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 5o., 31 y 36 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos: 105

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona los artículos 5, 27 y 43 de la Ley General de
Desarrollo Social: 91

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 151 del Reglamento de la Cámara de Diputados: 59

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 19 de la Ley General de Salud: 52
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